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[Ir las Causa* y Materuis ijue se couliruc cu rl Segundo hm 
de la 2* Serie que priurípía rn 187 L 



C( INTIMACION ÜKL ANu U7J. 

CAUSA XCYIII. 

Kl l>r, D, Juan Agustín IVan.íu por varios puesteros, contra los 
< oucesouarios del Mercado ■ Inde|»f!iideiicia », sobre itieottstilu> 
ciimalidad de una residuciun Municipal. 

Üuamrvt. — 1" Ka disposición riel articulo 1 i de la CousLilu- 
<ion, declarando el principio de la libertad de tuda industria, ttCi 
obsta que aquella sea reclame uiada en su ejercido, y aun limita- 
da por causas de u lili dad ¡jeuera!. 

•}« La reglamentación del « unieren» interno de una provincia. 
L'utYegjiontte á la Provincia misma.. • S 

CAUSA XCIX. 

I). Serapio Segundo Ovejero, contra II. Servando tambar, sobre 
iiulemui/arion de danos y perjuicios. 

Sumario. — Las esrcpcioiifs reíeronles á la culpabilidad di -I 
acusado, que fueron desee badas cu el juicio criminal aliñado, 
(Hieden oponerse cu el civil por iudemní/achm de daños y per- 
juicios. ......... ■ lo 

CAUSA C. 

Criminal, cunda M. Víctor C. (¡uiíia/ú. por delito de rebelioii. 

Sumario. — 1" Camelen delito de rebelión los empleados públi- 
cos iiumbradu.s por los u.elüs de la rebelión, que prestan servicio 
llorante ella. 

i» Kl simple temor de ser dañado, y las violencias cometidas 
en general pur los rebeldes, no disculpan el delito, muebu ims 
cuando existen presunciones de la adhesión voluntaria del acusa- 
do ;i la rebelión H> 
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CAUSA CI. 

I), Anlenor Molina, contra D. Sanios Gil, por cobro ile pesos. 

Sumario — 1» Para que una cuenta de comercio pueda fundar 
una demanda, es necesario que eslé fundada en los libros de 
quien la presenta» y acompañada de los comprobantes respectivos. 

2 o Los libros de comercio deben conservarse en el lunar en que 
son llevados. 1 

3' El libro copiador de cuentas, solo, no merece fe 

CAUSA CU. 

Bj Lisandro Lalorre y O, contra D. Augusto Servia, sobre in- 
terdicto do adquirir la posesión. 

Sumario. — Ha lugar al interdicto de adquirir, ruando contra 
los lítalos de dominio, no se alega escepcion legítima por el 
uctentaríor . . , „ 

CAUSA CHL 

A. Adolfo Modet, contra el Fisco Nacional, sobre aforo de ar- 
tículos de importación. 

Sumario. -- En los recursos que se interpongan de las resolucio- 
nes ile los administradores de renta, los Jueces de Sección deben 
sentenciar sin admitir mas de mi alegato escrito por cada parle. 31 

CAUSA C1V 

1). Cosme Marino, contra los Sros. Lamas, Itcgoncpa v O por 
cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario, —i" Contra la acción ejecutiva de las letras de cam- 
bio no se admiten mas escepcionos, que las determinadas por el 
art. H52 del Código de Comercio. 

á ú Ksas mismas escepciones deben probarse por escrituras públi- 
cas ó documento privado judicialmente reconocido. :i: 

CAUSA CV. 

Kl gerente de la sociedad anónima « Kl Comercio * contra 
Jacquemin Kréres, por indemnización de danos y perjuicios. 

Sumario. — Abierto el juicio de quiebra contra el demandante, 
los autns de su demanda deben remitirse al .lúe?, del Concurso..., ;pj 

CAUSA CYI. 

Daniel Rónzale?, y C 3 , ronlra 1). Juan Antonio Pando, por 
cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario, — Kl juicio ejecutivo, contra el cual no se ha dedu- 
cido tercería alguna de oposición, debe llevarse adelante, con 
arreglo i la ley de procedimientos 41 

CAUSA CVU. 

Kl Convenio de Sanio Domingo, contra 1>. (¡a briol 
cobro de pesos. 
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Sumario — B que no es heredero, ó no ha acoplado la he- 
rencia, íi no posee bienes del deudor, no puede ser compclidu 
á satisfacer las obligaciones de aquel *•» 

CAUSA C VIII. 

Criminal, contra Luis Cierra, José Viola, Anlunio Itordelli y José 
l'etreli, por tentativa de hurlo en la Tesurería Nacional 

Sumario. — l n Para que no hayo lu¡:ar ó la imposición de pena, 
ruando hay principio de ejecución de un cielito por hechos exte- 
riores, es necesario que haya desistimiento voluntario por parte 
de los autores. 

2 n No puede suponerse el desistimiento voluntario, cuando en- 
contrándose los delincuentes cu el lugar mismo en que debía ser 
perpetrado el delito, después de haber realizado una larga serie 
de actos que demuestran una intención perseverante y una deci- 
sión formal de realizarla, solo deja tic tener efecto por la presen- 
cia de la fuerza pública. 

3 1 ' Según las doctrinas de la jurisprudencia moderna, cu los 
casos de tentativa f nitrada, la pena debe moderarse, teniendo 
en cuenta que, si bien existe la intención criminal puesta cu 
ejercicio no existe el daño material. 

4 o La Suprema Corle no puede fallar sobre capitulo alguno qui- 
no se hubiere puesto a la decisión del inferior. i 7 

CAUSA CIX. 

La Real Compañía de vapores de Soulbamplon, comía Mari ni 
v C\ por cobro de lanchajes. 

Sumar úk — i" No habiendo estipulación respecto al papo de 
tonrhages, las partes deben sujetarse á las prácticas de ía plaza. 

La práctica en Buenos Aires es abonar con sujeción á la 
tarifa publicada por los lancheros, y que conocen todos los co- 
merciantes. 

3° Está práctica es equitativa y conveniente para el comercio 
suhre todo para los vapores que tienen día fijo para la salida, 
por la economía del tiempo que se invertiría en ajustar el lan- 
i'hagc. .............i..,. .......... 

CAUSA CX. 

|l Dr. It. Itasilio Salas por sus hijos menores, contra los here- 
deros de D, Tomás Newton, sobre reivindicación de un terreno. 

Sumario. — i" Incumbiendo la prueba al actor y no siendo 
complétala producida por í% el demandante debe ser absuelto, 

í" La prescripción es uno de los modos generales de adquirir 
v de perder Ii propiedad. 

3» Los bienes raices se prescriben por diez años entre presentes 
y vcinleenlre ausentes, habiendo posesión, buena Té y justo titulo. 

1" Con mas de treinta años de posesión se prescribe un bien 
raíz sin buena fe y sin titulo. 
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> La posesión se presume continua desde la fcrha del Kítde, 
mientras no se pruebe lo contrario. 

'i 1 L;i liuena fin'; consisto en la creencia del adquirenle de que 
el _enagenaute ó el causante es dueño de la rosa transferida. 

7" Aunque según tos leyes «le Partida los menores liencii pri- 
vilegio ile no perder sus cusas por tiempo, dicho privilegio 
debe entenderse cuando hstii'mpmiffhih's prrwrifwionw fútmw- 
zuti á correr muí ra fox matón 1 * simtfo elht nanita*, v no ruando 
la prescripción empezó; 1 ! rorrer contra aquellos do quienes su 
derecho hubieron los menores. 

Ku este caso los perjudicados pueden pedir restitución del 
lit'NL|in que corrió contra ellos, durante la menor edad M 

CAUSA CXI. 

H. Tornas Piel ranera, contra 1). .losé Cerruli, suhre embanio 
de una póliza de seuuros. 

Sumario. — La demanda por cuino de pesos procedente de 
venta de mercancías, na pertenece al fuer» Cederá l ral mu* 
mali't i(r , ti 

CAUSA CXU 

KIRr. R. Miguel Villegas, contra el procurador D. PahloFrugom 
sobre cobro de honorarios. 

Sumario. — Kl procurador no está obleado á pagar los ho- 
norarias anteriores al ejercicio de su procuración en el juicio, . . 7M 

CAUSA CXIIt. 

li. Julio Jandel, contra R. Amtivs v R. I'edru Limas, sobre un 
i nútralo de sociedad. 

Sumario. — t* Kl socio no ostensible puede ser juzgado socio 
ron relaciona las personas con quienes contrató sociedad, aunqu<- 
no pueda serlo en relación á terceros. 

-■' Kl socio no ostensible rpje pide ser declarado socio res- 
pecto de dichas personas, ejercita una acción personal, 

m Ku este caso, aunque el contrato deba cumplirse en el es- 
Iraugero, puede la demanda entablarse ante Jos Tribunales ai - 
jentinos, si el demandado tiene su domicilio en la República. 

4* Cuando los efectos del contrato consisten en una concesión 
bocha por un güiliento cstrangero, j la arción intentada no 
comprende derecho real alguno sobre día, no puede el deman- 
dante ocurrir á la jurisdicción del lugar donde se lia hecho la 
concesión, 

">" Es inadmisible el formt m para las acciones personales. 80 

CAUSA CXIW 

R. timesto Heulclulir, contra la Provincia de Rueños Aires, 
por daños y perjuicios. 
Sumaría. — La demanda sobre reparación dúdanos y perjuicios 
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provenientes niel mudo de proceder de un Juez Provincial orí. 
una rausa pendiente entre los Tribunales de Provincia, no eor- 
res|wnde á la Justicia Nacional HT 

CAUSA CXY. 

Recurso directo de D. Pablo Ibdbarli, ile providencia del Su- 
perior Tribunal de .fuslina, de Huenus Aires. 

Saman».— El auto etique un Tribunal de Provincia niega ape- 
tai'iou de una declaración de quiebra, nu está comprendido en 
él arl. ü ile la le> ilr- \ \ de Seti bre de IMt : . ".Ht 

CAUSA CX VI. 

Criminal, cunlra Nicanor Cuevara, pur detención y despujo de 
cor rcislas nacionales y delito de rebelión. 

Sumario, — l.os t]ue con violencia despojan ¡le la balija, á un 
t iiinluctor ile la correspondencia pública tienen la nena de Ira* 
bajos forrados de dos a cuatro años, ó una inulta de l.WHlá 
-2.1 HN) pesos fuertes, ó una y otra juntamente llá 

CAUSA CXYII. 

El Fiscal Nacional, contra U. lienilu (¿alinde/, pur cobro de 
pesos; sobre re'iirso de rescisión. 

Sumario. — I" No cvísliemlo cansa de nulidad, no lia lugar 
al recurso de rescisión de la sentencia di ciada eu rebebí ia. 

2 a La citación hecba con arreglo á la ley es válida. 

> No es un requisito esencial ;d juicio seguido en rebeldía, 
el abrir la causa á prueba de los berbos sobre que versa la cnesliioi l .\7t 

CAUSA CXYLH. 

Criminal, cónica llamón líravo y oíros, por viohcjnti de la 
ley de elecciones y desacato, 

Smnarm. — No mejorándose el recurso en el término llél 
emplazamiento, se declara desierta l.i apelar ton, á la primera 
rebeldía i|ue acuse el apelado HU 

CAUSA CXIX. 

0. Luis Beekseebé ron Ira l>. Tomás Ricardo Jeiikin, por 
injurias de herbó , inferidas á bordo de la barca inglesa 
« Ciovanni. ■> 

Sumario. — .fnslilicado id delito de injurias reales, el inju- 
rian le debe ser condenado A una pena pecuniaria por re [ta- 
rar ion de las injurias, al pago de gastos de curación v de las 
cusías del proceso.. , |oj 

CAUSA CXX. 

Criminal, contra Claudio IJo/umba, por burlo en los atma- 
rciirs de aduana, 

Samariti. — I" El burlo queda consumado por el liecbo de 
■^arar la cosa del locaren que estaba, y ocullarl.i en olra pane. 



49C FALLOS DE LA SUPREMA COHTK 

-° U sustracción de efectos de los almacenes de aduana, 
cometida por un peón d* ella, es penado con tres á seis anos 
de trabajos forzados, 

> La poca importancia del hurto, dá lugar á la aplicación 
del ffiiit intuí! de la pena. lo. > 

CAUSA CXXL 

Criminal, contra Mariano Garda, por hurlo en los almace- 
nes de aduana. 

Sumario. — El hurlo de efectos en los almacenes de aduana, 
cometido por un peón de ella, es penado con tres á seis años 
de trabajos forzados 108 

CAUSA CXXII. 

D. Alfredo Hivera con D. Moisés Cano, sobre tercería de 
mejor derecho á los bienes embargados á Duna Catalina La- 
bourase. 

Sumario. — i° En una escritura pública de obligación hipo- 
tecaria, no es prueba de simulación para defraudar a un ter- 
cero, el hecho aislado de bacer los otorgantes vida común 
bajo un mismo lecho. 

• Ü» No es un vicio de nulidad en una escritura de hipoteca, 
el no haberse registrado dentro del término de la ley, cuandti 
la postergación proviene de imposibilidad física, y es purgada 
ki demora pur decreto judicial. 

3° Tampoco lo es, el hecho de haber sabido el acreedor 
hipotecario antes de entenderse la hipoteca, que su deudor 
tenia otras deudas á plazo fijo Un 

CAUSA CXXIfl. 

D. Ricardo Lavalle con D. 
miento de un contrato. 

Sumario. — Es inútil el reconocimiento pericial de una cosa 
que ha sido vendida á un tercero, en remate público por órden 
judicial como propiedad de una de las partes, cuando el juicio 
tersa sobre la misma propiedad |fj¡ 

CAUSA CXX1V. 

Ü. Antonio Pintos de Sampaio, contra la Compañía Anónima 
c Tramways de la ciudad de Buenos Aires », por cobro de pesos. 

Sumario. — 1° Los contratos celebrados bajo la legislación 
del nuevo Código Civil vigente, deben ser acreditados por tos 
medios que este determina. 

2° Aquellos cuyo valor escede de 300 $ no pueden ser jus- 
tificados por la prueba testimonial, sino existe un principio 
de prueba por escrito. 

3* Esta prescripción contenida enel art. 57, Ift. f sec. .1*, 
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parle i\ lib. á-, Código Civil, se reitere ala furnia de los con- 
tratos y mi á la de lus juicios. 

4" S'ulo esta nuede ser reglamentada pur las Provincias. 

¡i" La facultad de Lis Provincias [tara diciar leves de proce- 
dimientos, esla lomuda á lo que se hava de observar en sus 
propios tribunales, 

li- La reserva condicional hecha cu la sentencia de los dere- 
«Jíbs míe una parle pueda lener, mi inliere. gravamen á la (tira. 

7" La ¡¡¡noram-ia de las leves no sirve t|i> escusa para librarse 
del cumplimiento de lu que eilas m.uid.m. 

K' Sin embarco, es equitativo admitirla para presumir la 
buena le, mambí se Irala iir dispuskiuues mienleuieiilt; puestas 
en vigencia, y suslanrialnieule diversas de las. que se hallaban 
anles en vigor. 

'> Por esla razón no puede decirse que el aelur ha proce- 
dido temerariamente al intentar mi demanda, careciendo ele 
la prueba escrita que requiere él art. 5" citado, en causa de 
mas de 200 pesos tuertes 110 

capsa cxxv. 

I). Ignacio An/orena, contra IC Andrés Alvares, sobre per- 
sonería. 

SwtHirh. — La sustituciun del poder que e! apoderado ins- 
truido y expensado ¡jara La causa, olor-a ;i| electo de seguirse 
en la capital la instancia de apelación, no quita á aquel la 
personería, para que intervenga en los autos sobre ejecutoria 
concluida que sea la á« instancia... yxi 

mvu cxxvi. 

I». Basilio Pelassi. i -unirá el IVmr del Convento de Sanio II»- 
imugo, cu Mendoza, pur cobro de pesos. 
Sumario. — Las transacciones debe ser guardadas , V¿ü 

capsa t:\xvij. 

Kl procurador fiscal v del Tesoro ib- la Provincia de San 
Juan, contra la Sociedad de tleneliceueia de Señoras, pur en- 
trega de fondos, sobre ronslituriimalidad de un Decreto 

Suiífirtt,.- t" l'na Suciedad de ílenHíi cm-ia une tiene exis- 
tencia legal como persona jurídica, no puede ser disuella por 
decreto del I'. K., ni privada del dominio de sus bienes 

Tampoco lo puede una simple asociación re'iiíio^ «euun 
el luí de su mstilulu. 

3° Un decreto de tal naturaleza es repugnante Ú los artícu- 
los U y i., de la Constitución .Nacional. , m 

CAUSA CXXVI1Í. 

U. Francisco Smiles, contra I). Vicente Casares é hijos? sobre 
nulidad de una sentencia. 



T. II 



U4. 
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■ 

Sumario. — I o El socio liquidador liene la 
completa de la sociedad en liquidación. 

3» No esla obligado ¡i usar la tirina sur ¡al t cuando es único 
liquidador de la sociedad. 

3 o Las operaciones de pagar y cobrar los créditos sociales 
son consecuencia nalur.il de la liquidación. 

I" Es atribución del liquidador seguir judicial i nenie las ges- 
tiones que se susciten sobre dichos créditos, 

5» La falla de presentación de poder de una de las parles, 
no vicia de nulidad el procedimiento. 

ti» El error evidente cometido en el nombre de la persona 
condenada por la sentencia no vicia esta de nulidad. 

7 o Mucho mas si la persona realmente condenada, después 
de haber sido nolilicada de la sentencia, no hizo usu del recurso 
autorizado por el art. ÍM de la lev de procedimientos. 

8» El recurso de nulidad debe deducirse en el lóruiinu di- 
rimo dias desde la notificación de la sentencia US 

CAUSA CXXIX. 

1). Francisco Leu tinas, contra el guarda de aduana U. Camilo 
Lemos, por despojo de efectos y multas. 

¡Sumario. — l u El embargo de efectos practicado por un em- 
pleado de aduana en cumplimiento de su deber, no puede lla- 
mase despojo. 

t° El perjuicio que de ese embargo resulta al dueño de los 
efectos que pudo evitarlo si hubiese tenido sus papeles en re- 
gla, es imputable á él solo. 

3 U No puede condenarse a lo que no se lia pedido, y sobre 
lo que la parte condenada no lia sido oída f-VJ 

CAUSA CXXX. 

Contienda de competencia entre el Ju/gado de Sección y el 
Cobiemo de la Provincia de Gómenles, sobre exhuii oración del 
servicio de la Guardia Nacional* 

Sumario, — La cuestión de competencia suscitada entre dos 
autoridades cesa por cesar el hecho que la motivó H¡ : ¡ 

CAUSA CXXXI. 

Frendelburg, Schatx y a , contra el capitán de la barca in- 
glesa < Scolland, » por cobro de daños y perjuicios. 

Sumar h. — 1" El capitán de un buque, luego que se baile 
provisto de lo necesario para el viaje, está obligado á empren- 
derlo á la primera ocasión favorable. 

¿" La demora en el cumplimiento de esta obligación le 
impone la indemnización délos daños y perjuicios que se oca- 
sione á los cargadores. 

3" Para' que la responsabilidad se baga efectiva, es indispen- 
sable que baya habido perjuicios previstos ó que pudieron pre- 
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veerse, como consecuencia inmediata de la mofa al celebrarse 
el contrato. 

i" Se supone que uu buque está listo para emprender viaje, 
el día que el capitán firma los conocimientos de la carga, 
habiéndose manifestada en el contrato de llelamentu que estaba 
provisto de lu necesario. 

fiij Si un lieclio posterior, no imputable al capitán, retarda 
el viaje, la prueba corresponde á aquel. 

\'f Un limpie de ultramar no puede em premier viaje sin 
mullirse de caria de sanidad. 

7" La baja en el artículo, materia del lletamento, en el 
puerto á que se destina el limpie, no es uu perjuicio que 
pueda proveerse ni imputarse al capitán ruando la demora en 
ia salida «leí buque no es dolosa 

causa cxxxii. 

Kl Kiseo .Nacional, contra I). Luis Dagnino de Antonio, sobre 



ir 



comiso. 



Sumario. ~ i» La aduana no puede tener evidencia de que 
bay exceso sobre el peso manifestado en un manilieslo sin» 
se pesa toda la partida manifestada. 

á" Uu calculo hipotético nunca puede servir de prueba para 
una acusación criminal, en que es preciso que el cuerpo del 
delito es\é plenamente probado. 

H" El consentimiento del que presenta el matufíente no es 
bastante para declararlo culpable si nú está probado el cuerpo 

»«J 

CAUSA CXXXIIJ, 
lil Director tleneral del Crédito Móvil ¡ario de Hueuos Aire* 
nmtra Lamas llegúnega y C\ v D. Ezequiel K, l'az, por cubro 
de pesos. 

Sumario. — El auto en que se aclaran los términos del man 
da tu lento tic embargo en el juicio ejecutivo, es inapelable. . 



Año 

CAUSA I. 

I). Juan K. Ellom, capitán de la barca tLcnnaliii, - contra 
lleeljfiii y C\ jiur cobro de estadías y mulla. 

Sumario, —~ i" Las circunstancias que no importan un obsta- 
ndo insuperable al cumplimiento de uu contrato, no constituyen 
la escepcion de Tuerza mayor. 

2" La fuerza mayor precedida de culpa del que debe cumplir 
t'l contrato, no es admisible como escepcion. 

íí" Las estad ías son la indemnización de los gastos diarios 
que sufre el buque, en beneficio de los dueños de la carga. 
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4» El cobro de las estadías importa la exigencia de que se 
cumpla el contrato de netamente, y escluye por sí misino el n» 
hro de la pena impuesta en caso de inejecución de contrato. , . m 

CAUSA % 

D. Jacinto Castro v el Gerente del Banco Montevideano, contra 
D. José Alcialuri, sobre depósito de fondos embargados. 

Sumario. — Debe accederseal depósito de fondos embarcados , 
habiendo conformidad de parle - • 

CAUSA DL 

Kl Presbítero D. Salvador de la Reta, contra D. Joan Antonia 
Pando, por cobro de pesos. 

Sumario. — I a La confesión calilicada es indivisible sobreludu 
en materia civil, cuantío concurren algunas presunciones favora- 
bles á la escepcion contenida en aquella. 

i" No es admisible la pretensión del mandatario, que contraria 
las obligaciones impuestas por el mandato. 

'¿' Seguido un juicio ejecutivo, y estando la causa en estada 
de liquidarse el crédito ejecutado, no puede introducirse, ni sus- 
tanciarse una reclamación por el pago de una deuda estraña á la 
que fundó el juicio. 

4» Lo que se actué con motivo deesa reclamación es nulo, y 
tas costas relativas deben ser de cargo del Juca que la sustan- 
cie y resuelve. ....... -04 

CAUSA IV. 

l>. Vicente Casares é hijos, contra Siephens y Wonwiller, por 
cobro de lanchajes. 

Sumar io. —1" £1 lanchero que practica la descarga de mercan- 
cías por mandato del consignatario de) buque, no tiene acción 
conlra el dueño de la carga para cobrar el lancbage, si aquel uü 
obró en nombre de este. 

•i" La cláusula estipulada en el contrato de Aclámenlo de que 
la descarga debe hacerse por el consignatario del buque por 
rúenla y riesgo del de la carga, no constituye un verdadero 
mandato de este á aquel para hacer la descarga . , . áUtt 

CAUSA V. 

Ü. Jaime Cro vello, conlra 1). Mauricio Cruz Olivera, por cobru 
de pesos. 

Sumario. — 1 " Los documentos que por sí no constituyen una 
obligacionde pagar las sumas que en ellos se espresau, no bastan 
para admitir la acción al cobro de ellas. 

2° Mucho mas sí usos documentos no han sido considerados 
bastantes para ello en juicio ejecutivo promovido anteriormente 
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3* Kn este raso existe cosa juzgada respecto He la insuficiencia 
ile ellos • 

CAUSA VI. 

D. Andrés l'cliu/i ron \Y< María .1 Maure sobre posesión. 

Sumario.— No mejorándose la apelación en el término del em- 
plazamiento, se declara desierto el recurso á la primera rebeldía 

que acuse el apelado - 

CAUSA Vil. 

D. Carlos y II. Edelniiro Unjas, contra I). Miguel Kainaynn, 
subre indemnización de daños v perjuicios. 

Sumario. — i* El dueño» los parlicipcs de un buque; res- 
ponden por las deudas que contrae el capitán para repararlo, ha- 
bilitarlo y npro visionario. 

¿* Esas deudas son además privilegiadas s<d>re el buque y p[ 
privilegio subsiste, aun en el raso de venta voluntaria del buque, 
hasta sesenta días de*puesde su salida del puerto bajo el nombre 
del nuevo propietario. 

o 1 " La consecuencia de ese privilegio es poder los acreedores 
no solo ejecutar sino lamhwn embargar el buque. 

Í° El embargo de un buque liecbn en esas condiciones es 
lrgal, v no puede traer responsabilidad al que lo pidió. 

"i" ll uc lio mas si el nuevo propietario del buque pudo evitarlo 
dando lianza de juzgado v sentenciado en el juicio ejecutivo 
^uido por el acreedor, pára Garantir el paga del capital, in- 
greses y costas. . . . , • 

CAUSA VIH. 

Tini, Konrorini bermanos, contra la Sociedad anónima ■ Uniun 
del Plata» por cobro de pesos; sobre jurisdicción. 

Snmnrw. — El demandante puede pedir la eulrepa de Insjus- 
lilicativos de su demanda para ocurrir ron ellos a la jurisdicción 
provincial, sí no se lia acreditado que el conocimienlo y deci- 
sión de la misma corresponda ú la justicia nacional 

CAUSA IX, 

h. Amadeo Oras, contra el lieneral U. Juan A. Celly y Obes, 
por cobro de pesns. 

SitíjMfló. — I" Las convenciones sulo producen electo enlre 
los contrayentes. 

2" El mandato en cu va virtud se celebra un convenio cuyo 
valor excede de 221» ps. "fuertes, no puede probarse por testigos, 
no existiendo principio do prueba por escrito, 

:j" La justilicaciun de un contrato de transporte y sus condi- 
ciones, solo puede obtenerse mediante la exhibición de un pjem- 
pW del rnnorimienlu. 

1- Su es admisible enjuicio iiinpuna arcmn entre elCapilan 
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y cargadores, sin acompañarse alguno de loa ejemplares del 
conocimiento , , , 22 f J 

CAUSA X. 

Criminal contra infractores de la ley de 2" de Agosto de 1864 
aboliendo ta pena de azotes. — Sobre competencia. 

Sumario. — 1» La prohibición de imponer la pena de azoles 
comprende á todas las autoridades, tanto Nacionales como Muni- 
cipales y Provinciales. 

2» La infracciün de la ley relativa constituye un delito míe 
puede ser acusado ante los Tribunales de la Nación $S 

CAUSA XI. 

D. Apolinario Renitez y C% contra Kels Sevflfart v C\ por robm 
„ pesos. 

Sumario. — No conformándose el demandante con la suma 
que ofrece el demandado en completo pago de su deuda, debe 
mandarse depositar el dinero oblado, ínterin se decida d juicio. ¿:1S 

CAUSA XII. 

D. José Antonio Zorrilla, contra la Testamentaría de D. José 
Olguin y 0. Daniel Con/alez, por cobro de pesos. 

Sumario. — 1° El recurso de nulidad de sentencia dada por 
un Juzgado de Sección no puede interponerse sinó anle él. 

2« Negados los hechos sobre ipie se funda una demanda, es 
necesaria la prueba. 

3* En el auto abriendo la causa \\ prueba deben espresa rsr 
los hechos precisos y conducentes sobre los <pie deben recaer. 

4* Ei no hacerlo asi, y no admitir un interrogatorio presen- 
tado por la parle, sobre los bechos de la demanda, importa 
negar la prueba. .....,». , ...... 24Q 

CAUSA XIII. 

D. Damián Cuyas contra 0. francisco Elias, sobre rubro de unos 
bonos. 

Sumario. — No cspresaiidose agravios en el término de la lev, 
se declara desiértala apelación á la primera rebeldía rpie acuse 
el apelado. ........... 2-lK 

CATSA XIV. 

Criminal, contra D. Cários Cocouetean\ por delito de cohecho 
de empicados nacionales y contrabando, y contra D, Candelario 
Gómez y p. Enrique Sabattié por complicidad en el contrabando. 

Swmriti. — i" La falsa manifestación de mercancías, el hecho 
de haberlas conducido á los almacenes particulares, habiéndose 
pedido su despacho ó reembarco, y haberlas sustituido con o Ira? 
iguales á las falsamente manifestadas importa el delilo de ron- 
trahando. 

2* El error de los conductores de las mercader ¡as proredi-iifr 
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de un hecho ageno y nr> imputable ¿i ellos, les escusa de toda 
complicidad cu el contrallando. 

W El que promete una suma de dinern á un empleado na- 
cional con el objeto de cooperar á un contrabando, comete el 
delito de cobecho, y es penado con multa ¡final al triple del 
valor de la promesa. • , • • -- m$ 

CAUSA XV. 

D. Vicente Casares ó hijos contra Sivitri y Schiaífino por Cobro 
ile derecho de faros. 

Sumario. — 1" Los impuestos á la navepnon ó comercio 
marítimo son de carácter nacional. 

2" El conocimiento do las cansas qnc versen sobre ellos» aunque 
bajan sido creados por aclos administrativos del Gobierno de 
Dueños Aires antes de su incorporación á ta Nación, corresponde 
a la justicia Nacional. 

:i- La Nación debe respetar los actos de las autoridades de 
Dueños Aires practicados antes de esa «poca, en cuanto dichos 
■utos son dü carácter nacional. 

4 o La elicacia de dichos actos debe juzgarse con arrcplo á las 
leyes que los relian. 

Ó" Por la Constitución de Ituenos Aires no podia crearse un im- 
putíslo sino por una sanción legislativa. 

Ij" Por la misma Conslíluci in aelu administrativo no podia 

obligar al Estado, sinó estuviera autorizado por un Ministro, 
secretario del despacho. 

7" El impuesto de luz y faros creado por contrato de 26 de 
Noviembre de 1850 celebrado uniré D.Vicente Casares ó hijos 
y el Gobernador de Buenos Aires sin sanción legislativa, y sin 
estar autorizado por ningún Ministro, es inconstitucional. 

H" El Poder Ejecutivo, (pie es el recaudador de los impuestos 
liene el derecho de interpretar en que casos son aplicables. 

W" Ese derecho no se puede renunciar. 

•10. Según la interpretación del I*. E. de Hílenos Aires los 
paquetes estaban eventos del impuesto de faros, 

It. Esa inteligencia tuvieron también los concesionarios Hcl 
impuesto, según se deduce de sus acto*. 

12. No procede la acción de evircion y saneamiento en los 
rasos en que el vencido aceptó la cosa á sabiendas de su vicio. 
it cuando la buho por contrato gratuito. 

ÍÍL La citación do eviccion y saneamiento no puede tener 
1 n fiar en segunda instancia , 25" 

CAI'SA XVI. 

El Sr. Proeurr,ior General contra el Dr. D. Saturnino M. Laspiur. 
sobre persoucria. 

Sumario. — La disposición legal que prohibe á los jueces 
ser ;i bogados ft procuradores en pleitos de otros individuos par- 
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titulares, no se refiere á las causas criminales en que, por el 
inmediato vinculo de parentesco entre el cum parecí cute y el 
representado, deban considerarse cuino causas propias ¿lü 

CAUSA XVIt 

D. ftamon Latíanla contra H. Ventura Quiroga, sohrc posesión. 

Sumana.— I* El hecho de conceder á un vecino colindante, 
sin carjio alguno, permiso para pasar un ranal por el terreno 
propio para el servicio de un molino, importa la concesión de 
una servid u inlire rústica de acue-iucto. 

2* Las palabras, sin cargo alguna importan que et dueño 
del predio dominante no se lia impuesto ninguna obligación 
para con el predio sirviente. 

í*> El hecho de poner tapones al canal para impedir el curso 
del agua, importa perturbar la posesión, y el que Jo verifica 
se hace responsable del daño que rausa "al que poza do la 
servidumbre 071 

CAUSA xvin. 

Rezia y Sala contra el vapor < Comercio del Rosario * por 
cobro de provisiones. 

.Sumario. — 1« Las obligaciones une, para el aprovisionamiento 
de un buque, contrae el capitán, obligan directamente al armador. 

a° Lna cuenta reconocida por el capitán por efectos suminis- 
trados al buque, tiene fuer/a ejecutiva contra el armador. 

* El cambio de propietario del buque no afecta en nada la 
ruena ejecutiva de la demanda dirijida contra el propietarin 
anterior, que autorizó entregar los efectos al (Apilan. 

i" El hecho de haber dejad" de ser capitán et tpic reconoce 
la rúenla el dia dtd rcctmocnuienlo. tampoco invalida su fuerza 
ruando se prueba que los credos se cnl regaron para el buque en 
la época que aquel lo era. 

ñ° La acción en este caso no tieao su origen en el mu forme 
puesto á ía cuenta, sino en el hecho de haberse recibida h-s 
efectos para la hábil ilación del buque 

CAUSA XIX. 

D. Dirtnisio Van-la contratos herederos de |t. J.kó ||. Molina 
por indemnización de perjuicios — Incidente sobro recusación. 

Suman». — 1- Cuando la recusación do un .lúe/, se uiteriione 
junta con nlra esrepcion dilatoria, el .lúe* debe limitare á 
resolver previamente la recusación. 

S" Es causa legal de recusación el haber el Juez abierto npitii.m 
anticipada en el fondu del asunto, en sentencia «pie se declare 
nula por ta Suprema Corte m 

CAUSA XX. 



Hainírez y tVnro contra Clderíco Ilu/zeli, sobre reivindic; 
■le mercaderías. -Incidente snbrc competencia. 
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Sumario. — Kn una demanda fundada en sustracción fraudulen- 
la de mercaderías que se pretende reivindicar es competente eJ 
Juez del lugar donde ellas se encuentran 281 

CAUSA XXI. 

P. Pedro Gragera contra la * Compañía Arjcnlioa » de Seguros, 
por rtdiro de pesos. 

Sumario. - I o Todas tas diligencias probatorias ordenadas den- 
tro del término competente delicn cumplirse. 

2" Mm ha mas si una de las partes manifiesta que no puede 
renunciar esas diligencias por creerlas do suma importancia 

CAUSA XXII. 

Criminal, contra I). IHepo Itrnre pur injurias alí onsul Chileno, 
resiliente en Mendoza, ene! despacho del Consulado, 

Sumario. — I" Las palabras pronunciadas no eun intención de 
injuriar sino con la de contradecir aserciones consideradas como 
falsas, no constituyen injuria, ni se prestan A establecer la com- 
pensación de injurias. 

2» Los delitos sujetos á la jurisdicción nacional que no Fe hallen 

Íi revistos en la misma lev, deben ser castigados ron arreplo ñ 
as revés comunes. 
3- 1 Kl delito de injuria puede ser castigado con pena pecuniaria, 
i" La injuria diríjida ¡"i un Cónsul, en su dcspartu» oficial, y 
en presencia de varias personas, debe reputarse prave 2ÍK1 

CAUSA XXI1J. 

D. Juan Shaw con el Procurador lineal, sobre cobro de derechos 
do aduanas. 

Sumario. — Kl termino de. (res días señalado pnr el artículo 
1 ,1-ÍO de las ordenanzas dcaduaua, para apelar de las resoluciones 
del administrador, debe contarse escluycnrín los dios feriados. . . :!'.»■ 

CAUSA XXIV. 

Kl l>r. 1). .Tosí* Va/qui'/ S^aslumo Contra Cendra hermanes* por 
ndiro ejecutivo de pesos. 

Sumario. — Siendo evado el contenido dt? un durmneoto eje- 
cutivo, cllca/, y válida la obligación contenida eu él, y no alterada 

Iior Eiéchos posteriores, la ejecución no puede ser desvirtuada por 
I <*seeprion de falsedad ó inhabilidad dél título SUS 

CAUSA XXV. 

l) a Mercedes Méndez de IlunkOn cuntía lt. Luis Uenchos. por 
rendición de mentas. 

Sumarin. — l'n contrato de comisión se considera conchudo 
> rhanrelado, probando el comisión isla que devolvió al comitente 
los objetos encomendados &)i 
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CAUSA XXVI. 

Criminal contra Mauricio Brizuela, por delito de rebelión. 

Sumario — 1* El alzamiento puhlirn y en abierta hostilidad 
contra el Gobierno Nacional con el fin de derrocar al Presi- 
dente de la República constituye delito de rebelión. 

2" El que ejerza un mando subalterno en la rebelión es pe- 
nado con destierro de cuatro á seis años, 6 t on mulla de mil 
á tres mil pesos Tuertes, ó con uno y otro conjuntamente. 

:í" No es circunstancia atenuante los antecedentes de honra- 
dez del reo, y el no haber este cometido delitos comunes du- 
rante la rebelión. 

4 n No se puede aplicar pena inferior al mínimum de la señala- 
da por la ley, aunque se pida su aplicación por el Ministerio 

CAUSA XXVII. 

Criminal, contra Pío González, por rebelión. 

Sumario, ^l" El hecho de estar afiliado á un caudillo re- 
belde, militando bajo sus órdenes unas veces, y sirviéndole de 
espía otras, constituye el delilo de rebelión en clase de mero 
ejecutor. 

2" La esceprion de temor ó fuerza para justificarse de un 
delito, cuya existencia legal resulta constatada, debe probarse 
plenamente. 

3 n El haber servido ¡i la rebelión con decisión manifiesta, 
durante tjdo el tiempo de su duración, si» haber pretendido 
desertar ú ocultarse, teniendo repetidas oportunidades para ello, 
v el haber asistido á combates rom ra las fuerzas líeles al Go- 
bierno, constituyen una rircunstanria agravante del delito de 
rebelión ...... ...... 

CAUSA XX VIH, 

D. Julio Jardel, contra D. Andrés y D. Pedro Lamas. Recurso 
de revisión. 

Sumario.-- t n No puede prevalecer sobre la verdad que resulta 

firobada en la cansa mb jmlke, una afirmación sobre naciona- 
idad, hecha por una de las parles en una causa diversa seguida 
con diversa persona. 

2" Por la partida de bautismo espedida en forma se prueba 
)a ciudadanía arjenüna 

CAUSA XXIX. 

D. Adolfo Modct con el Fisco, sobre derechos de aduana. 

Sumario — i" Todos los decretos, disposiciones y leyes en 
materia de aduanas, anteriores al 10 de Noviembre" do' IXfiO, 
fueron derogados. 

2" Solo tienen fuerza obligatoria las prescripciones conteni- 
das en lis ordenanzas de aduana. 
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Por estas, suscitándose iludas entre el comerciante y el 
Vista sobre la calidad de algun articulo, deben aquellas ser 
resuellas por la Dirección (¡enera! ó por el administrador de 
lientas en su raso, sin necesidad de uir :'i la parte. 
4" Esta resolución es iuapclalile. 

> Los Tribunales Nacionales np pueden sustituir su aprecia- 
ción, ni la de otros peritos á la de los funcionarios llamados 
por la ley para resolver estas cuestiones 3át> 

CAUSA XXX. 

Di Alonso .lepsen , contra D. Enrique Watsemboru. por salva- 
laje del pontón » Aurelia. » 

Sumario* — VA que ha salvado un buque y está en posesión 
de «l, no puede exigir la fian» prevenida por el art. 1111 del 
del Código de Comercio; pero tiene el derecho de seguir cu 
su posesión mientras no se otorgue dicha lianza . 

CAUSA XXXI. 

Kl Fisco Nacional ron I), Orosimbo Rueda, sobre esprop in- 
cidí. 

Sumaria. — l"La indemnización que debe pagarse ;i los pro- 
pietarios de bienes ocupados por obras de utilidad nacional, 
comprende no solo el valor de las rosas espropiadas, sino tam- 
bién el de todos los gravámenes y perjuicios que sean consc- 
ruenria forzosa de ta expropiación. 

2" Debiendo ser la esnropiacion por causa de utilidad púhlira. 
previamente indemnizada, linon-iidose hecho la ocupación sin 
pagársela iiidcniniziinorh es justo que se paguen intereses como 
compensación del peí juicio ocasionado por el relardo en el 
pa|». 

:!■■ Mandándrjsc pa¡;ar una indemnización mayor que la que 
sostienen deberse los representantes del Fisco, "todas las cestas 
del juicio deben ser á cargo del Krario Nacional 33ü 

CAUSA XX XII. 

Criminal, muirá Martin Pablo, por bcridas á Demetrio Me- 
lesalt. 

Sttmarf(ii~—if> Kl inferir en defensa propia una herida de 
que resulta muerto el agresor, no es un liumiridio voluntario. 

2" Si la agresión lia sido provocada ron insultos por el que 
iuliere la herida, este no está exento de toda culpa. 

¡I" La culpa que resulta de la provocación puede darse por 
compurgada con la prisión sufrida.. :tVi 

CAUSA XXXIII. 

Entre l>. Pablo Ferrier y D. Antonio Altes y lioig, sobre pago 
é indemnización de daños* y perjuicios. 

Sumaria. — Í n Kl demandado puede pedir que el demandan- 
te, si fuese extranjero n» domiciliado, arraipnc el juicio. 
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i" El demandado no pierde su carácter de tal por el he* h» 
de deducir reconvención. 

3° La fianza de arraigo comprende Indas las condenar iones 
pecuniarias que puedan hacerse por la scnlenria, al que está 
obligado á prestarla, aun las que sean consecuencia de la re- 
convención. 

\° Todo crédito privilegiado di derecho para pedir la reten- 
ción de la cosa ó cantidad «¡ubre que se ejercita el privilegio. 

Tv El arl. 1031 del Código d* Comercio es especial para 
raso de venta voluntaría del buque considerado en el articulo 
precedente. 

11° El aumento indebido de gastos para la descarga entra en 
la denominación general de daños causados k la carga, para los 
que los artículos JOTO y 1 183 del mismo Código acuerdan al 
■argador el privilegio sobre el buque y el dele. 

" i El capitán Liene derecho de eligir el embargo de la carga, 
ó una lianza para garantía de la acrion entablada sobre pago 
de estadías* • «>.•.. 3^6 

CAUSA XXMV. 

Criminal, contra el Provisor y Vicario General de la Diócesi 
de Cuyo, por falsedad y defraudación ile rentas nacionales. 

Sumarin. — l" Al recibir el Provisor de un Obispado el im- 
porte de las libramientos girados couira la Administración de 
fíenlas, en virtud de órdenes de pago espedidas por el Presi- 
dente de la República, y refrendadas por el Ministro del Culto, 
para el abura mensual de- los sueldos y asignaciones del 
Obispado, procede en cahdad de agente ó empleado del Poder 
Ejecutivo, y está obligado á la rendición de cuentas del dinero 
recibido. 

. 2" A la Contaduría General corresponde el examen, liquida- 
ción y juicio de la distribución ó inversión de los caudales 
públicos de la Nación, requiriendo a! efecto de quien corres- 

[tonda la presentación de las cuentas, y podiendo pedir todos 
os dalos, informes y documentos que juzgue necesarios. 

.1" Si en el examen de las cuentas encontrase la Contaduría 
General que se ha cometido el delito de falsedad ó algún otro 
contra el Tesoro Público, debe participarlo al Poder Ejecutivo 
á efecto de que incite á quien corresponda para que los autores 
y cómplices sean juzgados por la autoridad competente. 

4* Los agentes del Poder Ejecutivo no pueden ser someti- 
dos I juicio por hechos administrativos y de contabilidad, sin 
que precedan el examen de sus cuentas por la Contaduría y 
la incitación del Poder Ejecutivo. 

> El principio de la separación de los poderes exije esta 
limitación á la ar.rion pública, 
ti" Si los Trihu nales de Jusliria procediesen sin los requisU 
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tus espesados, pudrían resultar decisiones contradictorias sobe 
Iub mismos hernus. 

1» U competencia de los jueces de sección |iara conocer 
de ios delitos de falsedad y de defraudación de rentos, debe ser 
incitada por el Poder Ejecutivo, tratándose de agentes suyos . 

8* El juci que no se detiene ante esta consideración perjudi- 
cial, r órnele un exceso de poder y viola escámenle la dis- 
posición del art. 83 de la ley de 13 de Octubre de 1H70 Jo,* 

CAUSA XXXV. 

D. Miguel RamajOO, contra D. Carlos y D. Edelmiro Rojas, 
por cobro de pesos. 
Sumario. — í" El dueño de u» buque es responsable de las 

deudas de este. 

2» El hecho de cobrar la deuda «le un buque contra un 
tercero que no era, pero que se reputaba propietario, no exime 
al verdadero dueño de la obligación de pagarla. 

3» Ese hecho no puede por sí solo importar una novación, 
suponiendo subrogado al demandado en la deuda del dueíiu 

del buque. ... , ■ 

A> La novaran no se presume, y para admitir la subroga- 
ción de deudor es necesaria la voluntad espresa del acreedor 
y del que se pretende subrogado..» -■ : 'j8 

CAUSA XXXVI, 

El Dr. D. Alejandro Cornac, contra la testamentaria de Uuii 
José María Casal, por cobro de honorarios. 

Sumario,— toda acción directamente deducida contra una 
teslauienleria debe entibiarse ante los Juagados de Provincia, 
aunque los de la Nación hayan podido conocer en las diligencias 
preparatorias de la misma - • ••■ » " 

CAUSA XXXVII. 
D. Juan SCarshaU, contra la Sociedad del « Progreso, * sobre 
cumplimiento de un contrato de construcción de embarca- 
ciones. 

Sumaria. — I" Para que {se tenga por decaído el derecho 
de una parle, es necesario que se acuse la rebeldía y se deje 
(¡e usar ese derecho dentro de las veinticuatro horas con que la 
rebeldia debe ser despachada. 

2 ,f No se presume que se liara renunciado á esta disposi- 
ción, si la solicitud relativa se funda en un supuesto que no 
existe . * * 

CAUSA XXXVIII. 
Los Sres, Carbó y Carril, contra los Sres. Pigretti y Cervelti, 
por cobro de pesos. 
Sumario.— I" Las palabras empleadas por los contrayentes 
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deben turnarse en et sentido <|u e dé mus eficacia á b estipu- 
lación que contienen. 

La convención de mandar un buque para recibir la carga 
en un plazo determinado, debe entenderse, para que tenga efi- 
cacia, que el buque se mande habilitado para ello. 

J" El buque no puede decirse habilitado sin la presencia 
de un reconocedor á bordo que reciba la carga, 

4« La demora procedente de la falta de reconocedor á bordo 
es imputable al que tenia que mandar el buque. 389 

CAUSA XXXIX. 

Oí mi na!, contra Crisologo Andrade, por rebelión. 

Sumario. — l ü Uu Juez Nacional debe sobreseer en una causa 
criminal por rebelión, desde el momento en que tenga cons- 
tancia de que el acusado lia sido amnistiado por ese delito. 

2 o La amnistía borra los delitos políticos cometidos por los 
amnistiados, y tiene el efecto de impedir todo juicio y perse- 
cución por hechos anteriores. 

íl° Ni un Comisionado Nacional, ni el Poder Ejecutivo tienen 
acuitad constitucional para conceder amnistía. 

4" El concederl.i es atribución exclusiva del Congreso. 

5" Puede sin embargo, el Poder Ejecutivo cuando es un medio 
etica* de conseguir la pacificación de una provincia ofrecer 
amnistía con calidad de obtener la aprobación del Congreso. . . i05 

CAUSA XL. 

11. Luis Pouibo, contra 0. Ricardo ScliaU. por cobro de 
pesos. 

Sumario. — 1° La no comparecencia de un testigo ofrecido 
dentro del término probatorio, no autoriza A pedir se le obligue 
k declarar y se reciba su declaración t si esta petición no se 
ha presentado dentro del misino término. 

á" Las diligencias probatorias pedidas en tiempo, que el juez 
puede practicar después de vencido, son aquellas cuva recep- 
ción no depende ya de la solicitud de las partes, sino de la natu- 
raleza de las mismas ó de las ocupaciones de Juzgado 417 

CAUSA XL1. 

Dona Celedonia Calderón, contra D. Juan II. Slagnaro, sobre 
venta de la goleta « Jitoen Matilde. » 

.Sumario. — La separación de hecho de los cñnyuges no quila 
al marido el derecho de la administración lejítima de los bie- 
nes del maH (nonio ¡aunque sean adquiridos por la mujer du- 
rante la separación , . 420 

CAUSA XU1. 

D. Manuel José Zabulla, contra D. José Domingo Astorga, 
por prisión y destierro ilegal, y duuos y perjuicios. 
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Samar i». — i" Laaccum civil tle indemnización |iur causa i le 
delito no puede entablarse ni sustanciarse en un solo juiciu 
con la criminal. 

2 o En caso de haberse entablado las dos con juntamente, debe 
sustanciarse solo la criminal por ser la mas importante y estar 
interesado en ella el bien publico. 

3 U Aun en el caso de rechazarse la acción criminal, debe de- 
jarse á salvo la civil. 

■i" Esta puede ser admitida, aunque los hechos en que se 
funde no puedan calificarse como crímenes. 

5 o La falla de acusación por parte del fiscal no autoriza el 
sobreseimiento, cuando existe acusador particular. 

La ley de sospechosos dictada el á'J de Abril de 1 KltJ 
por la Lejislatura de San Juan, limitada á dar facultad al 1*. K. 
por un tiempo determinado para el arresto v traslación de perso- 
nas sospechosas, importa la concesión fíe facultades que cor- 
responde» al Estado de sitio, y no la de las extraordinarias 
prohibidas por el arl. 29 de la Constitución. 

7" Los excesos en la ejecución da leyes provinciales no cons- 
tituyen un delito de competencia de los Tribunales Nacionales. 

8° La usurpación de atribuciones del Congreso no constituye 
un delito definido y penado por la Constitución y por las leyes 
nacionales. 

9- l'or esto no es materia de acusación criminal i'2i 

CAUSA XUII. 

D. Adolfo Hodet, con el capitán del buque francés «Georges 
Mathilde,» sobre remisión de un espediente á un juzgado de 
Provincia . 

.Sumario, —i • Las demandas sobre cumplimiento de obli- 
gaciones procedentes de uu contrato de flelameiilo son de com- 
petencia exclusiva de los Juzgados Federales. 

3» Los autos seguidos ante los Juzgados Nacionales no deben 
salir de las oficinas sino en el caso que sobrevengan juicios 
universales de concurso 6 partición de herencia, ó cuando sean 
pedidos como antecedentes ilustrativos por algún juez ó auto- 
ridad délas Provincias ó de la Nación.. 

CAUSA XLFV. 

D. José Antonio Duran, contra D. Felipe Nuñez, sobre reco- 
nocimiento de un documento. 

Sumar fa. — La Justicia Nacional no es competente por razón 
de la u satería, en una causa que versa sobre un acto entre 
particulares, aun cuando él se refiera á actos Administrativos del 
(iohierno Nacional. . . , 43U 

CAUSA XLV. 

1). Pedro Cragera, con la Compañía Argentino de Seguros 
Marítimos, por cobro de pesos. 
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Sumario, — lius días después de vencido el término de la 
prueba, el actuario debe poner de oficio el certificado respectivo. 4 : 

CAUSA XLVL 

0. Antonio Balilaua, quejándose de una resolución del Tri- 
bunal Superior de Dueños Aires. 

Sumurw. — El caso de negarse la inscripción en la matricula 
de abogados de una provincia, solicitada en mérito de diploma 
otorgada por otra, no está comprendido en ninguno de los del 



li. Cárlos Hogman, contra D. Adolfo Modet, sobre cobro de. 
estadías, multa, daños y perjuicios. . 

Sumario. — i* No mediando estipular ion alguna en el ron- 
iralo de lletamentu para la descarga de un buque, ella debe 
verificarse según el uso de la plaza, que es á raxon de 
tunelas por cada dia hábil. 

3" La epidemia, no habiendo podido causar obstáculos insu- 
perables para el poder del bombre á la efectuación de la descar- 
ga, no puede considerarse como una verdadera fuerza mayor. 

Las esladias ó sobre -estadías son la indemnización de lus 
gastos diarios de un buque, y cuando su importe no se tija por 
contrato, se pagan según el uso de la plaza, que es a razón de 10 
céntimos Tuertes por cada tonelada de registro por cada dia corrido. 

> La cláusula « marrkattttixes lir rabíes mus ¡mían a la dili- 
gente du capitaine i importa solo que el capitán está obligado á 
entregar la carga bajo aparejos, y á su cuidado, contribuyendo 
al efecto con su tripulación ; y no que la descargue ú tierra. 

5 o No puede pedirse á la vez el cumplimiento de un contrato 
J W pena .........i. ■ »•>...... -í-i'! 

CAUSA XLYUI. 

I). Antonio l'iulos de Sampaíu, contra la compañía «.Tramways 
de la ciudad de Uuenos Aires > por devolución de unos raba- 
líos ó su precio. 

Sumario. — 1" Itesullamlu probada la demanda, aun cuando 
>ea por otro motivo ó acción de h míe esprese el actor al 
proponerla, debe fallarse el pleito pur lo que resulte de la 
prueba sin atender minuciosamente a lus trámites r solemnida- 
des de los juicios, 

2» No teniendo efertu un conlralo de venta por falla de 
cumplimiento de una condición suspensiva, las cosas entregadas 
al comprador deben ser devueltas al propietario. 

3 o Recibiendo el comprador la cusa sobre que versa él con- 
trato, contrae la obligación, no solo de devolverla sino se per- 
fecciona la venta, sino de cuidarla basta la devolución como 
un buen padre de familia. 




«ton nacional.. 
CAUSA XLYN. 
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A" l,os contratos liedlos par el factor de mi establecimiento 
comcrcjsl o (abrica que notoriamente iierlenesra 6 persona ■> 
sociedad ciiimcida. se entienden celebrados por cu en la del pro- 
pietario del establecimiento, aun cuando el tortor no lo declare, 
siempre que tales contratos recaban sobra objetos rom prendidos 
«i el giro del establecimiento - utl ' 

CAUSA XLIX 

I). Benito ftestelino, v Culi y O. contra el propietario del 
vapor- c bolita, * por cobro de provisiones. 

Suimirin. —1" Negados por el demandado los hecbos funda- 
mentales de la demanda, corresponde a los actores la prueba. 

2" La responsabilidad de los dueños 6 armadores por las obli- 
gaciones muí raídas por el capitán, solo es efectiva cuando se 
justifica la inversión de las cantidades debidas en beneficio 
del limpie . 



. B M , < t 



CAUSA fc, 

I). Federico Garrigus, r ui II. José Catcni, sq^pa Cttpl^Hraíeiílp 
de un contrato de arrendamiento. 

Smtiftfh. — No puede otorgar apelación para ante la Suprema 
Úottéi en asuntos que versan sobre una cantidad menor de 
Jim pesos fuertes. ■ M>V 

CAUSA Ll. 

Competencia entre el Juez Federal de tíñenos Aires y ol de 
Caz de San Nicolás de los Arroyos. 

Stimnrin. — I" El declinar la jurisdicción de un Juez de Taz por 
razón de la cantidad que ? litiga, no importa una declinatoria 
absoluta por razón de las personas. 

2" No anclándose el auto cu (pie no se bace hipar á la declina- 
toria, él pleito queda radicado en el Juzgado de Paz. 

¡t" l'n pleito radicado en la jurisdicción provincial debe se- 
guirse en ella basta su terminación 'í 1 1 

CAUSA LIJ. 

Ii. Julio Arrasa, contra la Municipalidad de Buenos Aires. 
pi>r danos v perjuicios. 

Sumario.- -1* Por la lev de la Provincia ile Buenos Aires 
de :t de Noviembre de IWm," corresponde á la Municipalidad la 
íi^ráclácion de los daños procedentes, de demoliciones ordenadas 
[Mir motivos de salubridad pública, 

1.a geslion que se tramite ¡inte la Municipalidad para ob- 
li'iier la iiidetunizneion, y lijar su monto, y ipie aun no está re- 
suella, no prodnee caso contencioso. 

:i l,a tardatraa de la Municipalidad en resolverla no autoriza 
á la justicia nacional :i ejercer sobre ella una superintendencia 
que rió le corresponde * & 



Mi 1 Al.l.ns Í|K íiA SI'WtKMA (tof.U 

i; u SA i i 11 

l¡. Jik:ni 1'nisMi, roulra 1). Maivos I,. I'uitit, |ini* i'iilit'o de |m>vi- 
•loiiHs al vapor «Teresa p y mtvíi'íos ii burilo del mismo. 

Sumui ia — 1" El rmitnilu admirado é* lev para los ronlra- 
Unle*. y nm sigenon I él ilriwn decidirse lo** [mulos en diver- 
gencia. 

2 o Todos los jiaslusqiie csccdeu á !u comprendido ni un roulra- 
lo sobre provisiomis de un vapor, deben ser arai-gu de los arma- 
dores. 

3 o l'ua ensilla se presume reconocida x areplada , miió 
observa psndo un nu's desde ijue se rento 
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SUPREMA OORTF 

DE JUSTICIA NACIONAL 

CON LA RELACION DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 

PIBUCACIOS HECHA 

Por las Dr«. D. \ESEU0 ROJO j D. AMORIO UMBl 

Socrrtnrios 4rl Tribunal, 



TOMO SEGUNDO. 
Sogiinda Serie, que principia con rl ano d> 1871 



BUENOS-AIRES 
Imprenta de Pablo E. Coni, calle del Perú 107. 
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FIMOS U tí SUPREMA CORTE 

' DE JUSTICIA NACIONAL 

CON DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



UíYJI.M f ACION mi AÑO 1871 



«:.ti*.% xíviii. 



El Dr. D. Jitun AgnsUn Careta por varios punteros, cutttra 
los concesionarios del Mercado - independencia* , sobre 
mromlitucUmaUdad de una resolución Municipal. 



Sumario. — 1° La disposición del articulo 11 tic la Cons- 
titución, declarando el principio de la libertad de toda 
industria, no obsta rjiie aquella f=ea reglamentada en su 
ejercicio, y aun limitada por causas do utilidad general. 

-1' La reglamentación del comercio interno de una pro- 
vincia, njiTespunde á la Provincia misma. 
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Cato. — En i 807 algunos vecinos do las parroquias de 
Monserrat y Concepción pidieron á la Municipalidad so 
concediese un rad i o al Mercado «Independencia, • alegando 
razones de higiene y comodidad. 

La Municipalidad negó la concesión; pero reiterada la 
solicitud, la Comisión «pie hacia las veces de la Munici- 
palidad, concedió en 3 de Mayo de 1 800 el radio, dando 
tres meses do término para la translación de los puestos. 

Esta concesión fué confirmada por la Municipalidad en 
la sesión de 20 de Agosto de 1800. 

Algunos puesteros colocados dentro del radio pidieron 
se dejara sin efecto la citada concesión por no tener la 
Municipalidad facultad legal para otorgarla, y ser aquella 
contraria á la Constitución, 

La Municipalidad no se ocupó del reclamo, y los pues- 
teros se presentaron directamente al Superior Tribunal de 
Justicia. 

Pedido informe á la Municipalidad, se dio vista al Sr. 
Fiscal de Ja Cámara Dr. 1). Marcelino l'garte. 

El Sr. Fiscal opinó que los puesteros no podían ser 
cotnpelidns al desalojo de sus puestos. 

hijo que en derecho la concesión de un radio signifi- 
caba un monopolio y un privilegio esclusivo para el in- 
quilinato ,de localidades destinadas á la venta de euincs- 
tibles. 

(¿ue por su ley nrgánica de 2 de Noviembre de 1805, 
la Municipalidad no tenia la facultad de acordar privi- 
legios. 

tjue los puestos de carne, fruía y verdura no eran por 
si insalubres, ni eran considerados como tales por l;is 
ordenanzas de ") y :¡S de Agosto de 1800, y ¿7 de Se- 
tiembre de 1807 ¡ y si lo fueran, lo serían cutí mayor 
intensidad concentrados todos en un solo punto. 



Que por consiguiente la resolución municipal no podía 
justificarse como medida necesaria de higiene. 

(¿ue dicha resolución comprometí;) y alteraba el derecha 
de trabajar, y ejercer loda industria líe ¡ta, usar y dispo- 
ner de su propiedad, garantido por la Constitución, por- 
que lo suprimía. 

Que esa resolución á mas de inconstitucional, no era 
conveniente, porque lejos de promover la industria, ta 
restringía, limi tanda la concurrencia en la oferta, y pro- 
duciendo oí encarecimiento de las provisiones; y ese seria 
el resultado del encarecimiento del precio de las locali- 
dades, pues los vendedores tratarían do indemnizarse de 
aquel á cargo de los compradores. 



ürnteiiriii del *ti|irrior Tribunal *tr JuM.r.- 

* 

Se no ros: 

Sometiera, Pica, Safas, Medina, FuM, Gomales, Do- 
minguit, Langenh¿im t Eijtüa y líti^aldc. 

Vistos nuevamente: Resultando de autos los hechos si- 
guientes ; i° Que en el año de i8<>7, los vecinos de las 
Parroquias Monscrrat y Concepción solicitaron de la Mu- 
nicipalidad la concesión de un radio para el Mercado 
«Independencia» I'. 33) ; 2 U Que en el año de i 860 dichos 
vecinos insistieron sobro igual petición (& ító) ; 3 o Quo la 
Comisión Municipal;, que á principio do ese año funciona- 
ba, acordó el radio de cuatro cuadras en diez y ocho do 
Mayo .lujas 37 y 41}; 4* Qus la Municipalidad constituida 
con arreglo á su ley orgánica y fundándose en razones 
•lo higiene y en la necesidad de fomentar la institución de 
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Mercados, ratificóla eoncesion del radio en sesión de 20 
do Agosto de aquel nfio (f¿ f9) ; 5° Que ü misma Muni- 
n i cipa 1 ¡dad en virtud de los informes de las Comisiones 
de Higiene do las citadas Parroquias de Motiserrat y Cu ti- 
ce [icio n sobro sor de todo punto perjudicial para la salud 
pública la continuación de los puestos, acortó el plazo que 
había otorgado para su clausura ó desalojo. 

Y considerando, que la resolución apelada no viola los 
principios de libertad, de trabajo, industria y comercio 
consignados en el art. U de la Constitución Nacional y 
en el IGi de la Provincial ; que la declaración de esos 
derechos pri mordíales comprendidos en la Constitución, 
queda sujeta así como otros de igual naturaleza, á la re- 
glamentación en su ejercicio, y aun á su limitación por 
causas de utilidad pública. 

Que así vemos, que en lo Nacional el dereclio de aso- 
ciación se encuentra subordinado á las leyes que han li- 
jado requisitos indispensables para la existencia legal de 
las sociedades ; la lra-min.m de la propiedad. * ' ,)S 1 (,fí 
presenten las formas do los documentos de traspaso ; su 
libre disponibilidad, á la espropiacion, y en este orden, 
utras restricciones ;i los derechos consagrados por la Cons- 
Litación, sin que so hayan tachado de inconstitucionales. 

Que en lo provincial, los derechos do reunión y petición 
(art. 14ÍI de la Constitución) quedan sometidos ü la re- 
glnmentacion de la loy de la materia, el do publicar por la 
prensa sus ¡deas y opiniones (art. 14" á idéntica pres- 
cripcion ¡ el de salir con sus bienes del territorio de la 
Provincia (art. ir>7) á la observancia de los reglamentos 
de Policía; el do disponer libremente de la propiedad 
art. lííKi á la expropiación y el de la libertad de trabajo, 
industria y comercio (art. HH) tiene también su limitación, 
sin que se hayan calificado de inconstitucionales las leyes, 



DE JUSTICIA NACIONAL. 9 

decretos ú ordenanzas que en obedecimiento de ia misma 
Constitución se lian dictado. 

Que lo espucsto convence qut- le reglamentación y aun 
limitación de todos esos derechos por motivos de utilidad 
pública, lia quedado á cargo de las distintas autoridades 
quo componen el Gobierno, y que por medio de leyes y 
disposiciones orgánicas reglan y garanten aquellos mismos 
derechos. 

Que segun el inciso 10 art. G7 de la Constitución Na- 
cional, el Congreso puede proveer lo conducente á la 
prosperidad del país, el adelanto y bienestar de todas las 
provincias por medio do leyes protectoras de estos fines, 
concesiones temporales de privilegios y recompensas de 
estímulo; y por el art. 107 de la misma, las provincias 
pueden promover su industria, la introducción y estableci- 
miento de :rirv,s indi^trias por leyes protectoras de 
estos fines. 

Que como consecuencia de lo anterior las Legislaturas 
de Provincia tienen esa facultad espresa, cuando se trata 
del adelanto y bienestar secial. 

Que entro "nosotros el artículo ttO de la Constitución 
dispuso que el régimen Municipal seria establecido en toda 
la Provincia, debiendo las atribuciones y deberes de estos 
cuerpos ser determinados en la ley de la materia. 

Que efectivamente, la legislatura de esta Provincia tanto 
en la primitiva ley orgánica de Municipalidades de Octu- 
bre l(í de 18-H, cuanto en la reciente de 3 de Noviembre 
de 1805, encargaron á la corporación do todo lo relativo 
á la seguridad, salubridad, ornato, formato y bienestar de 
la ciudad, delegando de csU manera parte de las facul- 
tades que lo competían. Art. 1" de la de 1S5Í, incisos 
2» y io del 18 do la de .lKf¡r>.) 

Que así la Municipalidad cuando se dirige á crear y 
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fomentar aquellos objetos por mediu do franquicias y otras 
concesiones que sean necesarias, usa de las facultades 
de legadas y procede en asuntes de su competencia. 

Qlte la Suprema Corte de Justicia Federal en «188 de 
un caso idénlico llevado de su decisión, lia declarado que 
el señalamiento de radio no atenta al arl. l-i de la Cons- 
titución, y ¡a completa atribución de la Municipalidad de 
esta ciudad para designarlo. 

Hue el Juez mas competente para decidir de esta con- 
veniencia ó inconveniencia de la concesión, es la misma 
Municipalidad, como que ustá en un cuitado diariu ó 
inmediato con las necesidades y exigencias do la ciudad. 

Que el fomento de la creación de Mercados es provocado 
indudablemente por concesiones de esta naturaleza, y se- 
gún Colmeiro, entre otros escritores de derecho íiduums- 
trativo, lomo 2«>, página 2¿7 : «la administración debe 
lavorecer ios mereadus, concederles todas las franquicias 
posibles, y mirarlos como un medio de prosperidad de 
los pueblos. 

l¿ue las razones de higiene y salubridad pública son 
incontestables, porque la concentración en puntos deter- 
minados de los puestos de abasto, produce que su vigilan- 
cia sea mas constante y eficaz en beneficio de la comu- 
nidad. 

\)uq por la concesión del radio no so prohibe la libre 
industria, sino meramente su ejercicio en un espacio 
limitado y esto en fuerza de los mulivos de trascendencia 
contenidos en los considerandos precedentes, que obligan 
al interés individual de unos pocos ceder ante el general. 

Que debe tenerse presente que todos los mercados 
existentes en esta ciudad tienen un radio señalado y que 
los vecindarios basta ahora se ha quejado de esa disposi- 
ción, solicitándolo por el contrario como en el actual su- 
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codo par medio de sus propietarios y vecinos mas respeto- 
bles, lo que demuestra que aquella consulta los intereses 
de la comunidad. 

Y alendien.lu por último, á que de los antecedentes 
últimamente agregados, resulta que el radio acordado tie- 
ne tiempo limitado y medíanle una compensación r(i favor 

del municipio. 

LVir ostus I Uu.mtus se nuilimu la n llamón ap.-hida; 

y satisfechas las costas, devuélvanse, reponiénduse los sellos. 

(Hay diez TÚbriúús) 

YA Dr. D. Juan Agustín a reí a en representación de los 
puesteros, apeló para ante la Suprema Corle de Justicia 
Nacional en virtud de haberse puesto en cuestión la vali- 
dez de una resolución dictada por mía autoridad de 
provincia bajo la pretensión de ser repugnante á la Cons- 
titución Nacional, y haberse resuello por la validez de 
aquella. 

E) Tribunal de Juslieia proveyó « Con arreglo al art. M 
« de la ley de Setiembre do 1863 ocurra á la Corle Su- 
< premu. • 

El Dr. García ocurrió directamente á la Corte Suprema, 
la que pidió informa, y los aulos al Superior Tribunal de 
Justicia. 

Por impedimento del vocal Sr. Dr. ligarle, se procedió 
á la i n sea ilación de con jueces, y se integró la Corle con 
el eonjuez Dr. 1). Víctor Marlmcsí. 

Vista la causa, se dictó el siguiente: 

tullo de ta Suprema VmwMm. 



líuenus Aires, Uiiubrc 1 de 1811. 
Vistos: de conformidad con la jurisprudencia estable* 
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cida por el fallo de esta Suprema Corte de ocho de No- 
viembre de mil ochocientos sesenta y seis, en la causa 
seguida por Don Carlos Urien y Compañía, empresarios 
del Mercado del centro contra Don Angel Floro Costa, 
representante de varios puesteros ; — y por los fundamen- 
tos concordantes de la sentencia definitiva del Superior 
Tribunal de Justicia de esta Provincia á foja ciento y cinco, 
se declara que no hay infracción de la Constitución Na- 
cional en la sentencia recurrida — y satisfechas las costas 
y repuestos los sellos, devuenhase con olicio los autos. 

Salvador Sí ahí a del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — Juse 11. Go- 
ROSTiAGA— Víctor Martínez. 



ihí ji siici.v nacional. 



< uní 



Don Serapio Segundo Ovejero contra D. Servando Kscobar, 
sobre indemnización de daños y perjuicios. 



Sumario. — Las excepciones referentes á la culpabilidad 
del acusado, que fueron desechadas en el juicio criminal 
afinado, no pueden oponerse en el civil por indemniza- 
ción de daños y perjuicios. 



Caso. — Dictado el fallo do la Suprema Corto de 24 de 
Enero de 1871 (a}, y vueltos los autos al Juzgado de 
Sección do San Juan, so abriá la causa a prueba sobre 
la verdad ó falsedad de la minuta de articules sacados 
de la casa de negocio de Ovejero. 

Escobar presen tú pruebas su^re la fuerza y violencia 
que se le había hiíHi>> para desempeñar la comisión, que 
el Oí? fe rebelde Várela le habia dado para sacar contri- 
bucíones do artículos ; y sobre que había firmado la mi- 
nuta de artículos por las graves amenazas del mismo 
Várela. 



(a) Véasu ia > ratina de esta $ serie. 



r A LUIS [1 K LA SI 'MIO A ttUlTK 
Fallo del Jura Nrerional. 



San Juan, Junio 10 de 1871. 

Vistos : estos ¡tutos entre Don Juan Antonio Laspiur 
romo apoderado de Don Serapio Segundo Ovejero y Don 
Servando Escobar, por indemnización fie perjuicios du- 
rante la dominación de los rebeldes que invadieron la 
Villa de Jachal, el ano 1867 encabezados por Felipe Vá- 
rela, con lo alegado y probado por las parles y consi- 
derando especialmente: 

1o Que según los términos del auto de la Suprema 
Corto, fecha 21 Enero último, que corre á f. G\\ do los 
autos, que mandó abrir esta causa ó prueba, el deman- 
dado Escobar lia debido probar la falsedad de la minuta 
de fojas \ a y 2*, haciendo ademas constar la verdadera 
nómina de artículos sacados de la casa de negocios del 
actor, que confiesa aquel en el acta de f. Si. 

2" Que no se ha probado esta excepción como debió 
hacerse, y la que ha rendido sobre la fuerza, violencia ó 
miedo para desempeñar la comisión del Hele rebelde, no 
es atendible, después de la condenación que sufrió el de- 
mandado en el juicio criminal, como es presa mente lo 
determina el art. Ití, tít. 8o, Kec. 2*, lib. 2», del Código 
T.ivil por ser excepciones referentes á ta cni¡>afnl¡dad del 
acusada, y que no se pueden contestar en el juicio civil. 

l*or oslas consideraciones i 

1'allo definitivamente juzgando y declaro : que D. Ser- 
vando Escoliar es responsable ni pago de novecientos seis 
pesos bolivianos á favor do t). Sera pió Segundo Ovejero, 
con el interés del uno por ciento mensual, desde el £5 
de Fehrero de ÍSf't? basta el dia de su pago, y á mas tas 
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costas dd juicio, llágase saber oripinal y repónganse los 
sellos. 

Xutttnael 

Apelada esta sentencia, fu¿ uonii miaría por el s¡£iii< 



Fallo de !•« Suprema C orle. 



Uuenos Aires, Octubre 10 <1c 1871. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma, con costas, 
el auto apelado de Toja nóvenla y sei?, y satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María mi Carril. — Fran- 
cisco Delgado.— Josk lUnnns Pazos. 
— Marcrlino LJoarte. — Jnsí: lt. Go- 

ROSTI\n.\. 



■ 
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cusí *: 



Criminal, cmtW Don Víctor & (iuitmni, delito 

de rebelión. 




loados 



Sumario. — I o Cometen delito de 
públicos nombrados por ios gefes de la 
prestan servicio durante ella. 

2- El simple temor de ser dañado, y las violencias co- 
metidas en general por los rebeldes, no disculpan el de- 
lito, mucho mas cuando existen presunciones de la adhe- 
sión voluntaria del acusado á la rebelión. 



Caso, — D. Victor Ú. Guiñazú, fué procesado y acusado 
del delito de rebelión contra el Gobierno Nacional. 

Del proceso resulté comprobado que durante la rel>o- 
lion de las provincias de Cuyo, había desempeñado pri- 
mero el cargo de Ministro, y después él de Gobernador 
delegado de la Provincia de San Luis, recibiendo uno y 
otro nombramiento do D. Felipe Süá, uno de los Untes 
rebeldes. 

ftesuHó probado también i|uo en la época en 4110 de- 
sempeñó esos cargos, se libraron c k\Wa sánenlos 
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entre las fuerzas nacionales y ios robe liles, se reclulú 
gente por medios violentos, y se exigieron contribuciones 
forzosas, para cooperar al buen éxito de ta revolueíon. 

iCI ac usado Guiñazú, vene i dos que fueron los rebeldes, 
se espalrió voluntariamente, pero, después de enatro años 
de J destierro, se prosélito al Juzgado Nacional por cuya 
urden había sido citado por odielos públicos. 

Su defensa [se liinitú á demostrar que halda aceptado 
los Ciii^os citados por el temor quo infundían los rebeldes, 
y para hacer al-un bien á su país ; que él no había co- 
metido delito, ni vejación alguna j y que, desde que el 
Gobierno Nacional había dejado abandonadas las provin- 
cias de Cuyo, ya no podía Humarse delito la adhesión 
forzosa de los vecinos á la revolución. 

Presentadas las pruebas que so examinan por la sen- 
tencia de |f instancia, y concluido el proceso, so dictó 
esto 

r 

• « 

tullo Jhpí. Sprrionnl. 



San Luis, Junio 21 de 1811. 



Vistos: En el juicio criminal seguido ú instancia fiscal, 
por delito do rebelión contra el Gobierno Nacional, al 
reo Víctor G. Guimizú. 

Considerando 1 (¿uc el hecho do la rebelión se halla 
plenamente justificado sc^iin su inainlicsla en el auto de 
lucha 18 de l'ebrero del présenle >o, foja 53 vuelta 
á 54, por los documentos que en testimonio legalizado 
corren de lujas ! tü á l">( vuelta, y I7U á 177, y por 
Ja declaración y confesión del mismo reo corrienlo do 
fojas l á& vuelta, 11 á r l2 vuelta, y 50 vuelta á te. 
i- II. 3. 
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Considerando 2°. Que la pnrtici pación del procesado en 
la rebelión en su carácter de Ministro Secretario de D. 
Felipe San y do Gobernador Delegado del mismo ; se halla 
comprobada plenamente por el d«»c límenlo que í f, 7 del 
espediente núm. I" se registra, legalmente autorizado, por 
la declaración y confesión del mismo reo, y por los do- 
cumentos testimoniados corrientes en el presente espe- 
diente y autos mencionados. 

Considerando 3°. Que loa motivos que aduce el pro- 
cesado para justificar su no partieipaciun en la rebelión 
de Cuyo son: 1° el abandono hecho por el General Sali- 
nero, como Comisionado Nacional de la Provincia, lleván- 
dose los elementos c»n que esta podía resistir A la rebe- 
lión, dejando los vecinos á* merced do los rebeldes ; 
en cuyo caso, y fundándose en una resolución de la 
Suprema Corte, dice haber recobrado su primitiva libertad 
y tener derecho para buscar su seguridad y conservación 
por lodos los medios á su alcance ; 2" El temor que lo 
infundía la situación tirante, peligrosa y .amenazadora en 
que la Provincia se encontraba bajo la dominación de los 
rebeldes \ 3" La coacción ó fuerza que 1). Felipe Saa lo 
hizo para que aceptase el Gobierno delegado, y 4* el 
haber pertenecido siempre y prestado sus servicios al par- 
tido liberal, por cuyo motivo no podia coincidir en sus 
ideas políticas con los rebeldes. 

Considerando 4". Uue si bien ha justificado por medio 
de las declaraciones de 11, Luis Ojeda, fojas "JO á 0- 
vuella, de l). Pedro Moreno, fojas lOtí á 107, de D. Faus- 
tino Ikrrondo, fojas IÓÍJ vuelta á 1.V», y de I). Gregorio 
Gutiérrez, fojas 173 á 17í t que la situación era tirante 
y peligrosa, que no se podia resistir á las Ordenes y 
mandatos de los Gefes de la rebelión , sin espunerse á 
ser víctima de ellos ya en su persona, ya en sus inte- 



DE JUSTICIA NACIONAL. 19 

roses ; no ha justificado que las circunstancias fuesen 
tules que pudiesen infundir en él el mictlo grave de quo 
habla la Ley 7*, Titulo 33, Partida 1\ que es el único 
que escusa y salva al individuo de los actos que en 
virtud do oslo miedo ejecutase, pues no so relata un solo 
hecho por el que, de un modo inmediato se hubiese ame- 
nazado al declarante do privarle do su vida ú fortuna, no 
dudando que como todos los demás ciudadanos que per- 
manecieron en la Provincia, hubiese cstadu poseído del 
justo temor que á lodus preocuparía el estado de guerra 
en que la Proviucía se hallaba, temor que si bien auto- 
riza á un individuo para precaverse de ser ofendido ó 
perjudicado en su persona ó intereses, por cuantos me- 
dios estén á su alcance cuando no tienen amparo de las 
autoridades legales, según lo tiene declarado la Suprema 
Corte en la cita antes mencionada [ esta doctrina del Su- 
premo Tribunal no es tan absoluta que pueda autorizar 
á un individuo, por el simple temor de ser dañado, ü 
unirse á los enemigos beligerantes del Gobierno legal y 
cooperar con ellos en contra de aquel. 

Considerando u°. Que tampoco ha justificado la fuerza 
ó viulencia que Ü. Kelipo Saa le hubiese hecho para que 
aceptara el Ministerio ni el Gobierno Delegado, pues esta 
circunstancia como la de haberlo aceptado por hacer el 
loen & su país ó evitarle males, solo consta por el dicho 
del procesado; sin que haya otro hecho justiücado que 
compruebe sus buenos deseos é intenciones que la con- 
ducta observada por el reo en su calidad de Gobernador, 
con U. Luis Ujeda, salvándolo por el momento de que 
fuese á la cárcel ; esto hecho positivo como algunos 
otros negativos podrian concunir á justificar las buenas 
intenciones con que el procesado aceptó el Gobierno «i 
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otros posteriores que con^lnn del proceso y de los pfl so 
hará mención mas adelante, nn probaran lo contrario. 

Considerando 6*. Que si bien ha justificado por las de- 
claraciones do los testigo* aillos mencionados, Ojetifl, 
Berrendo, Moreno y Gutierre/, que ha pertenecido al parti- 
do liberal, profesando sus ideas y s.-rvidn al Gobierno . 
legal hasta esponor su vida cu defensa del urden centra 
las moiiLuncras de Peñaloza, ote, («jos de favorecerle, lo 
pono en peor condición compara rulo su conduela de otros 
anos con la del año 67, pues que demuestra que abju- 
rando sus principios de otro tiempo, se ligó de buena vo- 
luntad á los rebeldes, que conmoviendo tas provincias de 
Cuyo, derrocando y encarcelando á sus gobernantes, lle- 
varon sus anuas contra el Gobierno Nacional; produ- 
ciendo el derrame de sangro entre hermanos y las infinitas 
victimas que quedaron tendidas en los campo* de Hinco- 
nada, Por te/nulo, San Ignacio, Bargas ele, habiendo con- 
tribuido de un modo etica/ scj;un s* ve por bis docu- 
mentos que en copia testimoniada y legalizada coirón á 
I. 7G vuelta, al suceso de San Ignacio; pues por nn Uc- 
creto, puso á disposición del ÜÍMÍodo General D. loan de 
Dios Yidela todas las fuerzas Je la Provincia ro^h-nles en 
esta capital; decreto que si bienes negado por el reo ; 
su existencia se lia comprobado haciendo traer el orijinal 
,it .hi/^a.lo, según consta por la m»li del Ministerio de 
Gobierno, corriente á I. 1 l~> y cuya eópia autorizad» se 
rejistra de fojas á 171 corroborando la veracidad de 
su existencia con las notas dinjidas por el Ministre de 
Gobierno D. Bernabé Gómez, e u n lecha '27 de Marzo de 
-1807, al l n leude uto de Policía y al Comandante l). Be- 
nisio Orellano, cuyas copias testimoniales corren á f- 1**1; 
esto hecho y las comunicaciones de felicitación «|tie dirigía 
al Gobierno de Sun Juan, con fecha 2o de Febrero y áti 
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de Marzo y bis del Ministro de Gobierno f). Bernabé Go~ 
nú'/ al Intendente di 1 IMieía con lecha IH y U de Marzo, 
para que haga efectivas las contribuciones impuestas paira 
gaslos de gui-rra, ni eoroi.el Mercan i, (IDO pesos y á 1>. 
Curnelin Turres 1,000 posns, cuyas '-úpiiis lesttmouiadas 

j'.-u .1 !Í'"'. I 17 \ ITí!, coum !«>s lemas ilum- 

ínenlos que obran en autos justifican su decidida adhesión 
al iiiiiv¡itii<'niit ilÉ rebelión o pernio Mí tí L alio f»0 y (!7, 

Considerando 7", Hue es jurisprudencia establecida por 
la Suprema Corle: \° One cometen delito fie rebelión los 
ímii[>I";i'! >s ¡>úli!ii*ns fÉiifiilniiilns por los (leles de la rebe- 
linn, que prolan sus servicios ilnranle rila, — causa 3\ 
Temo ü", casu en el que se ha enconlrr;dn l». Viciar (1, 
G'ÜtÍKt/ii, siendo Ministro y Clicrmidor llflcj/aila del G.l'e 
lié la rebelión D. Kéfipq San ; á« Une es inatliiiisihlo la 
csrepeimi de fuerza alegada por im acusado de rebeliuii 
ruando olla no es probada; y por el contrario pesan sobre 
éslc graves (Hvsuneiones nuu desautorizan su dicho, causa 
15, tome Tr, Patios déla Suprema Corle. iD. Víctor (1. 
Iliiifta/ú alegó haber silgo forzado por I». Felipe Saa 
para que aceptase la delegación del Gobierno; pero nada 
luí probado ;il respecto, pesa mío sobro él no solo pre- 
sunciones sino beclios justificados, como se muestra en 
los anteriores considerandos que desautorizan su dicho • ¡ 
¡í» iiufí los excesos y violencia cometidos en general (nu- 
los rebi'lilrs, no bastan ¡" ira eseuzar la responsabilidad pe- 
nal di; lo* que « lian cooperado á sus Unes, y probar 

* la eser'p-'iiiii particular de fuerza y violencia; morbo 
c oías cuando existen presunciones en eonlra de la es* 

* cepejón con respecto al anisado, » La escusa ó cscep- 
eion principal que alega IK Víctor G. Guiñazú para ha- 
hufsc prestado á servir á los rebeldes, es la de la tirantez 
de las circunstancias porque pasaba la Provincia á consc- 
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cuencia de las violencias come lid as por los Gefes de la 
rebelión: se vé pues por la Doctrina antes transcripta 
que ella es inadmisible. 

Considerando 8". Que de conformidad á la acusación 
fiscal y por halTarse confeso y convicto del delito de rebe- 
lión U. Víctor G. Guiñazú, según consta del proceso, y 
corroborada su decidida aJIiesion á la rebelión, como so 
demuestra por los precedentes considerandos, se ha hecho 
acreedor á la pena establecida en el arl, 15 Je la ley 
Nacional de AA de Setiembre de I8CIÍ; mas debiendo el 
Juez atender no tan soto a la espresiun severa y seca de 
la ley, linó también á" la época de la perpetración del 
delito y el tiempo que baya mediado entre aquel y él en 
que deba aplicarse la pena con los benéficos y morales 
resultados quede su aplicación pudieran resultar; siendo 
como es un principie establecido por todos los Juriscon- 
sultos Criminalistas, que para que la pena sea eficaz y 
saludable, debe ser aplicada lo mas inmediatamente posi- 
ble a la perpetración del delito, pues cuando media un 
tiempo demasiado largo, la sociedad, que siempre es in- 
duljente, olvidando el delito solo tiene presente al des- 
graciado que sufre la pena, sin que ésta sea benéfica ni 
de utilidad moral, creyendo ver naafi bien un acto de 
venganza que la espiacíon de un delito, siendo ésto mu- 
cho mayor cuando la condena recae sobro un delincuente 
político, pues entonces se juü^a como un acto de repre- 
salia ejercida por el partido vencedor sobre el vencido. 
El delito de rebelión en el que es complicado I). Victor 
G, Guiñazú fué perpetrado hace mas de cuatro años, y 
sin embargo de que sus huellas no lian desaparecido 
completamente, osta sociedad ha olvidado los agravios 
que aquel le infirió. Si el agraviado ha olvidado el delilo 
y perdonado al delincuente ¿cuál es entóneos la razón 
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para que la ley conserve su severidad? Es público y 
consta también de autos que el señor Guiñazú á la ter- 
minación de la rebelión, se impuso un destierro volunta- 
rio y ha permanecido fuera de su hogar cerca de cuatro 
años, anticipándose á la pena Corporal • que la ley le de- 
marcaba por til delito t¡ue había cometido. 

Considerando fl". One sin embargo de que las razones 
espresadas en el precedente considerando forman la con- 
vicción del Juez; no podiendo esto juzgar por equidad 
sino con sujeción al texto de Ja ley, podiendo cuando 
mas reducir ta pena al mínimum de rila, si asi lo con- 
siderase do justicia.— Por estas consideraciones, otras que 
se lian tenido en vista, y con sujeción 'i la ley penal de. 
U de Setiembre del año de 1803 : — Habiéndose per- 
petrada sejíun consta de autos por Guiñazú el hecho 
de haber aceptado autoridad durante la rebelión : haber- 
se verificado combates entre los rebeldes y las fuerzas 
del Gobierno, y haberse exijido contribuciones según cons 
tan de autos ; siendo una de ellas la que se tomó vio- 
lentamente ú U. José María de la Torre: por estas con- 
sideraciones y leyes citadas, definitivamente juzgando: — 

Fallo : — tjuo debo declarar á l>. Viciar G. Guiñazú 
reo de rebelión contra el Gobierno Nacional, incurso 
en la pena establecida en el articulo 15 do la ley pe- 
nal de M de Setiembre de y dando por compur- 
gada una parte de la pena corporal, determinada por dicha 
ley con el tiempo de confinamiento voluntario y el de 
prisión que ha sufrido el reo, lo condeno á la pena de 
seis años do destierro fuera de la República y ú pagar 
una multa de dos mil pem fuertes a favor del tesoro 
Nacional, con mas las costas procésalos y reposición do 
sellos: y en atención á que hasta el día de hoy, el 
Juez de Paz á quien se confirió la automación para que 
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trabase embargo en los intereses de Guiñozú, no ha da- 
do cuenta de haberlo verificado, reitérese ta órden para 
que active y verifique o! embargo BU intereses que bas- 
ten á cubrir 'a '»uÜa impuesta per la présenle sentón- 
cia ; á no ser que el eofideftatlo dé fianza que aseguro 
la mulla para el caso en que la présenlo fuese ejecu- 
toriada; debiendo entonces librarse la urden do desem- 
barco, llágase saber; ejecutoriada que fuere, si no hu- 
biera apelación diríjase una comunicación al Poder 
Ejecutivo Nacional por el conduelo respectivo, con eópia 
de la presente, pidiéndole determine lo conveniente para 
su cumplimiento, y archívese. 

Siendo accesoria la acción Civil de la Criminal, inten- 
tada por I). José Maria de la Turre contra I). Víctor 
C, Guiñazú, cobrándole la canlidad de cutí t roe ten tos pesos 
intereses v costas resultantes de una contribución, y 
estando fallada la criminal según aparece de la prece- 
dente sentencia, es llegado el caso de resolver también 
sobro la acción Civil; en este concepto: 

Considerando l" i Uue el hecho de la contribución sa- 
cada á ü. José Maria de la Torre por I). Viclor C. Gui- 
ñazú, en su carácter de Gobernador Delegado, está con- 
fesada por este al contestar la demanda y en varias otras 
partes del proceso, sin mas diferencia que el negar el 
que hubiese sido contribución forzosa, calificándola de 
empréstito voluntario. 

Considerando 2": Que U José María de la Torre cum- 
pliendo con lo mandado en el aulo de prueba fecha 27 
de Marzo del corriente año á foja 85, ha justificado 
por medio de las declaraciones de I). Venancio Calderón, 
fojas 31, 80 á í>0 y \ 25 á de I) Severiano G. del 

Castillo, fi.jas 32, 87 vuelta á 88 y 127 a 128, y de 
D. Podro Antonio Lobos, fojas 119 á 131, que U. Victor 
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f, Güíñazú lo tomó una coRtti&ucíiifi Forzosa, usando do 
meivav riolennia, por cantidad de I ,<M P^ )S P a - 
gó por él D- SWeriano C. del Calillo; lo que des- 
miente completamente la aseveración .le Gmna/.u ; de 
cuya eauti.la.l recobro la Turre (W« pe*». Tettiéítdose 
en" vista que son infundadas las taclias deducidas eon- 
tra los testígQÍ &!d©Fon y Castillo, la del primero p»r 
falta do razón en su dicho, b qtie si os cierta y 
lejitima la íachá rtespeetO de la declaración prestada por 
Calderón en el sumario á foja 31 ; ella desaparece por 
las espiraciones que da en sus declaraeiones ju-estada^ 
en el nlcnariu corrientes á fojas 8$ 4 90 y > — - * 9 t-»; 
tampoco es rondada la lar-ha al Sr. Castillo por anns- 
ta4 V gratitud l.aeia el Sr. La Torre; pues do la tnts- 
,n:, ¡Llaraeion de Castillo de fojas [&1 I 128 consta 
que la amistad que sostiene con el señor La Torre no 
es íntima v de confianza, y que por mas amistad que 
tenga con "una ú olra de las parles nunca seria esto una 
razón para hacerlo tallar a la verdad quebrantando su 
juramento: que por otra parte la aimslad no es una 
causa de impedimento para ser testigo, como lo demues- 
tra el Jurisconsulto Estoves Sagui en su tratado de pro- 
cedimientos eiri/ef, al f.dto 960, párrafo 402, apoyando su, 
letrinas en las Una 2/, Mulo Hí partida :i\ y hj i\ 

titulo 10, partida 5\ 

Considerando íí" : Que las declaraciones ile los J tes- 
tigos contestes y conformes, I). Venancio Calderón, II, Se* 
veriano G. del* Castillo y D, Mífl Antonio Lobos, por 
si solas son suneientes y hacen plena prueba; ley 3Ü. 
lílulo 10, partida ; se abstiene el Juez de lomar en 
consideración las declaraciones de las Sras. Uua, sin em- 
bargo de no haberse probado cosa alguna respecto de 
las tachas quo contra ellas so dedujeron. 
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Considerando 4": Finalmente, que el Sr. Latorre ha 
probado plena y cumplidamente el hecho de habérsele 
sacado una contribución forzosa y violenta ; mientras que 
el Sr. Guiñazú no ha justificado en manera alguna ser 
empréstito voluntario, y no contribución forzosa la que se 
sacó al Sr. La torre. Por estos fundamentos definí ti va me n 
te juzgando : 

Fallo: Que debo declarar y declaro que Ü. Víctor C. 
Guiñazú, es deudor á D. José María <le Latorre por la 
cantidad de cuatrocientos jtc&os bolivianos con mas tus intc- 
reraes al uno por ciento mensual á contar desde el [trí- 
mero Abril de 1867, condenándolo además en las costas 
del juicio. Hágase la planilla de costas, repónganse los 
sellos; y hágase sabor á los interesados, podiendo usar 
el actuario del espediente para notificar. 

I, Pablo Saravia. 
Apelada esta sentencia, fué confirmada por el siguiente 

tallo d« la Suprema Corte. 

Dueños Aires, Octubre 10 de 181!. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma, con costas, 
la sentencia apelada de foja ciento veinte y seis vuelta, 
y satisfechas estas y repuestos los sellos, devuélvanse, 
previo oficio al I*. E. 

Salvador María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. —José Barros Pa- 
zos. —Marcelino Coarte. — José 
B. Gorostiaga. 
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D. Anterior Molina contra D. Santos GU t 
por vobro de pesos. 



Sumario. — l n Para que una cuenta de comercio pueda 
Tundar una demanda, es necesario que esté fundada en 
los libros de quien la presenta, y acompañada de los 
comprobantes respectivos. 

2<> Los libros de comercio deben conservarse en e| 
logar en que son llevados. 

3 1 El libro copiador de cuentas, solo, no merece fe. 



Caso. — b. Agustín S. Meyer por Ü. Antcnor Molina, 
argentino, demandó ante el Juez federal de Corrienli-s 
á 1). Santos Gil, eslrangero, por 1 ,985 ¿ G7 cls. fuertes 
y sus intereses, por saldo de cuentas en unas mercaderías 
que decia haberle comprado en Diciembre de 18(iti con 
la fianza de U. Santiago Güetn, lia bien do sido la cuenta 
primevamente de 2,470 07 es, $ i'ts, de los cuales dico 
haber recibido 4i>0 $ fts. 

A la demanda acompañó la cuenta en los términos es- 
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presados, y una carta de Gil en que la rechaza pnr 
haberse hecho t¡i compra para Güela. 

Corrido tjaslado, I). Martin Miranda por Gil contesté 
(|iie su poderanle no era quien debía á la casa de Molina 
sinó la testamentaria de U. Santiago Gnela, pues aquel 
no fué mas que un encarando para remitir la lacinia á 
Saladas, residencia de Giiota. 

En seguida se puso la cansa á prueba sobre si utl 
sacó la factura como encargado de Giieta y para antro* 
g.irla á esle, ó en su propio n bro. 

Las dos partes produjeron prueba testimonial en lus 
términos que espresa la sentencia, y el Juzgado ¡tara 
Enojar proveer ordenó que el demandante presentara los 
libros do la casa ríe Molina. 

Meyer se eseiisó de la presentación, diciendo que pur 
oslar oji liquidación la casa, solo podía presentar el 
copiador de cuentas, pues los otros libros bidiian sido 
remitidos á Buenos Aires en donde residía o! socio prin- 
cipal. 

Fallo u>l Jun iIp Swíiiii 

Ornenles, ,Ihü<. 7 iU- U7I . 

Y vistos estos autos seguidos entre l). Augusto Meyer 
apoderado de l> Anterior Molina y I). Martin Miranda npo- 
d erad o de 1). Santos Gil, sobre cobro de cantidad de pesos 
que dice aquel le adeuda este, procedentes de mercaderías 
tornadas de su casa de negocio, con lo alegado y proba- 
do por las partes, y considerando : 1" 1Jire Meyer lia 
fundado su demanda en la cuenta que corre á f. 1* en 
la que aparece que Gil sacó de la casa de Molina mer- 



* 



Dlí JfSTlCLl NACIONAL. 



cadenas por valor de ths mil veinte y seis pesos, siendo 
dador l>. Santiago Gücta, habiéndose pagólo a cuenta 
enat meten tos noventa pesos fuertes, cotí fecha 30 de Ene- 
ni de ]S(Í7, y en una caria de Gil que corre íí I'. 2* 
en que este dice haber sacado las mercaderías espresa- 
das de la casa de Molina por vnien y cuenta de su suegro 
D. Santiago r.úVla, y que las entregó á la esposa do 
este que se hallaba en Saladas, y que por lo tanto no 
es deudor de la cantidad que se lo cobra ; 2" (^ue la 
(•nenia espresada no tiene fundamento alguno, por ha- 
berse negado Meyer á prese rilar los libros de la casa de 
•Midi na, bajo el protestó de que se bailan en [titanos 
Aires, siendo asi que los libros deben conservarse orí el 
hi^ar donde son llevados V serrín el - 1 r t - SI ilel Cúdifiro 
de (iomereío, toda cuenta debe ser conforme á los asien- 
tos ib: los libros y acompañada de ios respectivos com- 
probantes, sin que pueda decirse, que la presente lo es, 
por haberse presentado el libro copiador de cuentas que 
ninguna te merece, faltando lo que la ley exige, art. "8 
i|«-l Código de Comercio; > üue la confesión que re- 
sulla de la carta (lo Oil envuelvo la negación de un 
hecho indicíeos ble para que nasea la obligación, y ¡mr 
b tanto no puede aceptarse en parle y en parte repu- 
diarse, debiendo estarse á las pruebas y presunciones 
que resultan de los nulos para decidir osla cuestión ; 
-i' (Jue no es posible suponer que Gil sacase en su pro- 
pio nombre las mercaderías cuyo valor se Cobra, sin que 
baya consta neia en los libros ó en doeui nenies separados 
al tiempo de verilearse id negogio ú po>tcríormente, 
tanto roas siendo aquel un comerciante que compraba 
por primera vez en ta casa de Midi na y que lian trans- 
currido seis años desde que se sacaron las mercader las, 
verificándose un pago de cuatroscicntos noventa eesos fuer- 
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tes á cuenta, cuyo pago ni aun so ha os prosado quien 
lo hizo; pues Molino contestando á las posiciones do 
fojas 47 y 48 dice que no sahe quien verificó el pago por 
haber estado ausento, lo que no pueilc admitirse porque 
debo constar do los libros de su casa. — Tudas estas cir- 
cunstancias son presunciones que obran en favor do Gil, 
pues forman una serie do hechos que difícilmente podrian 
realizarse, atendiendo al curso natural de los sucesos; 
5 o Que los testigos U. Eugenio Moreno, á f. 22, y KLiaa 
Ramón, á f. G5, únicos que sahon algo sobre los interro- 
gatorios presentados por Moycr, no recuerdan la lecha 
en que vieron descargar las mercaderías en la casa de 
Gil, y por lo tanto bien pudieran ser otras que las quo 
sacó de la casa do Molina, pues que teniendo aquel, ne- 
gocio cstahlccitio en Saladas, nada es mas natural que lo 
* surtiese de tiempo en tiempo; además esto no prueba la 
pretencion de Meyer, puesto que consta de las declara- 
ciones de los testigos de Gil que se depositó parte de las 
mercaderías en su casa por no haber cabido en la de 
Güeta. — Por otra parte lo que dice el testigo Moreno al 
contestar a* la cuarta pregunta, de que le dijo Gil en 
conversación particular, que por haber ganado mucho di- 
nero en Ytapirú y merced á una carta de su suegro Ü. 
Santiago Güeta, vino á esta ciudad y sacó de la casa de 
Molina por cuenta propia el negocio en cuestión, no es 
verosímil, pues luego, añade que por él mismo supo quo 
quedaba debiendo cuatrocientos pesos, lo que no es con- 
forme con la cuenta presentada de la que resulla que las 
mercaderías fueron tomadas á crédito por valor de mas 
de dos mil pesos ; G° Que de las declaraciones de los 
testigos de Miranda, comentes desde fojas T>3 á 5C y á 
f. 78, resulta que Gil descargó el negocio que llevó de 
sita Capital en la casa do Güeta, regenteada entonces por 



la esposa do esto y un dependiente, y que no había So- 
ciedad entro r.il y Giicla, todo lo que revela ser positivo 
lo que ha ospuesto Gil, do haber llevado el negocio por 
urden y cuenta' de Güeta ¡ io quo está ademas confirmado 
por la con lesión de la espusa do éste que no puedo ser 
desechada por el pareo leseo que licué con Gil, puesto qno 
su declaración puede perjudicar á la vez á los herederos 
de su esposo. — Por estos fu ndamen los, fallo dcu'nitiva- 
mente juzgando que debo absolver como en electo absuel- 
vo á l>. Santos (Jil de la demanda que contra él ha in- 
terpuesto 1). Auguslo S. Me yer, en represen lacion 1). An- 
tenor Molina. — Cada uno pague sus costas ; hágase saber 
y repónganse los sellos. 

Oírlos Luna. 

Apelada esta sentencia fué confirmada por este . — 



Falla de la Suprema Corte. 

buenos Aires, Octubre 12 de i«7i. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas el 
auto apelado de foja ciento catorce, y satisfechas y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M.\nÍA rel Carril. — Fran- 
cisco Delgado. —José Barros Pa- 
zos. — Marcelino Lt.aute. — J. B. 

(¡UROSTIAGA. 

■ 



32 



FALLOS Ufc LA SUPREMA COftTE 



CAUSA CU. 



D. Usa miro Ln torre y O contra I). Augusto Scgam, 
sobre interdicto de adquirir la ¡mesion, ¡al 



S nm rh.— \b\ lnjínr al interdicto de adfliiifir, cuando 
contra los títulos do ^dominio, no se nlf^n eacepcion le- 
pitia por el delenlador. 



Cnso, — Díbtadp el f:iUo de ta Suprema Corla Je 6 do 
Junio tle IS'l, y mandado cumplir por el Juez ile Sec- 
ción, Scgovin presentó un contrato simple de sociedad 
celebrado con I). Benito Buida, datado euu fecha I o tle 
Ktdirero de I S*>S. 

En dicho controlo se décia 'ine Borda entregaba á 
Segovía sus propiedades raices sitas en San Rafael, y 
contribuiría con S t 0U0 pesos fuertes. 

Quo Seguvia pondría su industria y administrarla el 
negocio. 

Que las utilidades se partirían por mitad; y que el 
fundo y casa de Borda no podía venderse, ni gravarse 



(a) Véase la Causa XXVH de la 2* serie. 
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mientras no se liquidase la sociedad, teniendo Segovía 
en esos bienes la preferencia sobre cualquiera otro inte- 
resado, pues so le ddba la posesión en clase ü> prenda 
pretoria. 



rallo del 

Mendoza, Julio 21 de 1871. 

Autos y vistos ¡ cumpliendo con el arlículo trescientos 
treinta y cuatro de la ley de Procedimientos, 

No habiendo U. Augusto Segovia probado ni alegado 
nada de fundamento en el comparendo de ocho de Marzo 
del corriente laño, foja diez y ucho vuelta. 

Estando el juez en el deber de respetar los títulos 
presentados pur el actor. 

Ha lugar al interdicto de adquirir posesión: en su 
virtud dése esta ó Don Francisco Moreno ó su apode- 
ra do, del tundo do San Rafael á que se reí ¡ere el escrito 
de foja diez, con costas al vencido. —So comete al ac- 
tuario y oüeial do Justicia la diligencia de posesión. — 

Juan Palma. 
Esta sentencia fué confirmada por el siguiente 

rallo de lo ftupre» Corle. 

Buenos Aires, Octubre ti de 1871. 

Vistos : por sus fundamentos so confirma con costas 
el auto apelado de foja cincuenta y cinco, y satisfechas 

T. I!. 3 
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aquellas y repuestos los scUos, devuélvanse, debiéndose 
ordonar por el Juez de Sección la reposición de las fo- 
jas del testimonio de poder de foja cuarenta y dos con 
arreglo á la ley de sellos. 

Salvador María del Carril.— José 
Barros Pazos.— Marcelino LOAR- 
TE. — J. B. GüROSTIAGA. 



CAUSA CIM. 



D. Adolfo Modtl contra el Fisco Acciona l, sobre 
aforo de artículos de importación. 



Sumario. — En los recursos i|ue se interpongan de las 
resoluciones de los ndininislradures do renta, los Jueces 
de Sección deben sentenciar sin admitir mas de un ale- 
fato escrito por cada parte. 



Gato.—U Administración de Rentas de Buenos Aires, 
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condenó á í). Adolfo Modct 5 pagar dobles derechos so- 
bre una partida de coñac, que este había manifestado, 
como recular, y que resultó ser coñac fino. 

En Í de Agosto de IN71, Modct se presentó ul Juz- 
gado de Sección, diciendo que había apelado de la reso- 
lución administrativa, y pidiendo un examen de peritos 
para probar que el coñac manifestado era de clase re- 
cular y no fino. 

Se pidió informe al Adiu'nistradür do aduana sobre la 
fecha do la concesión did recurso, y se informó que 
balda sido el 2S do Julio de 1871. 

El Juez de Seeeiun dio vista al procurador fiscal, quien 
nolando que Modet fijé notificado el 7 de Julio de la 
resulucion de la aduana, alegó que dobia declararse no 
haber lugjr al recurso. 

l'ura mejot proveer, el Juez de Sección pidió el es- 
crito original de apelación presentado por Modet á la 
aduana, y resultandu que la apelación se interpuso el 10 
de Julio, y fué concedido el recurso el ú$ del mismo 
mes, se dictó el siguiente* 

Fallo del Juez «tccciomtl. 

- 

Buenas Aires, Setiembre de 1871. 

Por recibidos: aniégúense á sus antecedentes, y resul- 
tando «| ne la cuestión versa sobre un hecho, cuya apre- 
ciación requiere un examen pericial, comparezcan las par- 
les el miércoles 13 del corriente á la una, á efecto do 
proceder al nombramiento de los peritos. 



Lgarriia, 
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El procurador fiscal apeló da este aulo, que fué revo- 
cado por el siguiente 

Fallo de la Suprema Corle. 

1 

Buenos Aires» Octubre 11 lie 1871. 

Vistos: No habiéndose resucito el articulo pendiente 
sobre deserción del recurso, ni d Adose todavía audiencia 
al Procurador Fiscal sobre lo principal, se revoca el auto 
apelado de foja quince, y so devuelvo para que se pro- 
ceda en la sustancia cion de es la causa conforme a Lo 
dispuesto por los artículos mil cien treinta y ocho de las 
Ordenanzas de Aduana, y doce de la ley de catorce do 
Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. Repónganse 
los sellos. 

Salvador María del Carril. — José 
Barros Pazos.— Marcelino Uoarte. 
—José B. Gohostiaca. 
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D. Cosme Marino contm los Eres. Lamas, Hegúnega y ÉX 
por cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario, —fe» Contra la acción ejecutiva de las letras 
de cambio no se admiten mas escepciones, que las de- 
terminadas por el art. 853 del Código de Comercio. 

2" Esas mismas escepciones deben probarse por escri- 
turas públicas ó documento privado judicialmente reco- 
nocido. 



(^aso. — D. Cosme Marino, cesionario de una letra de 
cambio firmada por los Sres. Lamas, Regúnega y C', acre- 
ditado que el caso correspondía á la justicia federal, en- 
tabló acción ejecutiva para el cobro de su importe. 

Xo habiéndose negado la firma en el reconocimiento 
que se practicó, el .lucí! de Sección despachó el auto de 
sol vendo, y en seguida el mandamiento de embargo. 

Hecha la citación, do remate, los ejecutados opusieron 
las escepciones de inhabilidad del título y de novación- 

Sustanciada la oposición, el Juez de Sección, para 
mejor proveer, ordonó que manifestaran los ejecutados, 
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si tenian documento público ó privado en apoyo do las 
escepciones opuestas. 

El apoderado de los cj orillados manifestó que ercia 
tener la prueba bastante por derecho du los hechos que 
las fundaban, aunque ella no consistía en documentos. 



Vallo del Juez Seeeioiml. 

Buenos Aires, Setiembre Je 1871. 

Y vistos, considerando : que contra la acción ejecutiva 
de las Letras de cambio, no se admite mas escepciones 
que las determinadas por el artículo 852 del Código de 
Comercio, toda vez que se prueben por escritura pública 
ó documento privado judicialmente reconocido; 2 o , que 
en el presento caso se trata do acción ejecutiva fundada 
en una letra do cambio y por consecuencia le es apli- 
cable la disposición citada en el precedente considerando; 
3°, que los ejecutados no acompañan documento alguno 
publico ni privado en justificación de las escepciones quo 
han deducido, é intimados para que manifestasen, si te- 
nían algún documento de los enunciados, han declarado 
por diligencia ante el actuario no tenerlo, y por conse- 
cuencia de lo establecido en los precedentes consideran* 
dos debe repelerse lás escepciones deducidas ; por estos 
fundamentos no ha jugar á la oposición hecha por los 
ejecutados Lamas, Regúnega y C% y llévese adelante la 
ejecución hasta el efectivo pago del capital, intereses y 
costas. Repónganse los sellos. 



Manuel Zovakta. 
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Buenos Aires, Octubre 19 de 1871. 

Vistos : Por sus í'un 'límenlos se confirma, con costas, 
él auto apelado de foja cincuenta; y satisfechas estas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril. — José 
Barros Pazos.— Marcelino ücarte. 
—José tt. Gurostjaga. 



■ 

CAUSA CV, 



El aérente de ta sociedad anónima *El Comercio* contra 
Jacquemin Freres, por indemnización 
de datws y perjuicios. 



Sumario, — Abierto el juicio de quiebra contra el de- 
mandante, los nulos de su demanda deben remitirse al 
Juez del Concurso. 
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Caso. — D. Teodomiro Real y Prado, gerente de la so- 
ciedad anónima << El Comercio», demandó en 1í> de Ma- 
yo de 1870 á Jjcquemin Frcres, por el pago de 10,000 
pesos fuertes por daños y perjuicios procedentes do la 
falta decumplimiento de un contrato. 

Estando conclusa la causa para sentencia, la sociedad 
demandante fué declarada en quiebra. 

El mismo Síndico del Concurso se presentó en juicio 
acreditando su personería de tul. 

Entonces se dictó el siguiente 

I - & II sí del Juez SecvioiiMl. 

Dueños Aires, Setiembre 5 de 1871. 

Y vistos: resultando del mismo escrito presentado por 
el Síndico, que es efeclivo, que la sociedad anónima «El 
Comercio» se halla concursada, en cuyo caso es aplica- 
ble lo dispuesto en el art. 15ÍÍG del Código de Comer- 
cio, remítanse estos autos al Tribunal de Comercio y 
repóngase el sello. 

Zavahta. 

El Síndico apeló de este auto, diciendo que los juicios 
universales atraen Lodos los incidentes contra ellos, no 
los que son en su favor; que en esto caso debía siem- 
pre seguirse el fuero del reo. 

Concedida la apelación se confirmó el auto por el si- 
guiente 

Palle de la Suprema Corle. 

Rueños Aires, Octubre 19 dB 1871. 
Vistos : Por sus fundamentos se confirma con costas el 
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aulo apelado de foja trescientos nóvenla y ocho, y sa- 
tisfechas estas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María dfl Cáhuil. — José 
Barros Pazos.— Marcelino Ugarte. 
José B, Gorostiaca. 



CV1. 



y C* contra />. Juan Antonio 

por 



Sumario. — El juicio ejecutivo, contra el cual no se 
lia deducido tercería alguna de oposición, debe llevarse 
adelante, con arreglo á la ley de procedimientos. 



Caso. — D. Daniel González y C\ entablaron acción 
ejecutiva contra ü. Juan Antonio Pando por la suma de 
17,000 $ bol . 

A pedido de los ejecutantes se trabó el embargo sobro 
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ta parto del producto quo quedare de unos bienes per- 
tenecientes al deudor, y que habían sido ejecutados por 
D, Fabián Correa otro acredor de Pondo. 

Dictada y ejecutoriada la sentencia de remate, los eje- 
cutantes pidieron que, habiéndose ya pagado el crédito 
de Correa, se les mandara en tremar el resto del men- 
cionado producto, y se les diera al electo un libramiento 
contra el Banco, dondi- estaba depositado el precio ; re- 
servándose perseguir otros bienes por el rosto do su 
crédito. 

r«ll« del Juez S*rrlonnl. 

Mendoza, Junio 20 de 1871. 

El Juez no puede dar el giro que solicita esta parto 
porque el valor está ya embargado. 

No obstante se tendrá presente su solicitud en el ó ni en 
do abonos sin perjuicio que pueda peticionar lo que me- 
jor convenga á sus derechos. 

Palma. 

González y C a apelaron, diciendo que sobre esa suma 
no se había decretado otro embargo. 

Concedida la apelación, loé revocado el auto del Juez 
de Sección por el siguiente 

Fallo dr ¡n $ii|ire»'n l'ttrte. 

Humus Aires, Oclubre 24 de 1871. 
Vistos : estando consentida la sentencia de remate de 
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foja treinta y nueve, y no habiéndose deducido en este 
juicio tercería alguna de oposición, se revoca el auto 
apelado de foja ruáronla y Iros vuelta, y devuélvase para 
que el Juez de Sección proceda conínrme á lo dispuesto 
por el ai líenlo doscientos ochenta y dos de ia ley de 
veinte y cinco de Agosto de mil ochocientos sesenta y 
tres, previa satisfacción do costas y reposición do sellos. 

Salvador María del Cáhuil— José Barros 
Pazos.— J. lt. Gohostiaga. 



El Convento de Santo Dominga contra D. Gabriel Fonies, 

por cobro de pesos. 

Sumario. — El que no es heredero, ó no lia aceptado 
la herencia, ó no poseo bienes del deudor, no puede ser 
competido á satisfacer las obligaciones de aquel. 



Caso. — En 45 de Julio de 1840, I). Üernardino Fornes 
so constituyó deudor de la suma de D00 $ bol. con el 
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interés de 5 p.*/ anual a favor del Convenio de Santo Do- 
mingo de Mendoza, hipotecando un sitio en garanlía del 
crédito, y concediendo al acreedor el derecho de cobrar 
capital é intereses, en caso de no pagarse el rédito en 
e) tiempo debido. 

En 28 de Abril de 1869 D. Pascual Ruiz representante 
del Convento, demandó ejecutivamente á D. Gabriel For- 
nes sobrino del deudor y poseedor del sitio hipotecado, 
cobrándole el capital ó intereses, por no haberse pagado 
el rédito en las épocas establecidas por la escritura do 
obligación, 

Proseguido el juicio ejecutivo, se dictó sentencia do 
remate, confirmada por fallo de la Suprema Corle de 5 
de Abril de 1870. 

Se tasó el sitio hipotecado en la sumado 1 1 C $ bol. 
75 es. 

D. Pascual Ruiz pidió mejora fiel embarco sobre unos 
600 ¿bol. pertenecientes á D. Gabriel Fornes, 

Esa mejora no tuvo ufecto ; pero U. Gabriel Fornes 
pidió se declarara que su personería en el juicio era 
como ajbaoea de la testamentaría de Ü. Btmardino Fornes, 
y que la ejecución no podía dirigirse sinó contra los bie- 
nes de la testamentaria. 

D. Pascual Ruiz sostuvo rjue D, Gabriel Fornes era el 
heredero universal y poseedor de los bienes del deudor. 

Se abrió la causa á" prueba sobre la calidad de here- 
dero. 

La prueba rendida sobre el punto fue de oídas é in- 
suficiente. 
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Fallo del Juez gereional. 



Mendoza, Julio U de 1811. 

Y vistos: por el mérito de autos y considerando: que 
la declaratoria solicitada por D. Gabriel Fumes ha sido 
motivada por la creencia que sus bienes propios son 
los que responden al pago de la escritura de f. i', sin 
serlo en su opinión. 

Que desdo que esta escritura no obligó a D. Gabriel 
Tornes sinú á su lio I), lternardino t ornes, la falla 
de usplie.'ieiuti y luí ínula en la demanda, como en la 
con testación de no aclarar bien las cusas, es falta re- 
cíprnea. 

Une la sentencia suprema confirmatoria de la de pri- 
mera instancia, no se ocupa de individualizar la cues- 
tión con el tío ni el sobrino, sino en abstracto ó mas 
bien dicho, contra el verdadero deudor de la deuda, que 
hasta aquí aparece serlo la testamentaria de Ü. líernar- 
dinu Fumes. 

Que el haber pagado réditos 1). Gabriel á vista de un 
documento age no, solo arguyo cometido de aquel ya 

Que el Juez al recibir á prueba la causa lia sido con 
el objeto de saber ¿qué responsabilidad asumo D. Ga- 
briel Fornes respecto de los bienes de su dicho tío y sus 
compromisos? 

Que la prueba rendida es de oídas, ambigua y defi- 
ciente en todo sentido. 

Que no sabiéndose la aceptación de la herencia, es 
decir, á beneficio de inventario ó sin él. Para el caso 
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hipotético do heredar el sobrino, el Juez no tiene una 
válvula de seguridad. 

Finalmente que no sabiéndose A ciencia cierta el ca- 
rácter propio ó ageno como ha contestado 1). Gabriel 
Fornes: la escritura de foja primera es la norma que 
debe guiar al Juez, con mas la regla de derecho que en 
caso de duda debe estarce mas bien por lo mas benigno, 
la absolución. 

Se declara: que los bienes afectados por ta senten- 
cia do 20 de Noviembre de 1809, á f. 38, son los que 
se reconozcan por de propiedad de l). Rcrnardiuo tor- 
nes, con costas al vencido en esta articulación. 

Palma. 

El Representante del Convento apeló de esta sentencia 
en relación, y, concedido el recurso, fu¿ esta confirma- 
da por el siguiente 

Fallo de I» Suprema Corte. 



Buenos Aires, Octubre -\ de 1871. 

Vistos: Constando <lo la escritura de foja primera, 
que don líenuudino Perora es el deudor del crédito que 
reclama don Pascual Ituiz, en representación dd Conven- 
io de Santo Domingo, y no habiéndose probado suficien- 
temente por el demandante, que don Gabriel Fornes sea 
heredero universal de su precitado finado tio don Hcr- 
nardino Fornes, ni que baya aceptado la herencia, ó que 
baya poseido mas bienes que el terreno ejecutado, so 
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confirma con costas c) auto apelado <le foja cien, y sa- 
tisfechas estas y Bepesbs los sellos devuélvase. 

Salvahoh Manía dki. Cj/initiL. — Josk ÍIak 
ros Pazos. — J. Nknjamin Gohostiaga. 




CALW V CVIII. 



Criminal contra Luis Cierra, 

y Josa Pttreli, ¡>or tentativa de hurto en la Tesorería 

Nacional. 



Sumario:— 1° Para que no lia ya lujrar á la imposición 
ríe pena, cuando hay principio do ejecución de un de- 
lito por hechos exteriores, es necesario tjue hava de- 
sistimiento voluntario [mr parle tic tos au tures. 

-° No puede suponerse el desistimiento voluntario, 
cuando, encontrándose los delincuentes en el lujjar mismo 
en (|ne dehia ser perpetrado el deiitn, de- pues de loiher 
realizado una larga serie de actos míe demuestran una 
intención-' perseverante y una decisión formal do reali- 
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zarlo, solo deja de tener efecto por la presencia de la 

fuerza pública. 

3<> Según las doctrinas do la jurisprudencia moderna, 
en los casos de tentativa frustrada, la pena debe mode- 
rarse, teniendo en cuenta que, si bien existe la inten- 
ción criminal puesta en ejercicio, no existe el daño ma- 
terial. 

A* La Suprema Corto no puede fallar sobro capítulo 
alguno que no se hubiere puesto a la decisión del in- 
ferior. 



Caso.—tn Junio do 18"0, tuvo conocimiento la Po- 
licía de la ciudad de Buenos Aires, que una cuadrilla 
de ladrones trataba de robar la Tesorería Nacional, ase- 
sinando al sereno de la casa de Gobierno, lo que pudo 
evitarse poniendo de acuerdo al sereno con los malhe- 
chores con la intervención de León Paz que, fmjiéndose 
cómplice, informaba de todo á la Policía. 

En la noche del 25 de Junio, estando dispuesta la 
cuadrilla á ejecutar el robo, resolvieron en la plaza 25 
de Mayo, aplazarlo para nueva oportunidad por no con- 
tar en esa noche con el tiempo necesario para las exac- 
ciones quo necesitaban hacer. 

El 25 do Julio el sereno fué advertido quo esa noche 
debía ponerse en ejecución la intentona, de lo que se dió 
cuenta á la Policía, que aposto convenientemente unos 
vigilantes para capturar a los malhechores a una sen;il 
convenida. 

Estos se presentaron á la media nocbo ; entraron por 
el portón de ílerro que el sereno les había dejado abierto, 
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y cuando se preparaban (t emprender sus operaciones 
para entrar á la Tesorería, se precipitaron los vigilantes 
<|ue los observaban sin esperar la señal convenid:), y 
huyeron los ladrones, dejando en poder fie la Policía una 
máquina que llevaban para abrir la caja, barretas y oíros 
instrumentos, un sombrero, un chaquetón, y una pape- 
leta del consulado italiano á favor de Juan lolí, de 30 
años, marmolero. 

Hechas las indagaciones concernientes al sumario, re- 
sultaron complicados; Luís Cierra, italiano do 40 años, 
cocinero, que según el parte de la Policía era un an- 
tiguo ladrón y presidario, perteneciente ú la gavilla que 
capitaneaba el Jorobado; José Viola, italiano, de ítS anos, 
cocinero; Antonio llordelli, italiano, de Í10 años, zapatero; 
y José Pétrgli, italiano, de i"> años, zapatero. 

Hecha la acusación y la defensa, se dictó el siguiente: 



FhIIo del Jufz Nrerionnl. 

Buenos Aires, Julio 27 de 1871. 

\ vistos estos autos seguidos por tentativa de hurto 
con etVaccion, contra Luis Sierra y José Viola de los 
que resulla : 

1° Que existia un complot, formado por una bando 
útí ladrones, para asaltar la Tesorería Nacional, con el 
propósito de sustraer, frac lu raudo la caja, los valores 
depositados, para cuyo electo so construyó por ellos ins- 
trutoentos a propósito, teniendo de todo esto conoci- 
miento la Policía — 2° Que en la noche del '¿'o de Junio 
del año próximo pasado estando dispuesta la banda á 
ejecutar et asalto, quedó este sin resultado por nueva 
j. ü. 4- 
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disposición de la misma qno aplazo el golpe para otra 
ocasión— 3° Qoo pues lo el sereno do la casa «le Go- 
bierno en relación con los ladrónos por orden que al 
efecto recibió do la Policía, Ué advertido este de que 
en la noche del 2r> de Julio del año próximo paaadp, 
debia ponerse en ejecución la i ule uto na, de lo que di ó 
parte, tomándose las medidas necesarias— i° Quo on esa 
noche resueltos á poner en ejecución su proyecto, so 
introdujeron los del complot por e! portón de la casa 
de Gobierno, que toiWa sido dejado ¡ib i e rio es pro foso por 
el sereno, que -obraba en todo esto de acuerdo con las 
instrucciones recibidas — 5° Que en momentos en que 
estos reconocian las paredes esteriores del edificio coa 
el objeto de escalarlo, los hombres apostados por la 
Policía hicieron una sulicta prematura, la que ocasionó 
que los ladrones, conociéndose sentidos, se lujasen antes 
de ejecutar y sin que fuese capturado ninguno de ellos, 
dejando solamente los instrumentos que hablan prepa- 
rado para forzar la caja de hierro de la Tesorería, un 
paleto, un sombrero y la papeleta tic f. 2 —6" Que en 
los dias siguientes á este suceso, y por indicación do 
León Paa, supuesto cómplice de los del complot y quien 
había dado conocimiento de él á la Policía, so proci- 
dió á la prisión de Luis Sierra, José Viola, Antonio !W- 
delli y José Potreli, designados [»or aquel, como los 
ejecutores de la intentona, en compañía do los demás 
prófugos Cheque y Carlm, según todo resulta denlos 
partes del Comisario U. Francisco Lozano, l 1 y íí » 
8 y de la declaraciones del sereno, Juan Sabalis L 2< 
León Paz f. 37 vuelta y Francisco Lozano f. 3i y 7" 
Que con relación á las personas de los delincuentes, 
las declaraciones contestes, de Juan Sabalis y León Paz 
establecen que Luis Surra fué do los ejecutores de 
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las dos intentonas í rae usólos, y que José Viola con- 
currió 1 á la primara do Li nociio dol "2~j de Junio — Y 
considerando: 1" — (¿no aun cuando de los hechos ar- 
riba relacionados, se deduce claramente el proyecto cri- 
minal en el que tomaron parto los procesados, ésto tn» 
tuvo resultado práctico ni aun IiuIjo principio de eje- 
cución antes do la segunda intentona de Julio : 2» — 
Une aun después do esta última sulo ha habido una 
tentativa (rus Irada, que no tratándose de delitos atroces 
no es punible por la ley, y 3° — (Juc ruliriéndosc ul 
□ rt. 80 invocado por el Procurador Fiscal al crimen 
consumado, no tiene aplicación en el caso presente. 

Por estos fundamentos y de acuerdo á la ley 2, tít. 
31, P. 7' y glosa IU, se declara á los procesados Luis 
Sierra y José Viola libros de toda [iena, en su conse- 
cuencia, líbrese Iíi correspondiente orden para que sean 
puestos on libertad. 



Apelada esta sentencia por el Procurador Fiscal, el 
señor Procurador General espresú agravios — I J ¡Jo que 
habiendo el Juez establecido que los acusados formaban 
un,i cuadrilla de ladrones que organizó el proyecto de 
robar con efraccion el Tesoro Nacional, y que ponién- 
dolo en ejecución, llegaron una nuche hasta la puerta 
de la Tesorería ; donde fué frustrado el crimen por la 
intervención de la Policía, y donde los ladrones dejaron 
los instrumentos de e-fracción que llevaban para abrir 
las puertas y rompi-r las cajas de fierro, todo lo que 
en efecto consta del proceso, di Juez bahía debido im- 
ponerles la pena de la ley para castigar y escarmentar 
ese atrevido crimen. 

los esos hechos, ahsolver á los 
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acusados y declararlos libres do toda pena, solo porque 
no se les dejó consumar el crimen, as, no solo faltar 
á Ja ley, sino estimular el crimen, amenazando ú la 
sociedad con las nuevas proezas de estos bandidos. 

Que el juez había sentenciado en abierta contradicción con 
la ley 2", lít. ül, l'art. 7», en que apoyaba su senten- 
cia. — Que esa ley dice que loa crímenes graves como 
la traición, el homicidio, el rapto, cuando la tentativa 
empieza á ponerse en ejecución, se imponga por esc 
delito la pena de la ley: pero en los crímenes leves, 
si el ejecutor se arrepintiese antes de cometerlos, no 
se le imponga pena alguna ; pero que aquí lia habido 
masque tentativa; ha habido crimen frustado en el 
acto de cometerlo, pues que, cuando los ladrones estaban 
en la puerta de la Tesorería eun los inslruinonlua de 
clraceion que halmin de facilitarles la entrada, fué la 
Policía quien impidió el robo. 

Que el robu en cuadrilla no es tampoco un crimen 
leve sino gravísimo, mas grave que el homicidio pues 
míen U as que a este la ley recopilada solo impone la 
pena de muerte, á los perpetradores de aquel manda 
que sean arrastrados, ahorcadas y hechos cuartos \j puestos 
por los cambios tj layares donde hubiesen delinquido* 

Que en cuanto al arrepentimiento, era evidente que ni 
antes de cometer el crimen ni después de presos, ha- 
bían manifestado el menor sintonía de que calaban arre- 
pentidos de su criminal intento. 

Que no puede comprender la razón porque el l'rocu- 
radur Fiscal había cscluído de la acusación ú Autuniu 
líordelli y José Pelreü, pues León Paz declara acerina- 
mente que ellos pertenecían á la cuadrilla y fueron á 
la casa de Gobierno cu la noche del 2»"» de Junio, y el 
sereno dice que le parece que estos individuos, iban en 
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en la cuadrilla, siendo estos los dos únicos testigos po- 
niólos en este caso, y no habiendo disconformidad, hay 
una prueba suficiente. 

Pidió que se revocara la sentencia apelada, y se con- 
denase íi José Sierra, como jefe de la cuadrilla, á seis 
años de trabajos forzados, y á José Viola, Antonio llor- 
delli y José Petretí á cinco años de la misma pena. 

Corrido traslado, el defensor contestó que los arru- 
ínenlos que habían prevalecido en ta I» instancia esta- 
ban subsistentes, puesto que el Sr. Procurador General, 
en su espresion de agravios, ni siquiera se ocupaba de 
rebatirlos; y las leyes citadas en la sentencia eran de 
exacta aplicación para la absolución es ta ble: i da en ella. 

Que en cuanto á Itordclli y IVlroli, desde que no 
había habido acusación respecto á dios, y desde que 
en lo nacional no son admitidos lus procedimientos do 
oficio, la sentencia no admitió espresion de agravios. 

Pidió la continuación de la sentencia de 1* instancia. 

Fallo de la *ii|ir*-m» Corle. 

ttuenos Aires, Octubre iirie1H7l. 

Vistos, y considerando: Primero, que la ley segunda, 
titulo treinta y uno, partida sétima, citada por el Juez- 
do Sección en su sentencia, requiere espresamente, para 
que no haya lugar ;i la imposición de pena, cuantío hay 
principio de ejecución por hechos csleriores t que haya 
desistimiento voluntario por parte de los a-itores, tratán- 
dolo de delitos (pie no sean de los que enumera como 
sujetos á pena á pesar del desistimiento, si hay principio 
do ejecución, según resulta de las palabras * si se arre- 
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i pífiliesseii aulo que el pensamiento malo se cumpla 
i por (echo. > — Segundo, que los hechos do que están 
convictos Luis Sierra y José Viola, no permiten suponer 
el desistimiento voluntario ; parque es evidente que cir- 
cunstancias independientes de su voluntad, son las que 
los han detenido en la ejecución del crimen, hallán- 
dose en el lugar mismo en que debía ser perpetrado, 
después de haber realizado una larga serie de netos, 
preparatorios los unos, y tendentes a la consumación 
los otros, mostrando una intención preservante y una de 
cisión formal, que solo dejó do tener cumplido efecto 
por la presencia de la fuerza pública que vigilaba el 
lugar. — Tercero, que no se hallan, en consecuencia am- 
parados por la escepcion que aquella ley establece en 
favor de los que se arrepienten antes de consumar ol 
delito, y que no debe hacerse eslensiva á los que, eje- 
cutando cuanto les es posible, son frustrados por una 
causa cstraíms, que es la que únicamente les impide 
obtener el resultado previsto al emprender la ejecución. 
— Cturto, que, según las doctrinas do la jurisprudencia 
moderna, en los casos do tentativa frustrada por eii- 
ennstancias agenas á la voluntad ucl v. ,tor, que no debe 
quedar impune, la pena debe, sin embargo, moderarse, 
teniendo cu cuenta que» si bren existe la intención cri- 
mina) plenamente manifestada y puesta en ejercicio, no 
existe ol daño material que debía ser la consecuencia 
del delito — por estos fundamentos, se revoca !a senten- 
cia apelada, corriente de fojas ochenta y dos á ochenta 
y cinco, y se condena a Luis Cierra y José Viola a* la 
pena do tres años de trabajos novados, conforme á lo 
dispuesto en el artículo ochenta de la ley penal, y á 
las rostas del proreso in sulhhim, comunicándose por 
ulicio al Poder Ejecutivo para su cumplimiento. 
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Y considerando quo, según lo dispuesto en el arlí- 
cnlo doscientos ve i ule y cuatro de la ley de procedi- 
mientos, no puede Cultor osla Suprema Corlo sobre ca- 
pitulo alguno que no se hubiese ¡iro|>iieslu á U dut-i*i..n 
fluí inferior, no lia lujar á la condenación pedida por 
el señor Procurador General contra Antonio Bordelli y 
.litrú l'etreti. Librado el oficio al Poder Ejecutivo, de- 
vuélvase el espediente. 

Salvador María del Cáhuil. — Fhas- 
cisco Delgado. — Joík Uaiuios Pa- 
zos.— Mahcelino L'oaiitk. — 
lí. (¿URUSTIAGA. 



La Real Compahio de Yapares de Southampto» contra 
Narini y O, por cobro de lancha/jes. 



Sumario. — 1 ° No habiendo estipulación respecto ni 
pago de lancliages, las partes deben sujetarse á las 
prácticas de la plasta. 
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2 o La práctica cu Dueños Aires es abonar con suje- 
ción 6 la tarifa publicada por \o¡¡ lanuborus, y que cu- 
nocen lodos loa comerciantes. 

3" Esta practica es equitativa y convcnicnto para el 
comercio sobre ludo para Ins vapores que tienen dia 
fijo para la salida, por ln economía del tiempo que se 
invertiría en a justar el lanchaos. 



( aso. — En 3 de Setiembre de 1870, el vapor «Oneida» 
de la Ueal Compañía de Vapores do Soulbamplon tomó 
á su burdo en el Puerto do Kio Janeiro, ÍJ,."iOi sacos 
de azúcar para conducir al Kio du la Plata, | la urden 
de lus Sres. Marini y O, conteniendo el conocimiento 
estas palabras : 

* Los efectos para el Kio de la Plata se pueden de- 
sembarcar por los agentes de la compañía á riesgos y 
á espensas de los consignatarios. > 

En 25 de Octubre D. Luis Mae Lean y C* se presenta- 
ron al Juez, de la Sección do Dueños Aires, demandan- 
do ¡i Marini y O, -23 ,05*2 £ tn/o. del modo siguiente : 

Laechage de 3,504 sacos adúcar, .... . £ 1">,7í>íí 
Carrelagc de los mismos. £ lO.MSá 

20 .¿80 

Descuento 10 p 7 §S$2| 

Que habiéndose negado Marini y O á pagar esta 
cuenta, pedia se les condenase á ello con los intereses 
y costas del juicio. 

Corrido traslado, Marini y í>, formando artículo de 
previo pronunciamento, dijeron que los efectos Iranios 
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por la compañía de vapores, venían con la condición 
espresa de que serian desembarcados por los agentes 
del vapor; y que no siendo los demandantes etilos agentes; 
no estaban obligados á contestar la demanda. 

Corrido traslado do la csccpcmn y habiendo Mac Lean 
y C" presentado poder de [>. Carlos W, Bem y C\ 
agentes de la Rea! Compañía por cuya razón el Juzgadu 
(irdenú que loa demandados contestasen ta demanda, 
estos respondieron quo el precio que se cobraba por 
lanchajes era excesivo, y que bien pudieron obtener uno 
mucho mas bajo, sin quj por eso dejira de hacerse ta 
descarga con la misma rapidez y responsabilidad q ne- 
tos empleadas por Mac Lean. Que habiendo sido los 
agentes dt¡ U compañía simples mandatarios de los car- 
gadores para el desembarco do estos erectos, y ademas 
mandatarios que cobraban comisión, habían tenido el 
deber de contratar la descarga al mas bajo precio que 
pudiese conseguirse. Que rebajasen por tanto su cuenta 
á lo que fuera equitativo y justo, y no tendrían incon- 
veniente en pagarla. 

El Juzgado para mejor proveer libró oficio á la Cámara 
Sindical de la Itolsa á fin de que informase cual era 
el lanchage do práctica cuando no habia sido espresa- 
mente estipulado. El Presidente informó que la práctica 
al respecto era sujetarse á la tarifa confeccionada por 
los lancheros, que está en el conocimiento de los co- 
merciantes, y, puede decirse, era aceptada por ellos 
desde quo servia de base casi siempre en el arreglo de 
las cuestiones ocurrentes. 



")8 mtWS m LA Sn-REMA COUTF. 



Fallo drl Jtirz Ac Srreinn. 

Hueuus Aires, Agosto 18 Je 1811. 

Vislos estos atilos argüidos por los agentes de la Real 
Compañía de yapares de SoulhampUm, re proseo Unios par 
I». Luis Mac Luán, contra los Sres. Marini y C\ por 
cobro do lanchago do mercaderías que vinieron consi- 
gnada? á los últimos en el vapor i Uncida,, resulta Ib 
siguiente : 

lo Oue on Setiembre del afio ppdo. el víipor «Oncida» 
de la Compañía [leal, recibió A su bordo 5,504 satos 
de azúcar para conducirlos ú este puerto y entregarlos 
á la orden do los Sree. Maihá >' 6% detéttamíndosfii 
en el conocimiento que los agentes de ia Compañía po- 
dían desembarcar las mercancías con destino al Uio du 
la Piala á riesgos y costos de los consignatarios de b 
carga, todo lo cual consta del conocimiento original 

qoe corre á f. -7 

á" Que los agentes de la Compañía encargaron de l¡i 
descarga á U. Luis Mac Lean, quien primero por sí, y 
posteriormente coa poder de los agentes, cobra por lan- 
chaje y carretaje la cantidad de :¡:j,(15á pesos. 

3" Que los demandados oponen la escopuun de ser 
excesivo el pteeio de lancbaje, el que puede obtenerse 
cu plaza mucho mas bajo, sin perjuicio de hacerse la 
descarga fácilmente y con igual responsabilidad que los 
que lo han eléeluado en este caso ; y que siendo los 
agentes do la compañía unos simples mandatarios de 
loa cargadores, y mandatarios remunerados, lian debido 
contratar la descarga con los que la hacen á mas 
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precio ; y que toda vez que reduzcan la cuenta á los 
precios mas equitativos la pagarían. 

Y t&naiderandn: l u ( J 1 1 o los mismos tierna miados ma- 
nifiestan en su pontestaeion á la demanda el deber de 
conformarse con las prácticas corrientes en ptéza 4 y una 
do* estas, según el ¡nía rule de la Cámara Sindical de 
la Bolsa de Comercio, es que, cuando no se lia cs- 
ti pilado el precio da lanchaje debe abonarse con su- 
jeción á la tarifa publicada por los lancheros y que 
cu nocen todos los comercian tes ; práctica por otra parlo 
cq ni t¡i ti va y conveniente para el comercio por )a econo- 
mía del tiempo que se invertiría en ajusta r el lanchaje 
con tal ó cual lanchero, y que es conforme al espinlu 
del art. 1*211 del Cúd. de Cuín, que da carácter obli- 
gatorio ú los usos de puerto, respecto ú casos análogos, 
cuando no ha habido convenio especial. 

2° Que- esta práctica es tanto mas equitativa en el 
caso, cuanto que el principal interés que hay respecto 
a la carga conducida por los vapores de la tteal Com- 
pañía, es obtener la descarga en el menor tiempo po- 
sible, por tener días fijos de salida ; y que por D0038- 
cueneia los agentes del vapor tienen principalmente que 
«tender á la rapidez de la descarga, que solo se con- 
sulta, no ajusfando el flete para cada objeto á desem- 
barrar y encomendándolos á diversos lancheros, sino en 
virtud de un contrato general con una sola empresa de 
lanchas, porque de lo contrario habría pérdida de tiem- 
po y confusión en la descarga. 

íi" (¿uo suponer que los agentes del vapor deben soli- 
citar a los lancheros que cobren menos, invirtiendo en 
esto tiempo y trabajo personal, seria admitir que se 
imponen una lárea sin remuneración, porque es sabido 
quo la clausula del conocimiento, y de que en autos 
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se ha hecho mención, solo se exige por la Compañía ; 
y en interés de la pronta y regular descarga, y sin que 
esto importe para la Compañía una comisión ó aumento 
en el flete. 

4° Que por otra parte, no basta á los ohjfitos á rjno 
responde la cláusula ya citada del conocimiento el que 
haya otros lancheros que pueden efectuar la des carpa, 
sinó t o vieren á la vez et malerial y personal suficientes 
para descargar con orden en el corlo plazo en que los 
vapora de ultramar deben quedar listos para volver A 
cargar y emprender el viaje de retorno, y es obvio qur; 
en estas condiciones no puede haber eran concurrencia 
de lancheros, como lo prueba rl hecho de que esos 
lancheros, a pesar de existir la tarifa desde hace mucho 
años no hayan publicado otra mas baja, lo que está 
en su Ínteres, como lo está en el de aumentar su 
clientela, y por consecuencia los beneficios de su industria. 

5o Que no poniéndose ademas en duda que la Com- 
pañía contrata la descarga á los precios de tarifa ; ni 
objetándose que la cuenta no está arreglada á dichos 
precios, si no reconociéndose al contrario que está dis- 
minuida en un diez por ciento, es natural que los 
consignatarios de la carga sufran los gastos que se lian 
hecho en beneficio de la misma, y que el mandante 
abone todos los gastos que el mandatario ha hecho en 
cumplimiento do su encargo, (art. 310 del Cúd.) 

Por estos Tunda montos, fallo condenando á los señores 
Mari ni y C" á pagar a los demandantes, dentro del tér- 
mino de diez dias, la cantidad de 23,115*2 pesos moneda 
corriente, importe de la cuenta de T. 1* con los inten-ses 
de banco desde la demanda— y sin especial condenación 
en costas —Repónganse los sellos 

Manuel '¿aválela. 
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Apelada OhLi sentencia [sor los demandados, fué con- 
flrmada por el siguiente 

rnl lo «ir 1» fliiprrmn C'ortr. 

Dueños Aires, Ur.tubre 28 de 1811. 

\'\>la$ ; por sus fundamentos, se confirma con cosías 
• la sentencia apelada de Toja treinta y cinco vuelta ; sa 
tísfechas y repuestos los sellas, devuélvase. 

SaLVAIIOK MaIÚA DEL CaIUUL.— JüSE 

lUnnos Pazos. — Marcelino L'gah- 

TE.— J. U. GOROSTIAGA. 
o otc-o- 



FA Dr. Don fíasilio Salas por sus hijos menores conlra 
los heretwros de D. Toma* Xeuton, sobre reivin- 
dicación de un terreno. 

Sumario. — 1° lncubiendo la prueba al actor y no 
siendo completa la producida por él, el demandado debe 
ser abáuelto. 
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-2° La prescripción es unos do los mudos peñérales 
•le adquirir y Jo perder la propiedad. 

3 o Los bienes raices se prescriben por diez años en- 
tre présenles y veinte entre a asentes, habiendo posesión, 
buena fé y justo titulo. 

4» Con mas do treinta años de posesión se prescribe 
un bien raiz sin buena fé y sin título. 

5<> La posesión se presume continua desde la IVcha 
del título, mientras no se pruebo lo contrario, 

tío La buena fé consiste en la creencia del adqu ¡rente 
ilc que el enajenante ú el causante es dueño de la cosa 
transferida. 

7 o Aunque según las leyes de Partida los menores 
tienen privilegio do no perder sus cosas por tiempo, 
dicho privilegio debe entenderse cuando ion lie tupos de 
Inlex prescripciones coruienzaii ú correr contra los menores 
niendo ellos naculvs, y no cuando la prescripción empezó 
á correr contra aquellos de quienes su derecho hubieron 
los menores. 

8° En este caso los perjudicados pueden pedir resti- 
tución del tiempo que corrió contra ellos, durante la 
menor edad 



(!a.so, — El Dr. I). Basilio Salas por sus hijos menores 
Inés y Miguel, se presentó ante el Juez Federal de 
líur-nus Aires, espo niendo: 

üue en el alio de 1811, su hermano político 0. Miguel 
Escuti compró [tara sus hermanas menores l)a Dolores y lia 
Ventura, de quienes era tutor y curador, á U. Joaquín 
Achaval la casa calle Piedad números VM\ á 135 antes, boy 
185 á 189, compuesta de 17 l / a varas de frente por 4ÍÍ *f t 
de fondo, habiendo Achaval adquirido esta propiedad en el 



BE JUSTICIA NACIONAL. 



03 



año de 1821, por compra á D. Sebastian Ocampn y 
lino., quien expresamente esli i*uló que, como dueño 
ipie era de la casa lindera, calle Maipú números A f A \ 
45 ijue tenia un martillo de 6 varas por 6 1 /, en su 
favor, vendía v cedía el mencionado martillo, siempre 
fiue el comprador Aehaval, hiciera unas letrinas que ha- 
lda un ese terreno, en otro paraje qué cu n sen ti era el 
ueii paute de ta casa calle Maipú. 

One cree que su dicho heno; político cumplió por 

su parte; pero que el terreno del martillo no había sido 
recuperado, dejando que el ocupante de la casa, per- 
sona de intima amistad de liseutt, siguiera disfrutando 
de él, hasta mejor ocasión. 

Une la casa calle Maipú fué vendida después por 
Ocampo á D. Tuinas Newton, separando de ella ese pe- 
queño terreno, según cláusula espresa que se lee en la 
escritura, 

Que tratando ahora de reedificar la casa propiedad de 
sus hijos menores, por tal lee i mi en lo en l Solí de su es- 
posa It" Ilutares Ksniti, lt¡ interesaba recuperar el terreno 
del martillo mencionado, por lo que, entablando la acción 
reivindicatoría correspondiente, demandaba á l). Tomas 
Newton ó sus herederos, [tara que fuese condenados á 
la entrega del terreno mencionado. 

Acompañó á la demanda las escrituras de propiedad 
en que se detalla lo qud queda espresado. 

Corrido traslado, Ü. Andrés Uro Mac-Kinlay, apoderado 
de los albaceas de I). Tomas Newton, contestó pidiendo 
no se hiciera lugar á la demanda. 

Uijo que á pesar del tiempo trascurrido, bastaba en- 
trar al fondo de la casa del \h: Salas, para ver que el 
terreno en que estaban edificadas las antiguas letrinas, es 
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á la casa de dicho señor, y con mas estcnaion de la 
quo le correspondía, pues estaban todavía el ara mentó 
visibles las puertas de los antiguos lugares, y estaban á 
|.i vista los nuevos quo se construyeron para dejar el 
terreno que ocupaban los viejos ú la casa que hoy es 
dd Dr. Salas, quedandu eso asunto completamente con- 
cluido, por cuja razón ninguna gestión se había hecho 
en 40 aíios trascurridos desde la compra de Achaval, y 
4 l desde la de Newton. 

Que lejos de haber dudas al respecto, reconociendo 
Kscuti los límites que hoy tiene el terreno de la casa 
comprada por él, solicitó so lo permitiera abrir una pe- 
queña ventana, y reconociendo la plenitud de los dere- 
chos de Newton, consignó en una declaración escrita 
que aquella era una deferencia que ningún derouuo ú ser- 
vidumbre establecería ú su favor. 

(Jue pur otra parte, Newlon tenia 41 años de pacífica 
pu sesión del terreno demandado, y bastaban 10 años 
para prescribir un bien raíz, mediando buena fé y justo 
título, aun cuando el inmueble tuviese legítimo propie- 
tario ; 20 años, cuando el propietario hubiese estado 
ausente, y 30 de posesión sin necesidad de título ni do 
buena fé por parte del poseedor. 

En el término competente se produjeron estas pruebas: 

1° Un informe del maestro mayor U. Miguel Cabrera. 

2" Una inspección ocular. 

3o Declaración de varios testigos. 

i» Una declaración escrita de D. Manuel Esculi, a fin 
de 1841, en que dice que una ventana que se le había 
permitido abrir á los fondos de la casa del Sr, Newton, 
era solo un acto de generosidad, y quo sin alegar nada 
la cerraría en dia que lo exigiesen. 

5o Partidas de bautismo y defunción de D* Dolores 
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Kscutí : nació ul -7 de pobrero du IHJIl \ falleció el 
I o do Noviembre de 

<í a Partidas de bautismo de lúes y Miguel Salas y 
Esculi, nacida la primera el 7 fie Hieicmlire de y 
el secundo el U de" Octubre de y 

7" Tfistimonin de la «scriturn de Newluu de la que 
res tilla que compró la casa calli; Maipú á U Sebastian 
Oeampn en de Mayo de IS-Üf. 

FmIIo «leí Jim de Merriu» 

Buenos Aires, Agosto 1? de 1X71. 

Vistos estos autos seguidos pnr el Itr. II. [t;isilio S¡i!¿ift 
por sus menores hijos, I) 1 Inés y lí. Mijjuel Salas, cau- 
da da 11 us argén tinos, contra los ciudadanos ingleses, he- 
rederos de I). Tomás Newton, representados por lí, Andró 
Cre Mac-Kcnloy, [n»r reivindicación du una porción de 
terreno comprendido entre los muros de la casa calle de 
Maipú N" 5. r > perteneciente á dichos herederos de Newton, 
resulta lo siguiente: 

1" (jue en Agosto de l^Ji h. Manuel José Ocampo, 
vendió í\ I). Joaquín Aduna!, mía casa de su propiedad 
situada en la calle de la Piedad cuartel \ú, N u lili, 
edificado en terreno de 17'/* varas de fíenle al Sud y 
-i3 y íí cuartas varas de fondo al Norte, lindando por este 
rumbo con otra casa también do la propiedad del ven* 
dedur, entrando por condición que el martillo, r|ur se 
baila a los leudos de dicha casa, de U varas de Trente 
por (i l j i du l"on do en el que habían edificado un zaguán, 
altillo y lugares comunes do la otra casa contigua, que- 
daba incluido on la venta desdo el momento que el com- 

T. II ."1 
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prador hiciera otros lugares comunes iguales, á su costa; 
y con anuencia y consentimiento del íjuü cu dicha locha 
¡a tenia ocupada por contrata, sin que mi entras esto se 
verificase, obtuviese o! comprador ln propiedad y posición 
de dicho martillo, el que según la escritura se encuentra 
en la línea del frente para el fondo á las ÍÍ7 | V 3 varas 
(escritura pública de l'>>j;is I' á ~'. 

2* Que cu Í0 de Febrero de 1811, I). Joaquín de 
Achaval vendió la es presada linca á las menores Ü" Ho- 
lores y Ü a Ventura lC>cuti, la primera de estas, mujer 
que fué del ür. Sala* y madre legitima de fu. hijos 
menores ll' Inés y l>. Miguel Salas. Todo lo cual e. Lá 
constatada por la respectiva escritura de venta fjuc corre 
de tojas S á escrito do demanda, no contradicho ert 
esta parte y partidas de bautismo y defunción corrientes 
de lujas 81 á ÜO. 

;í° (lúe el Ur. Salas en representación de sus dos 
es presad os hijos menores, ha deducido demanda contra 
los herederos de Newton reivindicando el citado martillo 
que, á pesar de estar construidas las nuevas letrinas áloe 
estar todavía incluido en la casa calle de Maipu X o 
que es la misma á que el vendedor Ocnmpo se refiere 
en la escritura de venta, y que vendió el mismo Oeam- 
po en el año de IKoií á ¡). Tomás Newton, espresando 
que separaba de ella eso pequeño terreno. 

Ao Une los demandados sostienen que el martillo á 
que so refiere la escritura acompañadas por el Dr. Salas, 
que es el terreno á donde estaban edilicado los lugares 
y zaguán, filé incorporado ya á la casa de dicho señor, 
y que bastaba para demostrarlo entrar al fondo de dicha 
casa, donde están todavía claramente visibles las antiguas 
letrinas y están á la vista las nuevas que» se constru- 
ye ron ; que si esto no fuera bastante para destruir la 
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acción intentada, leninn además á su favor Ln csccpcion 
de |irescripcíi»ri por haber estado oii quieta y pacífica 
posesión por iitiil ii de dominio do todo el Ierro no com- 
prendido entre los muros ó paredes divisorias de la casa 
desde el ano ú 1 .) ú sea por un período de il años, 
bastando según la ley 1S, lil. 2», Parí, ¡i", 10 años en- 
tre présenlos y ¿0 er.lre ausentes, mediando la hiena le, 
la posesión y justo lihilu y o*0 años sin lilulo ni Imena 
fé con arreglo a las leyes 7, Ül y |6, lil. *<l p. 3\ 

5° Que las parles, á i mi ¡cae ion del Juzgado, nombraron 
al maestro mayor !). Miguel Cabrera para que con los 
litólos á la vista practicase un reconocimiento ú infor- 
mase, ai dentro «le bis uniros de la casa del Dr. Salas 
se hallaba incluido el marlillo reclamado. 

(i" Que diclm mnestru mayor, cumpliendo la diligencia 
que se le cometió, presentó el croquis ó informe de 
tujas -IS y de los quü reSulLl que en el lando solí re 
t'l costado Oeste, li.iy un martillo un contra de los mu- 
llóles de 5 y 110 céntimos varas, de Ueste ú Kste y de 
•í y 30 céntimos varas de Sud á Norte, y qne en el 
croquis eslá marcado con las letras I'", 11. y IL 

I a Une Llamados autos, el Dr. Salas pulió informar 
m roce, y en dicho informe manifestó, que aceptar los 
hechos como los BSponian los demandados importaba 

¡idiuilir que Aeha\ il h-ihu c prado la rasa, no eon 

un marlillo como lo espesaban la escritura sino con 
dos, iinü en el cosía lo del Oeste míe existe actualmente y 
el otro en el costado Kstc, ;i lo que se agregaba que solo 
las dimensiones del primero, corresponderían á la que le 
duba la escritura, no asi las del segundo marcado en el 
croquis con las letras A. II. 0. y D., el que solo len- 
dria 4 varas y '/a por cinco, en vez de ser por flf»jy que 
le dan las escrituras, y empezarla no á las varas, 
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como dicen las eseritnras y como empieza «1 marcado 
con las letras F, Ü. y II-, y on cuanto á la escepctóa de 
prescripción pe no se ira efectuado pOrque contra su 
señora no podía empezar á correr, sinó después de su 
mayor de edad y no lialier transcurrido el tiempo bas- 
tante para la prescripción después do aquella, y no po- 
der correr contra sus lujos menores. 

8* Que el Juzgado recibió la causa á prueba, a fin 
de esclarecer si existieron letrinas en las fracciones A. 
B. C, 1>. y K. G. y II., marcadas en el plano; la épo- 
ca ó lecha aproximada, en que fueron construidas, 'co- 
mo igualmente si la primera tracción fué segregada de 
la casa Newton para agregarla á la del l)r. Salas, y si 
habían concurrido bis requisitos establecidos para la pres- 
pnpeion, y ordenó que los demandados exhibiesen sus 
títulos do propiedad. 

9o Que los títulos de los demandados corren de fojas 
13Í a 139, v que de dielms títulos consta que enT.de 
Mavo de 1820, ü. Tomás Newton compró a D. Manuel 
JosÓ do Ocampo, un sitio y rasa de su propiedad calle de 
Maipú K* iíi y A",, de varas de frente al Oeste y 51 
de fonilo t previniendo que en los fondos hay dos martillos 
al Norte y Sud v por ellos IT y media varas de estenciou, 
respecto del cua!, debe observarse, que según el croquis 
de ambas casas levantad- pur el maestro mayor 1). Mi- 
guel Cabrera, v ó que antes se 1.a hecho referencia, dando 
A la easa de ¡os hijos del llr. Salas el martillo K G. II. 
que este reclama, resultaría contra la easa de los here- 
deros de Newton, en la parte lindera con aquella un 
martillo de 17 varas de fondo por seis y media de ancho. 

10 Que según el citado maestro mayor Cabrera, ^en 
su nuevo informe de f. ÜO y declaración de fe. 1\ y 75, 
despue* de un detenido y prolijo reconocimiento de am- 
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bu* propiedades, lia resultado que, dentro ¿le los limites 
poseídos por el Dr. Solas en la paite ni arcada en el 
plano con las letras A. H. C. 1)., existe una letrina tapia- 
da, la que á juzgar por sus materiales, fué construida lo 
menos 55 á (JO años autos de la lecha, la misma que el 
declarante tapió á fines del 38 ó principio del 39 por 
úrdeii de l). Joaquín Acliaval, agregando que dielta le- 
trina era común *para las dos casas y fu 6 tapiada des- 
pués ile haber construido las nuevas en una y otra casa. 

11 Que según las mismas piezas citadas en el prece- 
dente párrafo, y el testimonio del maestro albaíiil Don 
José Kortini en su declaración de í. 1 ÜÍJ vuelta á 105, 
en el terreno comprendido dentro del martillo, marcado 
con las letras R¡ G. U., reclamado por el demandante, 
existe una letrina construida hace pocos años para la 
casa alta de Newton, letrina que Kortini dice haber sido 
construida por él. 

12 Que el testimonio de Cabrera en cuanto a! pimío 
en que estaban Situadas las antiguas letrinas que servían 
para las dos casas está corroborada por el de D. Huberto 
Mnclinmont, que en su declaración de fe. 81 á 83, afirma 
haber conocido la cusa que ocupan lus señores Bates, 
Stokea y C*, de propiedad de los herederos de New Ion, 
desde el año 1833, basta el auu 18u8 , primero como 
dependiente que fué hasta 18i<í de la casa de Keliur, y 
desdo última fecha, como gerente que fué de ta casa de 
Üates, Slockes y C d , sucesores de aquella ; y que por 
esa circunstancia le consta que las letrinas estaban den- 
tro del terreno que hoy ocupa la casa de! Dr. Salas en 
la parle marcada con las letras A. 11. G, l)., y que esta- 
ban divididas por uji tabique para el servicio de ambas 
casas. 

13 Que el informe pericial del mismo maestro mayor 
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Cabrera, y el testimonio del maestro Forlini respecto 'le 
no haber existido letrinas en el ángulo K G. II. T cuando 
I). íoaquin Ae ba val compró la casa <j uo es boy de los 
li jos del lír. Salas, está también corroborado en parle 
por Maclinmnnt que en su declaración citada anterior- 
mente, dice que no existían letrinas en dicho ángulo 
mientras estuvo en 1n casa de Newton, y por el testi- 
monio de D. Leandro Sonano que en su declaración de 
fs. Klíí á llá, dice que desde IKüíJ en que estableció 
su casa en Tren le de la de los herederos de .Newton co- 
noce la última, y que desde dieba fecha ba conocido el 
almacén tal cual eslá actualmente, rumo así mismo el 
cuarlito al fundo del almacén, que lo ocupaba un mo- 
reno viejo llamado Antonio, por lo que cree que no ha- 
bían letrinas en eí ángulo l\ ti. II. ocupado por dicho 
cuarlito. 

It huo U» Indures Ksculi, propietaria ile la mitad de 
la casa de la calle «le la Piedad, nació el 27 de Febrero 
de IK-ÜÍ y falleció el primero «lo Noviembre de IKói), 
dejando dos lujos U-gílimos, habidos en su matrimonio 
con el Dr. Salas, loes M.iria Bernarda y Miguel Tomás 
Salas, que no han cumplido aun 20 años de edad. 

Y considerando: l" <¿ue las cuestiones á resolver son 
las siguientes: 1" Si los hijos del Mr, Salas lienen de- 
recho al martillo reclamado por este» 2*> Si han con- 
currido en este caso las condiciones necesarias ¡tara la 
prescripción, y por consecuencia si la prescripción se lia 
efectuado. 

2" Ouo respecto al primer punto, |a prueba en que se 
apoyan los derechos de los demandantes consiste en la 
escritura de venia á favor de 0. Joaquín ¿chaval, en la 
que se es presa incluir en Ja venta el martillo que se 
halla al tnjii'd . en la línea del frente por el fondo de 
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37 y media varas, siendo dicho martillo Je varas de 
frente por C y media de fondo y estando edificados en el 
los lugares comunes de la casa antigua, también de pro- 
piedad del vendedor. 

Z° Que la citada cláusula liacc presumir <pic el mar- 
tillo disputado, por su ubicación y arca, es el mismo á 
fjtie se refiere la escritura ; pero para haber prueba com- 
pleta seria necesario que en él hubiesen existido bis le- 
trinas á míe hace mención, no podiendo admitirse «|iie 
cuando ta razón de no incluirse inmediatamente en la 
venta del espresado martillo eran la de existir en 61 las 
letrinas déla otra casa, se hubiera padecido un error al 
determinar su punto de; situación. 

4o Que al contrario de estar constatado que existieron 
letrinas en el nutridlo Y. G. II. comprendido en la casa 
de Newton, consta por el reconocimiento pericial prac- 
ticado por el maestro Cabrera, y por el testimonio del 
maestro Fortini y de l». Huberto: feíiomonl que no han 
existido las letrinas en dicho martillo; á lo .pie segrega 
par otra parle rpio i\slá probado por el testimonio de 
fos dichas Cabrera y StaclínmOnt que las letrinas estaban 
dentro del terreno comprendido hoy dentro de los muros 
do la casa del llr. Salas, y mareado en el [daño con las 
letras A. B. G. 0., y por consecuencia la presunción de 
que se ha hecho mérito cu el precedente consideran- 
do no puede prevalecer contra la verdad demostrada de 
nu haber existido las letrinas en el martillo en cues- 
tión. 

Ó" (Juo presuudh-ndu «le la prueba producida por el 
demandado C iueiimhitíiido la prueba al actor, no siendo 
completa la producida por id último en el v i» sub jutlkc, 
el demandado debe ser ahsuello do conformidad á las 
n-las de derecho que disponen que, no probando el 
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actor, el reo debe ser absuelto y que la causa del reo 
es mas favorable que la del actor. 

C*" Que en cuanto á la escepcion do prescripción, cons- 
ta que D. Tomás Newton compró la casa de la calle de 
Maipú, con todo el terreno comprendido dentro de sus 
uniros, el 5 de Mayo de 182ÍI, y qtie D' Dolores y D 1 Ven- 
tura Kseuti; madre aquella dolos lujos menores del Ur. 
Sillas, compraron la casa callo de la Piedad el 10 de 
Febrero de 1841, y por consecuencia que Newton ad- 
quiría su propiedad dore años próximamente con ante- 
rioridad á la venta ¡i favor de los minores D" Dolores 
y D ;| Ventura Esculi y cuarenta y uno basta la fecba de 
la demanda que es el ¡M do Mayo del año jipdo. 

7" Une consta por las partidas respectivos de 
do W Dolores Eseuti y de sus bijos ; y por la du de- 
función de la primera; que esta nació el 27 de Febrero 
de y murió el 1" do Noviembre de 1*51», ósea á 
la edad de :J0 añus ocho meses y i días. 

8 U Que por consecuencia, de los it años que llevan 
Newton v sus herederos, dote años próximamente lian 
corrido, siendo D. Joaquín Aehaval el propietario de la casa 
ralle de la Piedad, sin que se baya objetado en contra la 
ausencia del propietario, y que por consecuencia lian cor- 
rido pura la prescripción; [mosto que Aehaval no tenia 
el privilegio de rio poder perder sus casas por la prescrip- 
ción, íjiie os uno de los mudos generales de adquirir y 
perder I» propiedad. 

!>" (,tue vendida posteriormente por Acbaval la finca calle 
de la Piedad á lf Dolores v D* Ventura Kseuti en diez de 

■ 

Febrero d<> )KU, los compradores lian estado en posesión 
do ella [mi r si y por los herederos de !a primera hasta 
Mayo de 1X70, oslo es, por mas de áí> años, y de ellos 
cerca de seis años durante los que D' Dolores era mayor 
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de edad, en que por consecuencia sus propiedades podían 
prescribirse como las de cualquier otra persona capaz, y 
duratiLo los que pudo hacer valer los derechos que tu- 
viese, como también pedir restitución del tiempo corrido 
durante su menoridad. 

10 Que los bienes raices se prescriben por diez años 
mire presentes y 20 entre ausentes con buena le y justo 
lílulo, corop lo prescribe la ley 1S, til, 20, l'- 3*. 

11 Une todos los requisitos determinados por la ley 
citada mi el precedente consideran lo, concurren en el 
présenle caso:- i' l'«sesion pasMca y no interrumpida 
p»r mas de 10 años entre presentes, antes que la casa 
calle de la Piedad pasase á la madre de les hijos me- 
nores del Dr. Salas, puesto que la posesión se presume 
continua v pacíliea mientras no se pruebe lo contrario, 
desde la fecha riel título, como se presume que un in- 
dividuo conserve y contím.a viviendo en el úllm... domi- 
cilio conocido, mientras no haya prueba contraria, y 
Como han transcurrido doce años próximamente entre la 
compra hecha por ü. Tomás Newton y la hecha por 1)' 
Dolores v II* Ventura l-sculi, y consta por las escrituras 
de Aetiaval «pie él estaba avencídado en Buenos Aires, 
sin .pie conste, que la posesión principio después de la 
lecha de la escritura, ni que ella fuera interrumpida, ni 
que Achaval se ausentase del país, está por consecuencia 
potincada la posesión continua y pacífica por mas de 
10 anos entre presenles-2' La buena le, por cuanto esta 
consiste en hl creencia que tiene el adqmrenle de que 
el enhenante ó el causante es dueño de la cosa, y esto 
ta podido y debido creer D. Tomas Newton al comprar 
un, rasa que no se niega hasta ahora que perteneciese 
al vendedor, sin que nadie le manifestara que dentro de 
(os man» liabia un martillo que no pertenecía al ven- 
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dedor, á todo lo cual so agrega que la buena fe se pro- 
sume siempre, salvo prueba contraria — 3° El justo li'ulo, 
por cuanto Newton compró la casa calle de Maipú, cer- 
cada, estando comprendido dentro de sus muros, el mar- 
tillo en cuestión, y sin que el vendedor -spresíise reservar 
parte alguna del terreno, lo que [micha que vemliú ludo, 
sin que pueda objetarse Jo que dice sobre los martillos 
al fijarle una estén ¿ion de 17 varas, pues no es una 
cláusula sustancial, siuó una meca indicación del Arca 
vendida que en nad;i alaria al cuntíalo ni á la cosa ven- 
dida, porque siendo esta una cosa cierta y determinada 
con linderos lijos, y el precio uno su lo sin relación á la 
área, debe considerarse una venta ad corjms, con desi- 
gnación del área vendida en todo lo comprendido dentro 
de los muros ó linderos determinada la superficie, y su 
incurriese en un error al determinarla, dándolo una área 
mayor ó menor que la verdadera. 

12 Que suponiendo que Acliaval propietario de la casa, 
boy de los berederos do 0? Dolores Escuti, desde Uiú'l 
en que eompró Newton la de la calle de Maipú, baata 
1811 no bubiese estado en el país durante el plazo com- 
prendido dentro de diebas ¿pocas ó fechas, y que se 
necesitasen para la prescripción no ya dio/ aíios simi ln.s 
20 anos de posesión quo la ley 1K P lit 2'J, I'. o\ exige 
para prescribir contra los ausentes esto es, suponiendo 
quo no solo Acliaval sino los que le lian sucedido cu 
la propiedad estuviesen ausente?, del pais, la prescrip- 
ción aun cu ese caso b abrí a estado ya completada á la 
muerte de D a Dolores Ksculi ocurrida en IKÓI), porque 
basta entonces tenia ya Newton y sus sucesores una po- 
sesión de mas de oO aíios, sin quo sea un obstáculo 
para la prescripción la calidad de haber sido menor D :i 
Dolores Escuti cuando compró la linca, porque, aunque 
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seffun la ley IN, til. Sil, [\ :*=«, tienen privilegio los 
menores de no perder sus cosas por tiempo, dicho pri- 
vilegio, ¡i esUtr á In ley i', til. 1", I 1 . tlebo en ten - 
ilerse cuando los tiempo* de tules prrseri ¡tetones comienzan 
tí correr contra ios inenores siendo elbm nacidos, y no 
cuando, como ocurre en el presente caso, la prescrip- 
ción empezó á correr contra aquellos de quien su derecho 
liuliieron los menores, en cuya <m>o pueden perder sus 
cusas por la prescripción, aunque pueden pedir restitución 
del liempo que corrió contra ello.: dormite su menor eJati, 
restitución que no ha sido pedida en este caso, y que 
no puede tener lugar por otra parle, porque como se lia 
establecido anteriormente, al Idllceimiorito de 1)' Dolores 
Kaculi tban cumplidos mas de Ü'l años de posesión, y 
porque dicha Dolores Inbia fallecido 5 años j meses 
dcspii"s de llegar á la mayor edad, ó sea después de 
trascurrido el plazo dentro del cual podía pedir restitu- 
ción del tiempo corrido durante la menor edad. 

13 {)up por olra parle, han transcurrido, como se lia 
vislu anteriormente, mas de íl años do posesión desde que 
Newton compró la casa, calle de Maípú, hasta ta deman- 
da, y por consecuencia lia transcurrido con exroso el plazo 
de ¡Ül añas que la ley 21 , tít. 2t>, 1*. fr», fija para la pres- 
cripción, aun sin título ni buena le, ley que sena de aplica- 
ción en este caso, puesto ipie Newton ó sus sucesores con- 
servan hasta la lecha la posesión de la casa cuestionada. 

Por estos fundamentos, fallo, absolviendo ó los herede- 
ros de U. Tomás Xcwloti de l.t d. -maula que centra 
clJos ha deducido el Ur 1). ll.n-.ilio Salas en representa- 
ción de sus hijos menores, y sin especial condenación 
en costas. Repónganse los sellos y nolifiquese con el 
original. 

Manuel XoVnh'ta, 
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Apelada esta sentencia 
mada por el sigui 



FALLOS LIE LA SUPREMA CORTE 

if q] Dr. Sala; 



rallo á> la *u|»i 



liucnos Aires, Octubre ;» ile1871, 

Vistos: por sus fundamentos, se conílnna cu.. cesta* 
el auto apelado de Toja ciento cuarenta y tíos, y satis- 
fechas y recuestos tos sellos, devuélvanse 

Salvador María del Carril. — José Hab- 
aos Pazos.—.!, Benjamín C.orostiiga 



D. Tomás Pictranera contra I), fosé Cemtti sobre embargo de 

una póliza de sttjurox. 



Sumario.— La deiuaii'la por cobro do pesos proe», denle 
de venta ilu mercancías, no pertenece al fuero feéfcral raíio- 
ne materim. 
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ftno. — I). Tomás INetranera presentó una cuenta por 
Ü7,4fl:> pesos m/c que le adeudaba II. José Cerruli, muerto 





no tenia mas bienes en Buenos Aires 



que una suma de t,000 "pesos fuertes á reclamar de la 
Compañía de Seguros Marítimos y lluviales por seguro de 
la guíala . Nichioso » de su propiedad, rjue estando 
asegurada por dicha suina, había naufragado. 

Y que, para evitar que algún heredero viniera á recla- 
marla dejando hurlados sus derechos, pedia se ordenara á 
la Compañía el secuestro de la misma hasta el importe de 
la cuenta, infiltras no tuviera contra quien ejercer su acción. 

Sostuvo fjuc la causa pertenecía á la justicia federal ratio- 
nc 1ttuíer¡o' t porque la suma, contra la que se dirigía su ac- 
ción, procedía de un seguro, y loda acción sohrc pagu de 
seguro, promovida por el asegurado, ó por un acreedor do 
e:>Uí, correspondía á la justicia Nacional, 



fallo tl.-l Jim / Mrf-rinnnl 



Bullios Aires, Setiembre 2¡J de t«71 . 

Siendo la are ledocida por cobro de cantidad de posos 

p roe edén te de venta de mercancías, cerno lo instruye la 
cuenta def. 1' V que por consecuencia, no esta compren- 
dido en el ort. ¿», inciso 10 de la Ley de U de Setiembre 
de 18(13 sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, no ha lugar y estése á lo mandado. 

Hepóngrase i'l sullo. 

■ 

Zavaleta. 
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Es le auto fué confirmare por el siguiente 



F»> J»» di" Etk 



Hueaos Aires, Noviembre "2 tic 1x71. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas el 
autu apelado «le foja seis vuelta ; satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Cáhuil. — Fran- 
cisco Ukuíado. — José Humos Pa- 
zos. — Marcelino Ücaiíte. — 

B, GüROSTIACA. 



CAI <: 



El Dr. D. Mh¡uel Villegas contra d procurador D. Pablo 

i(e honorarios. 



Sumario.— -Kl prortiradnr no está obligado á pagar tos 
honorarios anturiuros al ep-rcino do so procuración en el 
juicio. 
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(¡aun. — I). Antonio Carbono demandó en 40 do Julio de 
1X70 á D. duiin da Costa Aléala sobro un contrato ilc llcta- 

mento. 

Aleain promovió un articulo. Su ¡tro curador Tur Ü. An- 
tonio tJ rlu boy, y el abogado el Dr. D. Miguel Villegas. 

Perdió el articulo, y entonces Aleain cambió do procura- 
dor y abogado, atando el pri tuero D. Pablo Frugoni, y el se- 
gundo el Ur. D. llenigno Jardín. 

Concluido el juicio el Ur, Villegas pidió se regularan sus 




,acion, y fué notilicada al procurado» 



Y rugo 11 i. 

Kste observó que él no estaba obligado ¿i pagar los hono- 
rarios del Dr. Villegas, porque habían sido devengados antes 
do su procuración, y por consiguiente no podia manifestar 
su conformidad ó disconformidad con la regulación. 

El Dr. Villegas sosluvo que teniendo Frugoni la repre- 
sentación de Aleain, *era responsable por los honorarios que 
aquel debía, y pidióse le intimara el pago do la suma re- 
gulada. 



FhIIw del Juez dr Nfffloi», 



Dueños Aires, Octubre ¡i de iHTl. 

Siendo deber di-I apoderado hacerse espensar y por con- 
secuencia asegurarse si su poderdante satisfizo las costas 
anteriores paA en caso contrarío e\ijirlo, no ha lugar 
con cosías á lo pedido por el procurador Foogoni, é intíme- 
sele el j:;igü cuino lo pide el Dr. Villegas. 

Zavnicta. 
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PALLUS DE LA SUPHEMA COHTK 



Apelada ostn sentencia, fué revocada por el si guien ta 
ralla 4e I» ftunrrm» f 'orl*. 

* 

Buenus Aires, Noviembre 4 ile 1811. 

Vistos : siendo los honorarios devengados por el doctor 
don Miguel Villegas anteriores ú la procuración de 1>. VaUu 
Fongoni, se revoca el auto apelado de Tuja ciento tres vuel- 
ta ; satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuélvase 
para que se siga la causa contra quien corresponda. 

Salvador Mauia del Carril. — Khan- 
cisco Delgado — José Ba unos Pazos. 
— Marcelino Ugartb — José B. Gi>- 

ROST1AGA. 




tí. Julio Jardei contra tí. Andrés y tí. Pedro lomas, 
sobre un contrato de sociedad. 

Sumario. — i a El socio no ostensible puede ser juzgado 
socio con relación a las personas con quienes contrató 
soctedad, aunque no pueda serlo en relación á terceros 



DE JUSTICIA NACIONAL. 81 

.o El socio no ostensible que pide ser declarado socio 
respecto de dichas personas, ejercita una acción perso- 
nal. 

Jo En este caso, aunque el contrato duba cumplirse 
en el estran^ere, puedo la demanda entablarse ante los 
Tribu mdo* avenimos, si el demandado tiene su domicilio 
en la Uepública. 

4"J Cuandu los electos del contrato consisten en una 
concesión hedía por un gnbierno es trapero, y la aeeion 
intentada nu comprendo derecho real alguno sobre ella, 
no puede el demandante ocurrir á la jurisdicción del lu- 
gar donde se ba hecho la concesión. 

5 J Es inadmisible el furttm rci sihv, para las acciones 
personales. 



Cuso. — D. Julio Jardelj argentino, se presentó en 2 
de Julio de 1871 «ante ui Juzgado Federal de Buenos 
Aires, esponiendo haber hecho el proyecto de una linea 
telegráfica entre liuenos Aires y el Imperio del Brasil, 
cuyo proyecto fué pasada por él al P. E. Nacional en 
Junio de y por este al Congreso. 

Uue temiendo no fuera discutido en las sesiones de ese 
aím, pensó gestionar desdo luego la concesión del Gobier- 
no del Brasil, para acudir con ella ante el Congreso. 

Que habiendo hablado incideutahuonlo con el Dr. Don 
Andrés Lamas de su proyecto, este le hi¿o entcmler quo 
nadie era mas aparente que él por sus relaciones en 
la Corto del Urasil, para obtener la concesión. 

Que aceptó la oferta del Dr. Lamas con la condición 
de darle un £5 por ciento de los benelicios líquidos de 
ta Empresa, si se realizaba, cuya parte aceptó para su 
hijo IX Pedro Lamas, 

T. ¡i ti, 
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Que desde entonas, eomoiwó á conferenciar con «I 
Sr, Lamas de todo» lo» detallo» do la Empresa. 

Que en 1G do Diciembre di el Sr. Lamas lo I../.. 
llamar, diciéudolo qui bahía llegado el momento do for- 
mular las propuestas, por estar id Sr. Taranlios resuelto 
á tratar del asunto, poro sobro basas escritas. 

Que pidió al Sr. Urna» el relatólo ('el Ministerio do 
Obras Públicas M Urasil do 18U.I A 1870 para ver \m 
formas ususlcs para esa elu»o do contratos, y, no bailán- 
dose esto, el sonor Lamas lo remitió un número del 
.Standard» conteniendo un oslrncto M Relatarlo sobre 
concesiones da telégrafos en ol Imporiu, y lo acompañó 
con una carta, cuyas palabrll escritas formaban el prin- 
cipio de prueba do au demanda. 

Que habiendo ti formulado las bases del contrato, la» 
entregó el Sr. Lamas, i|uion t prescindiendo del deman- 
dante, las hizo llnaar, salvo uotallea de forma, por el 
Emperador en 10 do Mar*o do 1371, obteniendo la con- 
cesión y privilegios solo paro il y bu hijo D. Pedro. 

Que habiéndose negado el Sr. Lamas á reconocerlo buh 
derechos, venia i cjeívilarloB jurídicamente, pidiendo su 
declarara quo él era sooio en dicho negocio por las tres 
cuartas parles quo so roaorvó. 

Conferido traslado, ihm Federico ÍJrlubey por los do- 
mandados declinó de jurisdicción, diciendo que los Sres, 
Lamas no habían cele h rudo, ni establecido en oslo pui» 
el negocio quo ¡ndioaba Jnrdci 

Que por consúmenlo lo» Tribunales Argentinos no po- 
dían juzgar do lo hedió con el Gobierno del Brasil, y 
para territorios pfOptM do el \ y ol Sf. Jardel tenia que 
presentarse á los Tribunales Brasileros con su demanda. 

Conferido traslado, conlóalo Jai del que la aserción de 
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Urtubcy pedia referirse A In sociedad colchrada para ob- 
tener la concesión ó á la concesión misma. 

Que si se re loria A lo secundo, la existencia de la 
concesión está atauitida; y sí uo rufuria ú lo primero, 
la existencia de la sociedad constituía el Tundo de la 
demanda, y no era materia de un artículo. 

Que no tratándose de la nulidad de la concesión ni 
de lo que se rolnciuna con el Gobierno del Brasil, sinó 
de la existencia de la sociedad formad* ttfttl entre La- 
mas y Jardel, do BU validez, y Jo Job derechos proce- 
dentes de la misma, no era el Gobierno del Brasil quien 
era traído a juicio, sino los Sres. Lamas, y sus actos 
con Jardal. 

Que siendo estos celebrados en el país, y con perso- 
nas domiciliadas en el pats, los Tribunales Argentinos 
eran competentes para juzgarlos. 

r«U(» del Jiit»z »rrriunnl. 

Bueno» Airen, Apslo 1G de 1871. 

Y vistos estos autos iniciados por l). Julio Jardel con- 
tra los señores Lamas, on lo relativo al incidente de 
declinatoria, deducido por el Procurador Urtubey, en re- 
presentación do los demandado! , y considerando : lo que 
el fundamento du la demanda es un centra to de socio- 
dad, que pretende el demandante babor celebrado con 
los Srcs. Lamas, al efecto do oblcnor las couecsionoa 
necesarias y establecer un tolégraio-oléctrico-subinarino 
entre las capitules de Buenos Airea y Uto Janeiro; 2% 
que el objeto de esla domanda, sogun so desprende cla- 
ramente del escrito dof...,üs obtener la participación, 
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quo ül actor cree corresponderé por su céntralo en las 
ventajas obtenidas en la concesión hedía ¿i favor do los 
Sros. Lamas por el Gobierno brasilero, *¡n por eso traer á 
discusión la concesión misma ; íí", que planteada la cues- 
lio n o» esto terreno por la demanda del a olor, ol punto M 
judkc se reduce á averiguar la existencia del contrato invo- 
cado porol demandante, decidiendo sobre las relaciones ju- 
rídica» que haya podido crear aquel entre los Sres. Jardol 
y Lamas ; 4", que cualquiera que s.m la resolución que 
corresponda en definitiva sobro el fondo de'la cuestión, la 
sentencia tendría que ejecutarse exclusivamente «obro h>s 
bienes do los contratantes y nunca contra el Gobierno 
del Urasil que no forma parlo de la sociedad qua .se su- 
pone existir entre los litigantes en esto juicio; 5", qué 
no siendo la estación correspondiente para entrar en la 
apreciación y prueba de los hechos, que tienen una in- 
llucneia directa sobre el fondo do Ja cuestión, sido pue- 
do tenerte en cuenta para fundar tu jurisdicción, la fia* 
tu raleza do la cuestión tal cual olla se desprenda de las 
potenciónos del actor y las circunstancias relativas a la 
persona de los litigantes ; y <í'\ que refiriéndote la de- 
muudfl á exigir ol cumplimiento do un contrato quo so 
diuo celebrado en esta ciudad y establecida la di le ron le 
nacionalidad do los litigantes es innegable lu jurisdicción 
quo corresponde 4 este Juagado en vista del art. du 
i i ley sobre jurisdicción y competencia ; por estos fun- 
damentos, fallo, declarando inadmisible la escepcion do 
incompetencia deducida por la parte de los Sros. Lamas, 
en su consecuencia intímesele conteste directamente Ú. 
la demanda —y hágase saber. 
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Apelada esta sentencia, fué conlirmudu por ol siguiente 



Fallo de la ll|NM Vmrir. 

Dueños Aires, Noviembre 4 il o 1871. 

Visteis, y considerando : — Primero t que la demanda in- 
terpuesta por Don Julio Jardel, contra el Doctor Don 
Anillé Lamas y Don Podro S. Lamas, pidiendo se le 
declare sucio por tres cuartas partas en la concesión \\$- 
olta á eslus por el Gobierno del hra^il, pare establecer 
un telégrafo submarino entre la ciudad de llio Janeiro y 
Buenos Aires ; se fonda en un contrato do sociedad en 
participación que el demandante alega haber celebrado 
cuu ellos para conseguir du ba concesión ; —S4QU1w9 l que 
aunque Jardel nu pueda ser considerado socio, respecto 
del (lubicrno del líiusil, puesto que la concesión lia üido 
ludia á reimisicion y b;«jo el nombro de Non Andrés y 
Don l'edro S. Lamas solamente, puede sin embargo ser- 
lo, respecto de estos, porque, NfUD lo dispuesto por el 
artículo veinte, título sétimo, libio sepílelo del Código 
Civil, * el que fuere sucio no ostensible, será juzgado 
socio con reíaciun .i la* perrunas con quienes contrato 
suciedad, mis no en relación e terceros — Ternero, 
que tratándose en tal caso, de una acción personal, pro- 
cedeute de un contrato, el fuero legitimo es el tlol do- 
micilio de los demandados treinta y dos, lilulu se- 
gundo, Partida tercera) ; — í.'rmrío, que aun admitiendo 
que el contrato que sirve de base á la demanda, de- 
biera cumplirse en el Brasil,— desde que los con Ira la ules 
tienen su domicilio en la [llepúbliea Argentina-— ti actur 
lia podido demandarlos, á su elección, ó ante los jueces 
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de su domicilio, ó arito los del lugar del cumplimiento 
del contrato; (artículo ochenta, título primero, libro se- 
gundo del Código Civil); — Quinto, (¡no no comprendien- 
do por último, la acción intentaría derecho real alpino 
sobre la concesión hecha por el Gobierno del Brasil, no 
puede el demandante ocurrir á la jurisdicción del lugar 
donde cs:i concesión ha sido hecha porque seria menes- 
ter entonces constituir para las acciones personales un 
forutn ni sttff, lo que es inadmisible según los principios 
de derecho que rigen sobre esta materia (Savigny, traite 
de Droit llomain, tomo nclio, páginas doscientos veinte \ 
nueve y doscientos ochenta y tres); por estos fundamen- 
tos y los concordantes del auto apelado de foja setenta y 
tres, se confirma este con costas — satisfechas las cuales 
y repuestos lo« sellos, devuélvase. 

Salvador MarIa del Carril. — Fran- 
cisco Dklgado — José Barros Pazos. 
— Marcelino Ligarte — José B. So- 
rostí aga. 
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CAI HA CXIV 



D. Ernesto Beutcfiihr contra la Provincia <k Buenos Aires, 
por daños y perjuicios. 



Sumario. — La domando sobro reparación de daños y 
perjuicios provenientes del modo de proceder de un Juez 
Provincial en una causa pendiente entre los Tribunales 
fie Provincia, no corresponde á la Justicia Nacional. 



Caso. — En Diciembre de 1807 unos bueyes de D. Ven- 
tura Marques entraron á la quinta tic I). Ernesto Hcule- 
fiilir situada en Moreno, causando algún daño. 

A pesar de ofrecerle Marques el pago del daño, la esposa 
de lleutefülir que se bailaba en la quinta, se negó á 
entregar los bueyes. 

Marques entonces se presentó en demanda ante el Juz- 
gado de Paz» ofreciendo pagar el daño. 

El Juez de Paz ordenó la entrega de los bueyes. 

Beuteführ desobedeció esa órden. 

Entonces el Juez de Paz comisionó á un alcalde para 
que sacara esos animales y los entregara á su dueño. 

Constituidose el alcalde en la quinta de Beutefííbr, su 
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mujer lo recibió con injurias y amenazas, y habiendo 
armado á sus poones, y armada ella misma de un níle 
cargado, les intimú que el primero que se acercara á los 
bueyes lo mataría do un balazo, 

Pero fué sorprendida, desarmada ella y sus peones, y 
sacados los animales. 

El Juez de Paz pasó los antecedentes de esta resis- 
tencia armada al Juez del Crimen de tíñenos Aires, ante 
quien se instruyó el correspondiente proceso. 

Tendiente este, D. Ernesto Beuteführ entabló demanda 
ante la Justicia Nacional contra el Juea de Paz de Mo- 
reno, por violación de domicilio y maltratamiento de su 
esposa . 

Por auto de 25 de Noviembre de 1870 confirmado por 
el fallo de la Suprema Curte de 17 de Kriero de 1871, 
se declaró que la causa no correspondía á la Justicia 
Nacional. 

Enlonces Beuteführ se presentó ante la Curte, en de- 
manda contra la Provincia de Unenos Aires, comu res- 
ponsable de los actos de sus empleados, pidiendo que 
fuera condenada á pagarte la suma du 40,000 $ nono 
indemnización de danos y perjuicios que había Sufrido pin- 
ol mal procedimiento del Juez de Paz. 

Conferido traslado de !a deinmd.i, el Fiscal t '.ene ral de 
Gobierno de la Provincia declinó de jurisdicción, soste- 
niendo que según la Constitución, y la doctrina Norte- 
americana, la Suprema Corte no tenia jurisdicción para 
traer á juicio á una Provincia, y someterla a sus deci- 
siones en virtud de demandas entabladas por un parti- 
cular. 

Se dió traslado del artículo, y Beuteführ contestó que 
por los artículos 100 y 101 de ¡a Constitución, un 
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puede ser demandado anle la Corte por un estrangero, 
como lo era él por ser Norte-Americano. 

Dado vista al Sr. Procurador General, este funcionario, 
prescindiendo de Id argumentación anterior, espuso que 
el fondo del negocio ora un pleito judicial entre Beute- 
lühr y D. Ventura Marques, dueño de los bueyes que 
causaron el daño, y la principal queja del primero se 
rcferia al modo de proceder del Juez de Paz en ese pleito. 

Que no correspondiendo a la Justicia Nacional el co- 
nocimiento de esta causa por su naturaleza, ni siendo la 
Corte Tribunal de apelaciones de las sentencias^ de los 

causa ante el Juzgado del Crimen, cor todas sus inci- 
dencias, la Justicia Nacional no era competente para co- 
nocer en la demanda. 

Fallo de la ftuprema Corte. 

Buenus Aires, Noviembre 1 de 

Vistos: De conformidad con lo esnneslo y pedido por 
el señor Procurador Gemí ral en su precedente vista, se 
declara que esta Suprema Corle de Justicia es incompe- 
tente para uonnet-r y resolver sobre la demanda inter- 
puesta por Don Ernesto lleutefiibr contra la Provincia de 
Hítenos Aires, Satisfechas las costas y repuestos los sellos 
archívese lus autos, devolviéndose los agregados con e! 
correspondiente oÜcic. 

Salvadou Mabía oel Cáhuil.— Fran- 
cisco D&LGApp. — José Uaiuios Pa- 
zos.— Mabcelino Uuabte, — Josg 
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flecar» directo de Don Pabio Halbach, de providencia del 
Tribunal tU Jtusticia de 



Sumario. — El auto en que un Tribunal de Provincia 
niega apelación de una declaración de quiebra, no está 
comprendido en el art. 14 de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863. 



Caio.— Don Pablo Halbach se presentó ante la Suprema 
Corte esponiendo: que como gerente y único dueño de 
las acciones de la sociedad anónima « Molino do Lorea » 
en liquidación, habia reclamado de un auto declaratorio 
de quiebra de esa sociedad, pronunciado por el Juez de 
Comercio de Buenos Aires, sin su audiencia ni citación, 
y que el Juez ni habia hecho lugar á la revocación ni 
le habia concedido la . apelación que habia interpuesto; 
por lo que ocurrió directamente al Superior Tribunal de 
la Provincia, alegando que el impedirle defenderse seria 
violar la Constitución Nacional en su artículo 18, y que 
el Tribunal Superior también le habia negado el recurso. 

Que apeló entonces de esta última providencia para 
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ante la Suprema Corte, fundado en el art. 14, inciso 3 o 
de la ley de 14 de Setiembre de 1863, y se le habia 
ordenado ocurrir donde corresponda. 

Pidió a la Suprema Corte, que hiciera venir los autos, 
y le concediese la apelación que había solicitado. 

rallo de 1» Suprema Corte. 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1872. 

Resultando del tenor de este escrito que el recurso 
que por él se interpone no está comprendido en ninguno 
de los casos previstos en el artículo catorce de la ley 
de catorce de Setiembre du mil ochocientos sesenta y 
tres, no ha lugar, y archívese, 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pazos. 
—Marcelino Ugahte.— José B. Go 

ROSTIAGA. 
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CAL8A *CVI 



Criminal, contra Nicanor Guevara, por tletcncton y despojo 
de correistns nacionales y delito de rebelión. 

Sumario.— Los que con violencia despojan de la balija, 
á un conductor de la correspondencia pública tienen 
la pena de trabajos forzados de dos á cuatro años, ú una 
multa de 1,000 á 2,000 posos fuertes, ó una y otra 
juntamente. 

Caso. — Nicanor Guevara despuos de liaber sufrido va- 
rios procesos criminales por robos y heridas, cuyos pro- 
cesos quedaron pendientes por haberse lujado de la cárcel 
fué preso y procesado por babor servido en las filas de 
los rebeldes contra el Gobierno Nacional, y haber apre- 
sado y despojado durante la rebelión á dos correistas na- 
cionales. 

Probado los hechos, se dictó el siguiente 
Fallo drl Jura «re ritma!, 

San Juan, Agosto 1« de 18H, 

Vista la presente causa criminal contra Nicanor Gue- 
vara, por delito de rebelión y detención de dos correístas 
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conductores de la balíja de correspondencia pública, un 
el camino de San Juan á la Hioja, con lo alegado por 
el Procurador Fiscal y defensor del procesado; y conside- 
rando por el mérito de lus autos. 

l u Que por las declaraciones del sumario, ratificados 
en el tiempo competente de la causa, y las deelaraciu- 
ciofies y confesión del procesado, consta legalmente el 
hecho de haber detenido usto á los correistas que desdo 
San Juan conducían la correspondencia Nacional á las 
provincias del Norte en el lugar del « I*aso de Lámar, i 
llevándolos en calidad de presos a Gunndaool, provincia 
de la Rioja, pdra entregarlos como lo hicieron, al Ce fe 
rebelde Elias Gutiérrez, (juo dominaba en ese punto. 

2" Que así mismo consta de las declaraciones y con- 
fesión del reo, que ha servido en las filas del rebelde 
Gutiérrez voluntariamente en el rol do oficial, sin espre- 
sar una razón pausible que pudiera servirle de escusa. 

ít* Que aunque de los sumarios, consta que Guevara 
ha cometido otros delitos comunes, como peleas, heridas 
y robos, no constando haber sido perpetrados durante la 
rebelión, ó con ocasión de olla, este Juzgado ea in- 
competente para juzgarlos, 

■i° Que no constando de autos que al detener los cor- 
reistas el procesado sustrajera la correspondencia do la 
bal ¡ja ó parte de ella, haciéndose únicamente responsa- 
ble á la pena fijada en el art. 48, de la ley penal de 
14 de Setiembre de 18UÍÍ, la cual es menor que la fijada 
en el art 17 de la misma ley, para los meros ejecutores 
de la rebelión, de que también es responsable el reo. 

Por estas Consideraciones, fallo, definitivamente juzgan- 
do y declaro : que el procesaso Nicanor Guevara es reo 
responsable de los delitos de rebelión y detención de la 
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le condono á la pena mayor del art/17, ó sea 4 años 
de servicio militar en las fronteras, pudiendo ser conmu- 
lada con una multa de 600 $ Tuertes, con mas las costas 
del proceso. Hágase saber original y repónganse los sellos, 

Natamcl Morcillo. 



El defensor de Guevara apeló, y ante la Suprema Corto 
intentó demostrar quo las pruebas producidas en contra 
del procesado no tenían suficiente fuerza para dar por 
comprobados los hechos. 

El Sr. Procurador General demostrando que los hechos 
estaban legalmente probados, se adhirió á la apelación, 
alegando que el acusado se hallaba en el caso del art. 
53 de la ley nacional pena!, cuya pena era mayor do 
k aplicada en la sentencia de l n instancia ; y pidió se le 
condenase á cinco años do trabajos forzados 6 a una 
inulta de 2,000 pesos fuertes. 

Sustanciada ta adhesión, á la que contestó el 
volviendo á insistir en que no estaban comj 

que so imputaban á Guevara, 





Falla de la Suprema Corte. 



Buenos (Aires, Noviembre 14 de 1871. 

Vistos: Por los fundamentos que contiene la vista del 
señor Procurador General, comento á foja ciento y nueve, 
se revoca la sentencia apelada de foja noventa y una en 
cuanto á la pena que impone, y de conformidad á lo 

y nueve de laley penal, 
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se condena á Ni en ñor Guevara á trabajos forzados por 
cuatro años : comuniqúese por oficio al Poder Ejecutivo 
y devuélvase el proceso. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — Marcelino Ugarte. — Josií 

B. GüROSTlAG.V. 



CAUSA cvu. 



El Fiscal Nacional contra D. Benito Galintkz, por cobro 
de pesos; sobre recurso tfe rescisión. 



Sumario. — i" No existiendo causas de nulidad, no ha 
lugar al recurso do rescisión de la sentencia dictada en 
rebeldía, 

2" La citación hecha con arreglu á la ley es válida. 

3" No es un requisito esencial al juicio seguido en 
rebeldía, el abrir la causa á prueba do los hechos sobre 
que verBa la cuestión. 
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Caso. —Según loa estados de la Contaduría Nacional, 
remitidos al Jtiez de Sección, resultó qne el proveedor 
do la» fuerzas nacionales de la frontera Ouste, l). Joaquín 
Aguilar era deudor al fisco por la suma de 167,000 $ m/c, 
importe de la diferencia de precio entro él de las reses 
que debió proveer Aguilar, y ¿1 de las que por su ne- 
gligencia compraron los gefes. 

Üado vista al Procurador fiscal, este pidió se remitiese 
el contrato de proveeduría y los espedientes do los que 
constaban los excesos pagados por el Gobierno, para estar 
en aptitud de entablar la acción ejecutiva. 

Fué remitido el contrato, pero no los espediente, por 
haberse mandado al Congreso enn las cuentas de la ad- 

Se mandaron otras planillas é informes de la Contaduría, 
que corroboraban la exactitud de la deuda reclamada. 

El Procurador Fiscal entabló demanda ordinaria contra 
Aguilar para el pago de la suma mencionada y sus in- 
tereses, reservándose las acciones contra su fiador Üort 
Benito Galindez. 

Conferido traslado, se notificó la demanda por edictos, 
citándole para el juicio. 

Aguilar tío compareció ; y el fiscal reservándose las 
acciones contra Aguilar, reprodujo la demanda contra su 
fiador D. Benito Galindez. 

Ignorándose el domicilio de este, se libró oficio á la 
Policía para averiguarlo, y después de un mes se citó por 
edictos. 

No habiendo comparecido Galindez dentro del termino, 
el fiscal pidió se le declarara rebeles ¡ y se dictase sen- 
tencia condenatoria. 

Llamados autos en rebeldía de Galindez, se dictó la 
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Nrntenrta 



[iiicnus Aires, Julio 12 de 1871. 

Y vistas estos autos iniciados por el Procurador fiscal 
contra Benito Cíi liudez como fiador do D, Joaquín Aguilar 
por cobro de pesos, procedentes do falta de cumplimiento 
al contrato de proveed uría, cele lira do por esto último con 
el Exmo. Gobierno Nacional, y cuyas clausulas constan del 
testimonio do f.... y considerando : 1* Que por el art, 4" 
do este contrato se estipuló espresamente quo en caso 
de (altar el proveedor con las reses necesarias para el 
abasto de la proveeduría, ú que fuesen las presentadas de 
otras condiciones que las designadas en el contrato, los 
peres estarían autorizados á comprarlas do particulares, 
siendo a cargo del proveedor el abono do la diferencia 
del mayor precio á quo se bubiesen visto obligados 
A pagarlas ; 2" Que en virlud de haberse realizado el 
primor caso previsto en el articulo citado del contrato, 
fué necesario tomar las roses á mayor precio que el 
convenido con Aguilar, resultando contra este una dife- 
rencia cuyo monte consta da las relaciones 
ta Contaduría, corriente á fojas i y 9 ; 3° 
Gálbulos constituido dador de Aguilar, es 
de las faltas de su fiado, y constando do los autos que 
está ausento este y siendo además la deuda á favor del 
Tesoro Nacional, no podría el fiador reclamar el beneficio 
de ese us ion, inciso 5 o y !)'\ art. cap. 2", til. 10, 
Jib. 2", Cód. Civil ; y i' Que citado el liadur Galindez 
do acuerdo al art. <m de la ley de prncediinio tilos, no lia 
comparecido', constituyúndosu en rebeldía, qoc fué docla- 
r ada por el auto de f.... ; por estos fundamentos y do 
r. ti "i 
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conformidad al art. 185 do la ley do 
fallo, condenando al fiador del proveedor D, Jo.if{uin Agili- 
tar, a" pagar á la Tesurería Nacional, las cantidades que 
resultan de los cargos do fojas 1 y 9» y a mas los in- 
tereses desde la notificación de esta sentencia hasta el 
pago á estilo de Ha neo y las costas del juicio, lodo lo 
que deberá previamente liquidarse por el actuario, llagase 
saber, repónganse los sellos y fíjese en los lugares pú- 
blicos de costumbre, do conformidad al art, 490 de la 
ley de Procedimientos. 

Andrés Vfjarrha. 

La sentencia fué notificada por edictos fijados en los 
parajes do costumbre, y publicada en dos diarios. 

En 10 do Agosto Galindez enlabió recurso de rescisión, 
fundándose en que no liabia sido citado con -reglo á 
la ley, y no se habiu abierto la causa á prueba, dos 
causas de nulidad quo viciaban la sentencia. 

Dijo que su residencia era conocida, puez era Juez de 
Paz do un partido de la Provincia, y su familia era co- 
nocida y ocupaba una posición respetable. 

Que en eso caso debió citársele personalmente, ó de- 
jarse la citación á su esposa ó personas do su familia. 

Que so habla sentenciado la causa sin abrirla á prue- 
ba, á pesar de que el mismo fiscal liabia pedido los 
espedientes, de donde resultaban los excesos, que eran 
los que debian formar la prueba necesaria. 

Admitido el recurso por haberse deducido dentro de 
término, y emplazado Galindez para comparecer dentro 
de C dias, se presentó insistiendo en el recurso de res- 
cisión, y pidiendo la reposición de la causa al estado 
que tenia antes de la rebeldía. 
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El Procurador íiscnl contestando el traslado, dijo que 
no existia en la sentencia vicio alguno de nulidad, y por 
consiguiente no pod.a hacerse lugar al recurso de resci- 
cion. 

Que, desde quo se ignoraba el domicilio de Galindez 
como Jo ignoraba la misma Pulida, la citación legal era 
la practicada por edictos. 

<>uc en el juicio en rebeldía no era necesario abrir 
la causa á prueba, pues el rebelde era tenido por con- 
feso, y el art. l'j:¡ de la ley do procedimientos manda 
uuc el actor obtenga lo que pide, siendo justo. 

Que había pedido los espedientes en cuestión, para 
entablar la acción ejecutiva, y no porque las planillas y 
los informes de la Contaduría no constituyeran un dato 
bastante para condenar en demanda ordinaria al deudor, 
«|"o no los hubiese rechazado. 



Fallo del Jmív 



I!ucno5 Aires, Agoste 31 de IHTI, 

Y vistos estos autos, en lo relativo al recurso de res- 
cicion, enlabiado por Don Iíenilo «¡alinde*, de la senten- 
cia definitiva de Toja H2, pronunciada en su rebeldía, y 
considerando: 1» Que para pronunciarse la sentencia do 
queso recurre, ha sido Oalindez citado do acuerdo á las 
leyes que rige la materia, por Jo rjuc no puede decir de 
nulrdad por esta causa; 2- (loo no es un requisito esen- 
cial al juicio seguido en rebeldía el que se abra la es- 
tación de prueba, aun cuando la cuestión verse sobre 
hechos, según se deduce claramente del contesto de los 
art.cu!os 185 y 180 de la \ n de Procedimientos, 3* 



1 
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Quo on eslo caso los cargos contra ol proveedor Aguilar 
y su fiador Galinticz resultan do comprobados informes 
de una olicina pública nacional, lus que establecen una 
presunción á favor de ellos, suficiente en el concepto de 
los artículos citados para una condenación en rebeldía ; 
y \ n Que no apareciendo, do lo espucsto por el recur- 
rente, un motivo, que disculpo su falta do concurrencia 
al juicio, debon serlo imputables las consecuencias de su 
rebeldía : por estos fundamentos, fallo, mandando so este 
y guarde cri todas sus partes la sentencia definitiva de 

Andrés Vijarrisa. 

Esla sentencia fué confirmada 



Fnllo de la iuprnu* Corte. 



Buenos Aires, Kovíembre U de 1809. 

Por los fundamentos de la sentencia apelada, corrien- 
te á foja cuarenta y siete y vuelta, se confirma con 
costas : satisfechas y repuestos los sellos, devuélvanse los 
autos. 

Salvador María del Carril, — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pazos, 
Marcelino Coarte, — J. B. Ggros- 

TTAGA. 



DK JUSTICIA NACIOXAL. 



Criminal, contra liamon Bravo y otros, por viqlackn tk 
ta teij tte elecciones, y desacato. 



Sumario.— "So mejorándose el recurso on ol termina 
del emplazamiento, so declara desierta lo apelación, á la 
primera rebeldía que acuse el apelado. 



Caso, — En los autos seguidos on el Juzgado Nacional 
de Catamarca contra Ramón Bravo, Nicanor del Sacramento 
y oíros por violación de la ley nacional de elecciones y 
desacato contra una mesa escrutadora, remitidos en 
apelación libre á la Suprema Corte, el Sr. Procurador 
General, vencido el término del emplazamiento, acusó re- 
beldía por uo babor los acusados mejorado el recurso. 

Fallo d« I» Suprem* Cor*©. 

J.uüiiyü Aires, ftuviumhre U «Je IS7J. 

l*o r lo que resulta del precedente certificado, y A mé- 
rito ile Jo dispuesto en el artículo doscientos catorce de 
la ley de Procedimientos, declárase Mella la apelación 
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devuélvanse en consecuencia los autos, adjuntándose- la 
planilla do costas para que el Juez la haga abonar por 
Jas apelantes. 

Salvador María del CAnniL. — Fran- 
• cisco Delgado,— José Barros Ta- 

zos. — Marcelino Uüartb. — Josp 

11. GoitOSTlAüA. 



CAIMA C*I* 



ít. Luis Ueckscelté contra D. Toma* Hicardo Jcukitt, 
por injurias de hecho t inferidas n bordo de la 
ba rea ímjlesa * (liomnti i, » 



Sumario. — Justificado el delito de injurias reales, el in- 
juriante debe ser condenado á una pena pecuniaria por 
reparación de las injurias, al pago <\o gastos de curación 
y de las costas del proceso. 



Caso,— U. Luis Bccksccbé, encargado por la casa N. 
Kckcll y Uno. parí recibir un cargamento de carbón de 
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piedra á bordo do la barca inglesa «Giovanni» , lüé inju- 
riado por su capitán I). Tomás II. Joukiii y estropeado 
en la cabeza. 

Quejad ose el injuriado a* la Capitanía del Puerto, com- 
parecieron allí las partes, y se sentó acta Jl-I hecho, re- 
mitiendo la queja á los tribunales. 

El Dr. D. Pedro Mallo atendió la curación de Beckscebé, 
quien interpuso su queja ante el Juzgado de Sección, 
pidiendo se impusiera á Jcukin una pena, y se le conde- 
nara á Id indemnización de dañes y á las costas, 

Agregado un i n Turnio de la Capitanía del Puerto, se dió 
traslado á Jcukin, quien no lo evacuó, constituyéndose en 
rebeldía. 

A pedido del actor, el Juez llamó autos, y se dictó 
el siguiente 

Fallo del Juez Merrlonnl. 



Buenos Aires, Setiembre 1" de 1871. 

Y vistos, en rebeldía dsl demandado Tomás R. Jcu- 
kin y considerando; i% que demandado Jcukin .por 
Luis Uecksccbé, por injurias de Jiecbo, que le Labia 
inferido n* bordo de la barca inglesa «Giovanni», fué rati- 
ficado del traslado segnn consta de las diligencias de f. 7 
vuelta; 2 o Que no Labiendo contestado á la demanda en 
el término correspondiente, ni dentro de las 2í horas, que 
se le señalaron por el auto de f. llí vuelta se ha consli- 
* luido en rebeldía de acuerdo al art. I8Ü de ta ley de 
Procedimientos ; y íí« Que los hechos consignados en la 
demanda se encuentran ratificados por el informe do la 
Capitanía del Puerto fi f. 5 vuelta, por estos fundamentos, 
de acuerdo al arl. 181 de la ley rilada, lallo condenando 
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ni Capitán do la barca inglesa «Gíovanni», Tomás II. 
Jcukin A pagar al demandante Luis lieckscebé por repa- 
ración de las injurias que le ha inferido, cien pesos fuer- 
tes y los gastos de curación que se acreditaren debida- 
mente : con costas y liábase saber y publíqucse en la 
forma prevenida por el art. 190 de la ley do Procedí- 

■ 

Andrá i (¡arriza, 

lieckscebé apeló por ser diminuto la indemnización fi- 
jada por la sentencia. 

Concedido el recurso, y vista la causa, la Suprema 
Corte ordenó se agregara una copia del acta levantada 
en la Capitanía del Puerto, y un informe del Dr. Mallo, 
quien lo evacuó diciendo míe el carácter de las heridas 
inferidas á Becksccbé no era grave, y que su curación 
había exigido quince días do asistencia médica. 

* 

Fallo de la Suprema Corle. 

Lluenos Aires, KovifMibrc 1G de 1871. 

Vistos: Por lo que result;i de los informes preceden- 
tes, y por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de foja diez y seis, y salisfcchas las cosías, y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Salvado» María del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. —José Mauros I»a~ 
zos. — Marcelino Coarte. — José 

lt. COROS HAGA. 
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CAUSA <^IX. 



Criminal contra Claudio Bozomba, por hurto en los 
almacenes de aduana. 



Sumario. — t° El hurlo queda consumado por el hecho 
de sacar la cosa del tugar en que estaba, y ucu liarla en 
ulra parle. 

2° La sustracción do efectos do los almacenes do adua- 
na, cometida por un peón de ella, i*s penado con tres 
á seis anos do trabajos forzados. 

Ü° La poca importancia del hurto, dú lugar á la apli- 
cación del mínimum de la pena. 



Caso.— El 23 de Agosto de 1871, el neón de aduana 
Claudio Liozoruha, sacó de un cojeo do pañuelos deposi- 
tado en la aduana en perfecto estado, y que en seguida 
apareció ahierto, un pañuelo de rebozo, y so lo guardó 
en el seno. 

Antes de terminar su trabajo tiró el pañuelo Iras d tí 
una estiva. 

Visto por un empicado de atluana T luü conducido á 
la Policía, confesando líozoiuua el licuhu- 



ío<¡ 
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Levantado el sumario, fué acusado por robo de efectos 
en los almacenes de aduana, pidiéndose contra él lo pena 
señalada por el art. 81, inciso 2 o , de la ley Nacional 
penal. 

El defensor sostuvo que el hecho no pasó de ser una 
tentativa, y que el acusado so hallaba en estado do em- 
briaguez ; cuya csccpcion no fué probada. 

Pullo del Juri Seccional. 

Huertos Aires, Octubre 10 di; 1871. 

Y vistos estos autos seguidos contra Claudio Bozomlia, 
por sustracción de efectos de los almacenes de aduana, 
do los que resulta comprobado por Jas declaraciones con- 
testes do Isidoro Gómez f. IB, José l'ercr f. 8 y Florencio 
Caray f. 10 vuelta, y de la propia confesión del procesado, 
que sustrajo un pañuelo de uno de los cajunes del alma- 
cén, en que trabajaba, y considerando ; i" Que por el 
hecho do haber sacado liozomba el pañuelo del cajón que 
lo contenia, quedó consumado ct hurto, no pudiendo, por 
lo tanto, clasificarse de mera tentativa como lo hace el 
defensor a f. itt ; 2° Que aun cuando resulta de los autos 
que después de haber ocultado en su persona ol hurto, el 
procesado tiró el pañuelo detrás de una estiva, esto he- 
cho no puedo considerarse como un arre [ion ti miento pos- 
terior sinó como ul medio de ocultar mejor el hurto ; '3" 
Que no estando probado por la defensa la csccpcion de 
embriaguez que se ha deducido, no es posible tenerla en 
cuenta como circunstancia atenuante ; y 4° Que la poca 
importancia del otijeto sustrajo sin cambiar la naturaleza 
del delito, lo atenúa; por estos fundamentos, latió: de 
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clarando ;í Claudio líozomba confeso y convicto del delito 
de sustracción de efectos de los almacenes de aduana, 
previsto 5 penado por el artículo 81 , inciso 2<> f de la ley 
Penal, mediando la circunstancia atenuante del poco va- 
lor de lo sustraigo, en su consecuencia, lo condeno á la 
jiena de tros años de trabajos forzados, que deberán con- 
tarse desde ol din de su prisión, y á pagar las costas 
del proceso. llágase saber, comí mintióse al P, E. y re- 
pónganse los sellos. 

Andrés l'g arriza. 
Apelada esta sentencia, fütJ confirmada pnr el siguiente 

r»ll« de I» Snprem» Corle. 

Hítenos Aires, Noviembre IH de 1871. 

Vistos : Por sus fundamentos so confirma, con costas 
el auto apelado de foja veinte y dos, satisfechas y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador MarIa del CARRIL. — Fran- 
cisco Dblgado - José Barros Pazus. 
—Marcelino Loarte — José II. Go- 
iwstiaga. 
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CAUSA C\XI. 



Criminal, contra Mariano García, por hurto en los 
almacenes de aduana. 



Sumario. — El hurlo de efectos en los almacenes do 
aduana, cometido ñor mi peón de ella, es penado con tres 
á seis aíios de trabajos forzados. 



Caso. — El peón ¿\ú aduana Mariano Carda, fué acusado 
de haber sustraído tres pañuelos de rebozo do un cajón 
de pañuelos depositado en la aduana. 

Convicto y confoso del delito, fué condenado por el 
siguiente 

tullo dt-l Juez Seccional. 

Dueños Aires, Octubre 7 de 18" i. 

Y vistos estos autos contra Mariano García por luirlo 
en los depósitos do aduana, do los que resulta : 1° Qüü 
estando trabajando eoniu peones en un depósito de adua- 
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na Mariano García y Juan Casanova, el ayudanta R Ma- 
nuel Zemboraín vió al primero que corría fiácia el fondo 
del depósito para no ser vislo, encontrándolo después 
escondido entre dos estivas ; 2" Que revizado el lugar en 
que había estado oculto, se encontraron tres pañuelos de 
rebozo ; 3" Que en tino de los cajones inmediatos al lu- 
gar donde habia estado antes trabajando García, fallaban 
quince pañuelos de la misma claso do los bailados y 
aparecía haber sido abierto : todo lo que resulta compro- 
bado de los antecedentes que obran en autos ; y conside- 
rando : 1° Que por confesión del procesado se comprueba 
que ocultó tres do esos pañuelos, tirándolos detrás de 
una estiva; y 2» Que la escopeten que propone do ha- 
berlo becbo sin Ja intención de burlarlos no es aceptable, 
como inverosímil, estando además contradicha por las 
declaraciones del primero y segundo ayudante del depó- 
sito, a fojas 9 y 10. — Por estos fundamentos, fallo de- 
clarando al procesado Mariano García, confeso y convicio 
del delito de sustracción de oléelos de aduana, y de acuer- 
do a! inciso segundo del artículo 81 de la luy Penal, lo 
condeno ú tres años do trabajos forzados y costas del 
proceso. — Hágase saber y comuniqúese al P. E. Repo- 
niéndose loa sellos. 

Andrés Utjarrksa* 
Esta sentencia fué confirmada por el siguiente 

Fallo de I» Suprema forte. 

Buenos Aire*, Noviembre IH <lu IH1I. 
Vistos : Por- sus fundamentos, se confirma con costas 
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el auto apelado de foja treinta ; satis lechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Car h i l.— Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pazos. 
— Marcelino l'u arte.— José Ü. Go- 

ROSTI ACA. 



D. Alfredo lltcera con D. Moisés (!an¡>, sobre tercería 
de mejor derecha á ios bienes embargados 
á Doña Catalina Laboura&se. 



Sumario. -f 1 o En una escritura pública de obligación 
hipotecaria, no es prueba de simulación pura desfraudar 
á un iercero, el hcclio aislado de hacer los otorgantes 
vida común bajo un mismo techo. 

2° No es un vicio de nulidad en una escritura de •hi- 
poteca, el no haberse registrado dentro del término de la 
ley, cuando la postergación proviene de imposibilidad fí- 
sica, y es purgada 1» demora por decreto judicial. 
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3" Tampoco lo es, el hecho <le haber sabido el acreedor 
hipo leca rio antes de csteiulorsu la hipoteca, que su deu- 
dor tenia otras deudas á plazo lijo. 



Caso. — t). Moisés Cano, argentino, inició ante el Juez 
Nacional ite San Junn, una ejecución contra I)' Catalina 
Lahourassc, eslrangera, por cobro de 1,071 $ 8r>'/ a es. 
fuertes, intereses y costas. 

Pifiado el mandamiento de ejecución, se embarcó la 
mitad del t Molino San José», propiedad de la ejecutada, 
ubicado en el Departamento de Jacha!. 

En esto estado, P. Allrcdo Rivera espuso que él tenia 
mejor derecho á la parle del Molino embargado, por ser 
acreedor hipotecario, interponiendo, por tanto, tercería de 
mejor derecho, y pidiendo se declarase preferente su cré- 
dito que asomdia á 5,000 $ lis. 

Acompañó i la demanda una escritura hipotecaria de 
la mitad del molino mencionado, otorgada en .íachal el 20 
do Mayo de 1870 por 5,000 # IU., y registrada en la Ofi- 
cina conservadora de la Provincia el 23 de Junio del 
mismo año, A mérito de decreto del Juez de Letras de la 
Capital. 

Corrido traslado al ejecutante y ejecutada, P. Jacinto 
Lártifía por aquel pidió se declarase nulo y sin erecto el 
documento con que se interponía la tercería, se le absol- 
viera do ella, y se condenase en costas al tercer opo- 
sitor. 

(juc el instrumento hipotecario es nulo ; 1" Porque se 
habla Otorgado simuladamente y sin existir realmente la 
obligación quo él conlcnia, con el objeto do desfraudar 
sus derechos, completándose para ello la ejecutada y el 
tercer opositor, que vivian juntos, bajo un mismo lecho 
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y haciendo vida común ; 2° Porque la hipoteca que cs- 
presa el documento, había sido registrada con posterio- 
ridad al tiempo designado por la ley orgánica del Poder 
Judicial da la Provincia, en su art. 84; y 3° Porque al 
otorgarse dicho instrumento, el tercer opositor Rivera sabia 
que la señora Labonrasse era deudora por varias canti- 
dades a" D. Moisés Cano, á plazo fijo, siendo ejecutada 
por un crédito ya vencido, teniendo por lo mismo un 
principio doloso y fraudulento la constitución de la obli- 
gación hipotecaria a favor de Rivera. 

D. Ramón Castañeda por la ejecutada contestó que de- 
feria á la tercería de Rivera, pur cuya razón renunciaba 
el traslado conferido. 

En seguida se puso la causa á prueba, debiendo li- 
mitarse la de testigos á los hechos que hacían fraudulento 
el titulo hipotecario del tercer opositor, y con la produ- 
cida por las partes, se dictó este: 

E wl1<» ilt>l Jupi. tle Serrion. 

San Juan, Agosto I"ilet8"l. 

Vistos estos autos sobre tercería do mejor derecho pro* 
movida por 1). Pedro José Muñas, en representación du 
I). Alfredo Rivera á la mitad del molino «San José» de 
propiedad de R* Catalina Labourasse, embargado para 
responder al juicio ejecutivo por la cantidad de pesos que 
contra esta ha promovido I). Muiscs Cano, con lo alegado 
y prohado por las parles, y considerando por su mérito. 

\" Que el tercer opositor Rivera funda su lerccria en 
que la escritura hipotecaria de f. í! otorgada en la Villa de 
Jacha! el 20 de Mayo del ano pasado por dicha Labcura- 
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sse á favor de Rivera, en ,1a que consta estar hipotecada 
la parte del mulmu de propiedad de aquella, para garan- 
tir el pago de una deuda de cinco mil pesos moneda 
el i i lena que roe on o ce deber á Rivera 

2" Que por parte de la ejecutada se reconoce la obliga- 
ción á favor de Muera, y la justicia de la temería, y por 
parle del ejecutante Cano, representado por D. Jacinto 
Lárliga, se alega la nulidad del instrumento hipotecario : 
1» Por haberse otorgado simuladamente y sin existir real- 
mente la obligación que ella contiene, con el objeto de 
defraudar sus derechos, completándose para ello la ejecu- 
tada y el tercer opositor, que viven juntos bajo un mismo 
lecho y haciendo vida común; 2«> Porque la hipoteca que 
represa el documento, ha sido registrada con posteriori- 
dad al tiempo designado por la ley orgánica del Poder 
judicial de la Provincia en su art. 84; y 3" Porque al 
otorgarse dicho inslr.nucnlo el tercer opositor 1 'uvera sa- 
bia que la Sra. Labourasso era deudora por varias canti- 
dades á 1). Moisés Cano á plazo lijo, siendo ejecutada por 
un crédito ya vencido, teniendo por lo mismo un princi- 
pio doloso y fraudulento la constitución de la obligación 
hipotecaria a favor do Rivera. 

3" Que respecto del primer fundamento do nulidad de 
la escritura hipotecaria, no se ha prohado por el ejecn- 
Uiiilo Lárliga el hecho de la simulación y falsedad de la 
obligación, como debió hacerlo en el tiempo competente 
para desvirtuar lo que resulta de un instrumento público 
y fehaciente como el presentado por el tercer opositor, no 
pudiendo bastar á este objeto el hecho aislado de vivir 
Uivera con la ejecutada, haciendo vida común bajo un 
mismo techo, ni menos el que no se le conociera capital 
propio ni ageno en el tiempo en que so constituyó la obli* 
gacion, hecho que ú mayor abuudauiieaio ao se ha pro- 
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bado completamente, habiendo acreditado Rivera quo poco 
untos do la fecha de la escritura hipotecaria, ha manejado 
intereses ó capital bastante para hacer préstamo en can- 
tidad de 5,0f)0 pesos. Que en cuanto al secundo funda- 
mento de nulidad, consta do la misma anotación del No- 
tario conservador puesta al pié do la escritura do T. 115 
vuelta, como también de la nott de f. 117 del Juez de Le- 
tras D. Segundo Itenavidez, que la postergación del regis- 
tro de la hipoteca fué causado por impusibiliilad física y 
purgada la demora por decreto judicial. Que con relación 
al tercer y último fundamento du nulidad es inadmisible, 
porque no importa fraude respecto de un tercero que exijo 
garantía hipotecaria en los bienes de su deudor, aunque 
tenga conocimiento que este reconoce otras deudas ante- 
riores á la suya, siempre que para la seguridad de estas 
no estén afectados los mismos bienes, como no lo estaba 
el molino de «San José» por tas deudas de Cano, pues 
aunque este así lo dice, no ha presentado el instrumento 
hipotecario que lo acredita, 

|» Quo el hecho alegado por Cano de estar confesa la 
Sra, Lahourasse en las preguntas del pliego do posiciones 
de f. 80, por no haber asistido al Juzgado de Jacha! á 
absolverlas, no puedo en ningún sentido perjudicar á un 
tercero cuino Rivera, quien por su parte absolvió las que 
se referían á su persona. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten. — 
Fallo definitivamente juzgando y declaro, que Don Al- 
fredo Rivera tiene mejor derecho que Don Moisés Cano á 
la mitad del molino «San José»> úe propiedad de Uoíia 
Catalina L;ibourasse, en garantía de un crédito constante 
de la escritura de f. 0. En su consecuencia, líbrese úrden 
de desembargo de dicho molino, pudíendo el ejecutante 
Cano solicitar mejora de embargo en otros bienes de la 
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ejecutada, para la continuación del juicio ejecutivo. Cada 
parte pague sus costas y las comunes por mitad. 

Nalanael Morcillo. 
Esta sentencia fué confirmada por el siguiente 

Fallo de 1* Suprema Corle. 



Dueños Aires, Noviembre 18 de 1871. 

Vistos : Por sus fundamentos so confirma con costas el 
auto apelado de foja ciento diez y nueve ; satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril, — Fran- 
cisco Delgado.— José Marros Pazos, 
Marcelino Uüaiitb. — J. B. Goros- 

TIAGA, 
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D. Ricardo Lavalle coa D. Er nenio Poussart. 
sobre cumplimiento de un contrato. 



Sumario.— Es inútil el reconocimiento pericial de una 
cosa que lia sido vendida a* un tercero, en remate público 
por Orden judicial como propiedad de una de las parles, 
cuando el juicio versa sobre la misma propiedad. 



Casa. — D. Ricardo Lavalle, arjeutino, demandó á Don 
Ernesto Poussart, extranjero, pur taita do cumplimiento 
á un contrato en qno rste se comprometió en 15 de 
Noviembre de 18ü'J, á colocar en el saladero de aquel 
en el término de tres muses un apáralo de su inven- 
ción para beneficiar haciendas con mayores ventajas que 
las que daban los apáralos usados hasta entunecs, de- 
biendo esto último constatarse con ensayos que se harían. 

Dijo Lavalle que los ensayos se hablan hecho ante 
varias persunas competentes, interesadas en el buen éxito 
de la máquina; pero que no obstante los esfuerzos do 
JPoussafl, ul reáulUdu no habia sidu satisfactorio y se 
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había visto, en tres ensayos practicados, fie no daba 
ni pndia dar el resultado prometido, 

Que Poussart se negaba no solo á reconocer la res- 
cisión del contrato por su falta de cumplimiento en 
el tiempo estipulólo, siiiú también á devolverle las sumas 
que según él mismo le había adelantado. 

Que por tanto demandaba á Poussart para que Tu eso 
condenado: 

t° A retirar, dentro de diez dias, la máquina A que 
se refiero el contrato y que fué cubica da en su saladero. 

2 o A satisfacer, dentro de tercero día, 2,500 pesos 
que habia recibido y qnu debía devolver si la máquina 
no resultaba aceptable. 

3 o A abonar en el mismo término 1 1 ,185 pesos m/e pa- 
gados por alimentos de operarios por vía de anticipación. 

i* A abonar en igual término ¿17,718 pesos que im- 
portó el galpón y macizo para a son tur el aparatj, que 
solo se hicieron con ese objeto, y 

5o Al pago de todas las costas. 

Corrido traslado, Poussart contestó pidiendo se rechasara 
con costas la demanda, y se declarase que estando 
v'gentc el contrato, Lavallo debia poner á su disposición 
los útiles necesarios para poder hacer los ensayos que se 
mencionan en el contrato; porque los dos ó tres prepara- 
torios que se habían hecho, no habían sido bastantes para 
demostrar que La máquina funcionaba ron arreglo ó lo 
estipulado, ni tampoco habían patentizado lo contrario. 

Que para obviar toda dificultad pedia al Juzgado nom- 
brasen peritos arbitradores que decidiesen la cuestión, á 
cuyo objeto convendría. 

i " Se lijase previamente el tiempo en que debía lia- 
cerso los ensayos parciales, prestando Lavalle el concurso 
á que estaba obligado. 
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2« Vencido ese término se haría funcionar el aparato, 
beneficiando la hacienda correspondiente, y con sus resul- 
tados los árbitros resolverían sí eran 6 no los garantidos. 

3 o Que tos arbitros fuesen saladeristas y maquinistas. 

Fallo del Jufi de Kerrlon. 

Buenos Aires, Setiembre 18 de 1 87 1 . 

Y Vistos: siendo necesario para constatar si la máquina 
ó aparato á que se refiere el con I rato de foja 2 esta" ó 
no en las condiciones del contralu, y requiriendo e&te 
punto conocimientos periciales; para mejor proveer com- 
parezcan las partes a juicio verbal el jueves próximo á 
la una, en cuyo acto deberán proponer peritos que, prévios 
los ensayos que consideren convenientes, decidan si el 
aparato construido por Puussart reúne las condiciones 
determinadas en el contrato, debiendo por la sentencia 
definitiva decidirse á quién se imputaran los gastos que 
dichos ensayos ocasionaren, así como los daños y perjuicios 
que pudieren originar. 

Hepóngase el sollo. 

Zavakta. 

Lavalle apeló de esa resolución diciendo que ella pre- 
j uzeaba sobre el Ton do del asuub», en cnanto se decid ¡a 
que se nombrasen peritos pura reconocer la maquinaria, 
cuando él sostenía en la dr manda que el contrato no 
se había cumplido en el plazo convenido, y que ya era 
pasado el tiempo de hacer ensayos. 

Uno a dermis el auto no podía cumplirse porque las 
faenas de los caladeros estaban suspendidas; y la nta- 
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quinaría había sirio vonrliJa en remate público por urden 
fiel Tribunal de Provincia en una ejecución seguida con- 
Ira Poussarl, habiendo el mismo prcsenládola al embargo. 

Constado en la secunda instancia el hcclio de !a venia 
se dictó el siguiente: 

rallo de I» Suprema Corte. 

c 

filíenos Aires, Noviembre l« de 1871- 

Vistos; resultando del testimonio agregado á foja setenta 
v tres, fjue la m'immin, cuya construcción es la materia ¿c\ 
contrato de luja seguida, celebrado entre Don Ernesto Pous- 
sarl y Don Kicardo La va lie, lia sido vendida en remate 
público, como propiedad del constructor y en virtud de 
sentencias ejecutoriadas de los Tribunales de esta Provincia, 
y siendo por tanto innecesario el reconocimiento pericial 
do olla, se revoca el auto apelado do Toja treinta y 
ocho, y satisfechas que sean las costas y repuestos los 
sellos, devuélvase los autos al Juez de Sección, para que 
resuelva la demanda de foja novena, con arreglo á derecho. 

Salvador Manía del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — José lí. GorostiaGa, 
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CAUSA CXMV. 

D. An tonio Pintos <U Sampaio, contra ia fjompafiia A mínima 
t Tramwatjs* de ta (lindad de limaos Aires, por robra de ¡mos. 



Sumario. — 1° Los contratos celebra (Jos boj o !a legislación 
del nuevo Código Civil vidente, deben ser acreditados [tur 
los medios r|uc este determina. 

2° Aquellos euyo valer escede de 200 $ no pueden ser 
justificados por lu prueba testimonial, sino existe un prin- 
cipio de prueba por escrito. 

3 o Esta prescripción contenida en el art. 57, til. 1" 
seco. 3". parto 2* lib. 2» Código Civil se refiere a la 
forma Je los contratos, y no á la de los juicios. 

4 o Solo esta puede ser regla menta da por las Provincias. 

5o La facultad de las Provincias para dictar leyes Él 
procedimientos, está limitarla á los íjne se baya do obser- 
var en sus propios tribunales. 

6o La reserva condicional hecha en la senlcncia do los 
derechos que una parle pueda lener, no infiere gravamen 
á la otra. 

7° La ignorancia de las leyes no sirve de escusa para 
librarse del cumplimiento de lo ipje ellas mandan. 

8o Sin embargo es equitativo admitirla para presumir 
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la buena fe, cuando se trata de disposiciones reciente- 
mente puestas en vigencia, y su stand almorí le diversas de 
tas que se hallaban antes en vigor, 

U° Por esta razón no puede decirse quo el actor ha 
procedido temerariamente al intentar su demanda, care- 
ciendo de la prueba escrita que requiere el arl. 57 cit. 
en causa de mas de 200 pesos fuertes. 



Gíisfl.— 0. Antonio 1'intos de Sampaio entabló contra la 
Compañía anónima .Tamways de la ciudad de Buenos 
Aires i una demanda por cubro de 75000 pesos m/o. por 
precio do unos caballos, que deeia haber vendido á 
dicha Compañía por el precio demandado. 

Lo alegado en la demanda, y contestación y las varias 
diligencias probatorias practicadas durante id juicio, están 
minuciosamente espuelas en los relatos del siguiente. 

Fftlln del Juw ««riomil 

Buenos Aires, Setiembre 27 da 1871. 

Vistos estos autos seguidos por el ciudadano ostra n pero 
0. Antonio Pintos de Sampaio contra la Compañía anó- 
nima .Tramvvays de la Ciudad de Unenos Aires,» por 
cobro de eanltdad de pesos, precio de venia de 21 pa- 
rejas de oaballos de tiró, resulta lo siguiente: 

lo Que Sampaio dice en su escrito de demanda, ba- 
bor propuesto en venta al Sr. Lewisgtnn, Director de 
la Compañía Anónima de fTramWays de la Ciudad de 
lluenos Aires,. '21 parejas di; naballos de tiro que tenia 
en Belgrano, y que habiendo dicho Lewisgton acnplado 
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la propuesta, previa vista de los caballos, mandó at 
inspector D. Adolfo Fernandez á reconocerlos y encon- 
trándolos á su satisfacción, se recibió de 12 parejas 
y luego de 9 parejas mas; conviniéndose en el precio 
de 2000 pesos moneda corriente por cada caballo de 
las 12 primera.s parejas, y el de 1500 pesos porcada 
una de las íí parejas restantes, habiendo todos sido 
recibidos por la empresa la que, previo erraje, los puso 
al servicio. 

2" Que el mismo Sampaio agrega que habiendo pos- 
teriormente mandado por la orden para cobrar, en el 
escritorio de ta empresa, la cantidad 75,000 pesos, 
precio total de los caballos, en vez de la orden, le 
avisaron que un inglés mayordomo del establecimiento 
exijia que se recibiesen de los caballos presentando unos 
pocos, y diciendo que los demás estaban en un corralón 
de enfrento abierto por el fondo, y sobre el que la 
empresa no tenia dominio; do cuyos hechos deduco 
el derecho para entablar demanda contra la Compañía 
pidiendo que se la condene al pago de la cantidad 
espresada con los intereses y al de los costos del 
juicio. 

3° Que la Compañía opone las siguientes excepciones 
de hecho y de derecho. 1° No ser verdad que el se- 
ñor Sampaio propusiese al Sr, Lewisgton venderles los 
caballos que dice, ni que Lewisglon aceptase y man- 
dase al inspector Fernandez ú reconocer los caballos, ni 
que el último se recibiese de ellos después de reconocidos. 
2 o Que por o Ira parte Lewisgton no siendo el Director 
de la Compañía, aunque hubiese hablado con Sampaio 
sobre negocio perteneciente á la sociedad, nunca habría 
sido, ni habría podido entenderlo el último sino como 
propuesta á someter á la dirección do) Directorio, por- 
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que nadie puede pretender que contrata con una So- 
ciedad Anónima, contratando con uno de los miembros 
de su Directorio; ¡5 que se agrega que el sistema adop- 
tado por, la Sociedad para la compra de caballos, que 
puede justificarse con todos los vendedores es que «los 
« caballos serán prohados por varios dias en viaje de 
i los Tramways; y si res o lian útiles sé aceptan, y sin ó 
« son devueltos a los proponeulcs sin cargo alguno 
< para la Sociedad; i lo que por sí solo es una prueba 
de que no ha podido concluirse el contrato á que alude 
Sampaio, porque de h» contrario seria comprar caballos 
inútiles para el tiro especial de los Tramways. o*° Que 
los hechos ocurridos según las informaciones que ha 
tenido el directorio los siguientes: 1° Que habiendo un 
Sr, Arias, que se decía capataz de un Sr. Sampaio, 
presentábase á l). II. W. Ford, administrador del ma- 
terial do la Empresa, proponiendo cabadlos en Venta, 
dicho Ford mandó á D. Adolfo Fernandez á inspeccionar 
si los caballos estaban gordos, sanos etc., esto es en 
condiciones de ser probados en el tiro, porque si no 
están en tales condiciones no son admisibles á la 
prueba del tiro, que importa pérdida de tiempo y de 
trabajo, 2" Uno Arias presentó en Belgranc a Fernandez 
unos 40 caballos de tiro mas ú menos, de los que el 
último encontrando solo 10 yuntas eu estado de ser 
pr. diadas en el tiro, csplícú á Arias que para probarlos 
era preciso herrarlos, que las herraduras de los que 
resultasen aptas para el tiro serian costeadas por la om- 
presa, y las de los que no resultasen aptos por el 
vendedor; y que sobre la compra, precio etc. do los 
caballos debería entenderse con el Directorio, ó con 
quien él comisionase, ¡t" Que Arias llevó mi las 10 
parejas, sinó ~2\ las que herradas y probadas al lint 
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resultaron inútiles, siendo todas rechazadas; y que al 
dia siguiente de llevadas á la estación, se presentó 
un hombre en la puerta de esta diciendo llamarse Snm- 
paio quien preguntó á Fernandez! si estaban satisfechos 
de los caballos, y contestándole Fernandez que aun no 
habían sido probados, replicó Sampaio que él nada 
tenia que ver con eso, que estando ya los caballos en 
la estación después de haberlos Fernandez inspeccionado 
en Belgrano, no le importaba que resultasen malos ó 
buenos, pues estaban contralados y entregados. 

4 o Que la parte de Sampaio pidió que estando para 
ausentarse tres testigos que son D. Isaac Arias, D, José 
Gogniat y D. Juan Justo Gognial, cuyas declaraciones 
debian figurar en la prueba, pidió so les recibiera al 
tenor del interrogatorio inserto en el escrito de f. 17, 
y habiéndose ordenado de conformidad prestáronlas que 
corren de f, 20 á 28 que consisten en lo siguiente. 
La de D. Isaac Arias de f. 20 vuelta á 24 que encargado 
por el Sr. Sampaio se presentó en la casa del dueño 
de los iTramways de Buenos Aires i Sr. Lewi^tun, le 
entregó una carta para el Presidente de la Empresa 
que so hallaba en la Estación de Barracas y que instruido 
este de su contenido autorizó al inspector para que viese 
los caballos, que estos fueron trasladados el lunes si- 
guiente á la Estación Belgrano, al lado de- la Chacra 
del Mayor Castillo, y alli le dijo el inspector que le lio- 
vara á Barracas trece yuntas para probarlos como en 
efecto lo hizo el mismo dia; y previa conformidad y 
aceptación le entregó 25 caballos al dicho inspector y 
al Presidente, quienes le pidieron les llevaso los 17 
restantes, como lo hizo, y habiéndolos probado fueron 
aceptados también. Que las pruebas se hicieron en el cor- 
ralón de la Empresa en un carro particular do Ja misma 



DE JUSTICIA NACIONAL. 12q 

antes de herrarlos, y que después de dicha prueba 
fueron aceptados por el inspector, herrados, y engancha- 
dos algunos de ellos en los coches de Tramways; que 
el precio convenido por las doce primeras juntas fué el 
de 4000 pesos moneda corriente cada una, precio que fué 
acordado por el declarante en presencia de los peones 
Juan Agustín Gogniat y José Gogniat, y que aunque 
pidió 3000 posos por las otras yuntas, él fué cerrado 
con Sampaio á 25U0 pesos cada una. Aguslin Gogniat 
pcon que fué de Arias, declaró de f. 21 á 26 que es- 
tando en Belgrano al cuidado de los caballos» fué el 
inspector de los Tramways de líuenus Aires con Don 
Isaac Arias a verlos y que gustándole le dijo que lle- 
vase á la Estación de Barracas 12 ó 13 yuntas de loa 
mejores, como lo hicieron, yendo también el declarante 
con dichos caballos, los que probados que fueron en 
un carro de la Empresa, do cuatro ruedas, y resultando 
ser buenos, fueron aceptados por el inspector y Presi- 
dente, quienes encargaron que trajesen las otras yuntas 
y habiéndolo efectuado, fueron también probados y acep- 
tados, y herrados algunos de ellos en el acto fueron 
enganchados á los Tramways; que el declarante estuvo . 
presente cuando Arias convino con Fernandez el precio 
de 2000 pesos moneda corriente por cada caballo de 
las 12 primeras yuntas. José Gogniat de f. 2G á 28 
declara que estando cuidando los caballos en Belgrano al 
lado do la Chacra de Castillo, fué el inspector del 
Tramways con D, Isaac Arias a verlos, y que parecién- 
dole bien le dijo a Arias que llevase á la Estación de 
Urracas 12 ó 13 yuntas, como lo hicieron con 25 ca- 
ballos dicho Arias y uu hermano del declarante (el an- 
terior testigo), quienes regresaron al día siguiente á 
líuscar los demás caballos diciéndole entonces los referí- 
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dos, su hermano y Arias, que los caballos habían sido 
probados y acoplados; que trajeron el resto de los 
caballos viniendo también entonces el declaranto, viendo 
entonces que los probaron en un carro de cuatro ruedas 
de la Empresa y encontrándoles á su satisfacción los 
recibieron, y borrados algunos do ellos los engancharon 
á los coches de los Tramwnys. 

5° Que el Juzgado recibió la causa á prueba á fin 
de acreditar la venta de los caballos, precio y demás 
condiciones así como su entrega; habiendo las partes 
producido las que corren de f. 30 a* 101. 

6 o Que dichas pruebas consisten por parte del actor. 
1 En la declaración de ü. Juan Amcnabar que dice 
que habiendo del 15 al 20 de Enero último ordenártelo 
Sampaio que vendiera en remate 21 yuntas de caballos 
de tiro que estaban en la Estación del Tramway d« la 
Ciudad de Bueno3 Aires en Barracas en caso que la 
Empresa no lus tomase, se presentó el declarante en 
dicha Estaciun al objeto de recibirlos- para proceder á 
su venta, y que entonces U. Adolfo Fernandez encarga- 
do de dicha Estación le manifestó que los caballos que- 
daban por cuenta de la Compañía, estando ya algunos 
al servicio, pero que el precio pedido por Sampaio era 
alto. Que en esas circunstancias se presentó Sampaio, 
quien instruido do lo ocurrido entró á convenir con Fer- 
nandez acerca del precio, el que fué acordado en 2500 
pesos moneda corriente por la mitad y 1500 por la 
otra mitad, retirándose en seguida el declarante y Sam- 
paio; pero que después de haber andado algunos pasos 
el último volvió á hablar con Fernandez, que quedada 
en la puerta, y quien le dijo que podía ocurrir el dia 
siguiente por la orden de pago, toJo lo que hizo per- 
suadir al declarante que el negocio quedaba desde eso 
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momento arreglado. 2" En la absolución de prisiones 
por D, Francisco Lewisgton á f. !»7 y 08 de las que 
cunóla ser verdad i|iie la Empresa tiene un armazón 
c ni ruedas donde prueban los caballos para reconocer si 
tiran al pecho, como así mismo haber muerlo el ins- 
pector remandéis en el mes de Abril ó sea dos meses 
antes de recibirse la causa a prueba, y que preguntado 
Lewisgton á quién devolvió la Empresa ios caballos, 
encontró que no habiéndolos recibidos, puerto que no 
los compró, no ha podido devolverlos (U posición) 
3" La parle demandada pidió que üntes de la recep- 
ción de la causa ó prueba se ratificaran dentro del tér- 
mino y habiéndose ordenado de conformidad toda vez 
que los testigos residieran en esta Provincia, no fueron 
presentados por el demandante por no encontrarse en 
esta ciudad, y por decir que habiendo sido examinados 
antes con citación contraria, no podia imputársele el 
que la otra parle, que pudo presenciar entonces sus 
declaraciones, no lo luciere. 

7° Que las pruebas producidas por la parte deman- 
dada consisten en las declaraciones de U. Juan Gravall, 
D. Molí Ion Langly, D. Stanley Morgan, D. Gregorio 
Uealdasua y otras las que corren de 1. 00 a" 90 y se- 
gún tas que liabian vendido caballos á la Empresa de- 
mandada, después de sometidos á prueba y ensayo en 
el tiro de wagones del Tramway, aceptándose el precio 
de la propuesta por los (jitó fteíillta ser buenos, ó ajus- 
tándose el precio después de la prueba ó ensayo. 

Y considerando l u Que segun ct art. 15, lít. V, libro 2° 
secc. I a del Código Civil, nadie puedo impone- á otro una 
obligación que no nazca do la ley, ó licchu propio del obli- 
gado, esto es, de las relaciones de familia, de los contra- 
es y cuasi contratas y de los delitos y cuasi delitos, 
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2 o Que la consecuencia del principio establecido en 
el precedente considerando, es (¡ue negada la obligación 
por el demandado, para condenar á esto 5 su cumpli- 
miento, es necesario que el acto juslilique la obligación 
cuyo cumplimiento exije, con arreglo a* la ley 1\ lít. 4", 
sec. 3 J y como se espresa en la regla de derecho . 
Adore non probante reas absolví debet. 

3o Que Pintos do Sunpaio exijo el cumplimiento de 
las obligaciones que corno á comprador incumben a la 
Empresa de Tramwaya de la Ciudad de Buenos Aires, 
por 42 caballos que dice baberle comprado dicha Com- 
pañía, contrato que niega babor celebrado la última, y por 
ionsecuoncia, según lo sentado anteriormente debe Sain- 
paio probar la existencia de dicho contrato. 

4 o Que á estar á la absolución que Sampaio ha hecho 
de las preguntas que le lia dirijido el Juzgado y que 
corren á f . 131, el contrato había tenida lugar en 
Enero del corriente año y por consiguiente bajo la lejis- 
I ación del nuevo Código Civil que según la ley Nacional 
de 20 de Setiembre de 18G9 rige en toda tu República 
desdu el 1" de Enero del corriente año. 

5o Que por consecuencia de lo establecido en el pre- 
cedente considerando, ul contrato está regido por ta le- 
gislación vigente y los (pedios de acreditar su existencia 
deben ser los que la misma determina: 1" Que según 
el arL 51, til. lo, libro 2o, secc. 3« del Código Civil 
vigente, los contratos deben justificarse por los medios 
de prueba en él espres.idos con la reserva establecida 
en el 57 del mismo título, de que la prueba los limo- 
nial solo se admite en aquellos cuyo valor no escode 
de 200 pesos fuerlcs; y por consecuencia abierta la 
causa á prueba cuando no constaba la época on que 
se suponía celebrado el contrato, la prueba producido, 
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no puede ni debe estimarse sinú con arreglo á ta Le- 
gislación que rije el contrato, aunque no haya sido como 
no lia sido, invocada por ninguna do las partes. 

Ü° Que importando el contrato de que procede la 
acción intentada mucho mas de los 200 pesos fuertes 
determinados por el art. 57 del libro y títulos citados 
del Código, y no existiendo documento que según el 
art. 55 del mismo título y libro importe un principio 
de prueba por escrito, la existencia no puede ser jus- 
tificada por la prueba testimonial, única rendida en 
este caso. 

7 o Que la inspección ocular, que en ciertos casos es 
una prueba importante, como lo seria en este caso si 
pudiera constatarse por ella que la Empresa ocupa ac- 
tualmente los caballos que dice Sampaio haberle vendido, 
no puedo emplearse en este caso, porque Sampaio no 
expresó en su escrito de demanda las marcas de los 
caballos; y segundo porque según el demandante, al 
contestar á las preguntas que le dirigió el Juzgado, 
dichos caballos no funcionan actualmente en los carruajes 
de la Compañía. 

8" Que por consecuencia no existe en el caso la prue- 
ba exijida para constatar el contrato do venta de los 
caballos, y la acción deducida, exigiendo el pago del precio 
do venta, ó sea el cumplimiento de las obligaciones 
del comprador, debe ser repelida con arreglo á lo esta- 
blecido en el considerando segundo. 

9* Que sin embargo no está probado que el deman- 
dante procediese de mala fé al entablar esta demanda, 
tanto menos cuanto que está probado por la confesión 
de la parte quo representa á la Compañía, que los caballos 
fueron llevados á la Estación de la misma para que los 
probaran ea el tiro, habiendo quedado allí á cargo do 
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la Empresa mientras dicha prueba se hacía, y cuanto 
porque no está justificado que la Compañía los devolviese 
á Sampaio, ó hubiese exigido á este su recibo. 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo á la Compañía 
Anónima tTramwaijs de la Ciudad de Buenos Aira* de 
la demanda interpuesta por 1). Antonio Pintos de Sam- 
paio, sin especial condenación en costas, y con reserva 
al último de los derechos que pudiera tener para exijír 
la entrega de los caballos. Repóngase los sellos y moli- 
fiqúese con el original. 



Sampaio apeló en relación do la sentencia anterior, y 
la Compañía se adhirió á la apelación. 

Sampaio alegó que las leyes de procedimientos son 
propias de cada Estado, y el art. 57 citado por la senten- 
cia no había podido derogar los que admiten la prueba 
de testigos en los contratos como él que motivó la 
demanda. 

(Jue siendo válida la [trucha testimonial producida, 
quedó comprobado el contrato por el hecho de haber 
sido recibido los eabalios y no haberse manifestado opo- 
sición, con arreglo al art. 10, tit. 3», lib. 2°, sec 3% 
Código Civil; tanto mas, cuant > que el comprador en el 
caso se quedó con la cosa. 

La coiiipuriía alegó que no debía reservársela á Sam- 
paio derecho alguno, y que siendo temeraria la acción 
intentada sin tener principio alguno de prueba por escrito, 
debió habérselo condenado en las costas del juicio. 

Pedia Sampaio que se condenase a la Compañía al pago 
de las 7.">ÜU0 pesos cobrados y sus intereses; y la Com- 
pañía que se condenara ú aquel al pa^o de costas, y se 
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suprimiera la cláusula de la sentencia en que se hacia 
la reserva de los derechos que pudiera tener. 
Concedido el rceursu, se dictó el siguiente 



Uuenos Aires, Noviembre 18 de 1871. 

Vistos: y cotisiderandü respecto de la apelación inten- 
tada por Don Antonio Pintos de Sampaio,— Primero, que, al 
incluir entre tas prescripciones del Código Civil la que 
contiene el artículo cincuenta y siete, título primero, «ec- 
eiun tercera, parto segunda, libro segundo, e! Congreso 
de la Nación no lia excedido la atribución que te con- 
üere el párrafo once, articulo sesenta y siete de la 
Conslilueion; porque aquella prescripción se refiere á 
la forma de los contratos, y no á la Forma y solemni- 
dades de los juicius, que son las que pueden reglamen- 
tar las Provincias por sus leyes tío procedimientos, — Se- 
gundo, que, aunque erróneamente se considerase la 
disposición citada, como relativa á la furnia de los 
procedimientos, y no á la forma no los contratos, la 
objeción en que se funda el recurso, carecería de valor 
en causa de que deben conocer los Tribunales de la 
Nación; porque la facultad que correspondo á las Pro- 
vincias, para dictar leyes de procedimientos, está limitada 
á los procedimientos quo se haya de observar en sus 
propios tribunales. 

Considerando, respecto do la adhesión intentada por el 
representante de la Compañía cTramways de la Ciudad 
de Buenos Aires.» — Primero, que la reserva hecha al 
íiaal de la sentencia apelada en favor de Don Antonio 
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Pintos de Sampaio, ningún gravárnen infiere á la men- 
cionada Compañía, porque, estando concebida en térmi- 
nos condicionales, ningún derecho da i aquel, sinú lo 
tiene; asi como no se lo quitaría, si Lo tuviera, la su- 
presión de esa reserva, porque, no habiendo sido 
materia de este juicio el derecho que se salva para 
el caso de que lo tenga, no hahria contra él escepcion 
de cosa juzgada.— Segundo, que, aunque no sirva de 
escusa la ignorancia de tas leyes para librarse del cum- 
plimiento de lo que ellas mandan, es equitativo admi- 
tirla para presumir la buena fé, cuando se trata de 
disposiciones recientemente puestas en vigencia, y sustan- 
cialmente diversas de las que se hallaban ántes en 
vigor.— Tercero, que no se puede, por esta razón, decir 
que el actor ha procedido temerariamente, al inlentar su 
demanda careciendo de la prueba escrita que requiere 
el artículo cincuenta y siete ántes citado; por estos 
fundamentos y los de la sentencia apelada, se confirma: 
satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuélvase 
el espediente, 

Francisco Delgado. —José Barros 
Pazos. — Marcelino Ucarte. — Josfi 

B. GOROSTIAGA. 
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CAUSA CMV. 



D. Ignacio Anzorena contra D. Andrés Alvares, 
sobre personería. 



Sumario.— La. sostttucion del poder, que el Apoderado 
instruido y espensado para la causa, otorga al erecto 
de seguirse en la capital la instancia de apelación, no 
quita á aquel la personería, para que intervenga en los 
autos sobre ejecutoria, concluida quo sea la 2 a instancia. 



* Caso.— Ü. Andrés Alvarcz demandó ánte el Juzgado 
Nacional de Mendoza á U. Guido Bennati por devolución 
de un dinero, cobrúdole bajo el título de médico cirujano, 
para hacer una operación médico-quirúrgica. 

D. Guido Bennati, teniendo que salir do Mendoza, 
dejó al Dr. D. Ignacio Anzorena, como apoderado ins- 
truido y espensado. 

Por sentencia de I a Instancia, el demandado Bennati 
fué condenado a* devolver la suma cobrada. 

Anzorena apeló, y sustituyó su poder al Dr. ü. Eduar- 
do Costa residente en la capital, para que se siguiera 
la instancia de apelación con un representante do Bennati. 
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El recurso do apelación fué declarado desierto y vueltos 
los autos á Mendoza cuando Alvares pidió la ejecución 
de la sentencia, Anzorena pretendió que ya no era parle 
en el asunto por haber cesado su personería con la 
sustitución del poder; y que la ejecución de la sentencia 
se entendiera con el Dr. D. Eduardo Costa de la capital. 

Sustanciado este incidente, se dictó el 

rallo del «fucx 8crr tonal, 

Mendoza, Setiembre \" de t87t. 

Y vistos, el Dr. D. Peilro Ignacio An/.orena, como apodera- 
do del Dr. Guido [tennati, ha oid o sentencia y apelado de ella. 

Posterior á la apelación sus tito ye sus facultades en el 
Dr. Costa residente en Buenos Aires [tara seguir la alzada 
ante la Corte Suprema que tiene su asiento allí. 

Fallado el pleito en segunda instancia y devueltos los 
autos al inferior para ejecutoriar. 

El Dr. Anzorena se niega ¿i admitir notificación ale- 
gando que no tiene ya personería, que se ocurra á su 
comitente el Dr. 1). Eduardo Costa que por consiguiente, 
no paga costas. 

Reflexionando que el poder confiado al Dr. Anzorena 
es espensado — con mas que á I'. "21 confiesa <¡ue el 
ür, [tetina ti k dejó el valor necesario para satisfacer la 
cantidad demandada >j las emtus. 

Que el auto de 1¡I de .lulio il año pasado así lo 
ratifica ff. 27 vta.}. 

Finalmente, quo la sustitución del poder al Dr. Costa 
es solo para el recurso y no para responder de las re- 
sultas del juicio radicado aquí y no en Buenos Aires. 
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Se declara í|iio D. Pudro Ignacio Anzorcna es parte 
y que por tanto debe seguir en ta representación del 
Dr. Guido Beiinati mientras este no lo releve á satis- 
facción do la parto contraria. Con costas del artículo. 
Repóngase. 

Palma. 

Apelada esta sentencia, fuú confirmada por el 

Rueños Aires, Noviembre 21 de 1871. 

Y vistos; por sus fundamentos se confirma, con costas, 
el auto apelado de foja 2<¡i f y satisfechas estas, y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Salvaook Mahía del Cáhuil, — Fiuncisco 
Delcado.— José Bahhos Pazos.— Maii- 
celixo LtiAHTE.— J. Ü. Gohostiaga. 
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C\l »i CXXVI. 



D. Basilio Petazzi contra el Prior del Convenio de Santo 
Domingo, en Mendoza, por cobro de peso*. 



Sumario. — Las transacciones deben ser guardadas. 



Caía. — D. Basilio Petazzi contrató por un tanto las 
obras del templo de Santo Domingo, en Mendoza, con 
los representantes del Convento. 

Fuera del contrato se hicieron algunos trabajos, que 
Petazzi cobró por separado, siendo su importe de 697 
pesos bol. 50 es. 

Después de seguido el juicio, y ántes de la sen- 
tencia, convinieron las parles en nombrar dos peritos 
quo justipreciasen estos trabajos, y se obligaron á aceptar 
la tasación, debiendo el Prior del Convento pagar su 
importe. 

En el arreglo convinieron también que Petazzi por su 
parte reparase algunos defectos que se notaban en las 
obras contratadas. 

Aprobado el arreglo judicialmente, los peritos lasaron 
los trabajos en cuestión en 703 pesos bol. 75 es. 



DE JUSTICIA NACIONAL, 



137 



Dado vista á las partes, el representante del Conven- 
to se opuso á que Be aprobara la tasación, bajo el pro- 
testo de no haberse tasado las obras que Petazzi debia 
practicar para reparar los defectos notados en el dia 
del arreglo. 

P«tazzi contestó que esto era un negocio distinto, y 
que él ya estaba haciendo las reparaciones; pero que 
debia llevarse á cabo la transacción hecha, aprobándose 
el justiprecio hecho. 

Llamadas las partes á comparendo, la del Convento 
manifestó que aceptaba la tasación, pero no el pago 
inmediato de su importo, ni él de costas del incidente. 

Pidiendo Petazzi so resolviera el punto con arreglo 
á lo convenido ántes, se dictó el siguiente: 

Fallo del Jues 9«*el*i»l 

Mendoza, Agosto 8 de 1871. 

Y vistos: debiendo el Juez estar y pasar por los 
términos de la transacción de 7 de Junio de este año 
constante á i. 99 vía. 

Habiéndose espedido los prácticos por su nota de i 9 
del mismo mes, f. 102. 

En el concepto que estos merecen la confianza do las 
partes, desde que los nombraron in estensum. 

Que provocado el caso de ua arreglo anterior á la 
transacción, aquel no ha sido posible como lo manifiesta 
el acta de f. 109. 

Considerando por último; que el escrito de t 105 no 
funda bien la nulidad del trabajo de los peritos, *inó 
en términos generales que no se pueden apreciar, tanto 
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por su vaguedad como por el tenor del compromiso 
que confiere estensas facultades á aquellos. 

Con arreglo á la facultad que concede al Juez el 
convenio aludido. 

Se aprueba el justiprecio de los peritos de 10 de 
Junio dicho. Con costas ai opositor. Repóngase. 

Palma, 

Esta sentencia fué confirmada por el siguiente 
t allo dr la Suprema Corir. 

Buenos Aires, Noviembre 21 de 1871 . 

Vistos: por sus fundamentos so confirma, con costas, 
el auto apelado de loja 110 vuelta y satisfechas estas 
y repuestos los sellos, devuélvase. 

Salvador María del Carril. — Fra.n- 
cisco Delgado — José Barros Pazos, 
marcelino ücartk. — j. b. güuos- 

TIAGA. 
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FA procurador fiscal if del tesoro de la 
contra la Sociedad de ¡kiuf cencía d¿ 
fondos, sobre constitucional idad de un Decreto. 




Sumario, — 1° tina Sociedad de Henenccncia que tiene 
existencia le^il como persona jurídica, no puede ser 
disuclta por decreto del l\ E M ni privada del dominio 
do sus bienes. 

3" Tampoco 1>> puede una simple asociación religiosa 
sejjiin el (ln de su instituto. 

3" Vn decreto de tal na tu raleza es re pugnan te á los 
artículos U y 15 de la Constitución Nacional. 



Casa. — El (lobierno de la Provincia de San Juan con 
decreto de líí do Agosto de inició la fundación 

de la iSociedad de Itenclícencia de Señoras.» 

Kn 3 do Setiembre del mismo año nombró las que 
debian componerla. 

Kn seguida la Sociedad so dió su reglamento aproba- 
do en todas sus partos por decreto de 2í> de Setiembre 
e \ Hti'i , 
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Par dicho reglamento se estableció que la Sociedad 
debia subsistir por sus propios esfuerzos filantrópicos, 
apoyada por la caridad pública, y confiada en la mu- 
nificencia de las autoridades tanto Nacionales, como 
Provinciales; que ta misma Sociedad debía llenar las 
vacantes que resultaren por muerte ó renuncia de las 
socias, sin intervención del Gobierno; administrarse por 
si mismas, elegir sus dignatarias, y ejercer sus derechos 
con plena libertad, teniendo establecidos medios propíos 
para subvenir á sus necesidades. 

Así siguió funcionando dicha Sociedad hasta el 6 de 
Diciembre de 1860, en que el Gobierno de San Juan 
con decreto de la misma fecha, la disolvió, ordenando 
que la Comisión de Beneficencia de hombres ocupase 
sus fondos y administrase la Sociedad, 

En base de este decreto, y resistiendo las señoras 
de la Sociedad la entrega de los fondos, el procurador 
fiscal y del tesoro de la Provincia de San Juan deman- 
do á dichas señoras ante el Juzgado de \* Instancia para 
que fueran condenadas á entregar los fondos citados, 
pidiendo á la vez et secuestro de unos créditos que 
existían á favor de dicha Sociedad. 

El representante de la Sociedad opuso la inconstitucio- 
nalidad del decreto de 6 de Diciembre que la disolvía, 
alegando que no dependía del P. E., y que su exis- 
tencia como asociación con fines útiles estaba garantida 
por la Constitución Nacional. 

«enleneia del Jurs de l> ImlanrlR. 

San; Juan, Agosto .8 óc 1870. 
Vistos: el síndico de la Comisión de Beneficencia y 
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procurador fiscal con los antecedentes de f. i á 7 
inclusive, se presenta pidiendo que la comisión cesante 
de la Sociedad de Beneficencia de Señoras, compuesta 
de D* Lucila Antepara de Godoy, Paz Sarmiento de 
Laspiur y Elvira Salinas de Aguiar, entregen los fondos 
que habian administrado en tal carácter, pertenecientes 
á la Beneficencia pública, los que dice ascienden á 
cinco mil dos cientos pesos en créditos á cobrar de varias 
personas, y mi! ochocientos ochenta y dos en efectivo en 
caja, como lo demuestra el estado de f. 7. El Dr. Don 
Isidoro Albarracin apoderado de Ja comisión demandada, 
contesta diciendo: Que el decreto del P. E. es íncons-^ 
titucional, y por lo mismo no puede disolver la Sociedad 
cuya existencia aprobada por los poderes públicos, cons- 
tituyo una persona jurídica igual en todo á la física; y 
como esta, sugela solo á las limitaciones que puede im- 
ponerles el poder judicial, en el secuestro de bienes etc.: 
facultades que en ningún caso dice, pueden ser ejer- 
cidas por el Ejecutivo,— Que los Poderes Públicos Na- ] 
cionales y Provinciales tienen absoluta prohibición de 
dictar disposiciones que alteren la naturaleza de las obli- 
gaciones contraidas; y la fundación de la Sociedad 6 V 
mejor dicho su disolución está comprendida en esta 
prohibición, desde que hay prestaciones y restricciones 
aceptadas por los Poderes Públicos y la Sociedad; y 
que por lo tanto si en lugar de un decreto hubiera 
una ley disolviendo la asociación, esa ley también seria 
inconstitucional. Que los donativos que forman el ca- 
pital de la Sociedad t de Señoras se hicieron para los 
objetos de su programa, y do para los limitados de 
la de varones, ta cual debe entenderse escluida de la 
mente de los donantes, desde que existiendo ambas á 
la vez preferían á la de Señoraa.— Que la disolución de 
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la Sociedad no debe verificarse ínter no se cumplan sus 
objetos, ó recuperen los donantes sus dádivas — .Niego 
al Gobierno la facultad de dar otro deslino á esos 
donativos; y pone en duda que la cantidad demandada 
sea efectivamente lo que existe en poder del directorio 
que representa, alegando que esto pudo en cumplimien- 
to de su misión invertir los fondos de la Beneficencia: 
y considerando 1° Que las Señoras que se constitu- 
yeron en Sociedad ausiliar de Beneficencia Pública rc- 
conocieron en el Poder Ejecutivo la facultad de conce- 
der ú negar permiso pura funcionar en tal carácter, 
reconocimiento que se ve repelido en la ñola dirijida 
al Ministerio con fecha v JO de Noviembre del año an- 
terior, aunque con alguna restricción, lo quo importa 
convenir en que sin ese permiso no podrían ejercer 
el carácter de asociación. Que tanto por su objeto 
como por los medios de obtener recursos para llenarlos, 
la Suciedad demandada debe ser considerada como es- 
tablecimiento público y todos los de esta clase están 
sometidos á la vigilancia y superintendencia del Poder 
Ejecutivo por la Ti* y 8* atribución establecida en el 
art. 20 do la Constitución de la Provincia, sin ninguna 
restricción ni limitación. 3 o Que desde luego, no puede 
negársele la facultad de suspender el permiso para ejer- 
citar la Beneficencia Pública, ni al de modificar los re- 
glamentos de la sociedad, nombrar empleados y cuanto 
mas corresponda hacer para el bien público: 4° Quo aun 
para la atribución Conslitiicionnl , siguiendo tas reglas ge- 
nerales de Gobierno, el Kjeculivo tendría facultad de disolver 
la asociación, desde que esta no llenase su objeto ó que 
su existencia fuese contraria á las conveniencias de 
Estado; aceptando como doctrinas incontestables al res- 
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Civil para la Nación: 5° Que el decreto gubernativo fecha 
O de Diciembre de 1869, manifiesta con claridad que 
el Gübierno creyó necesario al bien del Estado disolver 
la Sociedad para organizaría con otras bases, y también 
que el directorio no compita ya con su misión, 6* Que 
la Sociedad de Señoras considerada individual ó colec- 
tivamente, por el solo hecho de constituirse y funcionar 
con la aprobación de los poderes públicos, no adquiere 
derechos que produzcan acción ú exención en juicio 
contra la Beneficencia Pública (si bien lo tiene incues- 
tionables á la gratitud y estimación de la humanidad 
por la constancia y actividad con que desempeñaron sus 
deberes), desde que su objeto era ausiliar á los Hos- 
pitales sin dislineion de sexo, practicando al efecto actos 
piadosos; lo t]ue puede llamarse con mas propiedad con- 
traer deberes ú obligaciones espontaneas que adquirir 
derechos. 7 Ü Que los beneficiados como son los enfer- 
mos 6 menesterosos son los mismos que adquieren esos 
derechos de gozar de los donativos que la población 
hiciera, y estos no se pueden llamar heridos en el 
suyo por el cambio de Jas personas por cuyo medio 
llegan hasta ellos los donativos de los beneficios que 
la población les dispensa para el alivio de sus sufri- 
mientos; siendo digno de notarse que el decreto del 
Ejecutivo no manda invertir en objetos ostra ños á la 
Beneficencia Pública ó á la mente de los donantes el 
valor de las dádivas. 8o Que no es aceptable la doctrina 
de que los donantes deben recuperar lo donado, por 
haberse disuelto la Sociedad que servia para pedir y 
aceptar donativos á nombre y a" beneficio de los nece- 
sitados, en razón que esta clase de donaciones como 
hecha entre vivos y con inmediata entrega de lo donado, 
so consideran en derecho irrevocables: ib Que la U- 
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bertad de asociarse con fines útiles sancionada por la 
Constitución Nacional, lleva en sí el deber do sugetarse 
á las disposiciones que reglamente su ejercicio, y a 
este órden pertenecen los del Ejecutivo con relación á 
la Sociedad, 10 Que sin embargo de que el estado de 
f. 7 arroja el saldo demandado, el directorio de la 
Sociedad disuelta pudo invertir legalmente partí; de ese 
saldo el día en que se decretó su disolución. — Por 
estas consideraciones se declara que la Sociedad de Be- 
neficencia está en el deber de hacer formal entrega de 
los 1250 pesos uno y tres cuartos reales en la forma que 
aparece en el estado do i'. 7 en sugecion al decreto 
del 6 de Diciembre de 18G9 pudiendo disminuir de esta 
cantidad lo que justifique haber invertido en beneficio 
público hasta la fecha del decreto precitado. — Sin costas; 
y considerando en cuanto al 2" otrosí del escrito de 
f. 24, que el síndico se presenta también en el carác- 
ter de procurador fiscal y del tesoro, en el cual puede 
legalmente usar papel común y que desde que la Exma. 
Cámara dispuso se dirigiera la acción contra el directorio 
de la Sociedad disuelta, pudo su representante usar del 
papel de la clase con sugecion A la ley de 10 de No- 
viembre del año anterior.— No ha lugar á la reposición 



Apelada esta sentencia, fué confirmada por la siguiente. 

«I* I» «¿mar» de Joirtlct». 

SwCluan, Majo 20 de 181 1. 

la Sociedad dfl Beneficeü- 
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eia tuvo su existencia, como persona jurídica, por auto- 
rización del Poder Ejecutivo; y una vez que á juicio 
de este poder lian cesado las causas que determinan su 
creación, ha podido retirarles su capacidad de derecho, 
sin infracción del arl. 1 4 do la Constitución Nacional, 
desde que queda á sus miembros la facultad de cons- 
tituir asociaciones particulares piadosas, sin intervención 
del Gobierno.— Que la creación de esa personalidad no 
importa un contrato que confiera derecho absoluto á la 
corporación, puesto que, como ántes se ha dicho, solo 
existe por una razón do interés general.— Que ningún 
perjuicio so irroga a los donantes por la extitision de 
la Sociedad, desde que sus fondos se aplican al objeto 
para que fuorun donados.— IV ¿¡Has consideraciones 
y concordantes de la sentencia recurrida de Agosto 8 
del 70, y de conformidad al decreto del 69 y l|y de 
30 de Enero del 71, se confirma la sentencia refe- 
rida, con costas.— Nutífiquese original, y satisfechas las 
de esta instancia, devuélvase, 

Juan C. Albarracin.— Nicanor Larrain.— Daniel S. Aubone. 



El representante de la Sociedad apeló para ante ta 
Suprema Corle de Justicia Nacional, y se le conce- 
dió el recurso libremente. 

Escusádosc el Sr. Presidente de la Corle, por ser pa- 
riente dentro dol 4" grado del Gobernador de San Juan, 
que dictó el decreto de 6 Diciembre de 1860, y bajo 
cuyo Gobierno se instauró la demanda que motivó este 
juicio, fué revocada la sentencia de 8 de Agosto de 187Ü 
y la de 20 de Mayo do 1871 por el siguiente 
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Falto ** la «uprema Car**. 

Buenos Aires, Noviembre 21 de 1871. 

Vistos: y considerando primero que, aunque por el decreto 
de diez y nueve de Agosto de mil ochocientos cincuenta 
y ocho, el Poder Ejecutivo de la Provincia de San Juan 
inició la fundación de la * Sociedad de Beneficencia de 
Señoras » , y nombró por tsa vez, en el de tres de Se- 
tiembre de! misino año, las que debían componerla, 
• la Sociedad subsiste por sus propios esfuerzos filantrópi- 
i eos, apoyada por la caridad pública, y confiada en la 
« munificencia de las autoridades, tanto nacionales como 
< provinciales,» según se espresa en el artículo sesto de 
su reglamento, aprobado tn tudas sus parta por decreto 
de i'Éinle y nueve de Setiembre de mil ochocientos sesenta 
y cinco — llena las vacantes que resulten por muerte 
ó por renuncia de tas socias, en la forma prevista 
en los artículos cuarenta y nueve, cincuenta y cin- 
cuenta y uno, sin intervención del Gobierno — se ad- 
ministra por si misma, del modo establecido en los ar- 
tículos catorce á treinta y nueve, cuarenta y cinco á cua- 
renta y siete, y cincuenta y tres á cincuenta y seis— el ¡je 
sus dignatarias, desconociendo «toda supremacía en este 
orden,» y ejerciendo *su derecho con plena libertad,» se- 
gún se espresa en el articulo cuarenta — y tiene estable- 
cidos medios propios de subvenir á sus necesidades, cu los 
artículos cuatro, siete, once y párrafo primero del veinte 
y uno.— Segundo que el carácter con que ha administra- 
do el hospital de mujeres, se encuentra claramente definido, 
si se atiende á lo que espresa el artículo treco del regla- 
mento citado. — Tercero que, con estos antecedentes, la 
i Sociedad de Beneficencia de Señoras» en la Provincia 
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de San Juan, no puede ser reputada con una repartición 
oficial, dependiente del Gobierno, sinó como una persona 
jurídica, á la cual ha podido quitar el Podar Ejecutivo la 
administración de los establecimientos públicos que de» 
sempeñára por comisión, pero cuya existencia no puede 
eslinguir sino en la forma y por las razones de derecho, 
y á la que no puede privar del dominio de los bienes 
que le pertenezcan. — Cuarto, que, si no fuese reputada 
como persona jurídica, tendría cuando menos que ser 
considerada en el carácter que el artículo diez y siete, 
título primero, sección primera, libro primero, del Gúdigu 
Civil atribuye, según el liu de su instituto, á las asocia- 
ciones que iiü tienen existencia legal como personas jurí- 
dieaa. — Quinto, que tampoco en esto carácter ha podido 
el Poder Ejecutivo Provincial decretar su disolución y Ja 
ocupación de sus fundos.— Sesto, que, pur tanto, el decreto 
de sets de Diciembre de mil ochocientos sesenta y nueve, 
que sirve de baso á la demanda interpuesta por el procura- 
dor Fiscal y del Tesoru de la Provincia du San Juan, es repug- 
nante al articulo catorce de la Cunstituclun Nacional, que 
garante iel derecho de asociarse con fines útiles, i y al arti- 
culo diez y siete, que declara que «la pmpiedad es inviolable, 

* y que ningún habitante de la Xitcion ArjeoAina puede 

* ser privado de ella, sinó cu virtud de sentencia fun- 

* dada en Jey,»— por estos fundamentos, se revoca la sen- 
tencia apelada, corriente á lujas sesenta y ocho y vuelta, 
y la de su referencia, corriente de fojas cuarenta á cua- 
renta y tres vuelta: devuélvase los autos, después de satis- 
fechas las costas y de repuestos los sellos. 

Francisco Delgado.— José Baktiqs Pazos, 
— M. I'garte.— José B, Gohostuga. 
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D. Francisco Smilta con ira D. Vicente Casar? t 4 hijos, 
iobre nulidad de una sentencia. 



Sumario. — 1 Q El socio liquidador tiene la representa- 
cien completa de la sociedad en liquidación. 

2" No está obligado á usar la Urina social, cuando es 
único liquidador de la sociedad. 

3 o La* operaciones de pagar y cobrar los créditos so- 
ciales son consecuencia natural de la liquidación, 

4o Es atribución del liquidador seguir judicialmente las 
gestiones que se susciten sobre dichos créditos. 

5o ta falla de presentación de poder dd una de las 
parles, no vicia do nulidad el procedimiento. 

6° El error evidente cometido en el nombre de la per- 
sona condenada por la sentencia no vicia esta de nulidad. 

7" Mucho mas si la persona realmente condenada, des- 
pués de haber sido notificada de ia sentencia, no hizo uso ■ 
del recurso autorizado por el articulo 232 de la ley de 
procedimientos. 

8° El recurso de nulidad debe deducirse en el tér- 
mino de cinco dias desde la notificación de la sentencia. ' 
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Caso, — D. Vicenle Casares é hijos, demandaron en 16 
de Adusto de 1870 á la casa Smiles Goodliall y C", por 
ta suma de 6,131 £ ui/e. importe de lanchajes. 

Smiles Goodliall y C\ contrademandaron á D. Vicente 
Casares é hijos por faltas en los enjutos dcst robare a dos, 
acompañando varias cuentas encabezadas así * á Smiles 
Goodkalt íj í>, Don debe. * 

Los escritos que presentó la parte demandada fueron fir- 
madas así i por poder de ¡i. Enrique GoodhaU, Federico 
Gualterio White », encabezados de osle modo « Smiks 
Goadhall y O en los autos con I), Y icen ti Casares é hi- 
jos, , 

Seguido e! juicio en lodos sos trámites, notificándose 
las providencias á Whitc, se dictó la siguiente 
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Buenos Aire», Enero 13 de 1871. 

Vistos estos autos seguidos por los Sres. Vicente Casa- 
res é hijos contra los Sres. Goodliall y C* t por cobro de 
fletes y resultando: 

I o Que los demandados reconocen la exactitud de la 
cuenta, cuyo saldo se Us cobra, pero piden que se des- 
cuente la cantidad de 4,086 $ m/c. por faltas en las mer- 
cancías transportadas por las lanchas, faltas que prece- 
diendo de culpa ó negligencia de las personas que em- 
pleaban, imponian & los Sres. Casares la obligación de 
indemnizarlas ó repararlas. 

2° Que los Sres. Casares é hijos opusieron que la re- 
clamación les hubia sido hecho después de espirado el tér- 



150 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



mino designados en el Cód. de Com., razón por !a cual 
[tedian no fuese admitida. 

3° Recibida la causa A prueba á fin de constatar si la 
reclamación había sido hecha en tiempo, y si los Sres. 
Casares habían admitido la exai litud de los hechos en 
que se fundaba dicha reclamación, los Sres. Goodhall y 
C\ no han producido prueba alguna, habiendo los Sres. 
Casares justificado con las cuentas de fojas 7 á 13 pre- 
sentadas pur Goodhall y C\ y con el informe de la Ad- 
ministración de Líenlas á r 37 vuelta y 3K, que las re- 
clamaciones fueron hechas después de pasados los plazos 
señalados por los artícelos 12iti y 1*2 i 7. 

Y considerando : I" Que estando justificada la demanda 
por la confesión de los misinos demandados, desaparece 
toda cuestión A su respecto con arreglo al art. 80 de la 
ley Nacional de procedimientos, y solo queda á decidir la 
reconvención 6 contra demanda, 

2* Que si-gun los artículos 1240 y 1247 de Código de 
Comercio, para que el fletador tenga derecho á exijir la 
indemnización de las faltas ó averías de sus mercaderías, 
es necesario que hayan sido constatadas por reconoci- 
miento judic.il dentro de los plazos que dichos artículos, 
determinan, y poi consecuencia habiendo los Sres. Casa- 
res é lujos acojídose á la proscripción de dichos artículos, 
no tienen obligación de responder por las faltas que se 
les reclaman, toda vez qu*i estas no han sido justificadas 
en los términos proscriptos por los citados artículos, co- 
mo se ha espuesto mas antes. 

Por estos fundamentos, fallo condenando á los señores 
Goodhal y C' 4 pagar dentro del término de fÚ d)as, á 
los Sres. Vicente Casares é hijos, la cantidad de 0,134$ 
m/e. importe de la cuenta de lanchajes, con los intere- 
ses de Banco desde la demanda, y al pago de las costas, 
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y absolviendo á los señorea Vicente Casares é hijos de la 
contrademanda que contra ellos han deducido los señores 
Goodhall y Compañía. Repóngase los sellos. 

Manuel Zavale'a. 

Esta sentencia fué notificada á Smiles, quien se negó 
á firmar la notificación. —En seguida, y á petición de 
Casares fué notificada al mismo Smiles en 6 de Febrero 
de 1871, y a" Geodlmll en 4- del mismo. 

Smiles se negó á firmar la nueva notificación, y Good- 
hall hizo presente que el asunto tenia que seguirse con 
Smiles, por quedar esta á cargo del pasivo do la sociedad. 

En 2t> de Julio de 18" 1 1). Francisco Smiles esponien- 
do que el pleito habla sido seguido por White, como apo- 
derado de Goodhall sin exhibir poder; que Goodhall no 
constituía la razón de Smiles, Goodhall y C 1 ; y que la 
persona condenada por ta scnlencia era Goodhall y C\ 
de cuya razón él no era socio, pidió que las diligencias 
ulteriores se entendiera con Goodhall y C". 

Conferido traslado, Casares pidió se mandara ejecutar 
contra Smiles la sentencia de 13 de Enero, por haber sido 
dada validamente, y aleclar solidariamente á ambos socios. 

Para mejor proveer, el Jue?. de Sección ordenó se exhi- 
biera el poder de White, y que Smiles contestara algu- 
nas preguntas. 

El poder habia sido otorgado por Don Enrique \V. 
Goodhall , corno socio representante de la razón Smiles 
Goodhall y C\ para que Don Federico Gualterio White 
representase á dicha razón en todos sus asuntos judiciales 
y extrajudiciales. 

Smiles declaró que I>. Enrique Goodhall fué socio de 
la razón Smiles, Goudhall y G* ; que las cuentas que 
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acompañaron la contrademanda eran de iolra 
Goodhall ; que Whtto fué tenedor de libros de la eas;« ; 
que la sociedad se puso en liquidación en Julio do 1870; 
que Goodhall fué el liquidador de la casa, y Wliile fué 
Coodlial en ta liquidación, según creía. 



miio del Jw 

Buenos Aires» Octubre 20 de 1871. 

Visto el recurso de nulidad deducido por D. Francisco 
Smiles ex-soeio de la casa que jiraba en esta plaza con 
la firma de Smiles, Goodhall y O, de sentencia recaída 
en autos que contra los últimos siguieron los señores 
Vicente Casares é hijos por cobro de cantidad de pesos 
procedentes de lanchajes y resultando: 

lo Que la nulidad deducida se apoya en los siguientes 
fundamentos: i' En que á pesar dp haber la demanda 
de Vicente Casares é hijos, sido deducida contra Siniles, 
Goodhall y C\ no fué contestad;» por estos simí por l». ' 
K. While que se dijo apoderado de D. Enrique Goodhall 
sin presentar tal poder, á lo que se agregaba además, 
que aunque dicho podur hubiese sido presentado la sen- 
tencia h abril sido siempre pronunciada contra innuditam 
¡mriem, porque dicho Enrique Goodhall no constituía la 
antigua firma Smiles, Goodhall y C. 

3" En que la «ontencia condena a Goodhall y C y él 
f Smiles) no ha formado parte de dim>a razón social sino 
de la de Smiles, Goodhall y C\ no respondiendo por con 
secuencia de las obligaciones de aquella ; 2° Que los 
Sra, Vicente Casares é hijos, oponen contra la nulidad 
tas siguientes excepciones : 1* Que admitieron la perso- 
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noria de Whito pn W Enrique Goodhall, porque siendo 
e3 to uno de los socios, tonia derecho de seguir el juicio 
y responsabilizar á los dernas solidariamenle, agregando 
que la contestación osla á nombre de Smiles, Goodhall 
y C\ aunque firmada por uno solo de los socios ó su 
apoderado 2 n Que la sentencia fué notificada á Smiles 
y á Goodhall sin que ni uno ni olro dedujeran recurso 
alguno dentro do los términos legales, limitándose el 
primero á" manifestar que se negaba á firmar la notifica- 
ción porque la sociedad estaba disuclta habiéndose encar- 
gado el segundo de las deudas sociales, manifestación 
que importaba un reconocimiento do la obligación en que 
estaba para con los doman da ules Casares é hijos, por 
cuanto en derecho no producen efecto alguno respecto 
de terceros los convenios celebrados entro socios. 

3« Que el Juzgado ordenó con la calidad de para me jar 
protcer que se acompañase el poder que Hnn Enrique 
Goodball otorgó á White, como así mismo quo I). Fran- 
cisco Smiles compareciese á absolver las preguntas que 
el Juzgado le hiciera al objeto de obtener los esclareci- 
mientos que juzgaba necesarios. 

i" Que se acompañó en virtud del auto á que el pre- 
cedente párrafo se refiere el testimonio de poder que 
corre á f. i 00, según el cual consta que f», Enrique W 
Goodhall en su carácter de socio representante de la firma 
Smiles, Goodhall y O confirió con fecha trece de Agosto 
del ano próxinm pasado, poder general á Don Federico 
Gualterio Wtiile para que en esta Provincia y demás de 
la Kepública entendiera judicial 6 cxtrajudicialmentc en 
todos los negocios de cualquiera clase que tenia en esa 
fecha, y quo pudiera tener en adelante la razón social 
Smiles, Goodball y C*. 

5o Que están justificados por la confesión de Smiles, 
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al absolver las preguntas que le hizo el Juagado, los si- 
guientes hechos : 1® Haber sido D. Enrique Goodhall socio 
de la casa Sin ¡les, Goodhall y C 1 de la que fué Jcnedor 
de libros Don Federico Wliile. 2 o Que dicha sociedad 
quedó disuella á fines de Julio del año ppdo. en que se 
procedió á su liquidación, siendo encargado de esta ope- 
ración, que según el mismo Sutiles, no ha terminado 
hasta la Techa, el socio D. Enrique Goodhnll. 

Y considerando: I* Que estando constatado en autos 
que el socio liquidador de la casa de Simios, Goodhnll 
y Ca, confinó poder á D. Federico While para que en- 
tendiera judicial mente en todas las causas que tenia pen- 
dientes y en las que en adelante tuviera dicha casa, y 
oslándolo además que en esta tomó la intervención que le 
correspondía dicho apoderado, contestando la demanda y 
deduciendo reconvención á nombre de sus poderdante, no 
puede sostenerse que no se díó audiencia á la casa de 
Smiles, Goodhall y O, desde que fué parte en el juicio 
por medio del socio liquidador que tenia la representa- 
ción completa de aquella, de conformidad con los artículos 
Aí)7 y demás comprendidos en el capitulo 0, tít. 3, IiLl 
-". del Código de Comercio. 

2° Que no importa á los objetos espresados en el pre- 
cedente considerando que White firmase las peticiones que 
dirigía al Juzgado como representante únicamente de !>. 
Enrique VV. Goodhall, porque su firma en ese carácter 
no excluía la responsabilidad de los domas socios de la 
casa de Smiles, Goodhall y C» dtjsdc que sus escritos se 
referían á estos como se vé en el principio de ellos, y 
p irque no ora de rigor que firmase por todos, sino úni- 
camente por el socio liquidador, que fué quien le confirió 
poder y que no tenia, como se deduce del art. 497 ci- 
tado, obligación de usar ta lirrna social en los actos 
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concernientes á la liquidación por ser él único liquida- 
dor do la sociedad. 

3» Oue las operaciones de pagar y cobrar los créditos 
sociales son consecuencia natural ó inmediata de la li- 
quidación, puesto que esle no podría decirse terminada 
mientras existiesen créditos ya en favor ya en contra, y 
por consecuencia laminen entraba en las atribuciones del 
liquidador seguir judicialmente las gestione! que so lo 
suscitaren sobre diclios créditos, de conformidad con el 
últimü párrafo del art. 20! ) del VM. do Comercio. 

■í« Que aun que es verdad que 0. Federico White no 
acompañó ,1 contestar la demanda, el poder que te con- 
íinura l). Enrique Goodhall, y que la parte de Casares, 
al contestar la reconvención deducida, no cxijia su pre- 
sentación, sin duda porque el escrito estaba á nombre 
de los demandados, dicha omisión no vicia do nulidad 
el procedimiento, como lo demuestran las consideracio- 
nes siguientes: 1 J La presentación del poder no se exiju 
si nú para garantir al tercero que lo que el procurador 
haga en nombre del poderdante obliga á este; y el po- 
derdante no puede eximirse de las obligaciones contraidas 
A su nombre por el procurador 6 mandatario que hu- 
biere constituido, toda vez que se constató que realmen- 
te era su procurador ó mandatario, y como la exhibición 
posterior del poder prueba concluyen lemente que D. Fe- 
derico White era representante de Ü. Enrique Goodhall 
como se llamaba, subsiste la obligación del último, lo 
cual está por otra parle do acuerdo con lo establecido 
por el art. 8ÍS del Código de Comercio; 2<» Si derecho 
hay para decir de nulidad de lo hecho por persona que 
se dice representante de otra, es esta misma, y por 
consecuencia D. Francisco Smiles no lo tiene para decir 
de nulidad lo actuado por White como representante de 
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Gondhall, y tinto mentís cuanto que, siendo esto, como 
lo ha cspresado el primero, el único liquidador de la 
S ociedad, soto él y no Sutiles podía entender en el juicio 
con arreglo al art. antes citado , 497 del Código de 
Comercio, y salvo los derechos quo le acuerda el 153 
de! mismo: 3» El mandante puedo ratificar lo que utro 
hiciere á su nombre sin poder para ello, ó sin poder 
bastante, como expresamente lo autoriza la disposición 
contenida cu el art. 315 del Código Mercantil y es con- 
forme con el espíiitu de los artículos 5 o y 6 o , libro 
2", sec. 3 a , lit. 9°, y en este caso no solo Goodhall no 
ha desconocido la validez de los actos practicados a* su 
iimuhrc por White, sino que habiéndole sido notificada 
la sentencia que pronunció esto juzgado, no solo lo re- 
cibió sin observaciones sinó que siendo él el liquidador 
como lo ha reconocido S mi les, por ul hecho de haber 
en el escrito de f. 55 pedido que so entendieran con 
el último las diligencias relativas ¡i este juicio por ser 
él responsable de las deudas sociales, implícitamente ma- 
nifestó su conformidad; y el mismo Smilcs notificado de 
la sentencia con fecha seis y once de Pedrero se limi- 
tó A negarse á firmar la notificación como consta á f. 54 
vuelta y 57, puro sin observación de ningún genero, habien- 
do recien el 22 del mismo mes manifestado á f. 5fl vuel- 
ta quo el responsable de todas las deudas activas y pasivas 
de la antigua sociedad era su ex-socio Goodhall, lo que 
importaba reconocer virtual mente la responsabilidad social, 
v por consecuencia la personal del mismo por cuanto 
todos los sócios son solidariamente responsables con arre- 
glo á los artículos 451 y 45tí del Código de Comercio, 
lo que implicaba en el fondo la validez de la sentencia, 
pues siendo nula no existiría tal obligación social: A° Aunque 
las disposiciones citadas no son especiales, á las procura. 
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al caso y conservan 
fuerza con arreglo al inciso G°, 'del art. 2", del 
Civil en el libro, scc. y títulos citados, 

5o Que aunque es verdad que por un error de re- 
dacción se ha omitido el nombre de Sin i les do la razón 
social en la sentencia pronunciada por esto juzgado, y 
que las parles no hicieron uüu del recurso autorizado por 
el art. 232 de la ley de procedí míen los, dicho error no 
vicia de nulidad la sentencia como se deduce del misino 
articulo que declara que no pudo interponerse la apelación 
en tal caso y por consecuencia tan puco la nulidad, lu 
que debe interponerse conjuntamente con aquella según 
el art. 21H de la misma ley, á lo que se agrega que 
es evidente el error, porque los nulos no dejan la menor 
duda de que la sentencia se refiere á In casa fie Smiles 
Goodhall y compañía y por consecuencia no era necesa- 
rio que dicho horror se rectificase para que aquella sur- 
tiera lodos los erectos legales. 

G n Que no so invoca ley según la que de he tenerse 
por nula la sentencia, ni se ha omitido formalidad sus- 
tancial alguna en cuanto á la parte recurrente que con 
conocimiento de la demanda lia consentido en que la re- 
presentase D, Federico White, como apoderado que era 
del socio Goodhall representante de la casa demandada, 
según el poder presentado, y único liquidador según Smiles. 

7 a Finalmente que el recurso no lia sido deducido en 
el término de cinco dius prefijado en el art. 331 citado 
de la ley de procedimientos, pues que habiendo sido 
notificado Smiles de la sentencia de f.... el seis do Febrero 
T. 57 el recurso ha sido deducido en 2G de Julio úl- 
timo, ó sea á lúa seis meses próximamente, á contar desdo 
la notificación, y por consecuencia después do vencidos 
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también los sesenta días que para deducir el recurso 
de nulidad Ita señalado la ley t l , til. 17, Libro i*>, H. C. 

Por estos fundamentos y de acuerdo también con las 
disposiciones contenidas en el art. 223 de la ley de 
procedí mientos y % til. 16, libro I I, N. K. fallo no ha 
ciendo lugar con costas á la nulidad deducida por Don 
Federico Smiles de la sentencia pronunciada por el juzgado 
en la causa que contra Smiles> Goodhall y compañía si- 
guieron los S,S. Vicente Casares é hijos por cantidad 
de pesos procedentes de lanchajes, con declaración de 
uue las costas son á cargo de dicho Smiles á quien 
se reservan los derechos que le compitieren o pudieren 
competirle contra Goodhall y demás que lorman la razón 
social, repónganse los sellos y nutiliquese esta sentencia 



Munud Zavaleta. 

Apelada la sentencia anterior, fué continuada por el 
siguiente 



FhIIo de I» «uprem* Corte. 

líuenus Aires, Noviembre 2SS de 1871. 

Vistos: por sus funda montos se ooniirma con costas 
el auto apelado de toja ciento siete; satisfechos y re pues» 
tos los sellos, dovuélvanse. 

Salvador María del Carril.— Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos.— Marceli- 
no ÜGAHTE.— J. I). GoKüSTlAGA. 



DE JUSTICIA NACIONAL. 



CAI 'SA 




ci guarda tic aduana D. 



Sumario. — 1" El embargo Je efoclos practicado por un 
empleado de aüuuna en cumplimiento de su deber, nu 
puede llamarse despojo. 

2" El perjuicio que de esc embargo resulta al dueño 
de lus efectos que pudo evitarlo si hubiese tenido sos 
en regla, es imputable á él solo. 
No puede condenarse á lo que no se ha pedido, y 
sobre lo que la parte condenada no lia 




Caso. — D. Francisco Lencinas vino de Chile á Mendoza 
con una carga de equipaje y muías. 

La carga fué revisada en el resguardo del Portillo, y, 
aunque habia algunos efectos nuevos, no siendo el valor 
de ellos sujeto á derecho, pasó libremente; pero sin que 
Lencinas se hiciera dar el- cerificado correspondiente. 

Lecinas fué á San Carlos, y de allí despachó Ja carga 
para Mendoza con un capataz Moyano y peones. 

En esto, el administrador de reutas de Mendoza que 
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había tenido noticias de que se introducía contrabando 
por los boquetes del Sud t dio comisión al guarda D. Ca- 
milo Lemos de recorrer esos puntos con orden de em- 
bargar toda mercadería que eucotitraso en el camino y 
fuera sospechosa. 

En el ejercicio de esta comisión, el guarda Lomos en- 
contró la carga de Lencinas, y habiéndosele dicho por 
el capataz, que aquella venia de Cliile la embargó con 
Las ínulas, poniendo preso al capataz y peones, y dando 
cuenta al administrador. 

Todo fué devuelto á Lencinas después de aclarados 
od hechos, menos una ínula que se ostravió en poder 
dul depositario. 

Lceinas, llamándose perjudicado por el referido embargo, 
acusó al guarda Lcmos por salteo y despojo de efectos 
comalido en el camino público, y por haberle calumnia- 
do como contrabandista. 

Levantado un sumario, y concluido el proceso se dictó 
el siguiente 

del Jutt Seccional. 

Mendoza, Agosto ti de 1 871 

Autos y vistos: fteprodur.inndo la i-ela*Lm que coniienc 
la vista del pror.uraJor Kiscal de la Nación, que pido la 
absolución del guarda 0, Camilo Lcmo3, con reserva de 
su derecho para repetir por calumnia contra Ü. r'ranciso 
Lencinas. 

Considerando: Primero, que per el mérito del sumario 
hacían, dias á que Lecinas había llegado á San Cárlos, de 
Chile por la vía del Sud de esta Provincia, y que las 



DE JUSTICIA NACIONAL. 



101 



ínulas que devolvía á D. Manuel Cruz Vic 
medio de pastor Muyano, es indudable que regresaban 
de Chile. 

Segundo, que las instrucciones del administrador de 
aduana al guarda Lomos corresponden al orden admi- 
nistrativo de su oficina, S ese celo é interés que precisa 

Terrero, que la acusación de robo, salteo etc., cotí Ira 
el guarda dicho es cx.ijerada, por cuanto este no ht 
hecho mas que cumplir con las órdenes de su superior 
que cu ningún sentido se pueden calificar do antilega- 
les y mucho menos de inconstitucionales, ya que el re- 
gistro del equipaje era indispensable y se hizo también 
i'ii el campo por sospechas (ti<j<> irroxímilex que podia aquel 
pertenecer a* comiso, en virtud que la aduana estaba 
prevenida que por los boquetes del Sud se habian intro- 
ducido mercaderías por alto. 

Cuarto, que conteniendo el equipaje registrado ropa y ' 
otros artículos con mas ciento sesenta cóndores nada tía 
lidiado, que Indo se ha entregado religiosamente al actor 
sin mas pérdida que una muía estraviada en poder del 
subdelegado de San Cárlos, l). Elias Vil la nueva y 

Quinto, que la reserva por calumnia del procurador 
Fiscal r.iulr.i el acusador y á favor del acusado, rm 
tiene motivo de ser fundada, desde que el sumario suminis- 
Ira ¿dios suficientes para denunciar la conducta del guar- 
da como puramente juxlir¡ab!e t pero no culpable ante el 
buen sentido de la ley y garantías que tiene el hombre 
en sociedad,— De acuerdo en términos generales con el 
procurador Fiscal. 

Se declara que no hay lugar &. acusación contra el 
guarda IK Camilo Lemos — en su virtud so le absuelve 
sin costas, con cargo al fisco nacional de pagar la muía 
T. u 11 
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perdida , ya que su estravlo ha sido un accidente inevi- 
table de parte de un empleado de Provincia que ha 
hecho lo posible por la seguridad del depósito, como lo 
atestigua el certificado de luja diez en pro del Tesoro 
Nacional. 

Juan Palma. 

Lencinas apeló, y remitidos los autos, se dió vista al 
Sr. Procurador General. 

Este funcionario opinó ser justa la sentencia en cuanto 
á la absolución de Lomos, puesto quo este habia cum- 
plido con su deber, y Lencinas no se li tibia munido 
del certificado correspondiente del guarda del Portillo para 
evitar el embargo, siéndole por consiguiente imputable 
el perjuicio que le causó aquel. 

Pero que debía revocarse respecto del pago de la muía, 
impuesto al fisco, porque nadie habia pedido semejante 
cosa, ni se habia tratado este punto en P instancia, ni 
habia sido oído el fisco sobre él; y no se sabia por consi- 
guiente si el responsable de ella era el fisco ó el de- 
positario de tas ínulas. 



Fallo dé la Suprema Corle. 



Dueños Aires, Noviembre 28 de 1871. 

Vistos.— De conformidad con lo es puesto y pedido por 
el Señor Procurador General, se confirma la sentencia de 
foja setenta y cinco en cuanto absuelve al guarda Don 
Camilo Lemos de la acción deducida contra él, revocán- 
dose en la parte que condena al Fisco Nacional al pago 



DE JUSTICIA NACIONAL. 163 

de la muía eslraviada del dopósilo, satisfechas las costas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado.— José üahros I'azos 
* — J. B. Gohostiaga. 




Contienda de competencia entre, ef Juzgado de Sección tj el 
Cnbienw de la /Vun/iria de Cnrricittes, sobre eshonc- 
ración del sen icio de la Guardia Nacional. 



Sumario.— La cuestión de competencia suscitada entre 
dos autoridades cesa ñor cesar el hecho que la motivó. 



Cato. — D. Manuel Ped ovilla, escribano del Juzgado de Sec- 
ción de Corrientes fué arrestado |mr haber inTri njl.io la 
ley nacional de enrolamiento de 5 de .lunio de 18(35 ; 
intimándosele la orlen del Guhierno de la Provincia que le 
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imponía marchar á un cuerpo de linca del Ejercito Nacio- 
nal. 

Pedevilla entabló al principio el recurso de habeas corpus, 
alegando haber sido arrestado sin órden escrita, y no sa- 
ber la causa de su prisión. 

En seguida, conociendo esta, y la órden de marchar 
á un cuerpo de linea, pidió se ordenara la suspensión de 
Ja órden, fundado en que las causas reji las por la ley na- 
cional de enrolamiento correspondían á la justicia nacio- 
nal, y no al Gobierno de la Provincia. 

El juez de sección ofició en ese sentido al P. E. de la 
Provincia, y sin que se contestara al oficio ; con la vista 
del procurador fiscal, dictó el siguiente 



Corneales, Setiembre de 1H71. 

Vista la solicitud do D. Manuel Pedevilla, Escribano 
do esto Juzgado, exponiendo que ha síilo reducido á 
prisión sin ó ni en escrita de autoridad competen le v sin 
que se le haya hecho sabor la causa que lo ha motivado; 
sínó después "de varios días, intimándolo órden de mar- 
cha con destino á uno de los cuerpos de linea del Ejér- 
cito Nacional, por no haberse enrolado en la Guardia 
Nacional, y pidiendo en consecuencia que previo el infor- 
mé correspondiente, se le mande n.mcr en libertad y 
se condene al Jefe que lo ha aprehendido á la pena que 
determina el arl. 45 de la Ley Penal NaeionRl, contra 
los que sin ser autoridad competente verifican una pri- 
sión ilegal y aun siéndolo omitiesen espedir órden por 
escrito; con lo espuesto por el procurador fiscal y lo 
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que resulta del informa del inspector de armas, y con- 
siderando: 1" Que dicho inspector informa que, el escri- 
bano Pedevilla fué detenido por urden eserila que él dió 
al mayor Homero, lo que está en contradicción con lo es- 
puesto por el solicitante y por consiguiente no se puede 
resolver sobre la querella que este ha interpuesto, pidiendo 
la aplicación de la pena del art. citado, mientras no se 
esclarezca el punto. 2o Que del mismo informe aparece 
que el Superior Gobierno de la Provincia lia destinado al 
escribano Pedevilla á uno de los cuerpos de línea, por 
no haberse enrolado en la Guardia Nacional, y que en 
consecuencia se le ha intimado orden de marcha; cuva 
pena es ilegal por cuanto el P. E. carece de facultades 
judiciales y aun cuando no fuese asi, tratándose en esto 
taso de infracción de una Ley del Congreso, su cono- 
cimiento corresponde eselusivainento a este juzgado según 
I.* establecen el art. 2«>, inciso 1», ol íl", iucisu 3 o y el 
1á hide ley sobre competencia de los Tribunales Nacio- 
nales: 3 a Que la Ley Nacional de de Junio de 18115 
sobre enrolamiento carece de sanción penal, pues que 
establece en su art. 4" que los que no se enrolasen 
en los términos que el V, K, dt-signe serán destinados al 
servicio de las armas en el Kjército de línea mientras dan 
ta tjuerra del Paratjuay, cuya pena no podría ser aplicada 
por haber determinado aquella, ni tampoco otra arbitraria; 
pues el hecho de no enrolarse n j es un verdadero delito, 
sinó una falta que la ley puede ó no castigar, según 
las circunstancias porque atraviese el país; no pudieiidu 
por otra parte el juzgado aplicar penas que no están 
determinadas por la ley; de donde resulla que aunque 
estuviese justificado que Pedevilla no ha cumplido con la 
obligación de enrolarse en el término señalado, no po- 
dria ser penado, y por lo tanto es inútil instruir el 
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sumario que en caso tic un delito Nacional correspon- 
dería, -i" Que de los anteriores considerandos resulta que 
el escribano de este juzgado se halla ¡legalmente preso, 
por cuanto el V. E. no liene facultad para imponer las 
p$nas designadas por las Leyes Nacionales y de confor- 
midad al art, 20 de la ley de competencia 5 póngasele 
inmediatamente en libertad, dirigiéndose o fie i o á este fin 
al Superior Gobierno de la Provincia. 

Carlos Luna. 

El Gobierno do la Provincia contestó los oficios del 
juzgado desconociendo so jurisdicción en el caso, pero 
comunicando que había con too lado la pena impuesta á 
Pedevilla en un mes de arresto. 

El juez de sección ordenó se remitiesen los autos á 
la Suprema Corte para dirimir la competencia. 

Remitidos los autos y pasados en vist;i al Sr. Pro- 
curador Jeneral, este funcionario espuso, ojie tanto el juez 
como el Gobernador de Corrientes se balitan exagerado 
sus facultades. 

Que al Gobernador no competía juzgar sobre las escep- 
e iones al enrolamiento en la Guardia Nacional, y a [di car 
las penas que impone la ley á b»s que iu> so enrolen; 
pues siempre que un ciudadano niegue el derecho ad- 
ministrativo para el enrolamiento ó para la imposición 
de la pena, se forma una cuestión judicial que solo pue- 
de ser decidida por los jueces, porque A nadie puede 
privarse de un derecho sinó en virtud de un juicio. 

Que el juez de sección por su parle debia reconocer 
que solo al Gobernador de la Provincia, como Jefe su- 
perior de la Guardia Nacional corresponde autorizar los 
castigos correccionales que se impongan per fulla de 
disciplina. 
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Y desde que el Gobernador habla desistido de imponer 
á Ped ovilla la pena do servicio á un cuerpo de linca, y 
se limitó á imponerlo un arresto por no haberse enrolado, 
debió el juez suspender sus procedimientos, y recon iccr 
que el Gobernador obraba dentro del límite de sus atri- 
buciones . -11 

Que en este concepto, y habiendo ya trascurrido el 
término del arresto que justamente había sufrido Pcdevilla, 
debia devolverse el espediente para archivarlo. 

rallo de la Suprrm» Vori*. 

Jtuenos Aires, Knviembre 28 de 1HH. 

Vistos: habiendo transcurrido el término [de arresto, 
que fué impuesto á Don Manuel Pcdevilla por su falta de 
enrolamiento en la Guardia Nacional, y cesado con su 
soltura el hecho que diú lugar á la competencia susci- 
tada entro el Gobernador do la Provincia de Corrientes 
y el juez nacional fio esa sección, devuélvase el espe- 
diente como lo pide el Señor Procurador Jenoral. 

Salvador María dkl Carril.— Fran- 
cisco Delgado.— José Barros Pa- 
zos.— Marcelino Ucarte.- 

GoROSTIAGA. 
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CAUSA 




n de ta Barra 
¡i perjuicios. 



Sumario. — 1" El capitán de un buque, luego epio su 
halle provisto do Jo necesario para «I vinja t esta obliga- 
do á emprenderlo á la primera ocasión favorable. 

2o La demora en el cumplí míen lo de esta obligación 
le impone la indemnización ¡le los daños y perjuicios que 
se ocasione á los cargadores, 

3o ['ara que la responsabilidad se ha «a efectiva, es 
indispensable que haya habido perjuicios previstos o" que 
pudieron proveerse como Consecuencia inmediata de la 
mora, al celebrarse el contrato. 

A* So supone que un buque está listo para empren- 
der viajo, el día que el capitán Urina los conocimien- 
tos de la carga, habiéndose manifestado en el contrato 
de fleta mentó que estaba provisto ile lo necesario. 

5o Si un hecho posterior no imputable al capitán re- 
tarda el viaje, Ja prueba currospnnde á aquel. 

O» Uu buque de ultramar no pede emprender viaje 
sin munirso de carta de sanidad. 

7" La baja en el articulo, malcriad el flctainonlo.cn el puer 
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to ¿ que se destina ol buque, no es un perjuicio que 
pueda proveerse ni imputarse al capitán cuando la demora 
en la salida del buque nu es dolosa. 



Caso,— Kn 22 de Enero de !870 se celebró en Canlilf 
un contrato de lleta mentó entre los agentes del navio 
tScntlaruli y los ívñoros Cory Unos, y C* para conducir 
al Rio de la Chita, un cargamento compitió de carbón, 
por el Hete de 31 chelines la tonelada inglesa, debiendo 
pagarse el Jlele una cuarta parto á \ meses de firmados 
los conocimientos, una cuarta al contado, menos el ü 0/0 
para cubrir el seguro y todos lus gastos, y el resto á 
la entrega del cargamento. 

Kn 20 de Abril del mismo año, la casa Cory Herma- 
nos y Ca. hizo una protesta ron Ira el capitán, anlt: un 
escribano público de Cardill*, diciendo que en t¡(¡ do 
Marzo habían eoiuplelailo el cargamento, luciéndolo saber 
al capitán en esa misma fecha; pero que el capitán no 
había firmado los conocimientos hasta el día II de Abril. 
(Jim habiendo sido favorable el viento cuando eslubo listo 
ol cargamento, podia el buque haberse puesto cu viaje; 
pero que no lo hizo así por mas que se le requirió, 
permaneciendo aun en o) puerto e! dia do la protesta. 
Esta protesta no fué notificada al capitán, ni autenticada 
por el Consulado Arjentino 

En IR de Julio, estando el buque fondearlo en Buenos 
Aires, Frendelburg Schalz y Ca. consignatarios de la 
carga, se presentaron á la Comandancia de Marina, pi- 
diendo que, para poner á salvo sus derechos, el Capitán 
prestase una declaración. 

r,l oficial mayor cometió la diligencia al oficial primero 
quien, se espresa, hizo comparecer al capitán Koche y 
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preguntando si os cierto que el día 2<> de Marzo tenia 
completo su cargamento en Cardiíf, contestó que en 2 de 
Abril le parece que lo tenia pronto pero que no cslá 
seguro. Preguntado si es cierto que se le requirió en dicha 
fecha para que firmara el conocimiento, contestó que no, 
porque no estaba allí basta el 10 de Abril, fecha en que 
lo firmó. Si es cierto que no linnú el conocimiento 
hasta el 1 1 de Abril, contestó que podía ser, aunque 
cree que fué el 10. Si es cierto que salió de CardiíT 
el -0 de Abril — contestó que fué despachado en la adua- 
na el 18 de Abril y salió de lus doks, el 19 del mis- 
mo. 

Se negó á firmar haciéndolo el oficial primero y dos tes- 
tigos, uno de ellos como interprete. 

Con estos antecedentes, los Señores Fren del bu rg Scha- 
tz y Ca. demandaron al capitán Roche. Dijeron que ha- 
biendo retardado el capitán sin justa causa la salida 
del buque, desde el 20 de Marzo en que estuvo com- 
pleto el cargamento hasta el 20 de Abril, fallando á lo 
estipulado y a* lo dispuesto en el art. 1078 del Código 
de Comercio, les habia ocasionado un perjuicio de \i 
pesos fuertes por tonelada de carbón, prov.mienti; de baja 
de (i re ció en el articulo. (Juc por lo tatito de mandaban al 
capitán por el perjuicio que habían sufrido, cuya im- 
portancia so demostraría en el término do la prueba. 

Corrido traslado, 1). José María lluergo por el capitán 
Roche, pidió se rechazara la demanda con espresa con- 
denación en costas, oponiendo las siguientes escepciones: 

1" Que según ftl mismo art, 1078 del Código de Co- 
mercio, no hasta que la carga esté completa para que 
el capitán tenga el deber de hacerse á la vela, sino que 
también es indispensable que el buque esté provisto de 
lodo lo necesario para el viaje y que so presentí- víentn 
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favorable; no habiéndose llenado en el caso presente estas 
condiciones hasta el 19 de Abril, pues la ciitk¡« empezó 
recién el 2.0 de Man» y terniinó él 11 de Abril, des- 
pués de volver á liona un eseeso de tiT toneladas de 
car^a; y que desdo el 1 l de Abril hasta el día de la 
salida buho siempre viento contrario. 

y ue por otra parto, aun ruando ántos del 15 de Abril 
hubiese habido viento favorable, no habría podido empren- 
der el viaje, ponina en esa techa recien se le entregó- 
la parte de (leto que por ta póliza debió piarse al 
contado, sin cuyos recursos no le era posible emprender 
el viaje. 

Que la protesta bocha en Can) ¡IV, y las posiciones 
que se pretende haber hecho absolver al capitán ante 
la Comandancia de Marina, m» tienen valur legal: la primera 
que por no haber si<h> mitificada al capitán, ní venir auten- 
ticada enn arreglo á la ley, y las segundas por no contener 
la contestación del capitán tal como la dió por omisión 
del intérprete ó . por otra causa, y además por no ha- 
ber sida ordenadas por juez competente, en el estado de 
la causa en que es permitido ponerlas, y babor sid.i 
dadas sin juramento del interprete y del capitán, 

2* One nie^a que el perjuicio reclamado sea cierto, pues 
tiene razones especiales para creer que lejos de haber su- 
frido una pérdida, los demandantes ban tenido una ver- 
dadora utilidad, pues que el pre.-io dtd carbón el dia 
tres de Agosto en que concluyó la descarga era favorable. 

3» Que aun en el supuesto de que la pérdida real- 
mente existiera, los demandantes han perdido todo dore 
cho, porque no se ha hecho eoust.it.u- mal era ka causa 
de la pérdida, si deterioro m la calillad del articulo que 
debieron hacer examinar dentro de las veinte y cuatro 
harás, ó una baja real en el precio como Jo pretenden, 
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siendo do estricta aplicación los arts. 167 y 107G dol 
Código que hacen cesar toda responsabilidad coa el 
acto do la entrega do la carga. 

4¡* ÍJuo aun suponiendo que todas las formalidades 
hubiesen sido llenadas, la demanda no tendría razón de 
ser, porque, nacida la accitm de un contrato de lle- 
tamenlo, deducida el 3 de Agesto, el arreglo de cuen- 
tas posterior lia venido a hacer una novación, dejando 
sin efecto la demanda, y en les autos ejecutivos por 
cobro de flote consta que se arreglaron cuentas, re- 
conociéndose acreedor al capitán por una soma, lo que 
no habrían hecho los consignatarios si hubiesen tenido 
la mente de insistir en una acción intentada cinco días 
antes, á lo que debe agregar que si hubo perjuicio en 
el precio dol carbón, deben los demandantes imputárselo 
á sí mismo, pues habiendo podido hacer la descarga del 
buque en un corto tiempo ¡nviertieron seis dias mas de 
los que acordaba la póliza de ílctamiuilo. 

En seguida se puso la causa á prueba sobro los puntos 
siguientes : 

1° Si es verdad que ol capitán hallándose provisto de 
todo lo necesario para emprender viaje lo defirió, sin 
causa justificada, desde el 20 de Marzo hasta el 20 de 
Abril del 1870. 

2" Si es verdad que á virtud de dicha demora, han 
sufrido los cargadores algunos perjuicios, en que consisten 
y cual sea su monto. 

Con la prueba que produjeron las parles, so dicto el 
siguiente 
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Fallo d>l Jurz dr ftereton. 

-¿» 

i 

Buenos Aires, Setiembre 19 do 1871, 

Vistos estos aulos seguidos por los Sres. Fiendelburg, 
Schatz y Ca. de este comercio, contra 1). Eduardo lio- 
che, capitán dé la Barca Inglesa • Seo tía nd » por cotbro 
de daños y perjuicios procedentes do mora en el <'i>",ipli- 
niieiito de un contrato de arrendamiento de un buuue, 
resulta lo siguiente: 

lo Que en 22 do Enero del año próximo pasado, los 
agentes del buque * Se olí and » lo fletaren en el Puerto 
de Cardiir á los Sres. Cory linos, y Ca. para conducir 
á este puerto un cargamento completo do carbón, por 
el flete de '¿\ chelines, tonelada inglesa, como consta 
de la póliza de lleta monto de f. 1 cuya traducción corre 
de f. 12 a U. 

2 n Que con frcha 18 de .luÜo del mismo año, des- 
lióos riel arribo del tScollandt los Sres. Krendelburg 
Scfintz y Ci., ronsigrialarins de dicho buque acudieron 
a la Capitanía del Puerto, sol i cita tul o se tomase de* 
claracion al capitán del buque sobre los puntos conte- 
nidos en el escrito de f. 5. 

3 o Que el oficial mayor de dicha repartición cometió 
al oficial primero Ja diligencia de hacer comparecer y 
turnar la declaración solicitada al capitán del «Scotland» 
corno consta de la providencia que original corre a 
h 5 vuelta. 

4° Que, según la diligencia firmada por dicho oficial 
primero, y autorizada por dus testigos sin poder asegurarlo 
uno de estos intérpretes; el capitán declaró que cree, que el 
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dos de Abril tenia completo su cargamento, pero que no pu- 
do firmar los concerní i un tos en dicho dia, por no estar tí» 
Cardiir hasta el diez ú once del mismo mes en que los 
firmó, y que habiendo sido despachado el 18 por la 
Aduana, salió del puerto el (lia t9 espresandu la diligencia 
(jue el capitán se negó á firmar diciendo que quería consul- 
tarla. 

5° Que los consignatarios de la carga, acompañando 
la carta de ligamento, las diligencias originales actua- 
das en la Capitanía del huerto y la protesta de f. 2 es- 
tendida en CarditV y cuya traducción se encuentra á f. 
15 y 10, han entablado demanda contra el capitán del 
rScotlandi eubrándole daños y perjuicios que dicen ha- 
berles causado por haber retardado sin justa causa la 
partida del buque desde el 2li de Marzo en que estu- 
vo completo el cargamento, hasta el 20 de Abril, fal- 
tando al cumplimiento de la obligación que el articulo 
1078 del Código Comercial impone, causándole con tal 
proceder una perdida de tres pesos fuertes por tonelada 
de carbón, por baja del precio de este articulo. 

tjy Que el demandado opone á la demanda las si- 
guientes escepciones : 

1* Que según el mismo articulo 1078, invocado por 
los demandantes, no bastaría que estuviera completa la 
carga para que el capitán tu, ¡era la obligación de em- 
prender el viaje, sino que es indispensable además que 
el buque estuviese provisto de todo lo necesario [tara 
el viaje, y que se presentase viento favorable; negan- 
do que el buque se hallase en estas condiciones antes 
del i'J de Abril habiendo principiado la carga recien 
el 20 de Marzo y terminado, después de descargar un 
exceso de 6G toneladas, el 11 de Abril, y reinado cons- 
tantemente desde esta última fecha viento contrario; 
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agregando ademas que no se había abonado hasta el 
15 la parte del ti e te que eru pagadero al contado, sin 
que pudiera oponerse contra su afirmación el contenido 
do las posiciones de 1'. 5 y G ni el de la protesta, 
puesto que las primeras son nulas, por no contener his 
mismas contestaciones del capitán, ni haber prestado 
juramento al intérprete, ni intervenido mandato judicial; 
y la protesta, á mas de no estar debidamente legaliza* 
da, no fué nolilieada al fletante y solo podria hacerse 
valer contra el misino que la formuló. 

2 a Que la pérdida que los demandantes dicen haber 
sufrido de tres pesos fuertes por tonelada de carbón 
no ha existido, y que en la hipótesis de ser verdadera 
debe probarse por escrito, y no habiéndose acompañado 
documento al instaurar la demanda, no debe serle ad- 
mitidos después con arreglo ;i la disposición contenida 
en el artículo 10 de la U y de Procedimientos. 

3* Que por otra parte, no tienen los Heladores dere- 
cho para reclamar bt indemnización de daños, no ha- 
biendo cumplido con las disposiciones del articulo 1240 
del Código, por no haberse constatado la causa del da- 
ño en la forma que en dicho artículo se previene. 

■i» Uue siendo la demanda, anterior á la cuenta arre- 
glada por los demandantes, había habido una novación 
que dejaría sin efecto la demanda, porque fundándose 
esta en el contrato de llctamenlo, el arreglo posterior 
de cuentas la dejaría sin electo, á lo que se agregaba 
que se habían invertido en la descarga muchos días mas 
de los necesarios. 

7° Qiie la causa fué recibida a* prueba á fin de acredi- 
tar los siguientes puntos: 1° Si es verdad que el ca- 
pitán bahía demorado su viaje sin causa justificada des- 
de el 26 de Marzo basta el -O de Abril del año pró- 
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simo pasado. 2° Si es Vir4.nl que ú virtud de tal de- 
mora, en la hipótesis de ser cierta se siguieron los per- 
juicios á los cargadores y en caso afirmativo, en que 
consistieron esos perjuicios y cual nté su valor. 

8° Que la prueba producida se rejistra de f. 83 á 
150 inclusiva, habiendo además el Juzgado mandada agre- 
gar los autos seguidos por el capitán Uoche contra 
Krendelburg, Solíala y Ca. gpr estadías y cobro de can- 
tidad retenida del flete por los últimos por entrega de 
menos en el carbón. 

Ü° Que dicha prueba en cuanto al primer punto, A 
mas de la declaración del capitán que se Jico prestó 
ante la Capital:' a y de la protesta acompañada por los 
demandadles, consiste por una parlo en loa informes de 
f. IÍÍS y 1 40 que ¿i solicitud de la parte del capitán 
lian pasado de la Administración du lientas y Capita- 
nía del Puerto de iluenos Aires, de los que consta 
que el manifiesto drl boque visado por id Consulado Ar- 
jenlino en Cardiff el 20 do Abril del año próximo pa- 
sado, y que el buque recibió la carta de sanidad en 
la misma fecha, y por la otra pació en Los emincimicn- 
tos presentados por ambas partes en el juicio sobre 
estadías, á f, 12 y 7!) y quo tienen la lecha de 2S de 
Marzo del mismo año. 

10 Que la prueba producida por los demandantes, 
concernientes al segundo punto, es la siguiente: 

i» Certificado de f. K5 t ratificado de t 12 á l i en 
que loa corredores Gotland, Wilde y Ca. afirman ha- 
ber valido el carbón, desde mediado de Marzo basta 
mediado de Junio del año próximo pasado 10 pesos 
fuertes tonelada inglesa. 

2o Hcrisla Comercial (f88) del £8 de Mayo en que 
aparecen que el precio del carbón era de 10 á 12 pesos 
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la tonelada á bordo y la de 28 tic Junio (f. 8G) según 
la que ti precio era de siete y medio á odio pesus 
fuertes la tonelada ft bunio. 

lio I ii fu míe cti'l liereute de la lioísa de Comercio & 
IOS en que cerlifica que en trece de Mayo úti eñe pró- 
si mu pasado se Vendió el carbón de C.u'ddV á unce pesos 
fuertes la tonelada inglesa á bunio y que ú mediados do 
Junio Las ventas de aquel artículo se lucieron ¡i IU 
pesos Inertes la tonelada. 

A" ueeJaracion de I*. US á 100, 109 ú 113 de D. 
Luis l'umlio de la razón social i himno y Ca. t » según 
las que 1'umbu y Ca. habían comprado á ios deman- 
dantes todo el caibun conducido por el iSei»tbnjÍ» al 
precio de siete y medio pesos fuerlcs por cada tonela- 
da inglesa á burdo, firmando pagaiés A Cuatro meses, 
agregando que dichos pagar ¿i fucrun la única constan- 
cia de la negociación y que debieren ser abonados por 
su socio ti. Emilio Carranza y que los compradores 
abonaron ios derechos de Amiana. 

5o Declaración del cnrredor L). Jorge Guwland (f. 112 
á lLSs testigo presentado por los demandantes, el que 
iiíimia que el precio de venta del carbón desde me- 
diados de Junio basta el 18 de Julio de 1S70 fué de 
siete y medio á ocho peso* fuertes la tonelada, y que 
un mes antes valia cuando menos dos pesos mas en 
cada tonelada; que recibió urden de recibir el carbón 
llegado por iSeollamli y que no teniendo oferta en pla- 
za puso c¡>lo en conocimiento del Sr. Schatz quien la 
Contestó que se lo compraría II. Emilio Carranza á quien 
se lo vendió el á(i de Junio al precio de siete y me- 
tij.i pesos fuelles la tonelada á bordo, que fué el ulVeei- 
do por el comprador, quien firmó pagarés á cinco meses 
de plazo ( que ludo lo cu o cení i en le ú la venta del carbón 
t. II 12 
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consta del boleto do venta que dos ó tros dina después 
exhibió en su libro ti.! fletas que lleva sin íol¡;*r. 

ti. Que el demandado lia producido la siguiente prue- 
ba respeto al secundo punto: 

I» ílitber los demandantes en los autos seguidos con- 
tra los mismos por el capitán Noche, demandando en 
es le juicio por cobro de estadías y devolución del pre- 
cio de 11 y pico de toneladas de carbón, cargado por 
cada tonelada el precio de 12 pesos fuertes, soste- 
niendo y hasta jurando que dicho precio era el verda- 
dero y el mismo en que vendieron Lodo el carbón al 
Ferro Carril del Oeste, t<vdo lo cual consta del alegato 
que corre á f, 1 28 y de la absolución de la tercera 
posición á í\ iÜJ de dichos autos, y por consecuencia, 
si tal Venta lia sido cierta, no tienen los carpidores 
derecho jura exigir indemnización de perjuicios que no 
|)¡ib¡an sufrido vendiendo el carbón á aquel precio, 
coando en la deui;iud<i sostienen que solo obtuvierun el 
de 7 l/Í pesos fuertes. 

2o Ser ü Ricardo Schalz uno de los socios que for- 
man la ríUE.m social demandante, socio á la vez de D. 
Lois l'orubo y Ca. y ser I) Emilio Carranza socio de los 
últimos á la vez que de Frend. Ibur^ Scbatz y Ca ; loilc 
lo eual consta de la absolución de posiciones & 1.1o i 
y 157 y de la decid ración de I). Luis l'ombo. 

3 Que los dnii. md. mies no lian pasado transferencia 
«!<' ci bui á hvor de persona alguna; siendo ellos los 
que lo b m despachado en la Aduana, y abonado los 
derccEtos como consta del informe de la Administración 
de (tenias Nación des en Buenos Aires que corre á f. 38 
y de la absolución de posiciones que los mismos pi- 
dieron y que se encuentran a I", lofí y 157. 

Y considerando; — i° t¿ue aunque es electivo que el 
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capitán, Incito qne se hallo provisto 'lo lo necesario p:srn 
el viaje eslá nlilí^mlo con arreglo al artículo 1078 del 
Código, á salir en ía primera oca sin n favorable, y que 
].i demora en el cumplimiento de osla obligación como 
de cualquier otra, Le impone, se^un los artículos álS 
y 21 Sí del mismo, la tle indemnizar ú resarcir lu* da- 
fnia y perjuicios que por dicha demora su sis-liaren ¡i 
los car*i l.»re*. sieuiiro que no jintifi pie que la falla de 
cumplimiento proviene de causa e&thifía, que no le 
imputable; pura que dicha responsabilidad se bagí 

es indispensable que haya habido relímenlo mora 
en emprender el ví.m>, y que. los 
hubiesen sufrida daños y perjnicius que fuesen 
é pudieran proveerse al tiem¡>o del Contrato^ 
y que sean consecuencia directa ó inmediata de aque- 
lla demora, como lo previene id artículo úl¿ del rilado 
Código. 

2" Que está probado que el buque oslaba pareado y 
lisio para huí prender el viaje el di a 28 de Mayo del año 
próximo pasado, — 1° Parque en dicha fecha fueran lir- 
ni.idos los conocimientos como consta de ellas, y de- 
hiendo espresar estos documentos la carga recibida, no 
podían ser espedidos antes de terminada aquella opera- 
ción, lo que por otra parte es coul'nrme á lo dispuesto 
en el articulo 1107; sin que pueda hacerse valer en 
contra el hecho de haber afirmado los demandantes en 
su escrito de demanda, que las conocimientos fueron 
firmados el 1 1 do Abril, porque estos sala se re lie - 
ren a la esposicion que ducian haber hecho el capitán 
anle la Capitanía del Puerto, y que apar ere de Un di- 
ligencias agregadas; y por consecuencia, baléen la sido 
tachada dicha esposicion en tudas sus parles por el re- 
del cainlan, no debe prevalecer contra el 
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contenido del conocimiento, y tanto monos cuanto que 
segnn la esposioion, el cargamento hafefa estado com- 
pleto, sin que los conoruinientos pudieran firmarse por 
el capitán que estaba ausente, lo cual seria una prue- 
ba ile que por tanto los íinnú *d capitán con Id fecha 
indicada por cuanto entonces estaba ya el cipamente 
entregado en su totalidad— 2° Porque aunque es ver- 
dad que un buque para emprender viaje, necesita algo 
mas que su cargamento, sin embargo, debe presumirse 
que lo tiene dolado de todo lo necesario antes de reci- 
bir la carga ; y en el caso especial, objeto del juicio, et 
bu f pie estaba listo para emprender vi¡ije antes de empezar 
la carga como io empresa la póliza de flctawcnlo ; y 
por consecuencia, si algún liec^io posterior, y que no le 
es imputable Je impidió el viaje, deber suyo era jus- 
tificarlo en juicio con arregl ) á lo dispuesto en el ar- 
tículo ¿10 citado. 

3 o Que está igualmente justificado en autos que el 
capitán emprendió el viaje re cien et 20 de Abril, ó sea 
23 dias después de firmados los conocimientos, porque 
no ha podido salir del puerto de Carditf sin q¡ie pre- 
viamente so le espidiese la carta de sanidad, y está 
probado por los informes de la capitanía del puerto y 
de la administración de rentas» que en dicho día le fué 
espedida Id patente y fué visado por el Consulado Ar- 
jfmlino el manifiesto general del buque, hechos quo prue- 
ban que este no habia salido todavía del puerto del 
destino. 

i° Quo justificada una de las bases indispensable para 
establecer la responsabilidad del rnpilan ú sea el hecho 
da haber demorado sin causa justificada su viaje, faU¡i 
aun que constatar otra base de la responsabilidad, esto 
es la existencia de daños y perjuicios, que se hubiesen 
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previsto Ó podido preveer ni tiempo del contrato, y que 
hayan sido consecuencia inmediata y directa do dicha 
demora, como se ha establecido en el considerando I a . 

5o tjue no so ha juslilicado en autos que tVendelbnrg, 
Schalz y Ca. Im Mesen sufrido daño, esto es, pérdida, 
según la espresion del art. 222 del GÓ%0 de Comercio, 
porque para eso seiia indispensable que hubieren justifi- 
cado que hablan' vendido el carbón á un precio menor 
que el que les habia costado puesto en esle puerto, y 
no han producido prueba sobre esle punto. 

6» Que en cuanto á los perjuicios que reclaman, ésto 
es, el lucro do que se les hubiese privado á causa da 
la demora, ta tu poco esta justificado en autos, y aunque 
lo estuviera, no lo está que hayan sido previstos 6 que 
pudieron proveerse al tiempo de celebrarse el contrato, 
como lo demuestran las siguientes consideraciones: 1* En 
cuanto al primer punto, esto es, la existencia de la 
privación de un lucro, para que estuviera constatad», 
seria necerario que se hubiese justificado que el ca.'bon 
había sido vendido á un precio dado, y que esle era 
menor que el que se había obtenido á no haber sido 
demorado el viaje; y semejante prueba no existe: 1" Por- 
que aunque es verdad que los .cargadores sostienen que 
vendieron á 7 1/2 fuertes la tonelada á bordo, sufriendo 
un perjuicio de tres pesos fuertes por tonelada, m los 
autos sobre estadías y cobro de 'varias toneladas de car- 
bón, y que corren agregado.*, sostuvieron y afirmara 
bajo juramento, como se ha visto al analizar la prueba, 
que habían vendido el carbón al precio do doce pesos 
fu f ríes la tonelada, y que esle era el ven ladero precio 
de dicho artículo; y por consecuencia no habiendo pro- 
ducido prueba de que habrían podido venderlo á mas 
alto precio, en caso de haber llegado ántes, y eslando 
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este punto mas bien comprobado por las prueba» pro- 
ducidas, está demostrado que lejos de haber perjuicio, ha 
habido mas bien utilidad. 2 o Porque en eslos autos pre- 
tenden haber vendido el carbón á la casa de Luis Pomho 
y Ca., mientras que en los autos sobre estadías lian 
sostenido en repetidas ocasiones, í. 82, 128 y 153, que 
habían vendido lodo el carbón del «Scothind» al Ferro 
Canil del Oeste al precio de 12 pesos fuertes la tonela- 
da. 3 o Porque no han producido otra prueba de liaher 
vendido el carbón A Luis Pomho y Ca., que la declara- 
ción de D. Luis Pomho, se^un la que aquellos habrían 
comprado el carbón á 7 1/2 pesos fuertes la tonelada 
á bordo, lo que no hace fé en juicio, con arreglo ó la ley 
32, Til. 16, P. 3* y porque espresando á f... que su 
socio mandó el pesador a bordo y que la razón social 
Luis Potnbo y Ca. abonó el lanchaje y los derechos de 
aduana, es claro que habría comprado el carbón á bordo» 
y la falsedad do este hecho esta demostrada por el in- 
forme de la administración de rentas nacionales, la que 
á f. dice que no se hizo transferencia del carbón á favor 
de Pombo y Ca. ni de otra persona, y que fueron 
Frendtilburg, Schatz y Ca. los que firmaron lodos los par- 
ciales para el despacho y los que abonaron los derechos, 
lo que prueba que el carbón no pertenecía á Pouiho y 
Compañía, y que por consecuencia quo no lo habían 
comprado hasta que fué despachado. 4° Porque suponien- 
do que la declaración del testigo Pombo no estuviese 
contradicha por el informe de la aduana, siendo este el 
único que declara haber sido los compradores Luis Pomho 
y Ca. su testimonio según la citada ley 32, TíL 1G, P. 3* 
no seria baslanle para hacer Té en juicio, 5" Porque la 
declaraeion del corredor D. J<irje Gowland es contraria á 
lo afirmado por Frendelburg, Schatz y Ca. porque habien- 
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do íiflrtn.ii] o estos qvic vendieron el carbón á Luis Pombo 
y Ca., según el citado corredor fué vendido á L>. Emilio 
Carranza; y siendo dicha venia abordo, y constando que 
no se pasó transferencia, y qua Frendelburg, Sehalz y 
Compañía solicitaron el despacho en la aduana, debe 
presumirse ó que dicha venia fué simulada ó que quedó 
sin eftfí.lo. 

i Que en la hipótesis de ser verdad que á causa de 
la demora de la salida del buque el carbón se vendió 
por un precio menor del que se habría obtenido sin dicha 
demora, la baja del articulo nu loé prevista ní pudo pre- 
veerae al tiempo de celebrarse el contrato, ó por Jo me- 
nos no está consulado que pudiese proveerse dicho acci- 
dente; y pnr consecuencia el repitan no seria responsable 
de los perjuicios que se hubieran seguido á los cargadores, 
porque no habiéndose probado que demoró dolosa- 
mente la salida del buque, solo responde con arreglo 
al art. 223 del Código, de los daños y perjuicios quo 
fueron previstos ó pudieron proveerse al tiempo de ce- 
lebrarse el contrato. 

Por estos fundamentos fallo absolviendo al capitán Don 
Eduardo Roche de la demanda que contra él han dedu- 
cido los señores Frendelburg, Sclulx y Ca. por daños y 
perjuicios procedentes de la demora del viaje del buque 
iScollandi con costas á los demandantes. Repóngase los 
sellos y notifiquese con el orijieal. 

Manuel Zavakta. 



Apelada esta sentencia por la parte de Frendelburg, Scha- 
U y Ca., y tramitada la segunda instancia se dictó este 
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Buenos Aires, Noviembre 30 de 1871. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma, con costas, 
y el auto apelado de Toja cien lo ochenta y seis, satis, fe- 
chas y repuestos tos sellos, devuélvanse. 

Salvador MarIa del Carril.— Francisco 
Delgado —José Barros Pazos.— Marceli- 
no UcaHTB. — J. B. GUROSTIACA. 



CAUSA CX\MI. 



El Fisco Nacional 



D. Luis 
sobre comiso. 



Sumario. — I o La aduana no puede tenor evidencia de 
que hay exceso sobre el peso man ¡Costado en un ma- 
nifiesto si no se pesa toda la partida manifestada. 

2° Un cálculo hipotético nunca puede servir de prueba 
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para una acusación 
cuerpo del detito 

3° El consentimiento del que 
no es bastante para declararlo cu 
bado el cuerpo del delito. 



es preciso que 




verificación habia 
Que como se 
ordenanzas de 
del 9ÍÍ3 cumplía 




Caio. — D. Luis Dagnino de Antonio pidió despacho en 
Ja aduana de Buenos Aires de 250 bolsas arroz glacé, con 
17,250 kilogramos, peso neto, el todo; conteniendo 163 
libras cada una, según el recibo puesto en el parcial al 
entregársele 231 bolsas por el encargado del despacho 

cuenta al alcaide que practicada la 
un exceso de 3095 libras. 

y se habia incurrido en la pena 
con el deber de dar cuenta. 
En el sumario, Dagnino declaró que no habia exceso 
por cuanto habia manifestado i 7,250 kilogramos, y que 
teniendo en vista el derrame que siempre tiene el arroz, 
y el ocho por cierto do la tolerancia, mas bien habia 
exceso á favor de la aduana. Que el vista pesó 10 bol- 
sas, dando cada una 103 libras, y añadiendo que dejaría 
pasar todo, lo que no hizo. Que á saberlo, habría en- 
viado todo el arroz al depósito, en la seguridad que do 
habría resultado exceso, fuera de la tolerancia. 

El Vista iufunnó que las 250 bolsas so mandaron posar, 
y el ayudante del despacho directo, lomó el peso de 10 
bolsas, dando por resultado 103 libras cada una. 

El alcaide informó que por el parcial se veia que se 
habían entregado 231 con 103 libras cada una , cuyo 
peso acopló la casa, resultando un total de 37,653 
libras; y que siendo el peso manifestado 37,536 libras 
*■ B 13 
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* 
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se habían entregado de mas 117 libras, á lo que agre- 
gando 3005 libras detenidas, daba un exceso de mas del 

Falla *> I» .%«ti»ini»tr»«>ieit «le Renta*. 



lEoslo i- de 1871. 

Do acuerdo con el art. 993 de las ordenanzas de adua- 
na, declárase caido en comiso el exceso; bagase súber, 
y fecho pasa a contaduría y tesorería á sus efectos. 

Afjuirre. 

No Conformándose Dagnino con esta resolución, ocurrió 
ante el Juez Seccional, pidiendo se declarase que no ha- 
bía lugar al comiso porque no se había cometido ocul- 
tación ni error en lo manifestado, si se tenía en cuenta 
el 8 p. 0/0 de tolerancia. 



ralle del Juec Seeeienal. 



Buenos Aires, Noviembre 26 de 1871. 

Por los fundamentos do la sentencia de fecha primero de 
Agosto á foja 6, confírmase en todas sus parles, devol- 
e á la aduana los autos con el correspondiente 
Repónganse los sellos, y hágase saber. 

Andrét Ugarriza, 




De esta instancia apeló Dagnino y el recurso se concedió 
libremente. 
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EspresamTo agravios, dijo que la denuncia se habh 
fundado en- el lalso supuesto de que se habia manifes- 
tado 150 libras por cada bolsa, cuando bastaba leer el 
manfieslo para convencerse que habia dicho 163 libias. 
Que ademas hacia notar que en el manifiesto babia 
becbo primero la declaración |cn kilogramos y después 
un poco nías ahajo el peso brulo en libras, y que si 
se tiene presente la diferencia que babia entre ambos 
pesos, se verá que mas bien hubo exceso de man i fes* 
tacion a favor de la aduana. 

Se corrió vista al Sr. Procurador General, quien es- 
puso ser indispensable saber cuál era el peso quo había 
encontrado la aduana en la partida introducida para com- 
pararla con el manifiesto, para lo que se debia pedir infor- 
me ante todo: 

1° Si posó toda la partida de arroz ó solo die2 bol- 
sas como decía el Visla. 

2o En caso de haberse pesado toda la partida, ¿ euál era 
el peso que se encontró? 

3 o ¿Cuál era la proporción que la aduana empleaba 
para reducir los kilogramos á libras. 

La aduana informó al primer punto, que la partida de 
arroz á que se relicre este espediente, no fué pesada en 
su totalidad por liaher aceplado la casa el escandallo hecho 
en 10 bolsas, laíj cuales dieron el peso de 103 libras 
cada una, constando esta aceptación en el espediente 
de despacho que corro agregado; cuya operación se 
practica siempre, á fin de evitar demoras y perjuicios 
al comercio, salvo, los casos en que la casa introductora 
exija el peso total de los bultos por no conformarse con 
el de una parte de ellos. — En cuanto al 2° punto, quo 
oo habiendo sido pesada toda la partida, el peso total ha 



■ido tomado por las 40 bolsas pesadas, dando estas ta 
cantidad 40750 libras. 

En cuanto al tercer punto, que la proporción lomada es 
la de 218 libras por cada cien kilogramos; y habiendo sido 
manifestados 1 7250 kilogramos, hacen estos la cantidad 
de 37605 libras, siendo 250 las bol <as declaradas, y dando 
cada una el peso de 163 libras, resulta un tot;il de 40750 
libras, excediendo 5 la cantidad da peso manifestado el 
de Ires mil ciento cuarenta y cinco libras. 

Espidiéndose el Sr. Procurador General en «isla del In- 
forme, espuso: — Que la aduana no podía en justicia 
seguir esta acusación, por las razones siguientes: 

1° Si la aduana no pesó las 250 bolsas de arroz in- 
troducidas, sinó solamente II), no puede tener evidencia 
de que baya exceso sobre el peso manifestarlo. Ella ha 
determinado el peso de la partida por un cálculo hipo- 
tético, que en algunos casos puede ser permitido p:ira 
hacer espeditivas las operaciones; pero que nunca puede 
servir de prueba para una acusación criminal, en que 
es preciso que el cuerpo del delito esté plenamente probado. 

El haber consentido el Sr. Dagninu en el peso caculado 
nada importa; porque el consentimiento de un individuo 
no basta para declararlo criminal, sin estar probado el 
cuerpo del delito. 

2° Pero aun conceptuando como verdadero el peso 
calculado por la aduana de 40750 libras, la diferencia 
que sacó el Alcaide es de 3145 libras, la cua! no al- 
canza al ocho por ciento, que segnn el art. 131 do las 
irdenanzas de aduana, debe tolerarse en los articules de 
peso, pues el ocho por ciento de aquella cantidad sube á 
3200. Por lo cual en vez de embargarse una parto del arroz, 
ha debido precederse como se previene en el articulo 137. 
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La (vienta que hace el Alcaide en su informe no es 
correcta; porque valiendo la libra 459 gramos, -i decigra- 
mos, según la publicación oiiciíil que lii/.o el Gobierno 
de Rúenos Aires, al adoptar el sistema métrico, cien 
kilogramos no valen 218 libran, sinó 217 y 10 onzas, 
asi es que los 17200 kilogramos manifestados no im. 
portan, como el dice, ittfíOo libras, sinó 37548. Pero 
entre este y el peso supuesto de -tOTTiO hay solo la di- 
ferencia de 2o*02 libras que nu alcanza al ocho por ciento 
de tolerancia. 

Así pues, ni según ta cuenta de la aduana, ni según 
ta verdad de los hechos, ha debido formarse esta causa. 
En su virtud pido á V. E. se sirva revocar la sentencia 
apelada, mandando que se entregue al Sr. Dugnino el 
arroz detenido. 



Fallo de Ib »u|irrma Corlt. 



Buenos Aires, Noviembre 30 de 1871 . 

Vistos: De conformidad con lo espUeste y pedido por 
el Señor Procurador GenerM en su precedente vista, y 
con arreglo al ni tirulo ciento treinta y siete de las or- 
denanzas de aduana, se revoca el auto apelado de foja 
vuelta y el de su referencia de foja seis; 
las costas, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado.— José Barros Pazos. 
—Marcelino Ügarte. 
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CAUSA CXWIII. 



El Director General del Crédito Moviliario de Buenos Aires 
contra Lamas Rcgúnegú ij & y /). Ezequiel N. Paz 
por cobro de pesvs. 



Sumario. — El auto en que se achiran los términos d.-l 
manda miento de embargo en el juicio ejecutivo, es i 11 ■■ 
lable. 



Caso. — En 21 de Setiembre de ISGÍÍ, D, Ezcquiel N. 
Paz y Lamas Regúnoga y (?, vecinos del Üosario de 
fia nía- Fé, firmaron á la órden del Crédito Móvil hirió de 
Buenos Aires, cinco pagarés por la suma de 4,851 poso» 
50 centavos fuertes, que debían sor pagados & so ven- 
cimiento en el diuiiicilio de A, Benjtci y C» en Buenos 
Aiivs, otorgando en garantía ese ri lora hipoleearia del va- 
por * Comercio del (lunario », pr.. piedad de los otorgan- 
tes 

Vencido el término de los pagarés y protestados en 
furnia, el Crédito Moviliario inició ejecución contra los 
deudores; y se dictó iioind.HiorMti) do ejecución que fué 
notificado á Paz por tofta la deuda. 

Paz ocurrió al Juzgado y reclamó del mandamiento di- 
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ciendo r¡ne a" él solo se le podia cobrar la mitad de la 
dmiila porquo la obligación no era mancomunada ni soli- 
taria ; y que el ejecutante lo habia reconocido así al en- 
tablar el juicio contra los dos deudores. 

Pidió se declarase que el manda mien lo conlra él solo 
se refería á la mitad de la deuda. 



Fallo del Juez de Secrien. 

Buenos Aires, Octubre H de 1871- 

Entiéndase que el mandamiento es por la mitad del 
valer de los pagarés, y prevéngase así al Oficial de Jus- 
ticia. Repóngase el sello. 

ZavaUta. 

El Crédito Móvil ¡a rio pidió revocatoria 6 apelación in 
subsbtinm de este auto sosteniendo que la deuda era soli- 
daria por ser firmados toe pagarés por individuos miem- 
bros de una sociedad colectiva y porque la hipoteca no 
hacia distinción da ninguna especie respecto á los deudo- 
res. 

Se concedió apelación en relación. 

Falle de la ftuprrme C'erte. 



Unenos Aires, Diciembre 2 de 1871. 

Nu liahiénduse debido conceder la apelación, con ar- 
reglo di artículo trescientos do la ley de procedi míenlos, 
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devuélvanse los autos, prévio pago de costas y reposición 
de sellos. 

Salvador María del Carril. — 
Jüsé Barros Pazos. — Marce- 
lino Ugartb.— José B. Gonos- 

TIAGA. 



CAUSA I. 



D. Juan R. Btom, Capitán de la Barca *Lennatin* contra 
Deetjen y Ca. por cabro di atadlas y multa. 



Sumario. — 1° Las circunstancias que no importan un 
obstáculo insuperable al cumplimiento de un contrato, no 
constituyen la cscepcion de fuerza mayor. 

2 o La fuerza mayor precedida de culpa del que debe 
cumplir el contrato, no es admisible como escepcmn. 

3° Las estudias son la indemnización de los gastos diarios 
que sufre el buque, en beneficio de los dueños de ia carga. 

4 o El cobro do las estadías importa la exigencia de que 
se cumpla el contrato de íletamento, y escluye por sí 
mismo el cobro de la pena impuesta en caso de inejecu- 
ción del contrato. 



Caso,— D. Juan ¡V Blom, capitán de la Barca iLenna- 
tin» demandó á los Señores Deetjen y C*. consignatarios 
de la carga, por el pago de estadías del buque, inte- 
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reses del importe, y por el de la multa que en el con- 
trato de fleta mentó se impuso al que rallare á él. 

La demanda, sus fundamentos, y la escepcion opuesta, 
as/ como las diligencias probatorias, se relacionan en el 
siguiente: 

Fallo del Jiarx ftrreion»!. 



Buenos Aires, Noviembre 9 de 1811. 




Vistos: estos autos seguidos por D. Juan TY. Blom, 
Capitán de la Barca * Lennatín » contra Deetjen y Com- 
pañía por cobro de estadías y multa en un contrato 
de fletamento, resulta lo siguiente: 

1° Que en 12 de Noviembre de 1870, el Capitán 
do la espresada Barca * Lennatín i celebró en Bremen 
un controlo de fletamento con Don C. % Lansen para 

le Montevideo y Buenos 
se estipuló el plazo do 35 días 
y para el caso de que en diebo 
plazo no estuviere leí minada la descarga, se convino en 
que el fletador abonaría los días do exceso á razón de diez 
libras esterlinas cada uno. 

2* Que en el mismo contrato se estipuló una nuil ta 
igual al precio del flete ó sea de mil libras esterlinas, 
contra aquel que dejare de cumplir el. contrato, según 
consta de la respectiva póliza, cuya traducción corre de 
Pojas 14 á 15, 

3° Que el buque llegó á este puerto el cinco de fe- 
brero último, encontrándose el oeho del mismo mes listo 
para l< descarga, y debiendo por consecuencia empezar 
Á correr desdo este último dta los treinta y cinco acor- 
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dados para dicha operación, como se espresa en la de- 
manda y lia sitio reconocido en la con tes Un; ion. 

A" Que la descarga principió el dia ocho de Febrero 
y terminó el nueve de Mayo, como lo acreditan los es- 
critos de demanda y contestación; y el ce rli Picado del 
resguardo, que so encuentra á Tojas 65 y Cfl- 

5o Que el capitán, partiendo del contrato y hechos 
ántes mencionados, y apoyándose además en la protesta 
que por las estadías causadas formuló ctmlra los Señares 
Deeljen y C* qtie en testimunio corre á í\ 5, ha enlahlado 
su demanda contra los dichos Señores como consignata- 
rios del buque, pidiendo se les condene:— I o Al pago de 
quinientos cuarenta libras esterlinas por los 5 i dias de 
estadías que dice haber trascurrido desde el 15 de Marzo 
hasta el de Mayo, y que ha razón do 10 libras ester- 
linas cada dia hacen la espresada soma:— 2* Al de mil 
libras esterlinas, como mulla por nu haber cumplido el 
contrato de fletamonto, y además al do las costas y 
costos. 

6" Que los demandados han opuesto los siguientes es- 
cepeiones. — I a Que aunque es verdad que según el con- 
trato de lletameulo el plazo para la descarga debia ven- 
cer el 15 de Marzo, y que solo habia terminado dicha 
operación el 9 de Mayo, y aunque es verdad también 
que el contrato estipulaba diez libras esterlinas por cada 
dia que corriese después de espirado aquel plazo; debiendo 
atribuirse la demora, no á culpa del cargador, ó de los 
que lo representaban, sinó a fuerza mayor que no les per- 
mitió efectuar la descarga dentro de los ¡13 dias conce- 
didos para ello, no se les podía exijíir el pago d« es- 
tadías que no habia estado en su pofiar avilar, y «'Han 
enmu fuiidamentn quo jusMi. ni. la fuerza mayor el que 
por la epidemia que ha retundo este año en esta ciudad, 
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el Gobierno habia, desde ánti's do vencido el plazo para 
la descarga, ó sea desdo el siete de Marzo, limitado las 
horas del despacho en la aduana de las once hasta las 
dos, y cerrado la aduana desde el 10 do Abril hasta fines 
del mismo mes, habilitándose desde el primero de Mayo 
para el despacho solo los dias lúnes, miércoles y viernes, 
á todo b que se agregaban además las dificultades que 
nacian de la situación creada por la misma epidemia.— 
2o Que en euanto á la mulla, la pretensión es aun 
mas contraria á derecho porque nu se traía de falta de 
cumplimiento del contrato, sino de si so deben ú no 
estadías, á lo que se agrega que si se tratase de falla de 
cumplimento del contrato, aun en dicho caso no podría exi- 
jirse la mulla al mismo tiempo que el cumplimiento, 
porque serta esto contrario á los art. 218, 284 y 287 
del Código de Comercio. 

7" Que habiendo el juzgado ordenado que se practi- 
casen algunas diligencias para esclarecer cuantos dias 
se han invertido efectivamente en la descarga, y cuantos 
dias hábiles habían trascurrido durante ella, como as' 
mismo s¡ del 7 de Marzo adulante han podido los de- 
mandados continuar la descarga sin interrupción á posar 
de la disminución de horas del despacho, de dichas ope- 
raciones resultan comprobados los siguientes hechos.— 
I o Que desde el ocho de Febrero lias ta el ocho de Marzo 
solo se utilizaron para la descarga ocho dias, como 
consta en Ja nota del Resguardo f, tíu y 6G, siendo asi 
que durante ese liempu hubieron veinte y uno y medios 
dias hábiles, sin contar los del carnaval, como consta 
de la relación de lo Capitanía del Puerto, curricula á 
fojas 60. — 2 o Que de) ocho de Marzo adelante y hasta 
el diez de Abril se disminuyó una hura de las acorda- 
das para el despacho de la aduana, pero que la descarga 
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des pací larsc como en tiempos normales, como lo acredita 
el informe que corre ó f. 51 y 55 de la Administra- 
ción de lientas Nacionales.— 3° Que del nueve de Mayo 

días en dicha operación y que la época en que se efectuó 
esta con mayor regularidad ha sido después del 15 de 
Marzo y hasta fines del mismo, esto es, después de ven- 
cidos los 35 dias de plancha ó estadías, y cuando la 
epidemia debia causar mayores trastornos que del ocho 
de Febrero al ocho de Marzo. 

Y considerando: — I o Que estando justificado por con- 
fesión de ambas parles, y por las piezas corrientes en 
autos, que el plazo para la descarga vencía el quince 
de Marzo, y que dicha operación solo estuvo terminada 
el nueve de Muyo, la cuestión queda reducila á averiguar 
si hubo realmente fuerza mayor que em pidiese á Deeijen 
y Ca. evacuar la descarga, porque siendo las conven- 
ciones legalmente celebradas ley para los contratantes 
(art. 2Ü9 de! Código de Comerciu) y habiéndose estipulado 
que lus dias que excedieran de los treinta y cinco acor- 
dados para la descarga deberían pagarse al fletante á 
razón de diez libras esterlinas cada uno, el contrato 




¡e en los mismos términos en que se es- 
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superables para el poder del hombre, únicos que 
constituir la verdadera fuerza mayor. 

3o Que los mismos autos prueban que Deeljen y Com- 
pañía podían continuar sin interrupción la descarga, puesto 
que la época en que la praclicaron con la mayor regu- 
laridad fué del quince de Marzo á fines del mismo mes, 
eslo es, cuando el trastorno producido por la epidemia 
debía ser mayor que ántes de aquella fecha. 

&° Que la disminución do una hora en las del despa- 
cho ordinario de la aduana, que en virtud de resolución 
del Poder Ejecutivo Nacional, hubo desde el ocho de 
Marzo adelante, no lia podido influir en la descarga, por 
que, como consta del uniforme do f. 5i y 55 de la Ad- 
ministración de líenlas, la descarga podia hacerse en las 
lanchas de sol á sol, y porque, como consta de la relación 
de la descarga á f. C'i vuelta y GO, las lanchas per- 
ma necia n dos y Ires días, cargando, y ninguna depositaba 
en la aduana su carga en el mismo dia en que la recibía 
sino lo mas pronto al siguiente do haberla recibido, y 
para que Deeljen y Ca. cumplieran el contrato bastaba 
que la carga hubiese sido entregada por el «Lennaliu» 
á las lanchas, independientemente de la entrada do las 
mercancías á los almacenes fiscales. 

5" Que por otra parto, la fuerza mayor, en la hipótesis 
de haber ocurrido en el caso, babia sido precedida de 
culpa de los consignatarios de la carga, puesto ■ que desde 
el or-ho de Febrero, basta el ocho de Marzo, no se des- 
cargo sino durante ocho dias dolos veinte uno y medio que 
de buen tiempo y hábiles para descargar corrieron hasta 
el ocho de Marzo, como se demostró en el 7o resul- 
tando de esta sentencia; y por consecuencia la escepcion 
de fuerza mayor no sería admisible con arreglo á lo dis- 
puesto en el articulo 220 del Código do Comercio. 
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6° Que á lo es puesto en los precedentes consideran- 
dos se agrega la circunstancia do que las estadías no son 
por regla genera! , sinó la indemnización de los gastos 
diarios qiifí tiene el buque que las sufre, gastos que 
no han sido sino en beneficio exclusivo de las mercancías 
puesto que estas no podian quedar abandonadas; y no 
es justo que el buque soporte los gastos que se hacen 
en beneficio de un tercero que no sea el dueño ó ar- 
mador. 

Y considerando, en segundo lugar, en cuanto á la mul- 
ta cuyo cobro demanda laminen el capitán de la barca 
iLcnnalin» : 

\ v Que dicha multa según la estipulación espresada 
en el contrato de fle ta mentó, solo fué acordado para el 
caso en que alguna de las partes no cumpliese el con- 
trato referido, esto es, el fletador no entregando la carga 
y el Helante no admitiendo en su buque la que se le 
entregare en los mismos términos del contrato; y en el 
presente caso es claro que ambas lo cumplieron puesto 
que los cargadores entregaron su carga al buque y este 
ha entregado en el puerto del destino la que recibió, 
que es en lo que consiste el contrato de Aclámenlo. 

2" Que en la cuestión mb-jndkt no se trata absoluta- 
mente de que los consignatarios de la carga pretendan 
no cumplir el contrato, sino simplemente de si, con arre- 
glo á él, están ó no oldigadus á pagar las esta-lía*, ó 
sea como deba cumplirse el contrato. 

3* Que tratándose por otra parte do una obligación 
con cláusula penal, y exigiendo el capitán el cumpli- 
miento de la primera, no puede pedir á la vez la pena 
con arreglo á lo dispuesto en los arliculos 287 y 288 
del Código de Comercio. 

4° Que ta solución que fluye de los precedentes con- 
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siderandos es que el capitán tiene derecho para exijir 
el pago de la cantidad que reclama por estadías, y el 
de los intereses á contar desde el dia de la demanda, 
de acuerdo con las prescripciones contenidas en los ar- 
tículos 219 y 225 del Código de Comercio; pero que 
no lo tiene para exijir el pago de la multa, el que han 
resistido con justo derecho los demandados, no pudiendo 
por tanto ser considerados como litigantes temerarios. 

Por estos fundamentos: fallo condenando á los Señores 
Deetjen y Ca. á abonar á D. Juan Blom, capitán de la 
Barca «Leona lin,» dentro del término de diez di as, la can- 
tidad de quinientas cuarenta libras, esterlinas , 6 su equi- 
valente en moneda de curso legal, con los intereses de 
banco desde la demanda, computados con arreglo á la 
tasa que cobra el de la Provincia; y absolviendo á loa 
mismos Dceljen y Ca. en cuanto al cobro que se les 
exije de mil libras esterlinas por inejecución del con- 
trato. Cada parte satisfaga sus costas y las comunes por 
mitad. Repónganse los sellos y noiifiquese con el original. 

Manuel % 'aválela. 

Apelada esta sentencia fué confirmada^por el siguiente 

I» iuprrmn Vmrim. 




el auto apé- 
eoslas y re- 



de foja setenta y una, y 
os sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril.— Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos. — J. 
B. Gorostiaga. 
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CAUSA II. 



Don Jacinto Castro y el Gerente del Banco Montevideano, 
contra D José Alciatuñ, sobre depósito de fondos 

embargados. 




— Debe accederse al depósito de 
habiendo conformidad de parte. 



em - 



Caso. — D. Jacinto Castro demandó ejecutivamente á D. 
José Alcialuri por cobro de peso», y pidió el embargo de 
unos fondos de éste en poder de D. Ambrosio P. Lczica 
afectados al pago de su crédito. 

Esos fondos habían sido embargados ya por requisición 
del Tribunal de Montevideo en una causa contra el mis- 
mo Alcialuri ; seguida por cobro de [-esos por el Gerente 
del Banco Montevideano. 

Castro pidió la entrega de los fondos con la conformi- 
dad de A Iciaturi, y el Juez, previo otorgamiento de fianza, 
á satisfacción, la ordenó. 

Pero Lezica la resistió, alegando la orden del Tribunal 
de Comercio de Uuenns Aires quien le bahía notificado 
el primer embargo ordenado por él de Montevideo. 

T. U U 
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Se dictó el siguiente 



Ante del Jims S*e*iom*l 

Buenos Aires, Octubre 24 de 1871. 

No pudiendo el Juzgado exigir otras garantías que las 
que puedan resultar de la entrega que se haga bajo 
fianza de responder en caso que los acreedores de Mon- 
tevideo fuesen declarados con mejor derecho, y no con- 
siderándose los Sres. Lezica y Lanús á cubierto de toda 
responsabilidad, como lo espresan en su escrito, mediante 
la fianza constituida por el ejecutante ni pudiendo el 
Juzgado ordenar la entrega de lo que adeudan al ejecutado, 
cuando no son partes en el juicio, no ha lugar á la en- 
trega solicitada por el ejecutante y haga éste uso de su 
derecho como viere convenirle, continuando el embargo 
de los fondos en poder de Lezica y Lanús. 

Zavaleta. 

Castro en vista de este auto pidió se depositara el di- 
nero embargado en el Banco de la Provincia. 

Lezica manifestó que estaba conforme con el do pósito, 
sí se le ordenaba esto mismo por el Tribunal de Comer- 
cio, y pidió se librara oficio al efecto. 

Castro espuso que no había tal necesidad, por ser el 
depósito una simple traslación de los fondos embargados 
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Fallo del Juu Seccional. 



Huimos Aires, Noviembre 2 de 1871. 

Por los fundamentos del auto de f. 54, no ha lugar á 
lo pedido. 

Zaveleta. 

Castro apeló, y en la instancia de apelación se presentó 
ante la Suprema Corte el apoderado del Banco Montevi- 
deano, quien manifestó estar conforme con el depósito de 
los fondos en el Banco, Ínterin se decidiese el 



Fallo d> I* ftupr* 



Dueños Aires, Enero 20 de 1872. 

Vistos : de conformidad de partes deposítese en el Ban- 
co de la Provincia, Ínterin se decide el presente juicio, 
el dinero perteneciente á Don José Alcialuri, que existe 
embargado en poder de los señores Lezica y Lanús, que- 
dando sin efecto el auto apelado de foja sesenta y cuatro. 
Satis fechas las costas y repuestos los sellos, devuélvanse 
en consecuencia los autos. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 

Jos£ B. Gü ROSTI ACA. 



201 PALLOS DE LA SUI'KEMA COK TE 



CAUSA III 



El Presbítero D. Saltador de ia Reía contra D. Juan 
Antonio Panda, por cobro de paos. 



Sumarfo. — \ a La confesión calificada es indivisible so- 
bretodo en , malcría civil, cuando concurren algunas pre- 
sunciones favorables i ia esccpr.ion contenida en aquella. 

2° No es admisible la pretcnsión del mandatario, que 
contraría las obligaciones impuestas pi»r el mandato. 

3° Seguido un juicio ejecutivo, y estando la causa en 
estado do liquid-irse el crédito ejecutado, no puede in- 
troducirse, ni sustanciarse una reclamación por el pago 
de una deuda eslraña á la que fundó el juicio. 

A" Lo que se actué con motivo de esa reclamación es 
nulo, y las cusías relativos deben ser de cargo del Jue* 
que la sustancie y resuelve. 



Ojo,— El presbítero D. Salvador de la Reta siguió un 
juicio ejecutivo por cobro de pesos contra D. Juan. Anto- 
nio Pando, representado por I). Pablo Salas. 

Dictada la sentencia de Irance y remate, vendido el 
fundo embargado, y hecha la liquidación del crédito, el 
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ejecutante pidió la entrega do su importe con esccpcinn 
de 300 5 boliviano,*, que manifestó haber recibido del apo- 
derado Solas por cuenta de Pando, y cuya entrega no 
ronstaba en autos. 

El apoderado Salas se opuso á la rebaja de dichos 300 
$ bolivianos, alegando que esta suma la liabia entregado 
por cuenta propia y como préstamo al presbítero de la 
Beta, por cuya devolución lo tenia demandado ante el 
mismo Juez de Sección. 

Se sustanció este incidente, dando traslado, y abriendo 
pn seguida la causa á prueba. 

Producida esta se dictó el siguiente 



Fallo del Juez 



Mendoza, Setiembre 11 de 1871.. 

Y vistos, — Considerando: KQue las leyes ííí>, tít. 2°, y 
l", lít. 14, P. 3*; que reglan el procedimiento civil en 
los juicios sobre prueba, dicen : t Es cosa cierta de derc- 
« clio que la prueba incumbe al actor cuando el reo niega 

i. Considerando, que el actor en este juicio es el 
Sr. Cura Oon Salvador de la líela, pues él es quien ha 
propuesto la duda ó demanda en su escrito de f. 77, sobre 
corno di'ben imputarse los 300 j^tns de este litigio, &* Sí*. 

Tercero. Que el reo I). Pitido Salas nieg.» la demanda y 
que habiéndose recibido la causa á prueba, el actor no 
presenta mas rpie dos lestígos ; D. Ramón Videla que tes- 
tifica, que tres veces ha recibido dinero do I). Pablo Salas 
sin recordar las cantidades, comu encargado del Sr. Cura 
y á nombre de D. Juan Antonio Pando ; y D. Juan de la 
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Cruz Vidala que reconoce : no tener necesidad el Sr. Cura 
de pedir dinero prestado. 

Cuarto, Que sin embargo de ser un hecho auténtico, que 
D. Pablo Salas represente á D. Juan Antonio Pando en la 
ejecución del Cura Sr. Reía contra aquel, esto no importa 
que D. Pablo Salas pueda haberse desprendido de tal re- 
presentación tratando en nombre propio con su coliti- 
gante. 

Quinto. Que no habiendo este justificado su afirmativa, 
mas que con un solo testigo, que es D. Ramón Videla, 
pues el dicho de D. Juan tle la Cruz Videla es muy vago 
y no pasa de mera creencia. 

Sesto. Que á la negativa del reo se agrega ta importan- 
cia del cheque por la mitad de la deuda, que corre A 
f, 125, en el cual, no suena el nombre de D. Juan Antonio 
Pando, sino Ü. Pablo Salas y D. Salvador de la Reta. 

Sétimo Que si cierto fué que ms ir ex ciento» peso* son 
de cuenta de Pando y no de Salas; la opinión jurídica 
que ministra este cuaderno es, que el préstamo no es 
de Pando, sin 6 de Su las á lleta. 

Octavo. Que no teniendo el juez papel ninguno i la 
vista para calificar ese préstamo, fecha ni recibos que 
ha debido dar el actor para recibir ese dinero, con la 
especificación que lo recibía en nombre de Pando y no oY 
Salas; la máxima de derecho diez y siete. Del daño que 
uno recibe por su culpa, á sí mismo se debe culpar. 
Ley 22, lít. 34, P. 7\ 

Pareciendo este un caso anterior al primero de Enern 
de 1871. 

Por estos fundamentos, s* declara por improbada la 
acción del demandante, se absuelve al demandado a* vi» 
tud déla ley t\ tít. H, P 3* con costos al actor.- En 
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su virtud los tres cientos pesos son de abono á D. Pablo 
Sala». Repónganse. 



Apelada esta sentencia , fué revocada por et siguiente 



Pallo de ■* Supremu ( orle 



Buenos Aires, Enero 27 de 1 872. 

Vistos: Considerando. Primero, Que seguido juicio eje- 
cutivo por el Presbítero Don Salvador de U Reta contra 
Oon Juan Antonio Pando, representado por Don Pablo Salas, 
pronunciada la sentencia de trance y remate y vendido 
el fundo embargado, el ejecutante pidió y se hizo la li- 
quidación de su crédito; Segundo. Que aprobada esta por 
i*l juez, solicitó el acreedor se girase libramiento á su 
favor por el monto de su acreencia contra el precio del 
remate, rebajándose de esta la suma de tres cientos pesos 
que h.ibia recibido del apoderado Salas, y que no figuraba 
en aquella operación, porque no constando de autos su 
entrega, la ignoraba el contador; Tercera. Que, proveída 
de conformidad esa petición del ejecutante, el apoderado 
Salas se opuso á que se practicara, alegando que esa 
cantidad la habia entregado por su propia cuenta, y como 
préstamo al Presbítoro Reta, y por cuya devolución le 
tenia ya demandado ánle el mismo juez, según se es- 
presa á foja setenta y nueve; Cuarta, Que no obstante 
esta manifestación explícita, y olvidando que solo se tra- 
taba ya de la ejecución de la cosa juzgada entre el eje- 
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mismo espediente ejecutivo la reclamación de Salas contra 
el Presbítero Reta por el pago de una deuda estraña a 
la que forma la materia de estos autos; y pronuncia 
la sentencia <jue motiva esta instancia, condenando á Rola 
al pago de la cantidad demandada; Quinto. Que pres- 
cindiendo la Corle de la manifiesta nulidad de todo lo 
obrado desde la foja setenta y nueve, porque no ha sido 
reclamada, y ocupándose solo del mérito legal del fu Mu 
apelado, encuentra que Salas no ha prohado, como le 
incumbió, el préstamo que pretende haber hecho al Pres- 
bítero Reta de los tres cientos pesos en cuestión, y en 
tal caso la confesión espontánea que este ha hecho de 
haberlos recibido del apoderado Salas por cuenta de su 
poderdante Pando y del crédito que 1c estaba cobrando 
en estos autos, no puede ser aceptada por Salas en la 
parte que le aprovecha, sin aceptarla también en la qur 
favorece al que la ha hecho, pues es un principio jurídico 
inconcuso que la confesión calificada es indivisible, sobre 
todo en materia civil, cuando concurren como en el 
presente, algunas presunciones favorables á la excepción 
que la confesión misma contiene. Sato, Finalmente que 
teniendo por objeto la pretensión de Salas impedir qui- 
se rebajen de la deuda de su poderdante, los trescientos 
pesos de que se trata, ial presunción es ¡5 todas luces 
jiegal, puesto que contraría ta obligación que el man- 
dato impone al que le ejerce de desempeñarlo en pro 
vecho del mandante y no en el suyo propio, incurriendo 
ifffo facto en las responsabilidades que las leyes estable- 
cen contra los mandatarios que las violan; por eslns- 
cimsideraciones y con arreglo á lo dispuesto en la ley 
primera, título catorce, partida tercera, se revoca la sen- 
tencia apelada de foja ciento treinta y una, condenándose 
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y satisfechas las do esta instancia, devuélvanle para que 
se mande cumplir la providencia de faja setenta y siete 
vuelta. 

Sai.yadwi MahIa del Carril.— Fran- 
cisco DEtóADO. — José Barros 
Pazos.— ¿. B> 



CAUSA IV. 



f). Vicente Casare* ¿ hijos contra Stephens y Wonwiller, por 

cobro de lanchajes. 




-i o El lanchero que practica U descarga de 
por mandato del consignatario del buque, 
no tiene acción contra el dueño de la carga para cobrar 
el lanchaje, ai aquel no obró en nombre de este. 

2 o La cláusula estipulada en el contrato de fletamento 
de que la descarga debe hacerse por el consignatario 
del buque por cuenta y riesgo del de la carga, no cons- 
tituye un verdadero mandato de este á aquel para hacer 
la 
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Cato. — Los Señorea D. Vicente Cas área é hijo» por 
encargo de Drysdale y C* consignatarios de los buques 
iMaryMoorei y • Babshoop» descargaron las mercancías 
existentes en aquellos, siendo algunas pertenecientes á 
loa Señorea Stephens y Wonwiller. 

Con este motivo demandaron á Slephens y Wonwiller 
por la suma de 71 60 pesos m/c. importe de lanchaje. 

Los demandados oljetaron que los Señores Casares no 
tenían personería para cobrarles el lanchaje de la descarga, 
que ellos no habian encargado. 

se dictó el siguiente: 



4el Ju*z fterríoitftl 

Aires, Noviembre 15 de 1871. 

Vistos estos autos seguidos por tos SS. Vicente Casa- 
res ó hijos contra loa SS. Stephens Wonwiller, y C*, por 
cobro de cantidad de pesos procedente de lanchajes, 

Y resultando: jo Que los demandados han opuesto la 
^acepción de falla de personería en tos demandantes, fun- 
dándose en que no encargaron á los SS, Casares é hijos 
de la descargo de las mercancías, cuyo lanchaje se Ies 
cobra, como a* deduce del hecho de no haberlo esprosüdo 
hsí loa misinos demandantes, no teniendo esta por con- 
veniencia acción direela contra aquellos; que l"s Señores 
Drysdale y C" tenían la obligación do conducir hasta este 
puerto y entregarles en tierra las mercancías, siendo 
telina ó sus representantes legítimos los únicos que tienen 
derecho para cobrarles el lanchaje, á io que se agreg;t 
que no habiendo cumplido la obiig.tcion de entregar las 
mercancías en su totalidad, han deducido su demanda 
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contra los mismos, siendo también contra estos que de- 
ben dirijir sus acciones los SS. fosares é hijos, puesto 
que, efectuaron la operación de la descarga por su orden. 

2° Que loa demandantes sostienen su derecho para 
cobrar directamente de los dueños 6 consignatarios de 
la carga el lanchaje de esta, fundándose en que, es- 
presándose en el conocimiento que (as mercancías serán 
desembarcadas por ios coiwf/naíaritts del buque, p»r cuenta y 
riesgo de los de la carga, los primeros son verdaderos man- 
datarios de los segundos, y por consecuencia al encar- 
garlos Drysdale y C de la descarga de las mercancías 

términos del arl. ÍÍOS del Código de Comercio responden 
por todos los actos del mandatario. 

3 o Que el juzgado ordenó para mejor proveer, qm- 
los demandantes manifestasen si tienen celebrado con ta 
casa consignataria de Drysdale y C\ un contrato general 
para la descarga de los boques que vinieran á su con 
soñación, ó si la descarga de los buques á que se ri- 
flero la cuenta de foja 1* la habían efectuado en virtud 
do contrato especial para cada uno de dichos buques, 
habiendo los demandados hecho dicha manifestación en 
su último escrito, diciendo que no tienen con la osa 
Drysdale y C* contrato que les obligue á darles la des- 
carga de los buques que Vas sean consignados, pero qu*- 
acostumbran encargarlos de la descarga, según tarifa. 

Y considerando: I o Quo está confesado por los deman- 
dantes que no celebraron con lus demandados contra!., 
alguno, para la descarga du las mercancías cuyo lanchaj ■ 
cobran, sino que dicha descarga ia efectuaron en virtud 
de contrato con los consignatarios Drysdale y C\ y por 
consecuencia con arreglo al art. del Código de Co- 
mercio, Casares é hijos no pueden dirijir acción alguna 
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contra Stepliens y Wonwillery C a , sinó en lanío cuanto jus- 
tifiquen que dichos consignatrios del buque, at celebrar 
el contrato at que los de ina mían tes se refieren , revestían 
el carácter de representantes legales ó convencionales de 
loa demandados y que habían contratado á nombre de 
los mismos. 

2° Que aunque pueda sostenerse que entre Slephens y 
Wonwiller y C», como cargadores y los consignatarios del 
buque Drvsdale y C* medían relaciones de mandante y 
mandatarios para los efectos del reembolso do los pastos de 
descarga hechos por cuenta do los primeros, no existe 
propiamente entre ellos un verdadero mandato. 1° Porque 
la clausura en virtud de la cual los consignatarios del 
buque deben descargar las mercancías por cuenta y riesgo 
de los cargadores, no es «i nú una de las condiciones ó 
estipulaciones del contrato de flelamenlo, como se deduce 
de los incisos 4* y 9o del nrt. ItSGdel Código do Comer- 
cio y por consecuencia no constituye un contrato diferente 
del de lletamento, sinó solo una circunstancia del mismo. 
2« Porque ta citada cláusula es mas bien una imposición 
de los armadores ó del capitán 5 los cargadores y en el 
interés de facilitar la descarga y de poder dejar mas 
pronto espédito el buque para el retorne- y el mandato 
no se impone al mandante, ni tiene por objeto procurar 
la utilidad del mandatario sinó del mandante, como se 
deduce del art. 2ÍÍ9, del Código de Comercio: y 3 o Porque 
el mandato puede ser revocado por la sola voluntad del 
mandante, como lo dispone el art 32" del Código ci- 
tado, y en este caso no hay tal facultad por parte da 
los cargadores ó consignatarios de la carga, romo im- 
plícitamente lo reconofien los mismos demandantes, cuan- 
do afirman á fnja H quo Slephens» Wonwiller y C 1 no 
podían contratar la descarga por no tener derecho para 



V 

DE JUSTICIA NACIONAL. 213 ' 

ello en virtud de la citada cláusula, y es óbvio que si 
por esto consü luyeron un mandato, habrían podido con- 
tratar la descarga y revocar el mandato, con arreglo al 
art. 329 citado. 

3 o Que admitiendo en hipótesis que entre los cargadores 
y el consignatario del buque mediase un verdadero con- 
trato de mándalo; para que los SS. Casares é hijos pudieran 
dirijir sus acciones contra los demandados por la descarga 
de mercancías de su propiedad, seria necesario que 
Drysdale y C* hubieran contratado dicha descarga en nom- 
bre de Stephena Wunwiller y O, y esta circunstancia no 
consta de documento alguno que al efecto se hubiese 
presentado, y ni ha sido insinuada siquiera en la de- 
manda, la que se funda únicamente en el hecho de haber 
descargado mercaderías pertenecientes á los demandados 

Por estns fundamentos, se declara que los SS. Vicente 
Carascs é hijos no tienen personería para demandar á 
Slephcns, Wonwiller y O, el lanchaje de las mercaderías 
que se di tallan en la cuenta de foja I, dejando á salvo su 
derecho para dirijir su acción contra quien vieren con- 
venirles y sin especial condenación en costas. Repónganse 
los sellos. 

Manuel Zavaleta. 

Apelada esta sentencia, fue confirmada por el si- 
guiente : 

Fallo [de I» Suprema Vori*. 

Buenos Aires, Enero 21 de 1812. 
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el auto apelado de foj ¡i veinte vuelta; satisfechas y repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril.— Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos. — J. 
H. Gorostiaga. 



CAUSA V. 



D* Jaime Crouito contra D. Mauricio Cruz Olivera 
por cobro de ptsot. 



Sumario* — 1" Los documentos que por sí no consti- 
tuyen una obligación de pagar las sumas que en ellos se 
espresan» no bastan para admitir la acción al cobro de 
ellas. 

2° Mucho mas si esos documentos no han sido consi- 
derados bastantes para ello en juicio ejecutivo promo- 
vido anteriormente por el mismo demandante contra el 
mismo demandado. 
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3° En este caso existo cusa juzgada respecto de ta 
insuficiencia de ellos. 



Caso. — D. Jaime Crovctto entabló acción ejecutiva con- 
tra D. Mauricio Cruz Oliveira pnr el pago de 17,300 
pesiis en virtud de les siguientes cuatro documentos fir- 
mados por Oliveira. 

1" He recibido de D. Manuel bizarro la cantidad de 
1,100 pesos que le había prestado U. Jaime Crovetto sin 
recibo. Abril S2 de 1860, 

2° Recibí de D, Jaime Crovetto la suma de 5,000 
pesos del pagaré perteneciente á D. Natalio Roldan. No- 
viembre 18 de 1808. 

3o Amigo Crovctto: En este momento preciso 1,200 
pesos para completar un dinero hasta luego que se los 
devuelva. 

4» Señor Merello: Sírvase vd. darle á D. Jaime Cro- 
vetto 10.000 pesos por cuenta de su afectísimo Mauricio 
C. Oliveira. 

La acción ejecutiva fué admitida solo por ta suma es- 
presada en el primer documento, declaiándose que los 
otros no constituían por sí solos la prueba de una obli- 
gación por parle do Oliveira. 

Crovetto entabló acción ordinaria por el pago de las 
sumas espresadas en estos. 

Las pruebas ulteriores que produjo se detallan en la 
sentencia de 1* Instancia. 

Se agregó á los autos un pagaré otorgado pur Cro- 
vetto á D. Natalio Roldan por Ja suma de 10,04)0 pe- 
sos á seis meses, de fecha 18 de Noviembre de 1868. 

Antes de dictar sentencia, el Juez de Sección preguntó 
á Oliveira ai pagó á Roldan loa 5,000 pesos ó que se 
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refiere el recibo n° 2. Contestó que nó, porque los 
10,000 pesos del pagaré firmado por Crovelto á Roldan 
los habían recibido el absolverle, y como fuera acreedor 
de Crovelto por 5,000 pesos, del dinero de lloldan en- 
tregó á Crovelto el recibo n° 2, y el resto en moneda 
corriente, después de descontar el interés y la comisión. 

rallo é>l Jues ftmlanai. 



Buenos Aires» Noviembre 10 de 1871. 

Vistos : estos autos seguidos por el ciudadano inglés 
D. Jaime Crovelto, contra el ciudadano arjenlino í>. Mau 
ricio Cruz Olivera, por cobro de canlidad de pesos, y 
resultando. 

lo Que la demanda se funda en tres documentos sim- 
ples, los que corren á fojas 1, 24 y 25, acompañados por 
el demandante á su escrito de demanda ; 

2* Que el contenido de dichos documentos es el si- 
guiente: El primero, una órden de Olivera para que 
un señor Mtrello entregara ú Crovelto, por cuenta del 
suscritur, la canlidad de diez mil pesos moneda cor- 
riente; el segundo, en que Olivera dice haber recibido 
de Crovelto cinco mil pesos moneda corriente, espre- 
sando ser del pagaré perteneciente á D. Natalio Rol- 
dan ; el tercero, una carta de Olivera á Crovelto pi- 
diéndole mil doscientos pesos moneda corriente. 

3° Que los mismos documentos babian sido anterior- 
mente presentados por Crovetto en un juicio ejecutivo 
que promovió contra Olivera, el que terminó respecto 
á ellos declarándose que no justificaban por sí solos 
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obligación ninguna que pudiera producir una acción eje- 
cutiva, como resulta de los aulos agregados; 

4° Que en los mismos autos agregados se encuentra 
un pagaré oloigado por Crovelto á fdvor de D. Natalio 
Roldan por ia o. inlnl.nl de diez mil pesos moneda corrien- 
te de )a fecha 18 Noviembre de 1868 en que también 
está otorgado el recibo de f. 24. 

5 ft 0ue c l demandado niega que los documentos citados 
constituyan una obligación, pidiendo en consecuencia el 
rechazo de la demanda; 

G° Que recibida la causa á prueba al objeto de acre- 
di Lar si Olivera debia á CroveÜo las cantidades espre- 
sadas en los ducuinenlos y que son objeto de este juicio, 
la prueba producida por el último consiste en lo siguiente; 

1° La declaración de Ü. José María Acosta, quien á 
f, Íi6 á 59 t dice que ahora dos años y medio mas ó 
menos, á contar desde esta fecha encontrándose en el 
escritorio de Crovelto, enlrú un individuo, á quien no 
conoce, pero que reconocería viéndole, y dijo á Crovetlo 
que le prestase diez mil p^sos monería corriente, porque 
estaba necesitándolos mucho y tenia que ir .i Junin, 
agregándole que se los pagaría Merello; que no vió si 
dicho individuo que recibió el dinero, y cuyas señas 
particulares describe, otorgó algún documento por la cs- 
p rosada suma. 

2o La declaración de D. Valentin Diaz quien á f. 59 
vuelta GO y 01 dice que sabe por Cro vello que Olivera 
le debia diez mil pesos que debia reembolsarlos Merello, 
agregando que sabe de ciencia propia que Crovetlo re- 
quirió, aunque inútilmente, á Merello por el pago, y 
que al regreso de Olivera le dijo a este que se había 
visto apurado para satisfacer el pagará de Roldan, por 
no haberle entregado el dinero dicho Merello: 

T» II 15 
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7" Que el juzgado á fin de esclarecer el hecho de 
si el individuo á que el testigo Acosta se refería en su 
declaración, era el mismo Olivera, ordenó que á dicho 
objeto comparecieran ambos al salón del despaclm, no 
habiéndolo verificado el primero á pesar de haber sido 
citado en persona, ni presentábalo la parte de Crovetto 
á pesar de habérselo intimado que lo hiciera, todo lo 
cual está constatado en autos á f. 58 vta. y 59, 88 
vuelta y 91. 

Y considerando — 1<> Que los documentos presentados 
por Crovetto no constituyen por ai mismos una obliga- 
ción, puesto que en ellos Olivera no se declara deudor 
á Crovetto, ni A ningún otro de las cantidades que aquellos 
espresan y por consecuencia para que se le considerase 
á Olivera deudor, sería necesario que por otros medios 
de prueba se constatase de una manera inequívoca que 
realmenio lo era. 

t° Que además de lo establecido en el precedente con- 
siderando hay la particularidad en el caso de que así 
se lia declarado respecto á los citados documentos en 
el juicio ejecutivo seguido por el mismo Crovetto contra 
el mismo que en este juicio tiene el carácter de deman- 
dado, y por consecuencia hay cosa juzgada respecto á 
que Olivera no es deudor de Crovetto, mientras que por 
utios medios de prueba que los citados documentos no 
se justifique de una manera clara é incuestionable. 

3 a Que la prueba producida, como se ha visto al 
hacer su esposieion, se limita á acreditar ta proceden- 
cia de uno de Jos documentos presentados, 6 sea el 
de foja primera, y no es bastante tampoco al objeto 
de justificar que Olivera sea deudor á Crovetto de los 
diez mil pesos que por orden dul primero debia entre- 
garle Merelto, porque los dos testigos presentados de- 
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claran cada uno acerca de hechos distinto» á saber; 
Acosla haber presenciado cuando Crovetlo entregó á un 
individuo diez mil pesos que debian serle reembolsados 
por Merello, y Díaz estar presente cuando Crovetto le 
dijo á Olivera que se habia encontrado apurado para cu- 
brir el pagaré de Roldan por no haberle entregado el 
dinero dicho Mtjrello, á lo que se agrega además que 
ef testimonio de Acosla no puede es limarse ni como el 
de un testigo hábil por no haber espresado quien era 
el deudor, y por no haber obedecido la orden del juz- 
gado que le intimaba comparecer á fin de constatar 
cual era dicho deudor, y por consecuencia las citadas 
declaraciones no merecen fé en juicio con arreglo á lo 
dispuesto en Jas leyes 26 y 32, lít. 16, Par. 3*. 

4° Que además de no tener relación alguna con los 
otros documentos, ó sea el recibo du f. 24 y la carta de 
foja 25, las declaraciones de los citados testigos, de las 
diligencias que el juzgado ha mandado practicar en vir- 
tud de la autorización que le acuerdan los artículos 16 y 102 
de la ley de procedimientos, tampoco resulta justificado 
que Olivera deba á Crovetlo las cantidades que espre- 
san la dicha carta y recibos citados. 

Por estos fundamentos Tallo: absolviendo á D Mauricio 
Cruz Olivera de la demanda que contra él ha deducido 
L). Jaime Crovetlo por cobro de pesos, y de que inso 
truyen estos autos, con costas al demandante. Repon- 



Apelada esta sentencia, fué confirmada por el siguiente 
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Buenos Aires, Enero 30de 1872. 

Y vistos; por sus fundamentos» se confirma eon costas 
el auto apelado de foja ciento nueve vuelta; y satisfe- 
chas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado — José Barros 
Pazos.— J. B. Gorostiaca. 



CAUSA VI. 



D. Andrés Petatú eon D* Marta /. ñíaure tobre poution. 



Sumario. —No mejorándose la apelación en el término 
del emplazamiento, se declara desierto el recurso á la 
primera rebeldía que acuse el apelado. 
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— En la causa seguida por D, Andrés Pelazzi con- 
tra ü* María Jesús Maura sobre posesión, á solicitud del 
Dr. D. Alberto Larroque representante del primero, en 
que pidió se declarase desierta la apelación por no Ha- 
berse mejorado en el término del emplazamiento; con el 
certificado del secretario se dictó el siguiente 

Fftlt* d« la laprrBM Cwlf. 

Buenos Aires, Febrero 1* de 1872. 

Por lo que resulta del precedente certificado y á mérito 
de Jo dispuesto en el art. 214 de la ley de Proce- 
dimientos, declárase desierta la apelación interpuesta; 
en consecuencia, devuélvanse los autos previo pago de 
costaB y reposición de sellos por el apelante. 

Salvador María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos.— J. B. Goküstiaga 
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CAUSA VII. 



D. Carlos y D. Eielmiro Rojng contra D. Miguel Ramayon 
sobre indemnización de daño* y perjuicios. 



Sumario. — i° El dutmo ó los participes de un buque; 
responden por las deudas que contrae el capitán para 
repararlo, habilitarlo y aprovisionarlo, 

2» Edas deudas son además privilegiadas sobre el buque 
y el privilegio subsiste, aun en el caso de venia volun- 
taria del buque, hasta sesenta dias después de su salida 
del puerto bajo el nombre del nuevo propietario. 

3° La consecuencia de ese privilegio es poder los 
acreedores no solo ejecutar si nú también embargar el 
buque 

4° El embargo de un buque hecho en esa* condtcio 
nes es legal, y no puede traer responsabilidad al que 
lo pidió. 

5° Mucho mas si el nuevo propietario del buque pudo 
evitarlo dando fianza de juzgado y sentenciado en el juicio 
' ejecutivo seguido por el acreedor, para garantir el paco 
del capital» intereses y costas. 
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Ctuo.—D. Miguel Ramayon enlabió juicio ejecutivo por 
cobro de tina cuenta de provisiones suministradas al 
vapor «Emilia,» y reconocida por su capitán, contra 
Ü. Augusto de la Riostra y C\ 

A consecuencia de este juicio, el acreedor pidió el 
embargo del buque. 

En los pocos días que pasaron entre la orden de em- 
bargo que dictó el juez de sección, y la ejecución de 
él practicado por las autoridades del puerto, lus Señores 
l). Carlos y í). Edelmiro h ijas adquirieron la propiedad 
del hoque. 

Hecho el embargo, se presentaron los nuevos pro- 
pietarios pidiendu el desembargo del vapor y ofreciendo 
oblar el importe de la cuenta; pero Ramayon se op éso 
al desembargo á menos que se oblase también el im- 
porte de los intereses y cosías del juicio ejecutivo. 

Quedó entonces embargado el buque, hasta que se 
ofreció una fianza de juzgado y sentenciado por el capital 
interés y costas de !a cobranza hecha por Ramayon. 

Desembarcado así el buque los Señores Rojas deman- 
daron á Ramayon por los daños y perjuicios emanados 
del embargo, cuyo importe avaluaron en siete mil pesos 
fuertes, 

R.unayon se opuso í la demanda sosteniendo que el 
embargo del buque fué legal, y que por consiguiente no 
podia dar lugar á indemnización de daños y perjuicios. 

Traídos S la vista los- autos ejecutivos en los que se 
ordenó al embargo, se dictó este 

Fallo del Juez Seccional. 

Buenos Aires, Octubre 14 de 1871. 
Visto» estos autoa seguidos por D. Carlos y D. Edelmiro 
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Rojas contra D. Miguel Ramayon por cobro de la cantidad 
de siete mil pesos fuertes como indemnización de daños 
y perjuicios del embargo del vapor • Emilia, » de íá 
propiedad de los primeros, en juicio que dicho Rama- 
ye n inició conlra D. Augusto de la Riostra y C* por 
provisiones á diclio vapor, y 

Considerando:— I o Que con arreglo al artículo 1037 
del Código.!* de Comercio, el dueño ó los partícipes do 
un buque responden por las deudas y obligaciones que 
contrae el capitán para repararlo, habilitarlo y aprovisio- 
narlo. 

2° Que sin perjuicio de la responsabilidad personal á 
que el precedente considerando se refiere, los acreedores 
tienen además privilegio sobre el buque para ser salís» 
fechos de su crédito, como expresamente lo disponen los 
incisos seslo y séptimo del art. 1021, y estos privile- 
gios según los art. 1020 y 1024 subsisien aun en el caso 
de venta voluntariamente del buque hasta sesenta dias 
después de su salida deJ puerto bajo el nombre y por 
cuenta del nuevo propietario, aunque los acreedores pri- 
vilegiados no hubiesen protestado, ni ejercido acto al- 
guno conservatorio de sus derechos. 

3° Que la consecuencia de los privilegios acordados á 
los acreedores especificados en los arts. 1021 y 1023 
del Código de Comercio, es no solo ejecutar sinó em- 
bargar los buques quo reconocen dichos cargos, no solo 
porque sin esta condición los privilejios serian indica- 
ees, sinó porque asi lo disponen terminantemente los 
artículos 1028 á 1030 del Código de Comercio. 

4* Que en los autos traídos ad effectmn vid-ntli consta 
que el vapor • Emilia ■ fué embargado por deudas con traí- 
das por su capitán para aprovisionarlo; y do las escrituras 
p¿ propidad y de los mismo» aulus referidos, conste tom- 
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bien qtie dicho embargo fué ordenado Antes de haberse 
trasmitido la propiedad del baque á D. Cirios y D. Eilcl- 
miro Rojas, puesto que á fojas 31 da dichos autos, consta 
que en veinte y cinco de Julio del corriente año Don 
Eustaquio de la Rieslra otorgó escritura de venta del 
vapor en favor de los dichos D. Cárloa y D. Edelmiro 
Rojas, y el embargo, según los mismos autos á fojas 
24, fué ordenado el veinte y uno del mismo mes y 
hecho efectivo el veinte y siete; y por consecuencia no 
habiendo trascurrido los sesenta dias señalados pur et 
art. i 051 del Código de Comercjo, estaban en todo 
su vigor los privilegios acordados por el art, 1031, 
tanto mas cuanto que, después de la venta, el buque no 
habla salido del piarlo, y por consecuencia no había 
navegado tampoco, bajo el nombre y por cuenta de los 
nuevos propietarios, los Señores Rujas, y que, segun 
el art. 102 i citado, para que se estingan los privilegias 
dichos, es necesario que el buque trasmitido á otro lugar 
haya navegado durante sesenta dias después de su salida del 
puerto bajo el nombre y por cuenta del nuevo propie- 
tario. 

5* Que de lo sentado en los precedentes considerandos 
se deduce, que D. Miguel Ramayon tuvo derecho para 
pedir el embargo del vapor > Emilia» en garantía de su 
crédito contraído por el capitán del vapor y confesado 
por dicho capitán en este juicio, cualesquiera que hayan 
sido á los propietarios y cualesquiera que lo sean actual- 
mente, y consiguientemente si algunos perjuicios han 
sido causados los últimos por motivo de dicho embargo, 
no es responsable de ellos D, Miguel Ramayon que usó 
de un derecho que le acuerda el art. 1028 del Código 
de Comercio. 

6» Que por otra parte los propietarios del vapor han 
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podido evitar los perjuicios consiguientes al embargo 
otorgando fianza de juzgado y sentenciado, de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 1029, y como lo hicieron 
posteriormente los mismo» Señores Hojas. 

7o Que aunque es verdad quo los actuales propietarios 
de la «Emilia* pidieron el desembargo prévia oblación de! 
importe de la cuenta presentada por Ramayon, y que 
este se opuso si no se oblaba además cantidad bastióle 
para responder á las costas ó intereses, esta resistencia 
tampoco le impone responsabilidad alguna, por cuanto 
en el juicio ejecutivo, debe garantirse el pago del prin- 
cipal, intereses y costas; porque tanto los intereses como 
Jas costas son de derecho, los primeros con arreglo á 
los arts. 213, 218, 219, 425 y 708 del Código de 
Comercio, y las costas con arreglo á los arts. 255, 277 
y 298 de la ley de procedimientos, y porque el bien 
gravado responde no solo del principal, sino de los in- 
tereses y costas que son consecuencia do aquel. 

8" Que por otra parte, de los mismos autos agregados 
consta que, Ramayon en el dia de conocer la preten- 
sión de los demandantes Rojas manifestó con que con- 
diciones la aceptaría, lo que es una prueba de que no 
tenia en vista causarles el menor perjuicio posible, sino solo 
garantir sus derechos, como igualmente de que por su causa 
no ha podido seguirte perjuicio á los propietarios del vapor. 

Por estos fundamentos: fallo absolviendo á D, Miguel 
Ramayon de la demanda que contra el han deducido Don 
Cárlos y D. Edelmiro Rojas por perjuicios procedentes del 
embargo del vapor * Emilia* con declaración de ser las 
costas á cargo de los demandantes. Repónganse los sellos, 
notificándose con el original 

Manuel Zovakfa 
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Apelada esta sentencia, fué confirmada por el siguiente 



Buenos Aires, Febrero \° de 1872. 

Vistos: por sus fundamentos y por el mérito que sumi- 
nistran los autos pedidos ad ejfectum vtdendi, se con- 
firma con costas la sentencia apelada de foja veinte 
vuelta, y satisfechas devuélvanse. 



del Carril. — Fran- 




cisco 



Pini, Hoñcorini hermanos, contra la Sociedad anónima 




Sumario. — El demandante puede pedir la entrega de lo» 
justificativos de su demanda para ocurrir con ellos á la 
jurisdicción provincial, si no se ha acreditado cjue el 
conocimiento y decisión de la misma corresponda á la 
justicia nacional. 
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Cato, — Pini, Roncoriui hermanos, demandaron á la So- 
ciedad anónima «Union del Platai por pago del dividen- 
do de unas acciones de la misma Sociedad. 

Dádose vista al Procurador fiscal sobre el valor del 
sello correspondiente á las acciones acompañadas á la de- 
manda, se suscitó un incidente en el cual aquel fun- 
cionario pedia se aplicara la multa del décuplo del valor 
del sello correspondiente al de las acciones. 

Antes de resolver este incidente el juez de sección pro- 
veyó que, resultando del último escrito del demandante 
que la jurisdicción nacional en el asunto era determinada 
por razón de las personas, se acreditara prévia mente esle 
punto. 

Notificados los demandantes, espusieron que no podian 
acreditarlo, y pidieron se les entregaran las acciones 
acompañadas á la demanda para ocurrir con ellas á la 
justicia Provincial. 

r«n* 4et J«e* iwiiwi 

Buenos Aires, Noviembre 11 de 1873. 

Como se pido. 

• Zavaltía. 

El Procurador fiscal apeló, diciendo que ese era un 
ardid de los demandantes para eludir el pago de la mulla. 

Se concedió el recurso» y el auto apelado fué confir- 
mado por este: 

rail* de 'm ftvpreaM Certe. 

Buenos Aires, Febrero i* de 1873. 
Vistos; no habiendo** acreditado que el conocimiento 
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y decisión de ia demanda interpuesta, compete á )a ju- 
risdicción nacional, se confirma el auto apelado de foja 
veinte vuelta, conforme con lo dispuesto por los artículos 
dos y tres de la ley de procedimientos; y salís fe chis 
las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril — 
Francisco Delgado. — José 
Barros Pazos. — J. B. Go- 

ROSTJAGA. 



CAlJftA IX, 



D. Amadeo Gra* t contra el General D. Juan A. Gelly y 
Obes, por cobro de petos. 



Sumario.-\* Las convenciones solo producen efecto 
entre los contrayentes. 

2 a El mandato en cuya virtud se celebra un convenio 
cuyo valor excede de 200 ps. fuertes, no puede probar- 
le por testigos, no existiendo principio de prueba por 

í 3 O-Ti- to » 
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3* La justificación de un contrato de transporte y 
sus condiciones, solo puede obtenerse medíanle la exhi- 
bición de un ejemplar del conocimiento. 

4" No es admisible en juicio ninguna acción entre el 
Capitán y cargadores, sin acompañarse alguno de los 
ejemplares del conocimiento. 



Cano. — D. Amadeo Gras dueño del vapor «Entre-Rios i 
demandó al General Gelly y Obes por el pago de 500 
ps. fuertes importe de la conducción de nueve pasajeros 
y once caballos traídos del Uruguay al Tigre. 

El General Gelly contestó que nada sabia, sino de ha- 
ber encargado al Coronel Cordero para mandarte tinco 
caballos al Tigre, y que estaba dispuesto solo á abonar la 
conducción do estos. 

La relación de los antecedentes presentados en autos, 

se esponen detalladamente en el siguiente: 

- 

rail* del Jun IfftltHl. 

Buenos Aires, Noviembre 21 de 1 871. 

Vistos estos autos seguidos por Don Amadeo Gras contra 
el General D. Juan Andrés Gelly y Obes por cobro de 
quinientos pesos fuertes procedentes del pasaje de nueve 
individuos en el Vapor « Entre-Rios * del puerto de la 
Concepción del Uruguay al de esta ciudad y del flete de 
once caballos que el mismo vapor condujo del primero 
al segundo de los puertos mencionados y resultando: 

|o Que el demandante acompaña las cartas de fojas 
una y dos: la primera conteniendo una carta que dice 
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haber dirijido en el Uruguay con fecha ii de Enero 
det corriente año al Mayor Don Cirilo Bonavides y Capi- 
tán Don Daniel E. Funges pidiéndoles que se sirvieran 
contestarle al pié de la misma sí era verdad que en 
presencia de ambos convino con el Comandante Don Cárlos 
Baez, en nombre éste del General Gelly, la conducción al 
puerto del Tigre de once caballos de propiedad del úl- 
timo por el precio de cuarenta pesos fuertes cada uno, 
pagaderos en el acto de la entrega, á Jo que al pare- 
cer contestaron dichos individuos, que les constaba que Baez 
había contralado el flete de los caballos á cuarenta pe- 
sos fuertes uno sin expresar por cuenta de quien hacia 
el contrato; y la segunda una carta en la que, supues- 
ta su autenticidad, los agentes de vapores Paez y Go- 
menzoro daban cuenta á Gras de haberse negado el Ge- 
neral Gelly á abonar la cuenta del flete y pasajes por 
parecerte caro; 

2» Que apoyándose en la citadas carias dicho Gras 
entabla demanda contra el General Gelly exijiendo el 
pago de quinientos pesos fuertes, imporfi del flete y pa- 
sajes, como lo espresa la cuenta de foja primera; 

3* Que el demandado niega que haya autorizado al 
Teniente Coronel Üaez para que contratara el trasporte 
de los caballos conducidos por el vapor € Entre-Ríos » 
y de los que solo le pertenecían cinco, diciendo que en- 
cargó al Coronel Cordero que te remitiese pus caballos, 
deduciendo de esta negativa que no está obligado á re- 
conocer lo que dicho Baca hiciera á nombre del deman- 
dado, á lo que se agregaba que aun suponiendo que hu- 
biera tenido alguna autorización suya para contratar el 
flete, debía entenderse para abonar lo que fuese de es- 
tilo de plaza pero de ningún modo * ; precios exorbitan- 
tes como los que se cobraban; y que en el deseo da 
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terminar este negocio había ofrecido pagar el importe del 
trasporte de lo» cinco caballos, que le pertenecían, y 
eatá pronto á pagarlo todavía, pero no así lo demás por 
no pertenecerle; 

V considerando: !<• Que consta por la propia confe- 
sión del demandante que el convenio, que dice haber 
celebrado para el trasporte de los caballos con el Co- 
mandante Don Cáflos Baez y no con el demandado y por 
consecuencia según la disposición del art. 2:!G del Códi- 
go de Comercio, no puede surtir efecto respecto del úl- 
timo, sino en tanto que se justifícase que dicho Bacz no 
solo había celebrado el convenio referido, sino que Jo 
hizo á nombre del General Gelly, oomo representante que 
era del último; 

2* Que habiéndose celebrado un convenio, cuyo valor 
excede en mucho de doscientos pesos fuertes, el manda- 
to en cuya virtud fuá aquel celebrado, debe según el 
artículo 301 del Código de Comercio, justificarse por lus 
medios de pruebas establecidos en el art. 192 del mis- 
mo Código con escepcion de toda prueba testimonial, 
porque esta no es admisible sino cuando hay principio 
de pruuba por escrito, y en el caso no se ha presenta- 
do ninguna que pueda llamarse ta) en los términos del 
artículo 193 del Código cija do; 

3o Que aunque el demandado confiesa que encargó 
una persona para que le remitiese sus caballos, dicha 
persona no era el Teniente Coronel Baez sino el Coro- 
nel Cordero, y en la demanda no se dice una palabra 
de que Baez procediese en virtud de orden de Cordero, 
sino como autorizado por el General Gelly; 

4° Que suponiendo por otra parle que Baez sea efec- 
tivamente representante ó mandatario del demandado, 
había todavía que justificar que había contratado el tras 
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porte á nombre del último, y las condiciones del con- 
trato; y esta justificación solo podrá obtenerse mediante 
la exhibición de un ejemplar del conocimiento, el que 
según los artículos U8l> y ll!H debe hacer mención 
expresa de tudas estas circunstancias, y en el presente 
caso no se lia exbibido conocimiento alguno ni otro do- 
cumento equivalente, pues las cartas de Benavides y Fun- 
des solo podrían valer como declaraciones de dos testigos, 
toda vez que aquellos se ratificasen, y la carta de los 
Agentes Paez y Gomenauro escrita después de llegado el 
buque y de entregados los caballos tampoco puede con- 
siderarse como la prueba escrita de un contrato que 
debió celebra i se mucho antes, tanto menos cuanto que 
siendo estrafio á dicha carta el demandado, en nada 
puede perjudicarle; 

5o Que por otra parte no siendo admisible, según el 
artículo igii del Código de Comercio, ninguna acción 
en juicio entre el Capitán y cargadores si no se acom- 
paña alguno de los ejemplares del conocimiento original, 
la acción deducida no puede ser admitido sino en tan* 
lo cuanto reconozca su legitimidad el demandado; y 
habiendo este negado el contrato invocado por el deman- 
dante y manifestado que está dispuesto sin embargo á 
abonar el Hete de cinco caballos que le pertenecen, solo 
puede atenderse la demanda en cuanto al (lele de es- 
tos y especialmente si se tiene en vista que solo con- 
fiesa haber recibido los dichos cinco caballos y que la 
mismo demanda no espresa que lodos los caballos fue- 
ran entregados al General Gelly, ni fueran tampoco de 
su propiedad. 

Por estos fundamentos fallo; condenando al General 
Don Juan Andrés Gclly y Obes á abonar á Don Amadeo 
Gras dentro del término de diez días el flete de los cinco 

X. u 16 
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caballos que confiesa haber recibido y ser de su pro- 
piedad al precio de cuarenta pesos fuertes cada uno con 
los intereses de Banco desde la demando, y absolvién- 
dolo en cuanto á lo demás que se le reclama sobre lo 
cual se dejan á salvo bus derechos al demandante para 
ocurrir contra quien corresponda, y sin especial conde- 
nación en costas. — Repóngase los sellos y notifiques a 
con el original. 

Manuel Zavakta. 
Habiendo apelado D. Amadeo Oras, se dictó este 

Fallo de la #«tpr+n»a Carie. 

Buenos Aires, Febrero 6 de 1872. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas, 
el auto apelado de foja veinte y dos, satisfechas y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francis- 
co Deludo. — José ■ Barros Pa- 
zos.— M. I'carte.— J. B. Go- 

ROSTIACA. 
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CAUSA 3t. 



Criminal contra infractores de la leu de 27 de Agosto de 
1864 aboliendo la pena de azotes.— Sobre competencia. 



Sumario. — 1° La prohibición de imponer la pena de 
azotes comprende á todas las autoridades, tanto Nacionales 
como Municipales y Provinciales. 

2" La infracción de la ley relativa constituye un deli- 
to que puede ser acusado ante los Tribunales de la 
Nación. 



Caso.- El Procurador fiscal de la Provincia de Corrien- 
tes pidió at Juez Nacional de la sección procediera á 
levantar un sumario para averiguar si en el cuartel de 

con infracción de la ley de 27 de Agosto de 1864, y 
quienea eran los autores del delito, que se venia de- 
nunciando con insistencia por ta prensa de la ciudad. 

WmíMm del Jues út¡ ftteet*». 



Corrientes, Setiembre 12 de 1871. 
Vista la solicitud dej Procurador fiscal pidiendo se pror 
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certa á levantar un sumario para averiguar el hecho de 
haberse aplicado la pena de azotes en el cuartel de Guar- 
dias Nacionales de esta Ciudad, á fin deque, resultando 
probado, se condeno á su autor á la pena que establece 
la Ley Nacional de 27 de Agnsto del año 64, para las 
autoridades que apliquen ese castigo, y considerando: 
\° Que al prescribir dicha ley que iodo el que ejerciendo 
autoridad civil ó militar hiciese aplicar la pena de azotes, 
será declarado inhábil para ejercer empico nacional por 
diez años, debe entenderse que habla solo de los empleados 
nacionales, y no de lo» que ejercen autoridad provincial; 
pues siendo la jurisdicción de los Tribunales Nacionales 
por su naturaleza restrictiva no se estiende, sinú á aquellos 
casos que la ley ha confiado espresainente á su deci- 
sión: 2° Que esta interpretación es tanto mas fundada, 
cuanto que las Provincias conservan todo el poder no 
delegado, y se rigen por sus propias instituciones según 
los arta. 104 y 105 de la Constitución Nacional, de 
donde resulta que los abusos que sus autoridades cometan 
en perjuicio do las garantías individuales, deben ser cas- 
tigados con arreglo á sus propias instituciones: 3° Que 
el art. 45 de la Ley Penal Nacional, establece igual- 
mente en general, que el que no siendo autoridad compe- 
tente librase una órden de prisión ó arresto, ó aun siéndolo 
omitiese hacerlo jar escrito, será castigado con la pena de seis 
á diez y ocho meses de prisión, y sin embargo se ha enten- 
dido que dicho articulo no habla sinó de autoridades 
nacionales ó contra ellas, en la resolución del caso de 
Giménez y Galindez contra el Gefe de Policía D. José 
Dulce, por arresto impuesto al ciudadano ü. Francisco 
de la Vega, confirmada por la Suprema Corte, tomo 5°, 
pagina 347. 

Por estas fundamentos, este juzgado se declara incom- 
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putente, no haciéndose lugar a* la formación del sumario que 
solicita el Procurador fiscal.— Hágase saber y archívese. 



El Procurador fiscal apeló, y se concedió el recurso 
en relación. 

La Suprema Corte, para mejor proveer, dió vista al 
Sr. Procurador General. 

Este funcionario esposo que la prohibición de la ley 
de 27 de Agosto de 1864 era una loy general, que com- 
prendía no solo á las autoridades Nacionales, sinú también 
á las Civiles y Militares de cualquier categoría, fueran 
Municipales, Provinciales ó Nacionales, 

Que la infracción de esa ley constituía nn delito, y 
ese delito por el arl, íí° de la ley citada, podía ser 
acusado ante los Tribunales de la Nación por cualquier 
habitante de la Repiiblica. 

Que por esto pedia revocase la sentencia apelada, 
y se mandaran devolver los autos para proceder con arre- 
glo á derecho. 

Fallo de I» Suprema forte 

Buenos Aires, Febrero Ü de 1872. 
Vistos- por ios fund amen los de la 





il, sr revnra ol auto apelado d« 
fr.ja dns, y devuélvase el espediente para que, reasumiendo 
la jurisdicción de que se ha desprendido el Jue?. do Sec- 
ción, conozca y resuelva con arreglo á derecho. 

Salvaihui María del Carril. - Fran- 
cisco DklCaDO. — Jusé Barbos 
Pazos, -i. B, Cohostiaga. 
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de petw. 



y G* por 



Sumario.— -No con formándose el de mandan ta con la 
suma que ofrece el demandado en completo pago de 
su deuda, debe mandarse depositar el dinero oblado, 



Caso. — A. Benitez y C* p do mandaron a* Fels Seyílert y 
Compañía, por el pago de 20Ó7 pesos 02 es. fuertes 
importe de unos cueros vendidos, sus intereses y costas. 

Los demandados contestaron que solo dehian la suma 
de 1711 pesos 55 es. fuertes y en otrosí declararon 
estar prontos á oblar dicha suma, así que el juez lo 
ordenase. 

Él juez decretó respecto dol otrosí «corno se pide 
previa conformidad de los demandantes,* y dió traslado 
de uno» documentos presentados por Fels Scyir.-rt j 
Compañía. 

Benitez y C* contestaron el traslado, y en otrosí ma- 
nifestaron que no tenían inconveniente en recibir los 



1711 peso* 55 es. 

feclta que se ofreció entregarlas, sin 

de la diferencia. 




del JUM ftM*ÍMl*l. 



Rueños Aires, Noviembre 44 de 1811. 
En lo principal autos — Al otrosí como se pu 




Fels SeylFert y C* pidieron revocatoria, apelando in 
gühxhlium del precedente auto en su segunda parte, 
Concedida la apelación, fué revocado por este: 



Falle de 1* 




nuenos Aires, Febrero de 1812. 

Vistos no conformándose los demandantes Apolinario 
y Compañía en recibir la misma cantidad que 
andados Fels Seyffert y Compañía ofrecen oblar, 
se revoca el auto apelado de foja sesenta y nueve y 
devuélvase para que se mande depositar dicha cantidad 
en el Banco de la Provincia, Ínterin se decide el pre- 
sente juicio, prévia satisfacción de costas y 



Salvador M. del Carril. — Francisco 
Demuro. — José Barros Pazos. — 
M. Ucarte— J. B. Corostiaga. 
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Zorrilla contra la Testamentaría de D. 
José Otguin y D. Daniel Gonsates, por cobro de petos. 



Sumario. — 1" El recurso de nulidad de sentencia rinda 
por un Juzgado de Sección no puede interponerse s'mú 
ante él. 

2° Negados los hechos sobre ijue se funda una de- 
manda, es necesaria la prueba. 

3" En el auto abriendo la causa á prueba deben cs- 
presarse los hechos precisos y conducentes sobre los que 
debe recaer. 

A* El no hacerlo asi, y no admitir un interrogatorio 
presentado por la parte, sobre los hechos de la deman- 
da, importa negar la prueba. 



Caso. — D. José Anlonio Zorrilla demandó á la Testa- 
mentaria de D. José S. Olguin y á D. Daniel González 
por el pago de una letra firmada por Olguin por la su- 
ma de 3i0l) ps. bolivianos, alegando que esta preved i n 
de parte del precio de una tropa de ganado que hnhia 
vendido ala sociedad que Olguin tenia enn González para 
el negocio, de ganados 
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González, contestó que Zorrilla no tenia acción contra 
él, porque el comprador del ganado fué Olguin, y 
él no podía ni debia dar satisfacción del modo como 
habían ido á su poder los ganados. 

El Juez abrió la causa á prueba fijando los siguien- 
tes puntos: 

1. Pruébese el derecho porque el actor se dirije con- 
tra el reo, ó sea 

2. Que la venta de los novillos hecha por el finarlo 
Olguin es nula de derecho ú rcscindible en la parte que 
se dice impaga — y 

3. Acredítese por quien corresponde la falta de solu- 
ion de dicha venta. 

En este estado el defensor nombrado a Olguin agro- 
gó qtie tampoco este estaba obligado al pago, pm*sto 
que el ganado fué pagado con la letra, y esta se bu- 
haba perjudicada. 

El Juez agregó al auto de prueba este otro punto, 

K. Si la letra está ó no porjndicada. 

En los primeros diez dias del término probatorio, Zor- 
rilla dió posiciones, para demostrar que el valor de la 
letra procedía de los ganados que compró Olguin, y que 
estos ganados fueron remitidos á González , pidiendo en 
otrosí que si el resultado de las posicinnes fuere nega- 
tivo, se librara exhorto al Juez de Sección de San Luis 
para que se tomara declaración A varios testigos allí re- 
ndentes al tenor de la* preguntas contenidas en el in- 
terrogatorio de posiciones. 

González absolvió solo ta 2" pregunta, diciendo ser 
cierto en el sentido que los animales fueron comprados 
por el ahsol vente á Olguin, 

Zorrilla pidió se despachara el exhorto; pero no se hi- 
jo lugar á esta petición por estar fuera del término. 
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Se dieron nuevas posiciones en tas que González ne- 
gó haber tenido sociedad con Olguin. 

Después de esto Zorrilla presentó un contrato de so- 
ciedad entre Olguin y González, firmado por los dos, y 
pidió que González reconociera la firma. 

Reconocida esta, y concluido el término probatorio, 
se dictó el siguiente: 




Mendoza» Setiembre 7 de 1871. 

Y vistos: Don José A. Zorrilla» vecino de la Provin- 
cia de Santa Fé, demanda a D. Daniel González y á la 
testamentaría del suicida D. José A. Olguin, natural de 
San Luis» * por el valor de la letra protestada corrien- 

■ te á foja veinte y siete por ser este valor procedente 
i de una tropa de ganados vendidos por Zorrilla á 01- 
« guin siendo éste socio de González — responsable por 

■ consiguiente á las resultas de la letra, por tres mil 
* cuatro cienii *iem nuneda corrunte y sus intereses de- 
« vengados. » 

El demandante principió su acción tratando de rete- 
ner parte del ganado que estaba en poder de González á 
la fecha d«l principio de su instancia. 

González contesta: desconociendo el derecho de reivin- 
dicación de su ganado— que no está obligado a satisfa- 
cer al actor del modo como tiene aquel, negando la so* 
cíedad con Olguin — apareciendo á ultima hora como 
comprador, cuando absolvió posiciones. Por fin, sos- 
tiene, que habiendo comprado Olguin á Zorrilla al (la- 
do por un oontrato consumado— aquel pudo libremente 
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vender á un tercero que es él: por tanto no hay reivin- 
dicación del ganado — Zorrilla no será mas cntónces que 
un acreedor del finado Olgnin. 

El primer defensor de este responde, coadyuvando las 
ideas de González — declinando de jurisdicción por ser su 
opinión, que esta cuestión se debo llevar á San Luis — 
por ser allí el domicilio de su representado y ser un 
hecho indudable que el ■aftjf > .M tiene que ver con 
González sinó con Olguin pero ante la jurisdicción de 
la Provincia vecina. 

El segundo defensor no insiste en declinar, reproduce 
las ideas de su colega, pero agrega: que la letra está 
perjudicada y es tarde para que se pueda reclamar su 
importe á su defendí. Jo. 

Las tres partes convienen que esta cuestión es regi- 
da por el Código de Cmnercio Argentino — sin embargo 
que el actor en el principio del juicio lo contradice. 

anterior á la vigencia del Código Argentino [no por la 
fecha de la demanda sinó por el hecho ó motivo que la 
ocasiona} se dehe decidir por la legislación antecedente 
al c* presa do Código, á fin de salvar el eíeclo retroactivo. 
— Segund'}, que el arkieuto néptuni del de Comercio — 
con ttias el inciso tercera del quinientos diez y jtm y la re- 
solución suprema de ve i n teséis de Julio del año pasado 
en el asunto de D. Benito Guiíuizú contra D, Luis La - 
barca, el contrato de compra -venia de g uiados entre /"- 
hrtntora y hacenéidon, es negocio %S6noÍnl mente mercan- 
til. Tercero que el derecho de reivindicar una especU' 
vendida en que hay convenio sobre precio entregada ta 
especie y dado su valor á plazo— es ya un contrato 
consumado traslativo de do-niniu — que impide que c! 
eso artículo se encamino á é\ por 
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cacion. Cuarto, que el articulo quinientos treinta y ira 
del Código de Comercio é inciso segundo del mil ieis- 
cienton noventa y ocho invocado por el demandante, no 
tiene aplicación al caso presente, tanto menos que la 
ley cuarenta y «», Ututo veintiocho partida 3*, no es fa- 
vorable á aquel, por cuanto el contrato no fuó á entre- 
gar y recibir incontinente el precio, sin ó al fiado. Quinto, 
que no teniendo aocion el demandante para dirigirse al 
ganado, solo falta saber, ¿ai se reputa acreedor do Gon- 
zález por suponerlo socio solidario de Olguin y haber 
comprado este el ganado bajo razón social? Sexto, q<.io 
es concluyente de autos — que esta compañía es simbó- 
lica, ó si ba existid», hay un misterio no fácil de com- 
prender, desde que González no confiesa en su contesta- 
ción á la demanda — cómo obtuvo los ganados de 01- 
guin, que solo cuando fué obligado por posición de su 
contrario, dijo: «que por titulo de compra, sin haber 
presentado certificación, ni justificativo alguno sabiendo 
que hab<a dado su firma en un papel como socio de 
Olguin para la compra de ganados. Séptimo que sobre 
la verosimilitud de haber existido tal sociedad, no pasa 
de conjeturas algo fuertes, poro no bastantes para res* 
ponsabilijsar á González por el" pago do la letra. Octavo, 
que esta aparece bajo razón distinta de ta convenida en 
el contrato de foja veintinueve, con la circunstancia que 
la aparente firma de Olguin en ella no esta reconocida 
judicialmente. Noveno que el papel titulado contrata de 
sociedad, foja cincuenta y siete, es bastante informal y 
ante la duda de cierta ó no la responsabilidad social 
es mas arreglado á derecho absolver que condenar. 
Décimo, Finalmente que la letra que da origen á este 
pleito estando al tenor de los artículos ockocientot cua- 
renta y segunda parte del subsiguiente ochocientat cua- 
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renta y uno del Código de Comercio aparece perjudica- 
da ó invalida. 

Se absuelve de la demanda de foja primera á D. Da- 
niel González y testamentaría de D. José S. Olguin. Con 
costas al demandante. 

Juan Palma. 

Zorrilla apeló, y se le concedió el recurso libremente. 

En la espresion de agravios, acompañando algunos es- 
critos pidiendo la prueba de testigos dentro del término, 
que le fueron devueltos por el Juez de Sección, dijo que 
la sentencia era nula, porque no se había dado audien- 
cia a* los herederos de Olguin, porque no se habían fi- 
jado para la prueba los puntos conducentes, sino puntos 
de derecho, porque bc habia negado á Zorrilla la prue- 
ba de los hechos que él ofreció producir. 

Que ademas era injusta porque estaba probada la exis- 
tencia de la sociedad de González y Olguin, y por con- 
siguiente la responsabilidad de ambos al pago de los 
ganados vendidos. 

Que finalmente estaba probado el perjurio de Gonzá- 
lez, quien habia negado antes de presentársele el con- 
trato de sociedad suscrito con su propia firma, la exis- 
tencia de aquella; por cuya razón debió ser condenado 
al pago de la suma demandada, intereses y costas. 

Contestada la espresion de agravios, se dictó este : 

Falla 4* I» ftupreat* C«rt*. 

Buenos Aires, Febrero G de i 872, 

Vistos y considerando: respecto del recurso de nulidad 
contra la sentencia definitiva de fojas ciento nueve, de- 
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ducido por el apoderado de Don José Antonio Zorrilla en 
sti escrito de espresion de agravios, y por su abogado 
en el informe verbal pronunciado al tiempo de la vista 
de esta ñausa, que no ha sido interpuesto ante el Juez de 
Sección, como se prescribe en el artículo doscientos 
treinta y cuatro de la ley de procedimientos, se declara 
que no lia lugar. 

Considerando, respecto del recurso de apelación: prime- 
ro — Que habiéndose reducido la demanda de [h>n Josó Anto- 
nio Zorrilla contra Don Daniel González y la testamenta- 
ria de Don José S. Olguin, al cobro del valor de la le- 
tra de foja veinte y siete, alegando que esta procede 
de parte del precio do una tropa de ganado vendida por 
el á la sociedad que Olguin tenia con González, para 
esta clase de negocios — toda la cuestión que se agita 
en esta causa, es sobre la venl.nl de estos liechos, que 
son negados por González, y para cuyo esclarecimiento 
la prueba es necesaria; Segundo — Que aun cuando el 
Juez de Sección mandó recibir la causa á prueba por 
auto de foja quince, no se es presan en él los hechos 
precisos y conducentes sobre que la prueba debiera re- 
caer, contra lo dispuesto por el artículo ciento diez y 
nueve de la ley de procedimientos, y antes se fijan pun- 
tos de derecho que están decididos por la ley, 6 son 
del resorte de la jurisprudencia; Tercero— Que habiendo 
Zorrilla solicitado por su escrito de foja treinta, que se 
mandara recibir las declaraciones de los testigos que de- 
signa, residentes en la Provincia de San Luis, sobre los 
hechos que sirven de base á su demanda, el Juez de 
Sección no hizo lugar á esta petición por auto de foja 
cuarenta y nueve, fundándose en que no había sido pre- 
sentada dentro de los diez dias que señala la ley, cuan- 
do de autos consta lo contrario, y cuando principalmen- 
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te el Juez no proveyó á esa petición en tiempo opor- 
tuno, y no pifio por este motivo suplirse ta falla de 
los otros requisitos que establece el artículo noventa y 
cuatro de la ley de procedimientos, para el olorgnmien- 
to del término extraordinario de prueba; Cuarto — (Jue 
tales actos del Juez de Sección, importan nejar la prue- 
ba de los iiechos conducentes al descubrimiento de la 
verdad, en la cuestión que se agita en este pleito — 
por estos fundamentos, y conforme á lo dispuesto por 
el artículo doscientos siete de la ley de procedimientos, 
se revoca la sentencia apelada de foja ciento nueve, 
devolviéndose los autos al Juez de Sección, piévia satis- 
facción de costas y reposición de sellos, para que, reci- 
biendo la causa á prueba, con citación de los la; rede- 
ros de Don José S. Olguin, sobre los hechos en que se 
funda la demanda interpuesta, la sustancie y resuelva 
con arreglo á derecho. 

Salvador M. del Carril. —Francisco 
Delgado.— José Dakuüs Pazos. — J. 

B. GoilOSTUGA. 
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CAUSA. UI1. 



/). Damián Cuyá* contra 0. Francisco Eiim sobre cobro 

de unos bonos. 



Sumario. — No es presándose agravios en el término de 
la ley, Be declara desierta la apelación á la primera re- 
beldía que acuse el apelado. 



- Cuito. — En una causa seguida por IV Damián Cuyás 
contra D. Francisco Elias por cobro de unos bonos, á 
solicitud de D. José María Iluergo, representante del pri- 
mero, en que pedió se declarase desierta la apelación 
por no haberse espresado agravios en el término de la 
ley; con el certificado de la secretaría se dictó el si- 
guiente 

falto úm I» Supreau» Corte. 

Buenos Aires, Febrero 8 de 1872. 

Por lo que resulla del precedente certificado y á mérito 
de lo dispuesto en el artículo doscientos diez y siete de 
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Ja ley de procedimientos, declarase desierta la apela- 
ción, devolviéndose en consecuencia los autos prévio pago 
de costas y reposición de sellos por el apelante. 

Salvador M. del Carril.— Fran- 
cisco Delgado.— José Haiiros 
*.— J. n. 




CAUSA XIV, 



Criminal, contra D. Cárlo$ CocqueUuux por delito 
de cohecho de empleados nacionales y contrabmdo i y contra 
U. Candelario Gómez y D. Enrique Sabattíe por complteidad 

en el contrabando. 



Sumario. — i* La falsa manifestación de mercancías, 
el hecho de haberlas conducido á los almacenes parti- 
culares, habiéndose pedido su despacho ó ropmbarco, 
y haberlas sustituido con oirás iguales á las falsamente mani- 
festadas importa el delito de contrabando. 

t, 11 n 
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2o El error de los conductores de las mercaderías pro- 
cedente de un hecho ageno y no imputable á ellos, les 
escusa de toda cumplicidad en el contrabando. 

3" El que promete una suma de dinero á un emplea- 
do nacional con el objeto de cooperar á un contraban- 
do, cometa el delito de cohecho, y es penado con multa 
igual al triple del valor de la promesa. 



Caso. D. Carlos Lix dependiente de la casa de Cocque- 

teaux, Falcon y C" propuso en nombre de estos en 
Agosto de 1871 al guarda almacén de aduana Ü. Felipe 
Porcel, le ayudara en una operación de contrabando con- 
sistente en manifestar como tinta unos 24 bultos de 
mercancías finas, pedir su despacho ó reembarco, llevar 
las mercancías linas a sus almacenes particulares, y em- 
barcar 24 cajones tinta tomados en plaza. 

Se le promelia la suma de mil pesos luortes, pero 
se le exigió que firmase un documento por el cual se 
hiciere responsable de cualquier incidente que con tal 
motivo se ocasionase á la casa de Cocqueteaux. 

Porccl dio parte de lo ocurrido á sus superiores y por 
el Ministerio de Hacienda se lo autorizó á aceptar la 
propuesta de ta casa Cocqueleaux. 

El 11 de Agosto, D. Cárlos Cocqueteaux hijo volvió á 
hacer la propuesla y Porcel, junto con su ayudante Don 
Pedro Migo ya firmaron el documento en cuestión. 

Al dia siguiente los Señores Cocqueteaux presentaren 
la copia de una factura manifestando 24 cajones tinta. 

til iS pideron permiso para reembarcar para el Uosarie 
los 24 cajones tinta. 

El 10 Porcel dió aviso que iba ¿ entregar los 24 
cajones con el parcial del permiso de reembarco. 
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Sií entregaron los cajones en carros de I>. Candelario 
Gómez y I). Enrique Sabaltie, y según 1 úrden tic Lix se 
enviaron al almacén tic la casa de Coquetean*. 

Llegadas allí los carros, y descargados los bullo*, 
fueron detenidos por un vigilante de la aduana, y vuelto» 
los carros y bultos á esta oficina, do míe so encontró 
que los cajones contenían mercancías finas, en lugar do 
tinta. 

Al misino tiempo fueron embarcados para el llosa rio 
¿-i cajones tinta tornados de plaza, consignados al Señor 
broquel del Rosario ijuicn manifestó en esa aduana no 
haber tenido aviso alguno de tales cajones. 

tí. Carlos Gocqueteaux reconoció su firma puesta al 
pié del manifiesto y del permiso de reembarco, pero negó 
la confabulación con ios empleados l'occcl y Migoya, 
y alegó que las firmas las había puesto en blai,",o sin 
haber dudo autorizaciun alguna ú Lix para hacer la sus- 
titución de bultos y practicar el contrallando. 

Acusado Cocqueteaux del delito cohecho y contrabando 
y acusados los carreros Gómez ySaballic de complicidad 
en este último delito, y concluido el sumario y plenarío 
se dictó este 



r*ll« del Jiicí Kr*rional. 

Jluenus Aires. Setiembre 99 de 1871 

Y vistos estos autos seguidos contra II. Carlos Cocquc- 
leaux, Candelario Gómez y Enrique Sabattic por cohecho 
y cunlrabando, y resultando: l*> r|no con fecha Agosto 
once los guarda-almacén l'elipo l\>rcel y Podro Migoya 
dan cuenta en su parte de f. -1 de habérseles hecíio 
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propuestas para cooperar al fraude que se proponía co- 
meter la casa de los Señores Cocquetcaux, Falco n y C." 
inlroduciendo por contrabando mercaderías venidas por 
el vapor francés iFenelon» paia cuyo efecto se lea hizo 
lirmar un documento del tenor del de foja l\ 2° Que 
en diez y seia de Agosto se da cuenta por Porcel babor 
entregado en virtud del permiso de reembarco de f. I 
veinticuatro cajones manifestados con el contenido de 
tinta de escribir. 3 o Que el alcaide D. Manuel L. Gas- 
cón por urden que rrcibió al efecto siguió los carrus 
que llevaban estas mercaderías, los que se dirigieron á 
la casa de los Señores Cocquetcaux descargando allí dos 
cajones, en vez de ir al lugar del reembarco, según lo- 
do resulta de los partes do f r 6 y 7. A° Que vueltas las 
mercaderías á la Aduana y habiéndose procedido á la ve- 
rificación del contenido de los bultos por el Gcfe de la 
segunda secciun de vistas, resulló ser el de la nómina 
de f. 9 en vez de tinta de escribir que espresaban los 
documentos presentados á la Aduana para su despacho. 
5o Qua D. Carlos Cucqueloaux en sus declaraciones de 
fojas iij 21 y 53 reconoce como suyas las firmas que 
suscriben la copia de factura de f. 23, permiso de re- 
embarco de f. 22 y parcial de f. 4. 6° Que con fecha 
Agosto veintinueve se dió cuenta por el Contador de 
Aduana cu su nota de f. 37 haberse pedido á reernb:ir- 
co en el vapor • Espigador » con deslino al Rosario 
veinticuatro cajones tinta cuyo permiso á foja 40 se ha- 
lla suscrito por D. Cárlos Cocqucleaux. 7o Que de la 
nota del Administrador de Aduana del lio sari o f. C4 re- 
sulta que efectivamente llegaron á aquel puerto por el 
• vapor .Espigador* veinticuatro cajones tinta consignados 
á D. Cárlos Croquet. 8° Que los carreros Candelario Gó- 
mez y Enrique Saballie fueron encargados de la conduc- 
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cion de las mercaderías desale los depósitos de Aduana 
hasta la casa de los Simo res Cocqueteaux, Falcon y C* 
según resulta de las declaraciones de f. 15 y 16 confir- 
madas después por tos mistaos en el sumario. 9° Que 
dichas mercaderías fueron entregadas al dependiente de 
Cocqueteaux por el mismo guarda-almacén Poreel en pre- 
sencia de los carreros que debian conducirlas lo que re- 
sulta comprobado por la nota do f. 5 y declaración de 
f. 42 y considerando: 1° Que el delito de cohecho solo 
•(parece de las declaraciones de los guardas I'orccl y Mi- 
goya las que cada una de ellas es singular, no estando 
de acuerdo, ni respecto de las personas de los que les 
hicieron la proposición, ni de las circunstancias que me- 
diaron como se apercibe de la comparación del conteni- 
do del parte de f* 2 con sus declaraciones do fojas 11, 
IT», 31, 3ü, <i7 y (¡!t; á« Que respecto del contrabando 
otá plenamente demostrado por todas las actuaciones 
del proceso, haberse intentado este por Don Córlos LÍX 
con consentimiento y aprobación de su patrón U. Carlos 
Cocqueteaux, no siendo de ninguna manera admisible la 
atenuación que propone de haber firmado en blanco y 
sen tener noticia de su contenido, los diferentes docu- 
mentos de Aduana que figuran en los autos; 3 o Que 
dicho contrabando se ha tratado de llevar adelante por 
medio de la triple sufracciotl de falsa manifestación de 
los bultos, conducción de estos ú los almacenes particu- 
lares cuando su despacho había sido pedido á reembar- 
co, y sustitución con otros bultos de ¡goal contenido al 
manifestado; i Que respecto de los carreros no habién- 
dose Lecho el despacho á reembarco en la forma acos- 
tumbrada para estos casos, sino que *e entregaron las 
mercaderías como si hubiesen sido despachadas al con- 
sumo directo, según se de¡>p rende del parle de f. 5; 5° 



25* 



l'ALLOS DE LA SUPUESTA COllTE 




Que por esta circunstancia nacida do las instrucciones 
especiales recibidas por el 
que los carreros ignorasen 

lu casa de Cocqucteaux, lavando las mercaderías a su 
almacén particular, lo que no hubiera podido tener lu- 
gar si la remisión se hubiese hecho como provienen los 
wk i 12, 415 y 417 bajo la vigilancia du lu Alcaidía y 
del Resguardo y por el camino designado al electo ; y <W 
que habiendo intervenido error por su parle, proceden tu 
de un hecho ageno que no puede serles imputable, no 
ha habido delito, y no puede serles aplicable las dispo- 
siciones de los articules 1037 y 108Í* que son penales; 
por estos fundamentos tallo declarando: \° Que no ha- 
biéndose presentado al juicio Don Carlos Líx queda abierta 
contra él la causa, de acuerdo al artículo 370 du la Ley de 
Procedimientos; 2" absuelvo á Üou Cárlus Cocqueluaux 
del delito de cohecho por defecto de prueba, y confeso 
y convisto del delito de entrabando, pm el que, de acuer- 
do a los artículos 1037, 103!* y 903 lo condeno al co- 
miso de las mercaderías espresadas en la nómina de f. 
9 y las que resultan de la nota de f, <H cuya pena de- 
berá llevarse á ejecución con respecto á ¡as primeras en 
el valor aforado a L 20 contra Uon Carlos Cocuuetcaux 
y sus fiadores, y 3" que quedan absueltos de todo ca;*go 
los propietarios de los carros Candelario Gómez y Enri- 
que Sabattie, debiendo en su consecuencia cliancelaise la» 
fianzas que otorgaron, con costas á Cocqueteaux. 

se saber y repónganse los sellos. 

Andrés Uyarriza. 



El Procurador fiscal apeló, y el Sr. Procurado* Geno- 
ral, en segunda instancia, demostró que el iMito de cohecho 
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estaba plenamente comprobado por las declaraciones de 
los empleados Migoya y Poreel, por su denuncia anterior 
á los hechos, y por la realización precisa do estos según 
fueron denunciados de antemano. 



ralltt de Ift *uprrmu f'orte. 



ttueitus Aires, Febrero ií> de 18 rj 




Vistos: du conformidad con lo 
el Señor Procurador General, y 

bis declaraciones de los guardas Üon Felipe l'orcel y Don 
Pedro Migoya, corrientes a fojas cal oree, quince, treinta 
y uno, treinta y cinco, sesenta y siete y seseóla y nueve, 
son concordantes entre sí y con el parte de foja dos, — 
S&jumlo, que se hallan además rubuslecidas por la per- 
fecta relación que se encuentra entro lus hechos eje- 
cutados y los que debían ejecutarse según la denuncia 
hecha con anterioridad.— Tercero, que esa perfecta rela- 
ción no se puede esplicar salisl'acloriamenle, sitió por el 
conocimiento anticipado que tenían los referidos guardas 
de la manera en que debía realizarse el contrabando. — 
Cuarto, que ese conocimiento no se puede tampoco es- 
plicar satisfactoriamente, sitió por la confabulación que 
habían sido autorizados para simular con la casa con- 
trabandista.— Quinh, que tal confabulación simulada no es 
por último, csplicable, sitió en el concepto de la dádiva 
ofrecida á fin de que los empleados denunciantes pres- 
tasen su cooperación al contrabando; por estos funda- 
mento?, aplicando lus artículos setenta y cinco y setenta 
y ocho de la ley penal sancionada por el Congreso en 
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catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, 
se revoca la sentencia apelada de Tujas ciento cuarenta 
y tres á ciento cuarenta y cinco vuelta, en cuanto ab- 
suelve del cargo de cobecho, á Don Cárlos Cocqucteaux, 
á quien se declara convicio de la perpetración de ese 
delito, y se te condena en la multa de tres mil pesos 
fuertes , cantidad igual al triple do la suma ; prometida 
y por sus fundamentos, se confirma la mencionada sen- 
tencia en todo lo demás que contiene: satisfechas las 
costas y repuestos los sellos, devuélvase los autos, co- 
municándose previamente 'esta resolución al Poder Eje- 
cutivo, con arreglo al articulo trescientos sesenta y sieto 
de la ley de procedimientos. 

Salvador M. del Cáhuil. — FRAN- 
CISCO l>EXGAUO. — JuSÉ ÜAIUWS 

í'azos . — Marcelino Uca ktk. 
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D. Vicente Catares ¿ hijos contra Sivori y Schiaffino por cobru 

dt. derecho de furos. 



Sumario. — 1° Los impuestos á la navegación ó comercio 
marítimo son de carácter nacional, 

2* El conocimiento do las causas que versen sobre cllus, 
aunque hayan sido creados por actos administrativos del 
Gobierno de Buenos Aires, antes de su incorporación á la 
Nación, correspondo á la justicia Nacional. 

3» La Nación debe respetar los actos de las autori- 
dades de Buenos Aires practicados ántes de esa época, 
en cuanto dichos actos son de carácter nacional. 

Á" La eficacia Je dichos actos debe juzgarse con arre- 
glo á las leyes que los regian. 

5" Por la Constitución de Buenos Aires no podia crearse 
un impuesto sinó por una sanción legislativa. 

G" l'ur la misma Constitución un acto administrativo no 
podía obligar al Estado, sinó estuviera autorizado por un 

7" El impuesto de luz y faros creado por contrato de 
26 de Noviembre de 1856 celebrado entre D. Vicente 
Casare* ó hijos y el Gobernador de Buenos Aires sin 
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sanción legislativa, y sin estar autorizado por ningún 
Ministro, es inconstitucional. 

8o El Poder Ejecutivo, que es el recaudador de los 
impuestos, tiene el derecho de interpretar en qué casos 
son aplicables. 

"> Ese derecho no se puede renunciar. 

10. Según la interpretación del P. E. de Buenos Aires 
los paquetes estaban exentos del impuesto de faros. 

11. Ebb inteligencia tuvieron también los concesionarios 
del impuesto según se deduce de sus actos. 

12. No procede la acción de eviccion y saneamiento en 
los casos en que el vencido aceptó la cosa á sabiendas 
de su vicio, ó cuando la hubo por contrato gratuito. 

13. La citación de evíccion y saneamiento no puede 
tener lugar en segunda instancia. 



Cuto. — Los Señores Vicente Casares ó hijos concesio- 
narios del impuesto de faros, demandaron á los consigna- 
tarios de los paquetes Isabella, CUmentina y Ágne*e, Se- 
ñores Si vori y SchiaíTino, cobrándoles una suma por 
dicho impuesto. 

La relación de la demanda, contestación y otros ante- 
cedentes del asunto se esponen en el siguiente 



Buenos Aires, Octubre 2<i de 1H7I. 



Vistos estos autos seguidos por los 
Casares é hijos, contra los Señores Si vori y 
cobrándoles la cantidad de un mil doscientos 



Vicente 
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doce centavos Tuertes por c- Techos de los faros de los 
Lian eos Ortiz y Cinco á los vapores italianos Agríese , 
Ciernen ti na é Isabella, como se detalla en las dos cuentas 
presentadas y resultando. 

1° Que en veinte y nueve de Noviembre de mil ocho- 
cientos cincuenta y seis el Gobernador del Estado de 
Buenos Aires celebró un contrato con Ü. Vicente Casares, 
autorizándolo para cobrar por el plazo de quince años un 
impuesto de veinte y cinco centesimos de real fuerte poi- 
cada uno de los dos faros en el Manco Ortiz y Chico, 
y por cada tonelada de buque que. entre en este puerto 
de cabos afuera y de Montevideo; todo lo cual consta 
de la copia impresa del mismo contrato que corre agre- 
gada á estos autos ú la foja dos, 

2<> Que durante el termino del contrato, el que no 
ha espirado aun, los paquetes italianos Agnesc, (lie- 
mentiría é Isabelta y consignados á Sivori y Scbiaffmo, 
lian becho lus viajes que se detallan en las cuentas 
de que se ha becbo referencia, y partiendo de este 
hecho y del contrato de que se ha hecho mérito en el 
precedente párrafo, los Señores Vicente Casares é hijos 
cubran ta cantidad de mil doscientos ocho pesos duce 
centavos fuertes que debe presumirse ajustada al tonelaje 
de los respectivos buques, pueslu quo los demandados 
no lo iii objetado en este punto, y que su silencio 
sobre ¿I debe estimarse como la confesión del hecho 
sobre q ¡u recae, con arreglo á la disposición contenida 
en el 8(* de la ley de procedimientos. 

lí" Que los demandados han opuesto la escepciun de 
que á pesar do que por el articulo primero del con- 
trato estaban autorizados los demandantes para cobrar 
veinte y cinco centesimos de real fuertes por cada uno 
de lo* tas colocados en los Bancos Ortiz y Chico y 
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por cada tonelada, á los buques que entrasen á este 
puerto con procedencia de cabos á fuera y de Monte- 
video, y prescindiendo de examinar la constitucionalidad 
del impuesto, oponen como escepcion la de quo los vapores 
que con patente Je paquetes hacen la carrera entre este 
puerto y el de Montevideo, loa paquetes de la Real Mala 
Inglesa y los de las Mensajerías Imperiales no lo pagan 
y que el Gobierno por nota de 25 de Setiembre de 
1858, y con motivo de una reclamación del Consulado 
declaró que los paquetes estaban exentos de los 
de puerto y de loz; y que teniendo ios vapores 
i, Agríese é I tabella, patentes de paquete como 
lo comprueba la que acompañan y corre á f. 7, estaban 
por consecuencia exonerados del impuesto de luz y faro. 

4* Que no existiendo en el registro oficial la nota 
de que hacia referencia la parte demandada y en la que 
según esta se habia declarado que los paquetes estaban 
exentos del impuesto de luz, el juzgado, para mejor proveer 
dictó varias providencias tendentes á esclarecer este punto, 
habiendo por último la parte de Sivori y Si'hiaíTmo pre- 
sentado un ejemplar del periódico «La Tribuna» corres- 
pondiente al 2'J de Setiembre de i 858 en que se regis- 
tra la resolución que el Poder Ejecutivo del hUtado de 
Buenos Aires dictó con fecha 25 de Setiembre del mismo 
año con motivo de la reclamación del Consulado francés, 
en la que solicitaba entre otras concesiones, la exone- 
ración de los derechos é impuestos de faros, y en ta que 
el Gobierno accede á lo solicitado por dicho Consulado, 
fundándose en que por el sistema de franquicias adoptado 
para el comercio, habia dejado de ser un privilegia la ' 
exención del pago de los derechos acordada á los pa- 
quetes á vapor de la linea de Soulhamptun y que las 
empresas no comprendan en sus tarifas á los buques 
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de guerra y paquetes de cualquier nacionalidad que 



sean 



í>° Que está constatado por la patente que se registra 
ii f, 1, y por no haber sido contradicho por los de- 
mandantes, que los vapores Clemeníma, Aytiese é ísabdla 
tienen los privilegios de paquetes y pur consecuencia 
de las exenciones de que por punto general gozan 




1* Que la jurisdicción narioual está determinada por 
la naturaleza del contrato que sirve de base á la deman- 
da, por cuanto versando esta sobre un impuesto á la 
navegación ó comercio marítimo, cuya reglamentación 
pertenece al Congreso, debe considerarse como ponto 
regido por leyes nacionales, ó como pleito entre par- 
ticulares que Liene un origen en aclos administrativos del 
Gobierno Nacional, puesto que los actos de los poderes 
públicos del Estado de liutmos Aires, practicados antes 
de su incorporación á la Nación ó ¿sea, cuando estaba 
en pleno ejercicio de su soberanía exterior, deaen consi- 
derarse como emanados de las mismas autoridades nacio- 
nales en cuanto recaigan sobre objetos de carácter na- 
cional, y por consecuencia la jurisdicción nacional es la 
competente pira entender en esta causa con arreglo á los 
incisos 1 » y 1° del art. ¿o de la ley de U de Setiem- 

3ion y competencia de los 




2" Que la consecuencia de lo establecido en el pre- 
cedente considerando es que la cuestión debo decidirse 
con arreglo á las leyes y usos que regian cuando 
se celebró el contrato, porque debiundu la Nación res- 
petar los actos practicados por las autoridades de Buenos 
Aires en cuyas obligaciones, en cuanto eran de carácter 
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nacional, se sostituyó con arreglo á los pactos que pre- 
cedieron á la incorporación y con arreglo á la Consti- 
tución Nacional, la eficacia de dichos actos debe juz- 
garse con sujeción á las leyes que los regían. 

3" Que la suprema ley del Estado de Buenos Aires 
era su Constitución política sancionada en once lo Abril 
de 1854, como claramente se estatuyen en los Ls. 130 
y 143 de la misma, y debiendo en consecuencia ajustarse 
á ella todos los actos de los poderes públicos, en lanío 
podían surtir efecto y ser obligatorios para los ciudada- 
nos y habitantes del Estado en cuanto no fuesen con- 
trarios á dicha Constitución. 

4o Que por consecuencia para que el contrato celebra- 
do en 20 de Noviembre de 1K5(i entre el Gobernador del 
Estado de Buenos Aires y D Vicente Casares fuese obli- 
gatorio para otros que para los que intervenían en él, 
es indispensable que el acto revistiese todas las forma- 
lidades constitucionales que se requieren para la creación 
de impuestos, y para olí ligar al Estado, puesto que di- 
cho contrato establecía un impuesto al comercio marítimo, 
y que importando él un acto administrativo, en tanto úni- 
camente podia obligar al Estado en cuanto en su cele- 
bración no se hubiesen violado las leyes del país. 

5 U Que el mencionado contrato, en que los demandan- 
tes apoyan la acción i n tentada, no reviste las formas 
constitucionales del que se ha hecho mérito, por cuanto 
autorizando á cobrar un impuesto de faros, este impuesto 
no ha sido creado por la Asamblea Legislativa, único poder 
que, según el art. 51 de la Constitución de Buenos Aires, 
puede establecerlo; y porque, corno acto administrativo, no 
está autorizado por un Ministro secretario, deldespaelm, 
sin cuyo requisito no tiene electo, según el art. 1U de 
la misma Constitución. 
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n° Que aunque no se haya opuesto ta eseepcion de 
inconstitucionalidad del impuesto establecido por el con- 
trato de Noviembre de 185G y en el que se funda ta 
presente demanda, declarar en el caso la obligación de 
abonarlo sería dar eficacia á actos inconstitucionales con 
violación de la ley suprema que todos deben acatar, 
conspirando contra uno de los objetos de la justicia na- 
cional, y proceder contra el art. 3" de la ley d* 10 de 
Octubre de ÍNG2 sobre Justicia Nacional, porque la Cons- 
titución de Buenos Aires, anles de organizarse definitiva- 
mente la ¡inion nacional, era tan suprema en el territorio 
donde regia, como lo es actualmente la Nacional. 

I o Que )os principios sentados en el precedente con- 
de que los Señores Casares é lujos prestan realmente un 
servicio importante á la navegación en general y que 
merece una remuneración; por cuanto esta condición debe 
encontrarse en todos los impuestos cualquiera que sea 
la autoridad de la que emanen, porque solo pueden jus- 
tificarse en tanto en cuanto sirvan para remunerar un 
servicio efectivo, y no mas allá tampoco de lo que sea 
indispensable para este servicio, y es completamente in- 
dependiente de la constitucionalidad del impuesto, requisi- 
to indispensable para que sea obligatorio, y cuya omisión 
nos conduciría á legitimar la absorción de todos los 
poderes en uno solo, toda ve/ que este fuese inspirado 
por el deseo de servir al país; y semejante conclusión es 
radicalmente contraria al sistema de gobierno que nos 
rige, y corno lal debe ser repelida con toda energía. 

8 U Que prescindiendo de la constitucionalidad ó inconsti- 
tucionalidad del impuesto de hiz ó faro, creado por el 
contrato enlrc el Gobierno del Estado de Buenos Aires 
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y eslension en que lo entendía el Poder Ejecutivo ilel 
mismo Estado, porque siendo él ejecutor de laa leyes y 
el recaudador de los impuestos, tiene el derecho de in- 
terpretar en qué casos es aplicable, sin mas responsabi- 
lidad que la creada por la Constitución para ánte la 
Asamblea General Legislativa, y siendo esta facultad inhe- 
rente á los Poderes Públicos no puede renunciarse, ni 
puede considerarse renunciada por un contrato con un 
individuo particular, que á lo mas tendría derecho á exi- 
gir indemnizaciones si el contrato tuviese por base una 
interpretación diferente de la que los Poderes Públicos 
dieron al impuesto cuyo producto y recaudación se le 
cedió en compensación del servicio que se comprometí 
á prestar. 

U° Que de la resolución gubernativa del 25 de Se- 
tiembre de i 858, recaída en la reclamación del Consulado, 
que se registra en el periódico que corre agregado á los 
autos y que fué publicada en el Registro Gubernativo, 
diario oficial en aquella época, de 28 del misino mes, 
resulta que para el Poder Ejecutivo era un hecho eviden- 
te que los paquetes estaban exonerados del impuesto de 
faros, y que los mismos buques no se hallaban compren- 
didos en las t;i rifas de abalije y faros últimamente esta- 
blecidos, siendo este el fundamento porque dicha reso- 
lución solo se limita á conceder los demás privilegios 
de que aun estén en posesión los paquetes de S. M. bri- 
tánica, no creyéndose necesaria una exoneración espresa 
del impuesto de faros por ser ya de derecho común para 
lodos los paquetes; á lo que se agrega que solo los 
paquetes de la Real Mala Inglesa y de las Mensajerías 
Imperiales no han pagado el impuesto de faros, sinó 
que tampoco lo pagan los paquetes que hacen la carrera 
entre este puerto y el de Montevideo, como lo confiesan 
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los demandantes á í. II; y estando comprendidos por 
el contrato todos los buques que entren do Montevideo, 
el hecho do no cobrarles ¡i los paquetes ea una prueba 
de que el contrato ha sido tainliíen entendido por los de- 
mandantes en el sentido de que los paquetes estaban 
exonerados del impuesto, pues ni es de presumirse qoe 
los empresarios do los faros renunciasen á un derecho 
que tuviesen, ni que creyesen que por el contrato eslu- 
biesen exentos todos los buques qno entrasen de Mon- 
tevideo, cuando no dicen que no cobran el impuesto á 
los otros buques que entran del último puerto, como 
habrían debido hacerlo dada aquella interpretación, loque 
hace presumir que efectivamente lo cobran á los buques 
que no tienen patente de paquetes. 

Por estos fundamentos, tíillo absolviendo a los Señores 
Sivori y SchiaiFino de la demanda que contra ellos han 
entablado los Señores Vi ce oto Casares é hijos por cobro 
del impuesto de faros á los paquetes Aynese, CUmen- 
tina é habcüa, y sin especial condenación en costas. 
Hepónganse los pellos, notifica 1 ndoso con el original, 

Manuel Zavaleta. 

Vicente Casares ¿ hijos apelaron» y se les concedió 
el recurso libremente. 

Kri Ja espresion de agravios, atacando la sentencia apela- 
da, pidieron su revocación, y en otrosí solicitaron se 
citase do eviccion y saneamiento al Gobierno do la Nación, 
por tratarse de un contrato oneroso cuya conslilucionali- 
dad se negaba, al efecto de quo saliera á la defensa de 
sus derechos ó hiciera efectivo ul saneamiento 011 el caso. 

Vista la cansa, la Suprema Corte, para mejor proveer, 
dio vista al Sr. procurador General. 

Este funcionario dijo que el Gobierno im 

T II 
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gado al saneamiento porque loa Señores Casares aiiiittite- 
ron u sabiendas una concesión nula; porque la concesión 
fué gratuita por parte del Gobierno quien no recibió re- 
tribución alguna; porque la citación de eviccion y sanea- 
miento debe hacerse al principio del pleito ó á mas tardar 
antes de la publicación de pruebas, y no en segunda ins- 
tancia; y porque el daño á los Señores Casares no les 
venia solo de la nulidad del contrato, si nú también il« 
que los paquetes no estaban sujetos al impuesto de foros 



t allo a> la guare 



Carie 



(luciius Aires, Febrera 17 tic 1872. 

Vistos, por sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja cincuenta y cinco, y por las 
razones espuestas por ei Señor Procurador General en su 
precedente vista, no lia lugar á la citación de eviccion y 
saneamiento pedida por los Señores Vicente Casares é 
hijos. Satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuél- 
vanse en consecuencia los autos. 



Salvador María del Cáhuil, — Kiuv 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — J. B. Gorosttaga. 
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M wñor Procurador tieiural contra el lír. I). Saturnino M, 
Lasptur, sobre personería. 



Sumario.^ La disposición legal que prohibe A los jueces 
ser abogadus ó procuradores en pleilos de otros indivi- 
duos particulares, no se refiere & las causas crimínales en 
que, por el inmediato vínculo de parentesco entre el 
rompareciente y el representado, deban considerarse co- 
mo causas propias. 



O*o.— Kl Dr. l>. Saturnino M. Laapiur, se presentó 
ante la Suprema Corte y espuso: 

Uue habiendo su bermajio el Provisor y Dean de la 
Iglesia Caledral de Cuyo, Ur. Ü. Hraulio Laspiur, inter- 
puesto apelación de la sentencia pronunciada por el se- 
ñor Juez Nacional de Sección de la Provincia de San Juan, 
en la causa que se le había seguido por supuesta defrau- 
dación de rentas nacionales, y nombrado apttd acta ie 
apoderado al Sr. D. Juan P. Albarrarm, el cual se hallaba 
ausente, of recia voz y caución por dicho su hermano, y 



FALLOS DK LA Sl'l'HEMA CoiXÍE 



Pedia ac le tnvirrn por parte, entendiéndose con ¿1 las 
ulterioras *1 ti ijoncías 

La Suprema Corte por el carácter de Juez de Sección 
que el solicitante investía, dio vista al Sr. Procurador 
General quien espuso, que la Ley 3\ lít. C, lib. íí de 
las Recopiladas ordena que los jueces no pueden ser abo- 
bados, procuradores ni solicitantes en los pleitos de otros 
individuos particulares, y por consiguiente no se podía 
admitir la personería que el Dr. Laspiur ofrecía en la 
causa. 

Para mejor proveer se corrió traslad > al Dr. Laspiur y 
evacuándolo dijo: — Que la Jey invocada por el Sr. Pro- 
curador General, no le era aplicable absolutamente, por- 
que él no prelondia ser abogado ni procurador en los plei- 
tos de oí roa individuos particulares, que es id caso ue la 
ley que so cita, sino ejercer el derecho natural Je la de- 
fensa en causa propia. 

Que esa ley, lo mismo que las leyes 7 j 8 del tít. 5° 
Part. 3 a , que son sus concordantes, prohiben a los jueces 
v escríbanos y demás oficiales públicos, lo mismo que á 
los Adelantados y Correj ¡dores, ser ¡persone ros y abogados 
solo en los pleitos de otros individuos particulares, por la 
razón qu<; da la ley 8 a que es, porque son poderosos par 
rosón de sus oficios; pero no prohiben ni pueden prohibir, 
que el Juez, en oausa propia, ú que le afecte en igual 
grado, se defienda á si mismo, delienda su honor ó el 
de su familia que es el suyo propio, porque esto es un 
derecho natural y no hay ley contra el derecho. 

Que la misma ley 8", no obslarítc la prohibición jene- 
ral á los jueces y demás, de ser abogados en los pleitos 
de otros individuos particulares, permito que puedan serlo 
en tres casos, de los cuales el primero es : por librar 
algún su pariente di servidumbre ; el segundo : para úefen- 
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der ¿ escusar ú todo home á quien hubiestn judtjada tormera- 
mente ti muerte,)' (\uü m estas levos, cuan restrictivas eran, 
establecían estas oscepciones en homenaje á la libertad y 
á ta vida, cotí mayor razón doblan establecerla en este caso eti- 
que se trata del honor, que vale tanto, sinó mas, que la 
libertad y la vida misma. 

Que esa ley nu tenia tampoco el alcance que pretendía 
dársele, porque á tenerlo estaría revocada por el principio 
de la inviolabilidad de la defensa en juicio de la pemitü y 
de los derechos del ciudadano que ha proclamado la Cons- 
titución (Ait. 18). 

Que por otra parle, esa ley como toda la legislación 
apañóla que organizaba una suciedad y uu sistema de 
gobierno completamente distintos, en que hahia un mo- 
narca, aristocracia, libres y esclavos t nobles y plebeyos, 
10 muñes y privih'jiados, trabajadores y ociosos por clase 
y nacimiento, estranjeros y ciudadanos, tributarios y libres 
de cargas y pechos, mayorazgos y segundones ¡ están de- 
rogadas por los principios, derechos y garantías do nuestra 
constitución, que organiza otro sistema de gobierno y otra 

la reforma de la anterior lejislacion en todos sus 
el artículo SÍ ; y que tan derogadas están esas 
leyes entre nostros por la práctica de la vida democrática, 
que al invocar contra i-I el Sr. Procurador General la Ley 
3'\ Tít. 'V\ Lih. •) de las Recopiladas, no se ha fijado 
que la ley anteriur, la ley segunda, prohibe á los jueces 
comprar heredad, edificar casa, ni traer ganado en su jurisdic- 
ción bajo la pena de pcrJerlo todo para la cámara del 
ltey. — Que la ley cuarta siguiente, les prohibe ser veci- 
nos del lugar donde la ejerzan ; y otra les prohibe igual- 
mente semiFP ilu oficiales v funcionarios también vr- 




rmns. 
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Que por lo espueslo se ve que os i m proceden le Ja ley 
que cita el $r. Procurador General para rechazar su per- 
sonería en esta cusa. 

Que otra cosa seria examinar, si el habia 
donar el juzgado á su cargo para venir á defender el 
del nombre de su familia mancillado en ta persona de su 
hermano el Tro visor y Dean de la Iglesia 
judicando con su ausencia el sen-icio 

Pero que él habia solicitado licencia del 
cutivo para trasladarse al asiento de ta Suprema Corte 
con este único lin, pidiéndole nombrase un sustituto, el 
cual fuese remunerado con el sueldo que el debiera per- 
cibir. — Licencia que, si se le hubiese rehusado como coi* 
toda deferencia y premura se el concedió, en gracia sin 
duda del motivo qite la determinaba, habría renun- 
ciado el cargo de Juez para venir á defender á su hermano. 

Pidió se admitiese su personería en el juicio; leniéfidusc 
en cuenta que si asi no se resolvía, su hermano quedaría 
sin representación y sus derechos . gravemnnti compróme- 
lidos, 



F»U* dr I» Suprema l urte 

Huenus Aires, Febrero ÍO de 18*12. 

No siendo aplicable la disposición restrictiva de la l.ej 
tercera, título sesto, libro tres, Recopilación Castellana, 
ni la de su concordante ocho, título quinto, partida 
tercera , ;í los casos en que se trata de defensa pro- 
pia, ni á aquellos en que, según la décima del mismo 
título y partida, se pueda comparecer en juicio represen- 
tando á otro sin poder, bajo caución ; y qtic, por el ni- 
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mediato vinculo de parenlezco entre el compareciente y 
el representado, deben considerarse como causa propias. 
— Admítese la personería del Héctor (Ion Saturnino M. 
Uspíur por su hermano el l'rovisor y Dean de la Iglesia 
de Cuyo, Doctor Don Braulio Laspiur, en los términos 
en (¡ue lo ha solicitado por su escrito de luja doscien- 
tos veinte y cinco. 

Salvador M. del Carril. — Francisca 
Delgado. — José Barros 1*azos, — J. 
B. (íorostiaga. 




Don llamón Laborda contra 0. Ventura Quiroya, 'tobrt posesión. 



Sumario. — 1" Kl hecho de conceder á un vecino co- 
lindante, sin cargo alguno, permiso para pasaje un canal 
por el terreno propio para l-I servicio de un molino, im- 
porta la concesión de una servidumbre rústica de acue- 
ducto. 

L > Las palabras, sin amjfl al'junü importan que el 
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dueño del predio dominante no so ha impuesto ninguna 
obligación para con el del predio sirviente. 

3" El hecho de poner tapones al canal para impedir 
el curso del agua, importa perttirh.ir la posesión, y el 
que lo verifica se hace responsable del daño que causa 
al que goza do la servidumbre. 



— En 12 de Noviembre de 1870, los Sres. Cas- 
Iro y Laborda, empresarios de un molino de agua en el 
departamento de Cancele, provincia de San Juan, cele- 
braron con el lindero l). Ventura Quiroga, una conven- 
ción por Ja que este permitió á aquellos que construye- 
sen un canal, pasando por su terreno, haciéndose esta 
concesión sin cargo alguno para las parios. 

En Octubre de 1871, Laborda se presentó al Juzgado 
Federal esponiendo que el canal se había abierto y ha- 
bía estado sirviendo al molino, pero que últimamente Qu¡- 
roga lo había tapado en la parlo que cruzaba por su linca, 
pretendiendo con esto despojarlo de la posesión, — por lo 
que, enlabiando el correspondiente interdicto de retener la 
posesión, fundado en el art. ¡1:27 do la Ley de Proce- 
dimientos, pedia se condenase ñ U. ni ruga á quita* el 
tapón que había puesto, reservándose la nociun por lus 
daños y perjuicios que se le habían ocasionado. 

Convocados a juicio verbal, Ijuiroga contestó que la 
concesión se había hecho sin cargo alguno, lo que impor- 
taba no cobrarle nada por la ocupación de su terreno 
con el canal, de lo cual se deducía que Laborda al hacer 
uso de él, debía conservar el terreno tal cual estaba 
antes de la concesión, (¿ue á causa del canal, las ace- 
quias regaduras «leí U-ricno se habían destruido comple- 
tamente, y Laborda áe Mía negado ó ci-m pone rías. por 
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lu que tuvo ijüü tapar el curso de aquel, á líu tía evi- 
tarse mayores perjuicios, (jue además, el canal estaba 
abandonado liúcii tiempo porque no servia á su objeto, 
pues el molino estaba á mayor altura que el puntu 
donde empezaba el curso del agua. 

Pidió se rechazase el interdicto con costas. 



rail» del Jurt dr Mrrrion. 

S.lii Juan, Octubre 18 Ae 187J. 

Vistos- : t nln: Ü. Bamon Laborda y 1). Ventura Qui- 
roga, interponiendo el primero interdicto de retener la 
posesión del uso del agua que conduce un canal que pasü 
por la propiedad de) segundo, para el servicio de un mo- 
lino de aquel, con lo alegado por las parles, y conside- 
rando por el mérito de los autos. 

1° Que el acta de fojas primera, levantado ante el Ins- 
pector de agricultura de la Provincia, por los Sres. \}u¡ 
roga y Laborda en que el primero concede al segundo el 
permiso de hacer pasar un canal por el terreno de su 
propiedad para el servicio del molino do este, sin cargo 
alguno importa ta concesión de una servidumbre rústica 
de acueducto constituida á favor del predio de Laborda 
donde existe el molino. L. a, tít. 12, art. 8" y til. 13, 
art. 15 del C. C. 

2° Que por los lérminos do dicha concesión se vé 
claramente que en ella no se ha impuesto al cesionario 
Laborda ninguna obligación condicional ú favor del ce- 
dente Quiroga ; puesto que las palabras mismas consig- 
nadas en el arla de concesión, en que se rs presa ha- 



274 FALLOS DE LA SUPRKMA COHTK 

eerso esto fin cargo alguno importan que no hay obliga- 
ción alguna impuesta á Laborda por aquella cesión. 

3" Que el hecho de poner tapones al canal para im- 
pedir el curso del agua, confesado por Quiroga, importa 
privar el uso de ella, y perturbar la posesión tranquila 
de una servidumbre legítimamente adquirida; y el que lo 
verifica es responsable al daño causado al dueíio del pie- 
dio dominante. 

4° Que la destrucción Je las acequias regadoras del 
predio sirviente alegado por el demandado, si ella existe 
y es causado por el uso de la servidumbre, es un mal 
que su dueño se lia impuesto á sí mismo al hacer la con- 
cesión y no puede reclamar su reconstrucción. 

T>o Que si esta destrucción proviene de otras causas 
ajenas de la servidumbre» tiene su derecho á salvo para 
deducir sus acciones contra quien corresponda. Por estas 
consideraciones, fallo el presente juicio de interdicto, y 
declaro que l>. Ventura Quiroga no tiene derecho á es- 
torbar el curso del agua que pasa por el canal desti- 
nado al molino de I). Ramón Laborda, debiendo en el 
término de tres dias desdo la notificación hacer quitar 
los tapones que ha colocado. En cuanto á los danos y 
perjuicios causados, se declara á Quiroga responsable á 
los que Laborda justifique Haber sufrido, por demanda 
separada durante el tiempo de la obstrucción de las aguas. 
Queda á salvo el derecho de Quiroga para reclamar con- 
tra quien corresponda por la destrucción de las acequias, 
siendo de su cargo las costas de este juicio. Hágase saber 
original, y repónganse los sellos. 

Naianael Morcillo. 



Apelada esta sentencia por Quiroga, fué confirmada por 
este : 



i 
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Pullo de I» tfuprrum Corte. 



IUienos Aires, Febrero 21 de 

Vistos : por sus fu nd a monto s se confirma con costas el 
auto apelado de foja once, satislcclias v repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Salvapoh M. ukl Cáhuil. — Fhancis- 
co Delgado — José Barros Fa- 
zos. — M. Uiuhte. — J. It. Go- 

iUlSTlWÍA. 



Heúa y Sata contra el vapor ^Comercio del Rosario* por 

de provisiones. 



Sumario. — I o Las obligaciones que, para ol aprovisiona- 
miento de un buque, contrae el capitán, obligan direc- 
tamente al armador, 
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2° Una cuenta reconoció 
nistrados al buque, tiene fuerza ejecutiva contra el ar- 
mador. 

3" El cambio de propietario del buque no afecta en nada 
la fuerza ejecutiva de la demanda dirijida contra el propie- 
tario anterior, que autorizó entregarlos efectos al capitán. 

A° El hecho de haber dejado de ser capitán el que 
reconoce la cuenta el dia del reconocimiento, tampoco 
invalida su fuerza cuando se prueba que Los efectos su 
entregaron para el buque en la época que aquel lo era. 

5° La acción on esto c¡iso no tiene su origen en el 
conforme puesto á la cuenta, sino ott el hecho de haber su 
recibido los efectos para la habilitación del buque. 



Casa -En 18 de Noviembre dü 1870, los Señores Rozia 
y Sala, comorcianlos del Rosario pidieron ante el juez 
do sección el reconocimiento de una cuenta con el con- 
forme de T. Bagnasco, dirijida al vapor Comercio del 
Rosario, con una suma de 845 pesos 33 es. bolivianos 
y con la fecha i 8 de Octubre de eso año. 

Bagnasco reconoció las cuentas ante el actuario co- 
misionado al efecto, diciendo que recibió las provisio- 
nes para el vapor Comercio, con autorización de los pro 
nielaría* que, por escrito, debia existir en poder de Rczia 
y Sala. 

Con estos antecedentes, Rezia y Sala iniciaron ejecu- 
ción contra el vapor. 

En la citación de remate, D. Exequicl Paz encargado 
del vapor espuso las siguientes excepciones. 

1* Que el líluln era inhábil porque, ruando Itngnascn 
reconoció la cuenta, ya no era capitán sinó un Señor 
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Rodríguez, y en que la cuenta no había sido recono- 
fiíla ante el juez du sección sinó onte el escribano. 

2° Que en la época del reconocimiento la propiedad 
del vapor no pertenecía á los mismos individuos que 
!o tenían al tiempo de hacerse los suministros, y que 
ol vapor había hecho varios viages por cuenta de los 
nuevos propietarios , lo cual haria perder su carácter 
privilegiado á la cuenta si lo hubiese tenido ó fuera 
exacta. 

Producidas las pruubas por una y otra parle se dictó 



titilo del Ji /. dr Krvctvn 



Buenos Aires, Noviembre 28 de 1871 . 

Y vistos estos autos ejecutivos promovidos por los Se- 
ñores Hez ta y Sala contra el vapor * Comercio del Bu- 
sano» por cobro do cantidad de pesos, importe de su- 
ministros á dicho vapor — y resultando de ellos— I o Que 
la cuenta de f. 4 y o ha sido reconocida por D. To- 
más Bagnasco ánto el Juzgado Nacional de Santa-Fé, 
espresando en la diligencia que corre á f . 7 de las ac- 
tuaciones agregadas, que los efectos que forman la cuenta 
de f. 4 y 5 fueron tomados por el mismo para el va- 
por i Comercio del Rosario> y efectuada la compra por 
autorización de los propietarios del vapor, la que existe 
en poder de los Señores Rezia y Sala. —2 o Que librada 
la ejecución contra el referido vapor, se ha presentado 
como su representante D. Exequiel Paz, asumiendo la 
personería en el juicio, según resulta de su esposicion 
detallada en su escrito de f. 51.— 3" Que las escepcio- 
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nos opuestas por Paz se reducen ú la inhabilidad del 
título con que se ha entablado la ejecución, fundada 
en que el conforme puesto por Bagnasco á la cuenta 
de T 4 y 5 no ha sido reconocido legalmente por cuanto 
la diligencia se practicó ánte el escribano Paganini, y 
no ante el juez, de sección y que además en la época 
del reconocimiento de esa cuenta no era capitán del 
vapor D. Tomás Bagnasco, ni la propiedad del vapor 
pertenece á los mismos individuos que lo tenian al tiem- 
po de hacerse los suministros, habiendo hecho el vapor 
varios viajes después de su enagenacion. — 4° Que como 
prueba de su escepcion ha producido en autos las de- 
claraciones de los testigos José Espantoso í 95, Hilario 
Acosla f. 05 vuelta, José María Moreno f. 96 vuelta, 
Eugenio Bondocia f. Él y los informes de í 102, 104, 
106, 137 y 140— y Considerando— I o Que la prueba 
producida en autos tanto por los demandantes como por 
el mismo deudor ejecutado, demuestra plenamente que 
por lo menos hasta el 18 de Octubre del año anterior 
fué D. Tomás Bagnasco, capitán reconocido del vapor 
«Comercio del Rosario del que era en esa época ad- 
ministrador y condúmino I). Exequiel Pa*. — 2 11 Que en 
su calidad de tal, las obligaciones que contragera para 
atender al aprovisionamiento del buque, obligan directa- 
mente al armador, art. 1107 Código de Comercio, sien- 
do de esta naturaleza las que se comprenden en la cuen- 
ta presentada. — 3" Que a mas de esta autorización legal 
á favor del capitán los Señores Rea i a y Sala han pre- 
sentado el documento do t. 115 reconocido a f. 12G el 
que contiene una orden espresa á loa Señores Rezia y 
Sala para entregar por cuenta de D. Exequiel Paz, al 
capitán del vapor Comercio del Rosario los artículos que 
le fuesen necesarios para la provinion del buque.— 4 n 
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Que el cambia de propietarios del vapor, no ntecla en 
nada la fuerza ejecutiva de la acción enlabiada por los 
ejecutantes, dirijiéndose esta, como sucede en el caso 
presente, contra el mismo propietario anterior, y se dice 
nuevamente representante del buque y que autorizó es- 
presamente á los ejecutantes á entregar los efectos al 

def art. 1021 de) Código de Comercio, solo podría ser 
por el comprador contra el que pretendiese el 
contenido en dicho artículo: por estos funda- 
mentos y de acuerdo al art. 277 de la ley do proce- 
dimientos, fallo declarando que el ejecutado no lia pro- 
bado sus escepciones: en su consecuencia llévese ade- 
lante la ejecución con costas al ejecutado I). Exequiel 
Paz. llágase saber y repónganse los sellos, y notifíquese 
con el original. 

Andrés Cg arriza. 

Apelada esla sentencia por D. Exequiel Paz, fué con- 
firmada por este 



[Juguos Aires, Febrero 24 de 1872, 

Vistos: y considerando. — Primero, Que los informes ofi- 
ciales de foja ciento dos vuelta y foja ciento seis vuelta, com- 
prueban de un modo concluyen le que liasta el diez y ocho 
de Octubre de mil ocho cientos setenta Don Tomás Ha- 
gnasco era el capitán del vapor «Comercio del Rosario» — 
SegundOt Que, aunque del informe de íoja ciento cua- 
tro vuelta resulta que, en ese dia, el mencionado vapor 
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dió manifiesto de en Ira Ja en el resguardo del Tigre, de 
lo que deduce el apelante que, no pudiendo hallarse 
el mismo dia el capitán en el Hosario, es falso el con- 
forme puesto por él en la cuenta de Tuja cuatro y cinco, 
la verdad de ese conforme se encuentra comprobada por 
el reconocimiento que practicó su autor en oí juzgado 
seccional de Santa-Fe; y que, aunque no haya podido 
ponerse en efecto, en esa lecha, que es la de la cuenta, 
y se haya puesto después, esa circunstancia no invalida 
su fuerza, porque, resultando de los documentos pre- 
sentados de foja ciento nueve á foja ciento catorce, que 
los electos fueron entregados para uto del vapor tComer- 
cio,* desde el catorce de Setiembre hasta el quince de 
Octubre de mil ochocientos setenta, siendo su capitán 
Bagnasco, en virtud de la orden de foja ciento quince, 
que Don Exequiel N. Paz ha reconocido por suya á foja 
ciento veinte y seis vuelta, resulta que fueron entregados 
en tiempo en que Ragnasco pudo obligar el buque con 
sus actos ; conforme á lo dispuesto en el artículo mil 
ciento siete del Código de Comercio, sin que la obligación 
tenga su origen en el conforme puesto á la cuenta, si nú 
en el hecho de haberse recibido los efectos para la habi- 
litación del buque, por estos fundamentos y los de la 
sentencia apelada, corriente á fojas ciento cincuenta y uno 
y ciento cincuenta y dos, se confirma con costas: satisfe- 
chas, y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

Salvador del M. Carril. — Fraist,(sco 
Delgado, — José Barros Pazos. — 

M. l'CARTE— i, B. GOROSTIAGA. 
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CAUSA 



V. Dionisio Vareta contra los herederos de l). José B< Mo- 
lina por indemnización de perjuicios. — Incidente sobre re- 
cusación. 



Sumario — \<> Cuando h recusación de un Juez se in- 
terpone junta con otra eseepeion dilatoria, el Juez debe 
limitarse á resulvcr previamente la recusación. 

2° Es cama legal de recusación el liaber el Juez abierto 
opinión anticipada en el fondo del asunto, en sentencia 
que se declare nula por la Suprema Corle. 



Caso. — En los autos seguidos ante el Juzgado Fede- 
ral de San Joan entre Ü. Dionisio Várela v los herede- 

■ 

ros de D. José B. Molina por indemnización de perjui- 
cios, y en los cuates el Juez de Sección liabia dictado 
sentencia definitiva, la Suprema Corte por fallo de 20 de 
Julio de 1871 declaró nulo Lodo lo obrado desde el em- 
plazamiento, y reponiendo la causa . al estado que tenia 
cuando se interpuso la demanda, ordenó que el Juez pro- 
cediese y determinase con arreglo á derecho. 

Notificado el emplazamiento, los demandados desde Mers- 
T. II 19 
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doza, su domilicio, y después su representante en San -luán, 
promovieron artículo do incompetencia, y ca uno do los 
párrafos dijeron q*ic el .luc/, no podía conocer de la cansa 
porque en la sentencia anulada, había abierto opinión an- 
ticipada soliro el fondo dtd asunto 

Várela contostó sobre la incompetencia, dejando el punto 
de la recusación al criterio del Jiirk. 



rallo «1*1 Jur* Sccfiinistl 




¡San -Juan, SoviemliíE n de . 

incidente de incompetencia promovido pot los 
los y emplazad-* R, Juan B., ta llamón y D 
en su perito di' í. lili >■ repriiilm-ido por el 
apoderado ile los mismos II, .lomas líales en el qtic corre 
á f. -13 y considerando especialmente : l" IJne en los 
[uirraRis finales, número seis do inm y otro escrito, los 
demandados manifiestan una causa de i m pedimento para 
quo el infrascrito pueda seguir conociendo en esto asunto ; 
— 2" Quu esta esposicion importa una recusación inter- 
puesta al Juez, con espresion de causa ; — ít" Que en este 
caso el infrascrito debe limitarse á resolver previamente so- 
bro ella con arreglo á la ley del caso; — 1' Que la causa 
alegada para considerar al infrascrito impedido para co- 
nocer en el presento juicio, está en el hecho constante de 
nulos de haber abierto opinión anticipada en el fundo del 
asunlo, por cuanto la sentencia definitiva pronunciada en 
rebeldía de los demandados, lia sido declarada nula por 
la Suprema Corle en su auto de f. 95 vuelta, y nulo el 
procedimiento basta el estado del emplazamiento , — 5° Que 
este hecho, aunque involuntario por parte dol infrascrito, 
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es cierta y consta de ñutos, y constituyo un,i causa tcg.il 
do recusación, por el arl -t;í, inciso 7 de la Ley do Pro- 
cedimiento del 11 do Soliombro de 18G,*].— Por osla.-* 
consideraciones, oslo juzgado 30 declara incompetente para 
conocer en osle juicio; cada parto pa^uo sus costas y 
notilíquesc original. 

.Vn tañad Morcillo. 
Várela apeló, y concedido él recurso en relación, se ilieiu 

ralla ilc I» NupreniM ( oHr. 

Unenos Aires, Febrero il do iíili. 

Vistos : pnp sus fundamentos, se confirma con costas el 
mito apelado de foja sesenta y nueve vuelta, satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril.— Francisco 
Üeloauu. — José Barros Pazos. — 
M. Loarte, — j\ B. Gqrostiaga. 
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Hamirez y Penco contra Uldtrico Busseti, tobre reivindi- 
cación de mercaderías. — Incidente sobre competencia. 



Sumario. — En una demanda fundada en sustracción 
fraudulenta de mercaderías que se pretenden reivindicar, 
es competente el Juez del lugar donde ellas se encuentren. 



Calo.— Ramire» y Penco, comerciantes de Entre-Rios, 
demandaron ante el Juez Federal de Buenos Aires al de- 
pendiendo Ulderico Buzzetti quien, decían, se apoderó 
de una cantidad de frutos del p&ís que estaban para 
mandarse á Buenos Aires, sustrayéndolos de la Aduana 
por medio de luisas transferencias, y consignándolos á 
una casa de esta ciudad. 

Enlabiaron acción reivindicatoría y pidieron el embargo 

de los efectos. 

Buzzetti promovió artículo de incompetencia 
que demandante y demandado eran vecinos de 
Ríos y ante el Juez del domicilio debia ser demandado, 
pues el caso no se encontraba entre los exceptuado» en 
la Ley 32, tít. 2°, Part. 3V 
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Ramirez y Penco con síes la ron que el caso era de los 
exceptuado» en la Ley de Partida, pues se trataba de ob- 
jetos hurlados que se encontraban en la jurisdicción de 
Dueños Aires. 



Fallo dtl Juer. Herelonal. 

Duerujs Aires, Noviembre 27 de 1871. 
Vistos estos autos, en lo relativo al incidente sobre coin 




f. 9 se tunda en la 
fraudulenta que asevera el actor haber come- 
tido Buzzetti de efectos pertenecientes á su casa de Ra- 
mírez y Penco de Entre-Rios, los que se suponen ser los 
mismos que fueron consignados á Amhroselti y O; de 
acuerdo á la Ley 32, tít. 2-, Pal t. 3', casos onceno y 
doceno, declárase competente este Juzgado y en su con- 
secuencia conteste directamente el demandado dentro del 
término lega! 

Hágase saber y repónganse los sellos. 

Ugarrim. 

Habiendo apelado BuMetli, se dictó esle : 
rail* *> I» Iupr«ni C#rt*. 



Buenos Aires, Febrero 17 de 1S72. 
Vistos ; por sus fundamentos se confirma con costas 
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el auto apelado á foja sesenta y cinco, satisfechas y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril,— 
Francisco Delgado. — José 
Marros Pazos. — M. Ugarte. 

J, i). G O ROSTI ACA 



/). Pedro Gragera contra la * Compañía Argentina* 
de Seguros, por cobro de pesos. 



Swnirio.— I" Todas las diligencias probatorias urde- 
nadas dentro del término competente deben cumplirse. 

2" Mucho mas si una de las partes manifiesta «jue no 
puede renunciar esas diligencias por creerlas de suma 
importancia. 



Caso. ~ fcn unos autos seguidos por U. Pedro Gragera 
contra la Compañía Argentina de 
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cobro <1e merendonas aseguradas, so recibió la causa á prue- 
ba ; y dentro del término, el Procurador Lamas por la 
compnüin pidió se intimara á Grasera que en el día pre- 
sentase ln factura di; las mercaderías aseguradas, peti- 
ción ¡i fjne sv accedió señalándose á Grasera el término 
de 2 i horas. 

Tiunscurridu ese término, Lamas pidió que en rebel- 
día de Gragera se declarase que esas facturas no exis- 
tían, y que por sus libros no podía probar la existencia 
de las mercaderías. 

Gragera contestó que los libros estaban on Gualegtiny- 
oliú, su domicilio, y que necesitaba doce días para ha- 
cerlos traer. 

El Juzgado concedió entonces cinco días para la ex- 
Fjibieíuu. 

Durante esta tramitad un venció el término de prue- 
ba, y el actuario puso el certificado corre spon diente, 
quedando los autos en la Olí ciña para alegarse de bien 
probado. 

Ku este estado Lamas espusu que si dentro de los 
cinco dias presentaba Grasera sus libros y las facturas, 
aunque lucra n falsas, no podría producir prueba para 
establecer la falsedad , parque sojun el estado *[& lus aulos, 
el termino había vencido. 

Ouo á lie de precaverse contra este resultado, pedia 
que el Juez fijase con claridad cuando vencía el término 
de prueba, y desde cuando debían contarse los dias 
t para alegar. 

El Juzgado ordenó que la parle de la Compañía ma- 
nifestara si renunciaba á la exhibición do los libros, y 
Lamas manifestó que no la podía renunciar por consi- 
derar esta diligencia de prueba de suma importancia. 
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Buenos Aires, Noviembre 30 de 1871 . 

No suspendiéndose el término de prueba, si no es 
mientras se evacúan las diligencias probatorias ordena- 
das dentro del mismo, y que no se han practicado por 
hechos no imputables á las partes; á lo que se agrega 
que la exhibición de los libros 6 facturas fué solicitada 
cuando estaba para vencer el término de prueba, y cuan- 
do durante los dias que aun quedaban de él, no era 
posible que la compañía produjese pruebas contra dichas 
facturas, por cuanto solo faltaban seis dias, y dentro de 
ellos debía proveerse á la solicitud, notificarse á las partes 
y exhibiese las facturas, y producir h prueba contraria; 
y esUndo los libros en Gualeguaychú, como lo ha ma- 

hicíeia dentro de aquel término; por esto se declara que el 
término de prueba ha vencido con arreglo al certificado 
del actuario, y que el plazo para alegar solo ha quedado 
suspendido durante los cinco dias señalados á la parte 
Gragora para presentar las facturas. Repónganse los sellos. 

ZavaUta. 

Apelado este auto por la parte de la compama fué con- 
firmado por esto 

* 

Uueiioa Aires, Febrero 29 de iílá. 
Vistos; habiéndoso ordenado en veinte y ocho de Oc* 
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tubre último á foja* doscientos setenta y seis, á petición 
de Don Luis Lamas, apoderado de ta Compañía Arjentina 
de Seguros Marítimos, que Don Pedro Grasera presente 
las facturas de las mercaderías aseguradas, y los libros 
de su casa de cumercio, para ser compulsados en de- 
bida forma, cuya resolución no ha sido cumplida hasta 
ahora, á pesar de haberse dictado dentro del término de 
prueha, y del largo tiempo trascurrido; y habiéndose 

el procurador Lamas á foja 
que no puede renunciar á 
y facturas, por considerar 
icia de p rucha de suma importancia; se con- 
firma la providencia apelada de foja quinientos cuarenta 
y seis vuelta, con reducción del término concedido al 
de veinte y cuatro horas, en cuyo perentorio plazo de- 
berán presentarse por Don Pedro Gragera los referidos 
libros y facturas, bajo apercibimiento. Satisfechas en 
consecuencia las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos.— Marcelino Ugartb — 
l R. (iOhostiaga. 




ano 
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Criminal, contra h. friego Uruce por injurias al Cónsul 
Chileno, residente en Mendoza, en el despacho del Consulado. 



Sumario.— \*> Cas palabras pronunciados no con intención 
de injuriar sino con lo de contradecir aserciones conside- 
radas como falsas, no constituyen injuria, ni se prestan á 
establecer la compensación do injurias. 

2" Loa delitos sujetos á la jurisdicción nacional que no 
se bailen previstos en la misma ley, deben ser cas- 
tigados con arreglo á las leyes comunes. 

:t" Kl delito de injuria puede ser castigado con pona 
pecuniaria. 

í° La injuria dirijida ó un Cónsul, en su despacho 
lilicial, y en presencia de varias personas, d»bo reputar- 
se 



Caso.—V.\ Cónsul Chileno en Mendoza fué injuriado por 
el ciudadano Chileno I). Diego U(uce en el despacho del 
Consulado y en presencia de varias personas, con las 
palabras de canalla, trompeta, indigno de ejercer las lu li- 
ciones consulares ele. 
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El motivo de es las injurias fué haber el Cónsul Chi- 
leno avisado á Unico que no introdujera ganado á Chile 
contra las prohibiciones gubernativas, pues liabia dalo 
cuenta a su Gobierno que se intentaba la ¡nlruduccinii 
de ganado por las estancia» del Sud. 

Bruce se quejó porque se le da ha larde esto aviso 
y reprochó al Cónsul di 1 haber dado aviso, cuando <*1 
era en cierto modo conocedor de su proyecto do in- 
troducir ganado á Chile. 

Entonces el Cónsul le dijo que era necesario no ter- 
giversar los hechos hasta el (moto du mentir. 

lisias palabras exasperaron á Bruce, y Je impelieron 
á inferir las injurias (pie se han mencionado. 

Este hecho dió mérito para que el Sr. Procurador 
General acusara á Bruce por injurias graves, y pidiera 
i unirá él la pena tic !íO0 pesos Inertes de multa con 
las cosías. 



Pullo iUi Jiir/, ^rrlonul. 



Mendoza, Haya 1 de t*"! . 




|uicio corresponde en primera instancia ú la Kscclenlisim.i 
Corle Suprema por cuanto las injurias lian sido motiva- 
das en ejercicio de I unciones consulares y parlo de ellas 
en la misma pieza despacho del Cónsul (le Chile. 

'Jue el tratado chileno a rj en ti no de primero de Oc- 
tubre de 'IN55, caduco solo en lo mercantil, pero vi 
genio en todas sus demás cláusulas, estipula en sus ar- 
tículos 24 y 2!) t privilegios y exenciones ó favor de loa 
Cónsules chilenos residentes en la república argentina. 
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Que igual reciprocidad se exige para con los Cónsules 
argentinos en Chile por las cláusulas antedichas y ar- 
tículo 29 del reglamento consular srjentino de seis de 
Noviembre de 1862. 

Que es indispensable (según sanción del derecho de 
gentes) que los Cónsules estén bajo la protección de 
la ley general de las naciones (Calvo, cilando á Garden 
y otros, pajina 227, etc. etc. 

Que ante la prohibición que impone á la Justicia Pe- 
de 1862, «De no proceder de oficio jamás, que ella solo 
• tiene jurisdicción en los casos contenciosos en que 
r sea requerid! ,* la pretensión del Cónsul chileno, que 
su cuestión con su compatriota D. Diego Bruce se lleve 
á instancia fiscal por acción pública, es infundada, y¿i 
que este no asume el carácter do tal. 

Que es tanto mas exagerada la pretensión aludida, 
cuanto que el Cónsul ha denunciado el hecho peticio- 
nando en la forma oficial como un verdadero actor ó 
acusador y que ánte la declaración ya hecha y consenti- 
da, que el conocimiento de esta causa corresponde en 
primera instancia al superior; la constitución de un fiscal 
es una abrogación estrada é impropia de un juez que 
soto sumaria en la parte fíiuy precisa. 

Que bajo la consideración de incompetencia del Juez 
de sección para ejercer actos jurisdiccionales, la califica- 
ción de la fianza otorgada por y ante el juez del cri- 
men, es punto reservado á juez competente. 

los fiadores lian rehusado el cumplimiento de ella 

lo la 

indagatoria y que bajo su garantía se 
la causa tomaba estado, la escusa 
por parte del Cónsul, no es una razón legal para que 
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el juez de sección deje de cumplir con su deber, de 
someter a! acusado al juicio de la Excelentísima Suprema 
Corte asegurado con la instrucción correspondiente, dejando 
á ella lo jurisdicional en sentido estricto. 

Por estos fundamentos y otros que suministra el suma- 
rio y á ta vista de la escritura de fianza mandada agre- 
gar. 

Llévese á efecto el mandamiento de prisión librado contra 
U. Diego Bruce. 

Y por cuanto aparece de autos que Bruce se lia ido 
para Chile lu misino que el fiador D.David Camus Serrano. 

Encontrándose en esta el otro fiador D. David Herrera 
notifiquese á este como á su cofiador Camus, así que 
se restituya á Menta: Que sin embargo de haberse 
obligado en la escritura (Je f. SO á no pedir plazo para 
presentar á Bruce, por cuya razón se encuentra renun- 
ciada la ley diez y mte, tlt. 1$, parí. 5\— Por equidad 
tendrían un mes para p res»- n lar al reo en la cárcel públi- 
ca bajo la pena que ellos mismos se imponen en la 
susodicha fianza. 

Respecto á la responsabilidad que asuma en garantía 
D, Francisco R, Monasterio se deja á juez competente su 
determinación. 

Bemítase este espediente sin mas demora, al superior 
con la nota acordada. 

Déjese constancia autorizada de esta resolución para 
poder llevar á efecto la seguridad del reo y su garantía. 

Juan Palma. 

Resuella la articulación de incompetencia que suscité 
la parte de Bruce { fallo de 10 de Agosto de 1871), 
este contesté la acusación, alegando La compensación de 
las injurias, y señalando como injuria recibida, las pala- 
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oras del Cónsul quo procedieron su exasperación y es- 
presiones injuriosas- 



t ullo Ih ftuiirei 



Curte. 



litmmis Aires, Muyo -2 ite 

Vistos; y considerando. Primen: aun cuando las in- 
jurias inferidos por el acusado al Cónsul do Chile Don 

fojas cuatro, seis, veinte y siete vuelta, voínlo y nueve 
á treinta y tres y treinta y cinco vuelta, estarían son- 
rientemente compro liadas por su propia con lesión, en la 
cion que presto arito el juez de la sección en Men- 
íi, á fcjíl cuarenta y cinco, y por lo que, respecto 
de los hechos, se dice en los escritos <|n t'i<ja noventa 
y nueve y cíenlo once, Seijumih Que en las palabras */rnnun- 
riadas por el Cónsul de Chile, que provocaron la irrita- 
rían de Itruee, Talla el carácter distintivo de la injuria, 
esto es, la intención de menoscabar y deprimir con ellas 
la dignidad personal de aquel á quien iban dirigidas, 
pues esas palabras fueron pronunciadas por el Cónsul, 
no con tal intención, sino con la de contradecir las afir- 
maciones que Bruce estaba haciendo en su presencia, 
y esa denegación, aunque pudiese exasperar, como exas- 
peró, el amor propio de Bruce, le era rigorosamente 
exijida por la necesidad de no autorizar con su silencio 
afirmaciones que consideraba bisas. Tercero. Que, por consi- 
guiente, no puedo tener lugar la compensación de in- 
jurias, con que pretende defenderse el acusado, por me- 
dio de su apoderado al final del escrito de foja ciento 
once. Cuarto. Que, conforme al artículo noventa y tres do 
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la ley penal de catorce de Setiembre ité mil ochocien- 
tas sesenta y tres, los delitos sujetos á la jurisdicción na- 
cional, quo no so Miltíti provistos en la misma ley, dchen 
ser castillos con arropln ;'i los Códigos nue forman 
el derecho común tía las Provincias. Quiñi». Que. segun 
la ley veinte y uno, título noveno, partida sótimn, el 
delito de injuria puede ser castigado con pena pecunia- 
ria. Scsío, (>ie, se¿;un la veinte del misino titulo y par- 
tida, las injurias de quo en esto easn so trata, delten 
re ji n tarso pravos, por ra/un de la persona ú quien lian 
sido inloridas, por lialierlo sido en presencia do diversas 
personas, en su despacho oficial y enn motivo ile sus 
actos oficiales-por estos fundamentos, do ennlormidnil Ú 
ln pedido ptir el Señor Procurador General, so condona á 
Don Diego limen ¡i la multa «lo trescientos pesos tuertos, 
con todas las costas causadas. Comiinírnieso esta reso- 
lución al IVlcr Ejecutivo, conforme á lo dispuesto en 
el artículo trescientos sesenta y siole do la ley de pro- 
cedimientos, liepótiiíanso los sellos, y cumplida la conde- 
nación, archívese el espediente. 

S.\LVAmm M. iíki O.uuni,.— Ftux- 
asc.o Delgado. — José Ramios 
Pazos . — Mahcklino Ugahte. 

— J. H. GonOSTIAGA, 
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CAUSA XXIII 



D. Juan Shaw ron el ¡'roturador fiscal, svbre cabro dt 



Sumario. — El término de tres dias señalado por el ar- 
ticulo 1130 de las ordenanzas de aduana, para apelar 
de las resoluciones del administrador, de!>e contarse es- 
cluyendo los dias feriados. 



Uso.— i). Juan Shaw fué condenado por el adminis- 
trador de Rentas Nacionales de Buenos Aires, á pagar 
dobles derechos en una partida de sillas, y la resolución 
le fué notificada en 24 de Noviembre de 1871. 

El 28 del mismo mes, Shaw apeló para ante el juez 
de sección, el recurso le fué otorgado y ante él pidió se 
revocara la resolución administrativa. 

Corrido traslado, el Procurador fiscal promovió artículo 
de previo pronunciamiento, diciendo que la apelación se 
había interpuesto después de los tres dias fatales que 
señala el artículo 1130 de las ordenanzas, por lo que 
debía declararse consentida la resolución administrativa. 

Contestó Shaw que el Procurador físcal no se fijaba 
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que hahia lubiJu un dia de fiesta que no se debía 
contar, y qiif , de tudos modos, habiendo el adminis- 
trador concebido el recurso, el juez no podia dejar de 
sustanciarlo. 

Pallo del Jura Hmion. 

ItutMitts Ai reí, Febrero fi de 

Y vistns en Id relativo al incidente promovido por el 
Procurador liiscal, sobre deserción del recurso, y con- 
siderando, que habiendo sido dia feriado el 26 de No* 
víembre último no ba podido entrar en el término que 
prefija el art. I1ÍJ0 de lab ordenanzas do aduana, según 
lo dispune el art. 19 de la ley de procedimientos y 
2 U Que teniendo en vista esta circunstancia, la apelaciun 
enlabiada el 28 estaba comprendida en el término de 
los 3 dias fijados por ta ley; por estos fundamentos no 
ha lugar á la deserción que solicita el Procurador fiscal 
y en consecuencia, espídase en el traslado pendiente 
sobre lo principal. Hágase saber y repónganse los sellos. 

I'i ¡arriza. 

El Procurador Fiscal apeló c» relación diciendo que el 
término de 3 dias para apelar en estos casos era peren- 
ne, y debía contarse do momento á momento. 

Fallo de la Suprema forte. 

Filíenos Aires, Marzo '> de 1872. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma el auto ape- 
t. n 20 
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lado de foja catorce vuelta; satisfechas las costas y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francis- 
co Deliíado. — José Barros Pa- 
zos.— Marcelino Ucarte. 



CAI WA XXIW 



El Dr. D. José Vázquez Satjasíume contra Gondra hermanos 
par cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario,— Siendo exacto el contenido de un documen- 
to ejecutivo, eficaz y válida la obligación contenida en 
él, y no alterada por hechos posterioros, la ejecución 
no puede ser desvirtuada por la escepcion de falsedad ó 
inhabilidad del título. 

Caso. — En 29 de Mayo de iSG.'J D, Leopoldo Vázquez 
Sagastumc depositó en poder de los Sres. Gondra her- 
manos á la órden del Dr. ü. José Vázquez Sagastume, 
la suma de 200 onzas de oro. 
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En Noviembre de 1870, D. Federico Silva por el Doctor 
Vázquez enlabió juicio ejecutivo contra Gondra hermanos 
para el cobro de las 200 onzas de oro, sus intereses 
y costas. 

Citados estos de remate, opusieron la escepcion de 
falsedad del título, alegando que aunque se decia en el 
documento que fundaba la ejecución que el dinero se 
recibía en calidad de depósito, lo que se obró realmen- 
te fué un pago de lo que el [>r. Vázquez adeudaba á 
Gondra hermanos por unas letras que enmo Ministro 
Plenipo'.enciario del Gobierno Oriental en el Paraguay 
habia ¿irado á favor de ellos, y cuyas letras no habían 
sidn cubiertas por el Gobierno Oriental. 

Para sustentar su escepcion presentaron algunas cartas 
del Dr. Vázquez, un proyecto de arreglo relativo al 
pago de esas letras, y unas declaraciones de testigos. 

Su contenido y alcance se espresan en el siguiente 

Fallo del Jume Sercl«n»l. 



Buenos Aire?, ¡Noviembre 2" de 1871. 

Y vistos estos autos ejecutivos iniciados por D. Fede- 
rico Silva en represen lacion de. D. José Vázquez Sagas- 
tunie contra los Sres. Gondra hermanos por cobro de 
pesos, y considerando:— 1« Que reconocido por los eje- 
cutados el documento do f. I a suscrito por los mismos, 
se ha opuesto como escepcion la inhabilidad del título, 
fundándola en que ( si bien se espresa en dicho documen- 
to que se recibía el dinero en calidad de depósito á la 
órden del ejecutante, fué en pago de to que este adeu- 
daba A aquellos como girantes de unas letras contra el 
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Gobierno Oriental que no habían sido cubiertas. — 2° Que 
para justificar esta escepeion se ha presentado las de- 
claraciones de los testigos Félix KgUSquí?a f. . ¡ . Angel 
Bhiye f. ... Juan Agustín de Unbe y las cartas y do- 
cumentos de f. . . . — 3 Ü Que de las declaraciones citadas 
solo so deduce (pie los Srcs. Gondra hermanos en la 
época en que suscribieron el documento de £ 1' se 
creían acreedores de I). José Vázquez Sngastume, y al 
recibir el dinero de l). Leopoldo Vázquez Saguslume, 
que obraba en esto como encargado de D. José, lo 
hicieron en la esperanza de liquidar después sus cuen- 
tas con este último quien, esperaban, les daría en pago 
lo recibido, antes en depósito de poder de su hermano 
D. Leopoldo.—i Que de las cartas y documentos acom- 
pañados no se desprende que hubiere tenido lugjr el 

todos ellos se refieren A la negociación de las letras gi- 
radas por Sagastume y que habiendo sido aceptadas no 
fueron cubiertas por el Gobierno Oriental, y si bien en 
alguna d« esas cuentas manifiesta Sagastume haber pa- 
gado por pura delicadeza el valor de esas letras, en nin- 
guna de Hilas se espresa que este pago se hubiera 
efectuado con el dinero en depósito y por el contrario 
del borrador acompañado á f . . . . se desprende que se 
pensó en un arreglo de esta clase el que después no tuvu 
efpcto alguno según las constancias de los autos, desde 
que de las mismas pruebas que han producido se despren- 
de que el contenido del documento de f. I" es exacto 
en su contenido, que es eficaz y válida la obligación 
que constata y que los hechos posteriores no han alte- 
rado en nada su fuerza jurídica 

Por estos fundamentos fallo declarando que los Señores 
Gondra hermanos no han probado la escepeion opuesta á 
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Ja ejecución entablada conlra ellos por 0. Leopoldo Váz- 
quez Sagastumc; en su consecuencia llévese esta ade- 
lante con costas de acuerdo al art. . . . de la ley de pro- 
cedimiento. Hágase saber y repónganse los sellos. 

* 

Andrés Ug arriza. 
Apelada la sentencia fué confirmada por el 

Fallo ile 1» »Mpr«m» • •ríe. 

Rueños Aires, Marzo ü de 18"2, 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas 
el auto apelado de fnja setenta* y una, y satisfechas estas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Cáhuil. — Francisco 
Delgado.— José Barhos Pazos, — i. 

U. GOKOSTiAGA. 
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D* Mercedes Méndez de Runken contra D. Luis Hinchas, por 

rendición de cuentas. 



Sumario.— Un contrato de comisión se considera con 
cluido y chancelndo, probando el comisionista que devol- 
vió al comitente los objetos encomendados. 




Caso.— En 10 de Setiembre do 1867, D. Luis Henchos 
recibió en Tucuman de D. Augusto hunken un valor de 
1 ,500 pesits en alhajas y relojes para vender en comisión 
y entregar el dinero. 

Habiendo Tallecido Runken, su viuda U* Marcedes Mén- 
dez, demandó ante el juez de ta sección al espresado 
Si*. Henchos á fin de que fuere condenado á rendir cuen- 
tas de su cornisón. 

Hcnchos contestó que las alhajas y relojes habían sido 
devueltas á D. Armando Zavaleta, espresamente apoderado 
para recibirlas por Runken y su esposa, como se com- 
probaba con el recibo que presentaba firmado por este 
por chancelación do la comisión dada para la venta. 
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Puesta la causa á prueba, con la producida por ambas 
partes, se dictó este 



Fallo del Jurx de 



Tu cu man, Mayo 't de 1811. 

Y vistos estos autos, seguidos, de la una parte, Doña 
Mercedes Méndez de ftunkon, y de la otra II. Luis Hen- 
chos t cobrando la primera al segundo, cantidad de pesos 
procedentes de una comisión que para ta venta de 
alhajas ie había conferido su finado esposo, D. Augusto 
Hunkcn, resultando de todo lo alegado y probado, los 
hecbos siguientes: — !<• Que Ü. Armando Zavaleta, recibió 
de D. Luis Jlencbos las alhajas dadas en comisión por 
D. Augusto Ilunken, diciendo ser comisionado por este 
último al efecto, según lo espresa en el recibo que 
obra á f. 50 (le estos autos. -2° Que dicho D. Arman- 
do Zavaleta, fué comisionado por ílunken y su esposa 
D* Mercedes Méndez, pocos dias antes de morir aquel, 
para el recibo de dichas alhajas y chancelación de la 
comisión dada para su venia. — Y 3° Que la es presa da 
D* Mercedes Méndez, recibió efectivamente del poder de 
D. Armando Zavaleta, aquellas alhajas materia de la pre- 
sente cuestión. 

Lo primero se halla demostrado no solo, por el reco- 
cimiento que Zavaleta hizo á f. 82 de la firma de su re- 
cibo dado á Hanchos y que se registra á f. 59, si nú 
por las muy terminantes declaraciones de D. Eugenio 
Vilas á r. 79 vuelta, T). Pedro Esiuchi ü f. 80 y Don 
Simón Villafañe á f. 83 vuelta, que es presan ser cierto 
el hecho, huherlo presenciada pudiendo agregar á mas la* 
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de otros testigos, cuyas declaraciones pueden verse i foja 
81 ft 85 á 86. 

Lo segundo, esto es, que el finado t). Augusto Kun- 
ken co misionó á U. Armando Zavaleta para que arre- 
glara con Henchos la comisión de ventas de las alhajas 
en cuestión, está igualmente comprobado por las termi- 
nantes declaraciones de varios testigos en que absolviendo 
la tercera pregunta del interrogatorio que á 1". 76 pre- 
sentó el demandado, lo afirman por haberlo también pre- 
senciado, como puede verse en sos dichas deposiciones de 
f. M y 84 y muy particularmente la circunstanciada de- 
posición al respecto, de Ü. Melisa rio Olmos de f. 85 ú 80, 
siendo este testigo, basta pariente de D* Mercedes Mén- 
dez, y según se observa hasta de su íntima relación. 

Lo tercero : respecto á que Ü 1 Mercedes Méndez reci- 
bió finalmente las alhajas de que so trata, está compro- 
bado del misino modo que los otros dos hechos anteriores 
y aun con mayor copia de testigos fidedignos ; los que con- 
testando á la cuarta pregunta del citado interrogatorio, Jo 
afirman con los hechos á que se refieren, y como puede 
verse en sus circunstanciadas deposiciones, al ya men- 
cionado U. lie lisa rio Olmos á \\ 85 ¿i 80 en las preguntas 
2* y i J : á 1). Gerónimo Bisa, á 1>. Abrahan Guch, I* 
Mercedes de la Vega, 1*. Enrique Beltran y D. Javier 
Valladares á i. 81, 82, 81, i»0 y fl| de estos autos. 

Y considerando; — 1" Que lodos los testigos anterior- 
mente citados, que han probado, según se ha visto, la 
verdad de los tres hechos ya ántes anotados , son 
fidedignos y sin tocha alguna teyal, yá mas, acordes y con- 
testes en sus dichos, lo que basta para que produzcan 
plena prueba, según el texto espreso de la ley 32, título 
16, par!. 3*. — 2" Que ta comisión dada por Runken, gra- 
vemente enfermo, y pocos dias antes de morir, á Don 
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Arma mío Za va le ta fiara el arreglo con Henchos sobre la 
comisión de las alhajas, fué en circunstancias de estar 
ejecutado por deuda por l». Ha i non Guzman y ha lúa in- 
cn que no se supiera este negocio, para nu ser 
jado en ftu con Ion i do, razón porque no se revi s lió 
de mayor formalidades esta comilón y se hizo soto re- 
servad .une ote por tal razón según Lo afirman a Iconos de 
los testigos cuyas declaraciones su lian traido á la vista 
como son los de f. 81 y 85 A SO: — ;í" Ijuo Di Merce- 
des Méndez al seguir endiente, haco dos años, ante el 
Juez de Primera Instancia de la Provincia, á efecto de 
ser tice la ra lia pulí re para litigar con I). Un non Guzman, 
presenté entre otros testigos que debían deponer sobre 
su pobreza, al mismo Lí. Armando Zavaleta, que (¡gura 
en estos autos como encargólo que loé para el recibo 
de aquella alhajas en cuestión, quien depuso bajo de 
juramento ■ que á su juicio U J Mercedes no era pobre, 
porque sabe ij le consta al mismo declarante haber recibido 
U 1 Mercedes Méndez de Rünktn ei valor de seiscientos pesos en 
relejes y alhajas, que el recibió por encanjo di dicha Señora, 
de poder de U. Luis Henchos y se los etitregó i á cuya declara- 
ción no hizo U* Mercedes ninguna observación, siendo 
estas -mismas alhajas las que liuy reclama en el presente 
juicio, como no recibidas por ella, y solo después de 
esta declaración se presentó al Juez ofreciendo nuevos tes- 
tigos que depusieran según su intención, como lo ve- 
rilícu pero guardando completo silencio sobre aquella 
esposicion que tanto la perjudicaba según consta del 
espediente que se ha tenido á la vista, y que se pidió 
al Juagado de Primera Instancia ad affectuni viUemtL—b" 
Üue si bien es rogla que, el que talla, ni confiesa, ni meya, 
talla completamente dicha regla cuando alguno, no corivi- 
uiéndole callar (como sucedió en nuestro casu con [)' 
T. H 31 
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Mercedes Méndez), guarda silencio, por cuanto en tal caso 
entra de lleno aquel otro axioma del jnríeonsullo Paulo, 
adoptado por nuestra jiii*¡s|jriuluNt:íu : Qui tacit consentiré 
rídetur. 

El Dr. Esericlie, hablando sobre este mismo punto de 
derecho, dice: t }fo$ ta aplhieion de esta rnjta /'la ante- 
rior^ depende absoluta me ule de la naturaleza dé fox cáiüS y 
délas circunstancias. Eí qne calb cuando debe hablar t 
tío contradice en. ocasión conven tente, da á entender 
siente y aprubeha, >j en tal caso puede decirse, que quien 
calta otorga: -5» Y fin al me ule qur 1> J .Mercedes Mein Ir* 
se ha presentado haciendo este cobro á 11. Luis Ucn- 
clios, después de dos años íi que muri» su marido, se- 
gún consta de autos, circunstancia que, Li^ívgnda ;'i todo 
lo ántcs nía ni les Unlo contribuye á formar el juicio riel 
¡iie/. en abierta contradicción á su pretensión. 

Por tales consideraciones: Fallo ijue debo declarar \ 
declaro ;í I). Luis lleuulios absnelto en todas sus parles 
de la demanda formalizada con Ira él en estos aulus. por 
I)- 1 Mercedes Méndez de Hunken, imponiendo á esta per- 
petuo silencio sobre este asunto. 

Devuélvase al Sr. Juez de Primera Instancia, el es- 
pediente que se pidió ad efjeetitm videndi t y pagados que 
sean los derecbos correspondientes, archívese este espe- 
diente á los Unes de lev. 

t 

Hágase saber, y repóngase el sello. 



Apelada esla ¿oiitencia por la demandante, se dictó el 
siguiente 
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rallo de ln Nnpreinn Corte. 

Itiienus Aires, Mano 5 de 1872. 

Vistos por sus funda «non los se confirma la sentencia 
apelad;» ilc foja ciento veinte y sin vuelto, y satisfechas 
tus cosías y repuestos tos sellos, devuélvanse. 

Salva non Mahía del C A rtiil,,— Fran- 
cisco Delgado. — José Bauiios 
Hazos.— Marcelino Ugahtk.— 
j h. (íurustiaga. 



CAI SA WVI 



Criminal contra Mauricio Brtwela por delito de rebelión. 



Sumario,^-!" El alzamiento público y en abierta hos- 
tilidad contra el Gobierno Nacional con el fin de derrocar 
al Presidente de la República constituye delito de rebelión, 
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2" El que ejerza un mando subalterno en la rehetion 
es penado con destierro <le cuatro A seis años, ó con 
multa de mil á Iros mil p<ssos fuertes, ó con uno y 
otra conjuntamente. 

3' 1 No es circunstancia atenuante tos antecedentes de 
honradez del reo, y el no linber este cometido delitos 
comunas durante la rebelión. 

4 a No se puede aplicar pena inferior al mtnimtm de 
la señalada por la ley, aunque se pida su aplicación 
por el Ministerio Fiscal. 

Caso. —Mauricio lírizoela, capitán al servicio de la re- 
belión que en el año da 181*" se leva ti tú en lus llanos 
de la ftioja contra el Gobierno Nacional, lite procesado 
por tal delito, y acusado por el l'ioeurador Fiscal, quien 
pidió se le castigara con la 4) coa de tr.-s atoa de destierro. 

La defensa do Ur osuda so concretó á alegar i|ue había 
servido en las illas de loa rebeldes por temor, y á pro- 
bar quo los antecedentes de él eran de una conducta 
honrada, asi como que no había cometido exceso alguno 
durante la rebelión. 

titilo drl J«m *Mfi*ii«l 



Y vista la presento causa criminal seguida por el fiscal 
«fi W, Or. lí. Guillermo San Human contra M.iuricio líri- 
zuela, por haber tomado participación en el delito de re- 
belión, y de la que resultan justificados los beclios si- 
guientes: 

En el año 18ü7 t el procesado Mauricio lirizuela fué 
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incorporado en cliso do capitán, en los llanos de la Rinja, 
á las fuerzas que acaudillaba el rebelde Sebastian Eli- 
zondo, t na relia 11 do como á los cinco dias do permanecer 
on ellos, sobre esta ciudad, desde donde se dirigieron 
al Dep irtamcnk» de los Sauces.— Indagatoria del procesado 
de f. á vuelta. 

En su regreso á esta ciudad tuvo lugar la bala lia do 
Bargas, con Ira las fuerzas del general I). A n tonino Ta* 
boada; tomando parle en ella el [irucesado en clase de 
capitán. — Declaración citada. 

Derrotado en ulla, ruó nueva ini&iila incorporado por 
Guayama en los Llanos, haciéndolo marchar basta la 
Orqueta, l'ruviuci i de (lalainan a, desde donde volvieron 
después de algún tiempo ¿obro esta ciudad y le pusie- 
ron siliu, tomando parte el declarante en clase de capitán 
en los diferentes combates que tuvieron contra las fuerzas 
sitiadas, basta «pie rindió la |Maza por capitulación. —De- 
duración y confesión del procesado. 

Evacuada la plaza pur los rebeldes por la aproxima- 
ción del ¡f 011 eral Navarro, el procesado regresó á los 
Llanos en donde fué lomado por el caudillo Guayama 
que invadió «(jue) punto, siendo batido ¡i los tres ó cuatro 
dias por las fuerzas del Coronel l). Ricardo Vera en el 
lugar del * Garabato» habiendo en él tomado parte el 
procesado en clase de capitán. — Declaración citada. 

R es ull a además de la declaración y confesión del 
procesado de f. 12, el hecho constatado de que sabía 
que estaban rebelados contra las autoridades de la Na- 
ción; combatían á sus fuerzas, y queso proponian levan- 
tar la bandera federal, s^gnn los propios términos con 
que se espresa en aquella; habiéndole dado el grado de 
capitán para estimularlo á tornar fiarle en ella. 

Y considerando: — I" Que resella plenamente justificado 
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por el oficio del sargento mayor del • Raimiento Dra- 
gones » de f. I, por la declaración y confesión del prr- 
cesado de f. 2 y 12 y por las de los testigos de Toja 
8 y 9, que el procesado Mauricio Rrizuela formó en las 
filas de los rebeldes que batieron á las fuerzas naciona- 
les, existentes en esta Provincia, desde el año sesenta 
y siete con el fin de derrocar al Presidente de la Re- 
pública y cambiar la situación política del país, sirvien- 
do siempre á aquellos en clase de capitán.— 2" Quo la 
espontaneidad en la cooperación que prestaba á la re- 
belión, queda demostrado por las circunstancias siguientes: 
—1* Por haber estado afiliado en diferentes épocas á las 
fuerzas que acaudillaban varios jefes du la rebelión: — 
2 n Por no haber una sola vez pretendido desertar de 
sus filas, ni mucho menos ocultarse cuando tuvo, según 
aparece de su declaración, repetidas veces oportunidad 
para ello. I tecla raciones de Ignacio Romero y Antón ¡o 
Moreno de f. 2!l, en la 2" y Üf pregunta: — íl" Por ha- 
ber aceptado la pinza de capitán, pues ese hecho de- 
muestra que los jefes de la rebelión le dieron ese grado 
cuando les fué muy conocida su decisión por la causa 
que sostenían, lo cual ciertamente no habría tenido lu- 
gar, si hubiera si Jo competido el procesado á seguirlos 
por fuerza. — Y i" Por la de haber tomado parte en 
varios combales que libraron los rebeldes contra las fuer- 
zas do la Nación; pues que es inadmisible el supuesto 
de que el procesado comandando una partida fuese por 
repetidas veces competido ú pelear contra las de la Na- 
ción en tal carácter, sin haber sido destituido de su 
grado. — 3 o Que por lo mismo carece de fundamento le- 
gal la escepcion que opone el reo para justificarse del 
delito de rebelión, do que filé competido por el temor 
ó la fuerza.— 4 o Que los hechos consignados en el con- 
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siderando y que lian sidü confesados algunos de ellos 
por el reo, no solo destruyen la posibilidad de la exis- 
tencia de la escepcion de temor ó fuerza que alega el 
defensor del jiro oes ¡ido, y que no lian ni pretendido jus- 
tificarla, sinó que además resulta de las declaraciones 
de los testigos do f. H y tí la Inerte presunción de la 
participación voluntaria que aquel tomó en la rebelión, 
cuando declaran sin dar la razón de su dicho, que saben 
y les consta que este tomó parle en aquella bajo las 
órdenes do varios jetes — no pudiendo por lo mismo apre- 
ciarse como confesión calificada la que resulta del mérito 
de autos, como pretende el defensor del reo, para el 
objeto de que ella no pueda dividirse; porque solo puede 
llamarse tal, aquella en que siendo probable la existencia 
de los k:?hns que constituyen la escepcion, no hay en 
el procoso otra prueba por ta que pueda imputarse al 
reo el delito que se inquiere y de cuyo castigo se trata. — 
o" Que no ha juslilicado el procesado con las declara- 
ciones á 1'. y ¿i!, que después do la derrota que su- 
frió en Bargas; se presentó en lus Llanos al capitán 
Salinas que dice qitn comandaba una partida de fuerzas 
nacionales, y aun coando lo hubiera probado, la falta 
ríe atribuciones de aquel para indultarlo y la persisten- 
cia posterior que aparece de autos en el procesado, de 
cooperar di reclamen le, á los propósitos de la rebelión 
promovida por los caudillos que, invadiendo a" es la Pro- 
vincia, combatían á las fuerzas nacionales, no puede apre- 
ciarse como circunstancia atenuante do este delito. — fi" 
Que los anteceden Les de honradez y buena conducta del 
procesado no estando plumamente justificados en el pro- 
ceso, no es una circunstancia atenuante, ni mucho me- 
nos lo es el qoe el procesado no haya cometido algunos 
excesos durante el tiempo de la rebelión en las personas 
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y propiedades de loa habitantes de la Provincia, pues 
que dado tal caso su conducta no importaría mas que 
el cumplimiento de las prescripciones de las leyes penales 
vigentes, que le prohiben corno á ciudadano, bajo una 
sanción penal, el ejercicio de ciertos actos que consti- 
tuyen la violación de un derecho de los demás.- 7 o Que 
del mérito de autos resulta suficientemente constatada la 
existencia del cuerpo del delito, ó lo que es lo mismo, 
que los caudillos Kliznndo, Guayama, y Nieto, bajo cuyas 
órdenes se puso el procesado, se alzaron públicamente 
en distintas épocas contra el Gobierno Nacional, con el 
fín de derrocarlo: y la participación ó cooperación vo- 
luntaria que en aquel delito lomó el procesado Mauricio 
Rmuela.— 8" Que los hechos de haber reincidido por 
varias veces, ó por lo menos persistido en el delito de 
rebelión, el reo Brizuela replegándose a* la* primeras mor- 
ías rebeldes que se le presentaban, cuando era derrotado 
en algún comhate, como a) haber lomado parte en clase 
de capitán en la batalla de Margas, en loa combates que 
tuvieron lugar en el sitio de esta eludid hasta sti ren- 
dición y en el del * Garabato i que libraron los caudillos de 
la rebelión contra las fuerzas nacionales— contribuyendo 
con ta cooperación eficaz que prestaba .i robustecer su 
acción, que ocasionó derrama miento de sangre, exaccio- 
nes y toda clase do exresos á que se entregaban; son 
circunstancias agravantes del delito de rebelión.— !>■■ One 
el articulo 16 de la ley penal de ii de Seliembre de 
1863 castiga á los que han ejercido mando subalterno 
en la rebelión, entre los cuales se encuentra el proce- 
sado Brizuela, á la pena de cuatro ;t seis años de des- 
tierro ó á una multa de mil á tm mil pem fuertes ó 
una y otra juntamente— correspondiendo en tal caso 
aplicársele al procesado la de cinco años de destierro 
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en alencion á las circunstancias espresndas en el con- 
siderando anterior, — 10* Que para la npUcíieinn de eslo 
pena, no obsta el que el fiscal ud Imc su haya limitado 
en su querella do f. !í!, IT y IX, á solí ¡:i Lar que se 
le condene al procesado á la pena de tres años de des- 
tierro. — I o Porque este Juzgado no puede aplicar pena 
menor que el minim un señalado por la ley. 'Fallos de 
la Suprema Corte, Causa CJAXXV, Tomo !l n , pág. 49(1. ) 
— 2° Porque la prohibición de proceder de oficio pros- 
cripta por el art. 2" de la ley de 1G de Octubre de 1S(S2. 
no importa, tratándose do hechos criminales, la obliga- 
ción de conformarse - si n ó en cuanto sea posible con 
el dictamen del fiscal, sin que por esto el juez no pue- 
da apartarse de él, para la aplicación de la pena que 
según la ley deba hacerse sufrir al culpable, según el 
mérito que arrojen los autos. — Y 3 Ú Porque de la doc- 
trina contraria resultaría que pidiendo el fiscal la apli- 
cación de una pena menor para castigo del delin- 
cuente que lo que determina la ley, como sucede en el 
presente caso: el juez tendría que conformarse eon su 
dictamen, aplicándole pena menor, contra el espíritu 
de las prescripciones de la ley penal y la jurispru- 
dencia establecida por la Suprema Corle en la citada 
causa. 

Por estas y otras consideraciones quo so han tenido 
presentes: con lo espuesto por el liscal por la parte 
que se refiere A la presente resolución: lo alegado y pro- 
bado por el reo y mérito que arrojan los autos; fallo 
definitivamente juzgando y declaró que el procesado Mau- 
ricio Bríxuela c5 reo del delito de rebelión. En su con- 
secuencia, do acuprdo con lo que prescribe el articulo 
10 de la ley penal de H de Setiembre de 18fi3, lo 
condenó á sufrir la pena de cinco años de destierro; 
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con cosías al procesado; repónganse los sellos J hágase 
saber, 

ituo Molina. 



Apelada la sentencia fué confirmada por este 



Fallo de I» Huprrm» Corlr. 



Yin», Mar™ <J de m% 

Vistos; por sus fundamentos se confirman con costas 
ta sentencia apelada de foja ochenta y ocho, reduciéndose 
la pena de destierro al término de cuatro años, en Ja 
cual deberá computarse el tiempo de prisión sufrida, ofi- 
cíese al Poder Kjecutívo, y devuélvanse. 



Salvador M. ijei. Carril. — Frasuw.o 
Delgado. — José Barros Pazos. 
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Criminal contra Pió Gnnzafez por rebelión. 



Sumario. — 1° El hecho de estar afiliado á un caudillo re- 
belde, militando bajo sus órdenes unas veces, y sirviéndole 
de espía otras, constituye el delito de rebelión en clase de 
mero ejecutor. 

2« La excepción de temor ó Tuerza para justificarse de un 
delito, cuya existencia leijal resulta constatada, debe pro- 
barse plenamente. 

3" El haber servido á la rebelión con decisión manifiesta, 
durante todo el tiempo d* su duración, stn haber pretendido 
desertar ú ocultarse, teniendo repelidas opor 

al Gobierno, constituyen una 
delito de rebelión. 




Caso. — Kn el Juzgado Nacional do la Hioja se levantó un 
sumario contra Pío González» denunciado como cómplice en 
la rebelión encabezada por Felipe Várela en 1807, y como 
homicida durante ella. 
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Los antecedentes del sumario, de la acusación, ilo la de- 
fensa y de la prueba se detallan on el siguiente 

■ 

r»lt« M Jun dr Kvreion. 

Rioja, Oí labre 40 de 187Í, 

Y vistos : esta causa criminal seguida de oficio por el 
fiscal ad hec Dr. D. Félix Luna contra Pió González por de- 
lito de rebelión y homicidio perpetrado dnraiilc ella, resul- 
tan plenamente probados los hechos siguientes: 

A principios del año fi7 en la época en que invadió el 
caudillo Várela ¡i esla Provincia, ni rebelde Klias Gutiérrez 
hizo prisionero en el lugar de las Tres (Arares a toda la fuerza 
que comandaba D. Manuel Soaje, jefe que servia al Gobierno 
legal de lu Provincia, y en la que eslaba alistado el proce- 
sado Pió González ; habiéndolo agregado á toda ella aquel 
caudillo, á las turbas que capitaneaba.— Deelaiaeinii del 
procesado de f. 13, la de Cirilo Vega, Manuel Nnrvaez y 
Desiderio Nieva de t 5B, 57 y Éfo 

Alistado el procesado en las filas rebeldes, se le puso de 
espía para que observara el u muero y movimientos de las 
fuerzas que eomamlaba el eoruuel Linares ; quien lo temó 
después de tres diüs en su misma casa, é incorporándolo á 
su Tejimiento, marchó pata Guau da col y en su regreso lo 
dio de baja, dejándolo en su casa.— Declaración y confesión 
del reo citado. 

A los cuatro dias fué nuevamente tomado por el rebebí e 
caudillo Hojas é incorporado á las fuerzas de Medina, quien 
i ua relió á lus Sauces pasa mi o por Cliilceito, y desde allí se 
dirigió á Tiuogasla, en donde se libró la batalla contra el 
Coronel Córdoba, habiendo tomado parle el procesado en 
clase de soldado. — Declaración y confesión citadas. 
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r >. s le aquel punto marcharon sobre esta ciudad y el 
procesado l'uc dejado en el lo (jar de las Mesillas al cuidado 
de la caballada, cuando libraron la batalla de Bargas contra 
bis fuerzas del General Taimada, y en la que ilición venci- 
dos, cu ti siguiendo volver el procesado González ii su casa. 
— Declaración y confesión citadas. 

A los veinte (lias loé tomado por Medina que le ofreció 
pagarlo diez pt'sos por los servicios que hnhia prestado, é in- 
corporado á Várela, después üe haber acompañado á este 
en una nueva campa fui, fué dejado en la población de Hor- 
nillos al mando del rebelde Crisólogo Andrado, desempeñan- 
do una comisión para el lugar de las Ilurras.— Declaración 
citada. 

En esla época dieron los rebeldes la batalla do Ciénega 



Bado González estando en su casa, se replegó á una 
de N. Vázquez, que lenta comisión de Várela de perseguir 
á los derruLudfis de las fuerzas legales de la Provincia. 
— Con Tes ion del procesado f. 1:2 vuelta. 

Kfi e;>us días el procesado se cruzó armado por toda la 
población de Hornillos con la partida á que se había reple- 
gado, babiendo aquellos dado muerte viólenla á dos de los 
derrotados del Coronel Charras, al uno en la ilecina Blanca, 
y al otro cu el camino que vú parj Vinchina. — Confesión del 
procesado de t 10 vuelta, ralittoada en la de I'. 1¿ y decla- 
raciones corrienles desde i'. 2 á y y de f. 17 á 30 del 
proceso. 

Üe ellas resultan graves presunciones que la mencionada 
partida á que perteneció el procesado se entregó! luda clase 
de excesos, lomando prisioneros á los derrotados de las 
fuerzas de Charras y despojándolos de cuanto teñían ; sa- 
queando una carga de equipajes perteneciente á aquel, y 
la población de llornillus con sus intima- 
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clones hasta el grado da sacar á un inválido do su cama y 
obligarlo á que degollara á un prisionero de Charras. — Véanse 
principalmente las declaraciones de llaulista liergara Je f. 17, 
de Cruz Palacios de f. 19, de Juan ÉL González de f. 23. 

En cuanto ú la participación que el procesado González 
lomó en los asesinatos de los dos derrotados de Charras, no 
está determinada en el proceso ; pues si hien aparece do 
la. declaración de Samuel Domínguez de f. 2-t que el proce- 
sado fué el autor de la muerto que se hizo cu la f tecina 
DI anca, y Palacios á f . 3 y Nava es á f. 5 y otros afirman 
lo mismo de pública voz y lama, que el procesado habiendo 
alcanzado al derrotado en su toga, lo volteó de un palo con 
la arma que llevaba, llegando á ese tiempo Agustín Molina 
que se bajó y lo degolló ; resulta una singularidad tal en los 
dichos de los testigos sobre el autor de la muerte que tuvo 
lugar en la Reciña Blanca, dada al derrotado de las Tuerzas 
del Coronel Charras; que solo puede apreciarse como una 
grave presunción contra el procesado por haber declarado 
solo el testigo Domínguez de ciencia propia. 

Resulta además de la declaración del testigo Bergara 
f. 17, que el procesado se entregó á actos de crueldad con 
loa derrotados de Charras, lanzándose sobre dos de ellos 
tan luego como los vio, y tomando á uno por el cabello le 
dobló el cuello para que«su compañero Carlos Farias lo 
degollara, habiendo el declarante conseguido salvarlo. 

Después de la época que queda referida, el procesado se 
incorporó al caudillo Várela y marchó de asistente de este 
hasta el lugar de Miranda, en donde tuvo lugar la batalla 
que libraron contra las fuerzas al mando del Coronel Lina- 
res. En ella no tomó parte el procesado por la razón espre- 
sada, — Indagatoria del procesado de f. U. 
Vencido el Coronel Linares se dirigieron á esta ciudad, 
rechazado en la cuesta de Cbilecito por las fuerzas 
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del General Taboada, de donde regresó con Várela á Fama- 
tina é hizo toda la campana de Salla hasta que ¡>asó al ter- 
ritorio de ítolivia— Confestoil del rei>. 

En los diferentes cómbalos que se libraron en esa cam- 
paña contra las fuerzas leales del Gobierno aparece de la 
declaración del procesado que no lomó parte en ninguno 
de ellos, por no babor entrado en pelea el caudillo Várela, 

jjuna distancia dando sus órdenes, de donde es los tenúm 
lugar, 

Kesulta finalmente de las declaraciones de casi todos los 
tes tipos del proceso, que el fin principal de la rebelión era 
el de deponer al Presidente de la República ; agregando al- 
gunos de ellos que también era el de robar. 

Y considerando: 1° (Jue resulta plenamente constatado 
que el procesado l'io González ba oslado afiliado durante 
lodo el tiempo de la rebelión del año ü7 á las fuerzas que 
acaudillaba el rebelde l-elipe Várela, sirviéndole á este en 
diferentes comisiones que le encargaba. — 2" (jue consla 
así mismo del proceso, que aquel se rebeló contra la auto- 
ridad Nacional con el fin de derrocar al Presidente de la 
República y cambiar la situación polílica del país. 3 o Que 
resulta plenamente justificado por la confesión del proce- 
sado, la participación voluntaria que tomó en la rebelión 
al haberse reunido á una partida capitaneada por un N. 
Vázquez que cumplía comisiones del caudillo Várela, en 
una de las muchas ocasiones que regresó á su casa, y al 
no haberse ocultado oirás tañías cuando dice que era 
turnado violentamente en ella. 4° Que la espontaneidad en 
la cooperación que prestaba á la rebelión, aparece clara- 
mente de su propia confesión , al afirmar que sirvió de 
espía á las fuerzas del Coronel Linares y acompañó á Vá- 
rela en clase de asistente en toda la campana de Salla, 
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basta que pasó á Dolivia, porque aquella comisión y su 
nombramiento ile asístanle solo pudo tener lugar cuando 
le fué muy conocido al jefe do la rebelión la adhesión del 
procesado á los linea que se proponía, ó" Que la escepcion 
del lémur ó fu orza opuesta por el defensor del procesado, 
[jara justificar la participación que lomó cu la rebelión do' 
a fio 67 no la ha probado con las declaraciones de los tes- 
ligas de f. 56 á 80, [mes que lodos ellos declaran que 
siempre lo vieron al reo furnia rulo parte en ella y que no 
saben si fué coto peí ido por la fuerza. ü° Que por lo mismo 
la docli ina establecida por la Suprema Corle en la causa 
Je Flores es-Gobernador de San Juan , no lienc aplicación 
alguna en el présenle caso, est.mdo por el contrario acep- 
tada pur fallos de la misma, como jurispi udencia, conforme 
á las prescripciones 4 ft derecho-, que aquel que opone lus 
escepcioues de temor ú fuerza para justificarse de un delito 
cuya existencia legal resulta constatada , debe probarlas 
plenamente. 7* (Jue es inadmisible la escepcion alegada 
por el reo, de que él sirvió a* la rebelión por haber eslado 
el Departamento de Guanda'col, lugar de su residencia, bajo 
el dominio de aquella, durante lodo el tiempo de la cam- 
paña de Várela, pues que consta de su propia declaración, 
que en las di fe reo les épocas en que regresó á su casa, 
después de haber sido vencida la rebelión, se encentraban 
en aquel, fuerzas de la autuiidad lejjal que fueron nueva- 
mente batidas por los rebeldes. B° Que los hechos de haber 
servido el procesado González á las fuerzas rebeldes, con la 
decisión que demuestran los autos, durante iodo el tiempo 
de la campana del caudillo Várela, sin haber pretendido 
descriar ú ocultarse, teniendo repetidas veces oportunidad 
para ello, y de haber asistido al cómbale que libraron en 
Tinogasta contra las fuerzas del Coronel Córdoba, tomando 
parle en él en clase de moldado; constituyen una circunslan- 
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cia agravante del delito de rebelión. o Que el art. 17 de 
9a Ley Penal de 14 do Setiembre do I8t>3, castiga á los 
rebeldes que prestaren sus servicios en clase d* meros eje- 
cutores, con una pena de dos á cuatro anos de servicio 
militar en las fronteras ó ilfti multa de ;í00 á tí JO prtot 
fuertes. \i}o Que en tal caso la que corresponde al proce- 
sado González imponérselo en atención á haba* sido decla- 
rado pubre de solemnidad y do resultar Constatado por las 
declaraciones de f,- 50 á 5», que fue siempre un hombre 
honrado y laborioso, como asimismo teniendo en conside- 
ración las demás circunstancias espresadas en ol conside- 
rando 8o que agravan su criminalidad; es la de tren años 
de servicio militaren las fronteras. 11" Que del mérito de 
autos, no consta la participación que el procesado tomó en 
los homicidios perpetrados violentamente por la partida que 
comandaba un N, Vázquez, perteneciente á las fuerzas del 
rebelde Vareta, y a las que no se hallaba afiliado aquel ; 
porque si bien eslá probada ta existencia del cuerpo del 
delito, hay singularidad en el testimonio de los testigos 
sobre quienes fueron sus autores y cómplices, iú" Que 
aun cuando resultare probado, no habiendo el fiscal ad koc 
pedido por este delito la aplicación de una pena, este Juz- 
gado no podría en tal caso imponérsela de oficio. l*or estas 
y otras consideraciones que se han tenido presente, con 
Jo espuesto por el Sr. Fiscal ad hoc en su querella de f. 3D, 
y mérito que .arrojan los autos, fallo definitivamente juz- 
gando y declaro que el procesado l'io González es reo del 
delito de rebelión en clase de mero ejecutor, en su conse- 
cuencia, de conformidad con lo que prescribe el art. 17 
citado, lo condeno á sufrir la pena de servicio militar de 
tres años en tas fronteras, computándole en la condena 
el tiempo de prisión que ha sufrido, con costas al pro- 
cesado. 

t. n 92 
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Notifiquese original esta resolución y hágase saber. 



Apelada esta sentencia por el acusado fué confirmada 
por este 



Fallo de I» Suprema Corte. 

■ 



Buenos Aires, Mano 1ü de 1812, 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada de foja sesenta y ocho vuelta y devuélvanse previo 
oficio al Poder Ejecutivo. 

SALVAnon M. del Carril. — FRANCISCO 
Helgado, — José Barros Pazos.— M. 
Ecarte— J. B. Gorostia<;a. 
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D. Julio Jardei contra D. Andrés y D. Pedro Lamas. 
Recurso de revisión. 



Sumario. — 1° No puede prevalecer subre la verdad que 
resulta probada en la causa sub jttdiec, una afirmación 
sobre nacionalidad, hecha por una de las partes en una 
causa diversa seguida con diversa persona. 

2<> Por la partida de bautismo espedida on forma se 
prueba la ciudadanía arjenlina. 



Caso. — Confirmada por ia Suprema Corte la sentencia 
del juez de sección en Buenos Aires, rechazando la ex- 
cepción de incompetencia opuesta por la parte de Lamas 
en autos con D. Julio Jardei ( i ) , el Procurador Ur- 
tubey por los primeros ocurrió á la Suprema Corte dentro 
de 24 horas después de dictada sentencia, y espuso: que 
acababa de saber que l). Julio Jardel no era ciudadano 
arjenlino como lo había pretendido para avocar la juris- 
dicción nacional por razón de las personas. - Que Jar- 
dei sosteniendo un pleito con D. Antonio Manchal, es- 



(i) Causa CXIII, año de 1871. 
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trangero, habia declarado que era chileno, por cuya razón 
la causa fué á la jurisdicción provincial. — Pidió, fundado 
en el articulo 241 de la ley de Procedimientos, se tra- 
jesen á la vista los autos mencionados, y constando de 
ellos ser Jardel eslrangero, se separara la causa del co- 
nocimiento de la justicia nacional, en virtud de lo dispuesto 
en el art. 2° de la ley mencionada. 

Del espediente referido resultó que D. Antonio Marechal, 
eatrangero, había demandado ante el juez de sección á 
D. Julio Jardel por cobro de pesos, y para acreditar la 
jurisdicción nacional por razón de las personas, había 
pedido que Jardet manifestase en el acto de la noti- 
ficación, si era ciudadano argentino. Ordenada la mani- 
festación» Jardel declaró que era ciudadano chileno, en 
en virtud de lo que so devolvió el espediente á Marechal 
para que ocurriese á los tribunales de la Provincia. 

Corrido traslado, Jardel pidió so rechazara con costas 
la petición de la parte de Lamas. — Dijo que en esa 
petición, ó se intentaba el recurso de revisión ó se de- 
ducía una excepción dilatoria. — Sí lo primero, el re- 
curso era inadmisible porque solo puede versar sobre el 
punto que babia estado sttb jwlice; y el punto fallado era 
la competencia de los Tribunales argentinos por razón 
de la materia, en tanto que aboca se pedía la decla- 
ratoria de incompetencia por la calidad de las personas. — 
Que si se deducía excepción dilatoria de incompetencia, 
también era inadmisible en virtud del art. 75 de la ley 
de procedimientos, porque no habiéndose hecho mérito 
de su ciudadanía cuando esa excepción se opuso en pri- 
mera instancia, ya no podía alegarse sínó al contestar 
la demanda. 

Que la declaración contenida en el espediente agrega* 
do era errónea, y solo podía es plica rse como una equi- 
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vocación del amanuense que fué á notificarla, á quien 
habiéndole dicho que no era ciudadano chileno, cambió 
en afirmativa la frase negativa, y firmó sin leer como 
sucede en estos casos. 

Finalmente, que mal podia sostenerse que él era es- 
trangero, cuando por los documentos que presenta, cons- 
ta que habia ejercido todos loa derechos y cumplido todos 
los deberes de ciudadano. 

Después de vista la causa, para mejor proveer se 
mandó espedir la partida de bautismo de Jardel, y es- 
pedida esta en forma constando por ella que habia na- 
cida en Buenos Aires se dictó este 



ralle de ■* Kuprem» Vmrte. 

Dueños Aires, Mano 21 de i 812. 

Vistos: y considerando — Primero. Que la afirmación que 
aparece hecha por Don Julio Jardel respecto de su nacio- 
nalidad, en una causa diversa seguida con diversa per- 
sona, no puede prevalecer sobre la veHad que resulla 
probada en la que está actualmente sometida á la deci- 
síun judicial, cualquiera que sea la responsabilidad que 
le imponga en la causa en que filé hecha y respecto 
déla persona con quien litigaba en ella. — Segundo. Que, por 
la partida de bautismo agregada á foja ciento ochenta 
y nueve, resulla comprobado que Don Julio Jardel es ar- 
gentino, resultando igualmente comprobado por los docu- 
mentos que corren de fojas ciento cincuenta á ciento 
sesenta y uno, que ha ejercido los derechos y cumpli- 
do las obligaciones inherentes á su carácter de tal — por 
estos fundamentos no ha lugar al recurso intentado á 
foja ciento veinte y uno, sin especial condenación de 
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costas, en razón de haber sido aquel recurso deducido 
por un error á que ha dado lugar un hecho de Jardel: 

la instancia y repuestos los sellos, de- 
como está mandado. 




vuélvase el 



Salvador M. del Carril. — Francis- 
co Delgado. — José Barros Ta- 
zos. — J. B, Gohostiaga — Marce- 
lino Ugarte. 



CAUSA XXIX. 



D. Adolfo Modet con el Finca sobre derechas de aduana . 



Sumaria.— 1* Todos los decretos, disposiciones y leyes 
en materia de adu.inns, finteriores al U\ He Novieinhre 
de 1SGG lu ero n derogados. 

2 o Solo tienen fuerza obligatoria las prescripciones con- 
tenidas en las ordénanos de aduana, 

3* Por estas, suscitándose dudas enlre el ornerc-inn- 
te y el Vista sobre ta calidad de algún arltculo, deben 



DB JUSTICIA NACIONAL. 



327 



aquellas ser resueltas por líi Dirección General 6 por el 
Administrador de Heñías en su caso, sin necesidad de 
oír á la parte. 

\ a Esta resolución es inapelable. 

5° Los Tribunales- Nacionales no pueden sustituir su 
apreciación, ni la de otros peritos a" la de los funcio- 
narios llamados por la ley á resolver esas cuestiones. 




/,Vim.— D. Adolfo Model pidió el 

de coñac con la calificación de 
El Vista del ramo, al verificar el artículo, lo clasificó 
de fino. 

Modet no so conformó con la clasificación, y pasó 
el asunto al Tribunal do Vistas, quien confirmó la apre- 
ciación hecha por el Vista. 

Entonces el Administrador de Rentas condenó á Modet 
al pago de dobles derechos sobre la diferencia en la 
calidad del coñac. 

Modet apeló de la resolución del Administrador de 
Rentas ante el Juez de Sección, 

Después de resuelto un incidente, y de varias tras- 
mítaciones se dictó este 



fallo d>l 



Buenos Aires, Ncicmbre 2" de 1871. 

Para mojnr proveer, y considerando: Primero. Que 
los arts. 1 \~2 y 141 citados por el Procurador fiscal se 
refieren á los casos ordinarios para el pago de derechos, 
y no cuando hay imposición de penas como en el pre- 
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senté que debe regirse por olarl. 1 1 30 do las Ordenanzas, 
y Segundo. Que teniendo que decidir este Juzgado el pun- 
to de la cuestión pendiente quo no es otro que averi- 
guar si ha sido justificada la pena impuesta por el Ad- 
ministrador para lo que es indispensable conocer la calidad 
del coñac manifestado, nómbrese peritos por tas parles 
a cuyo efecto deberán comparecer el Jueves treinta del 
corriente á la una. 

L'yarriza. 

Apelado este decreto por el Procurador Fiscal , fué 
revocado por el siguiente 

Buenos Aires, Marzo 23 de 1812. 

Vistos estos autos seguidas pío* Don Adolfo Modet, 
reclamando de una resolución del Administrador de lientas 
Nacionales en esta ciudad, en que te condena al pago 
de dobles derechos por diferencia en la calidad de una 
partida do coñac, y de los cuales resulta: 

Que el recurrente pidió por los permisos a que se 
refieren los partes de foja una y tres, el despacho de 
doscientos cincuenta cajones de coñac,, con la califica- 
ción de reytthr, avalla -lo en la tarifa ;'i cnalro posos 
fuertes la docena de botellas. 

Que el Vista del ramo, al verificar el arlícnln, |.. 
clasificó de coñac fino, adrado en la misma tarifa á 
seis pesos fuertes la docena de botellas. 

Que no conformándose el interesado con esta califica- 
ción, se pasó el asunto al Trihunal de Vistas, quien 
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confirmó la apreciación hecha por el Visla que verificó 
el despacho. 

Que d;idos eslos hechos, y conforme a" lo dispuesto 
por el articulo novecientos nóvenla y tres de las or- 
denanzas de aduana, el Admiiiislta'lor ile Rentas condenó 
la Don Adulfo \hulel al pag¡0 de üuhles derechos sobre 
a dileiencia en la calidad de dicho coñac. 

Que no conformándose Model con esta resolución, 
entabló la vía contenciosa, ocurriendo ante el Juez de 
Sección, quien después de fallado un incidente sobro 
deserción del recurso y de varia?, providencias sohre 
sustaneiacion, dicló el auto de roja treinta y ocho 
mandando que las parlas nombren peritos, para reco- 
nocer la calidad del coñac en cuestión. 

Que el Procurador fiscal interpuso apelación de este 
aulo, y concedido el recurso en relación, ha venido el 
asunto ante esta Curte. 

Y considerando. Primero. Que desde el diez y seis 
de Noviembre de mil ochocientos sesenta y seis, que- 
daron derogadas ó insubsistentes tofos las leyes, decretos 
v áMosiciQlies que so habían dictado Autos en materia 
du aduanas, podiendo solo en adelante ser invocadas ó 
alegadas con fuerza de obligar, las disposiciones regis- 
tradas en las ordenanzas de aduana ó posteriores a" su 
promulgación, se^on lo dispuesto jior el articulo mil 
ciento cuarenta y seis do las mismas. 

Semn'fa, Q*w tt,ltre esl¡,s disposiciones se encuentra la 
del articulo ciento cuarenta y dns, conformo a lo cual 
' t si se suscitaren dudas enlrc el comerciante y el vista 
sobre la partida del arancel que corresponda 11 a! pin 

el Visla suspenderá el despacho y dará cuenta al Admi- 
nistrador, para que este pase el asunto á la Uirec- 
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cion General de aduanas, para que resuelva sobre las 
dudas. » 

Tercero. Que según los artículos ciento cuarenta y 
tres y ciento cuarenta y cinco de las mismas ordenanzas» 
la Dirección General, 6 el Administrador en las aduanas 
en que no esté la Dirección General, deben fallar las 
cuestiones de avalúos» sin necesidad de audiencia de la 
parte, y con los datos privados que crean conveniente 
tomar. 

Cuarto. Que este fallo es inapelable tanto para la adua- 
na, como para el comerciante, con arreglo á la pres- 
cripción del artículo ciento cuarenta y cuatro. 

Quinto. Que no habiéndose creado aun la Dirección 
General de aduanas, todas las funciones asignadas por 
las ordenanzas k esta oficina, corresponden al Poder 
Ejecutivo Nacional, atento lo dispuesto por el artículo 
mil ciento cuarenta y nueve, 

Sesto. Que siendo por consecuencia, del esctuslvo re- 
sorte de la Dirección General de aduanas, ó en su de- 
fecto del Poder Ejecutivo, ú de los Administradores de 
Rentas en su caso, la decisión de todas las cuestiones 
que se susciten sobre aplicación de la tarifa ó califica- 
ción y aforo de las mercaderías — y teniendo sus deci- 
siones fuerza de cosa jtwjada, pues no se admite do 
ellas ningún otro recurso -los Tribunales Nacionales, no 
pueden sostituir su apreciación, ni la de los peritos 
nombradas por las partes, á la de los expertos y fun- 
cionarios llamados por la ley á resolver esta clase de 
cuestiones, con facultad privativa y eseluyente. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
treinta y ocho, y satisfechas las costas y repuestos los 
sellos, devuélvase este asunto al Juez de Sección para 
que lo sentencie por el mérito que suministran los autos, 
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y conforme á lo prescripto por el artículo mil ciento 
treinta y ocho de las ordenanzas de aduana. 

Salvador María del Cáhuil.— Fran- 
cisco Delgado.— José Barros 
Pazos.— Marcelino Ugahte.— i 
B. Gorostiaga. 



Don Alomo Jepstn, contra Don Enrique Watsemborn, 
por salvatajc del pontón * Aurelia. » 



Sumario.— El que ha salvado un buquo y está en po- 
sesión de él, no puede exigir la fianza prevenida por el 
nrl. 14P del Código de Comercio; pero tiene el derecho 
de seguir en su posesión, mientras no se otorgue dicha 
fianza. 

ümo.— Don M*nió Jopsen entabló demanda por cobro 
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de salv.it.tje contra D. Enrique Watsemborn, dueño del 
pontón « Aurelia ». 

Pidió antes una pericia para conocer el valor del buque. 

Pidió también se prohibida el trasbordo de la carga 
mientras no se hiciera el avalúo, y fecho esto, solo se 
permitiera prévia anotación de las mercaderías. 

El Juez de la Sección accedió á sus peticiones. 

Posteriormente D, Enrique Watsemborn pidió el des- 
embargo del pontón para concluir la descarga de las ma- 
deras, en que consistía la carga, quedando estas, como 
garantía, depositadas frente á la barraca del Sr. Uadaraco 
y bajo la custodia del resguardo do la Boca del Riachuelo. 

Se accedió también á esta petición. 

Después de esto, Watsemborn contexto la demanda. 

Negó el pal va ta je ; dijo que solo hubo asistencia al 
pontón ; que no pagana los honorarios relativos sin que 
se le indemnizaran los daños y perjuicios por el embargo 
y por haberse apoderado jepsen del buque. 

En otrosí pidió la es pulsión de Jepsen. 

El juez accedió á esta petición, previo otorgamiento de 
la fianza prevenida por el arl, 1-tli del Código de Co- 
mercio. 

Watsemborn presentó un fiador y ¡í petición de Jepsen 
se ordenó se concluyera la descarga para la mas pronta 
tasación de las maderas, y se justificara el arraigo del 
fiador. 

No habiéndose conformado Jepsen con el arraigo de este, 
el Juez ordenó so mejorara el embargo. 

Después de algún tiempo, Jepsen pidió se ordenara la 
mejora de la fianza dentro de kreero dia, por no haberse 
cumplido con el auto anterior y en ñtrñsi se fijara un 
término á los lacadores. I 

El Juez proveyó lo siguiente ¡ 
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refiere este escrito en lo 

la parte de Walsemborn la 
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á que se 
de haber 
n del señor 
este 



ue, mientras su dueño no 
, no Iki lugar á lo pedido. — Al otrosí 



en 

dé la 
como se pide » . 

Jepsen pidió la revocatoria de este auto y el cumpli- 
miento del anterior que mandaba la mejora de la fianza. 

Dijo: que liabia error en este auto, que él no estaba en 
pusesion del buque, que por orden del Juzgado la autoridad 
del puerto le ordenó el desalojo; que esta orden se cum- 
plió dejando solo dos marineros para la custodia de las 
anclas y cadenas de su propiedad, y que por la misma au* 
toridad se mandó retirar también esta custodia en seguida 
de otra órden del Juzgado. 



del Juez de 



Buenos Aires, Febrero 29 de 1872. 
Autos y vistos, Resultando ; i* Que la parte c 

maderas, mientras no se practique el reconocimiento de 
ellas, f. 9, como así se ordenó por auto de U de Octu- 
bre último. 2» Que la descarga se mandó liacer á petición 
del misino Jepsen, con la condición de depositarse frente 
á la barraca del Sr. Badaraco y bajo la custodia del res- 
guardo de la Boca del Riachuelo, f. 16. 3° Que de autos 
no resulta que se baya solicitado, ni menos que se baya 
ordenado el embargo del pontón * Aurelia, » y 4° Que solo 
se mandó otorgar la fianza de ley, cuando la parte de 
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Walsemborn hizo presente al Juzgado que Jepsen se ha- 
llaba en posesión de dicho pontón, como tenia derecho 
de estarlo, y pedia su espulsion.— Por eBtc no ha lugar á 
la revocatoria solicitada y estése á lo mandado. — Repón- 
gase el sello. 

Ugarrisa. 

Jepsen apeló de esta sentencia diciendo que por el art. 
1H4 del Código de Comercio, Walsemborn estaba obli- 
gado á dar la fianza y que no se había fijado el término 
á, los tasadores como había pedido. 



Buenos Aires, Abrii 2 de 1812- 

Vitío» : Por sus fundamentos se confirma con costas el 
auto apelado de foja setenta y seis vuelta , y satisfechas 
aquellas y repuestos los sello», devuélvanse al Juez de Sec- 
ción, para que fije el término podido en el otrosí del 
escrito de foja setenta y tres, al cual se proveyó de con- 
formidad con lo solicitado. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 
Marcelino Ugarte. 



de justicia nacional. 
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El Fisco Nacional con Don ürosimbo Rueda, 
apropiación. 




Sumario. — 1° La ii 
propietarios do bienes ocupólos para obras 
nacional, comprendo, no solo el valor de Jas cosas 
piadas, sinn también el do todos los gravámenes y per- 
juicios que sean consecuencia forzosa de la espropiacion. 

2 o Debiendo ser la espropiacion por causa do utilidad 
pública, previamente indemnizada, habiéndose hecho la 
ocupación sin pagarse la indemnización, e3 justo que se 
paguen intereses como compensación del perjuicio ocasio- 
nado por el retardo on el pago. 

.'Jo Mandándose pagar una indemnización mayor fjue la 
que sostienen deberse los representantes del Fisco, todas 
las costas del juicio deben ser a" cargo del Erario Na- 



Caso. — En Mayo de 180ÍI, Don Santiago Echenique y 
Don Clemente Villada, fueron nombrados por el Comisio- 
nado Nacional Dr, D. Rafael García y D. Orosimbo Rueda 
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para avaluar un Ierren n que debia espro piarse para el tra- 
yecto y estación del F. C. C. A. en la barraca de este 
último, en la ciudad de Córdoba, 

La tasación se hizo del mo-lo siguiente: 
7911 varas cuadradas de superficie, inclusive 
2700 varas alfoliadas y encanteradas, lodo 

en.. • ♦.•« bo1 - $ 6 » 188 1 

Una parle de quinta para la estación, 1720 

varas cuadrarlas alfalfado y encatilerado en » 2,05G 3 
Uaa noria de 6 l¡2 varas de profundidad por 
3 de largo y I l(S de ancho, calzada do 

ladrillo en cal, en 1 ™ * 

Un estanco de ladrillo en cal y rebocado, con 
5 varas de largo, ti de ancho y 1 I/i do 

alto, en - 1 1 1 

Otro id. id. de 3 1/2 varas de ancho, en » 100 » 

Un recipiente con 7 varas de largo 3/4 do 

ancho y 1 /J vara de alio, en i 28 » 

Un destiladera de ladrillo en cal » *»& » 

128 varas de acequia de ladrillo en cal, en.. » 112 » 

Un rancbo de paja y barro, en. » 25 » 

Por 180 varas da cerco á construir a 3 $ vara. » 5i0 » 

Bol. S M** 3 

Habiéndose variado posteriormente la traza del camino, 
las parles propusieron para que practicasen una nueva tasa- 
ción, por parle del Fisco á D, Tomas Thomas, y por parte 
de Rueda á I). Jaime Lloid , y estos desempeñaron su 
cometido en los términos siguientes, estando los dos de 
acuerdo : 

Terrenos bajos en la parte poniente de la pro- 
piedad, COIS varas cuadradas á 75 ets. 
una * |f ^ítÍ? P* 
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Terrenos altos en la parte naciente 2005 va- 
ras cuadradas á 90 cts » 1 ,80-1 50 

l'n pozo de una y media varas cuadradas de 
ancho, 13 varas de profundidad, calzado, 
con ladrillo de punta y estanque...... ■ 576 98 

Una acequia de ladrillo 130 1/2 varas de 
largo, conteniendo 27 varas cúbicas do 
cal y canto •* « r « t « * 489 Oü 

400 varas lineadas de cerco en los dos cos- 
tados de la línea, a 12 cts. vara lineal. . » 48 00 

Un rancho que fue destruido por el Sr. Rueda 
después de la avaluación de los Sres. 
Villado y Echenique » 25 00 



terreno del Sr. Uueda 7,156 18 

Armazón para sacar agua • 51 U0 

$ 7,207 98 

F, Uoyti. — T. Thomas. 

líe esta tasación se corrió vista á Hueda y al mandatario 
del Gobierno Nacional. 

Antes de evacuarse la vista, Rueda y el Dr. D. Lucas 
González, en representación de la empresa, celebraron un 
convenio en virtud del cual el Dr.. González había entre- 
gado ú llueda un cheque por el valor de la anterior tasa- 
ción, poniéndose á la empresa en posesión del terreno, y 
dejando en lodo caso á salvo los derechos de las parles 
para conformarse ó no con la tasación. 

Evacuando la vista, el mandatario del Gobierno no se 
conformó con la tasación por creerla exajerada y además 
porque los peritos no entraban en demostraciones sobre 
los valores que atribuían al terreno y construcción á espro- 
x. n 53 
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piarse, porque se daba al terreno un valor en relación 
al que habian adquirido con motivo del Ferro-carril, con- 
trariando el art. 1 5 de la ley de expropiación, y porque 
ftuedís en lugar de ser perjudicado con el fraccionamiento 
de su terreno, era al contrario beneficiado, pues el que le 
quedada estaba situado al lado de la Estación. 

Pidió se hiciera parte al Procurador Fiscal, por haberse 
hecho contencioso el asunto. 

Hueda por su parte, dijo que no tenia inconveniente en 
aceptar la tasación siempre que fuese complementada con 
Los perjuicios que se le irrogaban, esto es, el menor 
precio de las dos fracciones irregulares en que quedaba 
dividida su barraca, la propiedad de la alfalfa y encanle- 
ramiento del terreno, el valor de la pared que debia cons- 
truir á uno y otro lado de la via férrea en una eatension 
de 400 varas, el arrendamiento ó interés que debia abo* 
nársele por la ocupación del terreno ú vspropiar dusde 
Agosto basta la lecha en que le fuese pagado lodo el pre- 
cio, y el valor de un cercado provisorio que debia re- 
mover - 

El Juzgado dió vista al Procurador Fiscal, quien espusu 
Hite ante los defectos que por una y otra parte se oponían 
A la tasación, era necesario proceder ú una nueva por 
peritos que tuvieran en vista lo espueslo por las partes y 
la ley de espropiacion, cuya tasación sino traía un aveni- 
miento razonable, daria cuando menos bases sólidas para 
proceder judicialmente. 

Pidió que así se proveyese, nombrando por su parte 
como perito á D. Félix J. Paz, y que se ordenase á Rueda 
nombrar otro por la suya. 

El Juzgado proveyó de conformidad y Rueda nombró á 
D. Ramón Torres. 

Los peritos, no habiendo podido ponerse de acuerdo para 



pedirse, lo lucieron cada uno por separado en los tér- 
minos siguientes : 

Tasación de 11 llamón Torres. 

{* Por varas cuadradas de terreno 
superficial que tuina ol camino y Es- 
tación, mareado en el croquis bajo los 
números l 1/2 y 2, y que taso á 14 rls. 
bolivianos cada vara cuadrada, teniendo 
présenles las ventas hedías última mente 
por Uoña Mamerla Cuadros á U. Pedro 
Al deque á i $ vara cuadrada, por la 
misma señora a D. Pedro Senes t ra ri á 
3 1/2$ vara y por Uoña Bernarda C. de 
Córdoba al mismo señor á terrenos 
ambos á cinco cuadrus de distancia del 
de Rueda y á menor altura que este, 
así mismo que tasaciones hedías en bie- 
nes de menores para su partición de lo 
que presentaré testimonio en forma si 
V. S. me lo pide $ 1 

§N Por 2005 varas cuadradas de elevación del 
terreno á una altura de 1 1/2 varas cú- 
bicas, heeha expresamente para el servi- 
cio de candía de secar cueros y lana 
lavada, terraplenado con tierra y arena, 
que dan 3007 varas cúbicas, que estimo 
á Ü rls. vara cúbiea, según el informe 
que con el signo It, de Mr. Jaime Lloyd, 
ingeniero, acompaño á V. S. partida se- 
ñalada bajo el núm. i i /2 del croquis. . » 2.255 5 

¡P Por una área de tfí*(H varas cuadradas de 
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terrano superficial elevado con tierra ve- 
jeta! y huano, alfalfado y 
que por quedar complelam 

estimo en 400 $, n" 2 y 3 $ 

4* Por una noria de 12 1/2 de profundidad 
por 3 de largo y 1 1/2 de ancho, enma- 
derada y calzada toda con cal y ladrillo, 
designada Im¡o el núm. 8, estimada en > 
5* Por el armazón de madera de la noria. . . * 
6* Por un estanco de cal y canto con triple 
cimiento revocado, de 5 varas de largo, 
4 de ancho y 1 1/2 de alto, núm, 9, 

que estimo en 

7" Por un estanco recipiente do sais varas 
da largo, tres cuartos vara de ancho y 
media vara de alto, de cal y canto, cuya 
base está elevada á una vara de alto, 

núm. 12, que estimo en » 

I*o r otro estiinco grande de lavar lana, 

núm. 10, que valoro en » 

Ha por un destiladero de cal y canto, núm. 
11, que laso en .................... * 

10' Por un otro estanco que esta at lado de 
la noria, de cal y canto, núm. 13, que 
estimo en . . 
1 \* Por un rancho de paja. . . . 

12 1 Por 130 1/2 varas acequia de material 
cocido y cal y canto, núm. 4, á G rls. 

vara 

13a por 1033 varas de terraplén contiguo á 
la acequia, elevado cspresamenle para 
construir esta y tender cueros» con una 
y inedia vara de elevación, núm. 15, que 



230 > 
20 • 



140 



80 » 
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80 > 
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dan 1540 1/2 varas cúbicas que eslimo 

á tí rls. vara de estas $ 1,162 01 

14a Por 2263 1/2 varas cúbieas de terraplén 
situadas al norte del terreno inutilizado, 
íjue servia de candía de secar roeros y 
lana lavada, elevada a tres cu-irlos vara 
de la superficie, núm. 16, que estimo á 
iy rls, vara cúbica » i,Gl>7 5 



Daños y perjuicios. 

15 a Por -100 varas de pared que se le debe 
dar á uno y otro lado del camino, de 
material cocido, asentado en cal v ci- 

■ 

mi en tos de cal y piedra, de cuatro varas 
do elevación incluso el cimiento, que ha- 
cen lo'OO varas cuadradas, con pilares 
do trecho en trecho, cuyo precio es de 
Ires y medio pesos vara cuadrada, según 
Jos informes que con la letra A acom- 
paño de los constructores de obras 

HV Por el fraccionamiento del terreno de la 
Barraca y destrucción del establecimien- 
to, habiendo quedado completamente inú- 
til la superficie que queda at lado de las 
oficinas, pues en ella no se puede hacer 
estancos, noria, acequia, canchas do se- 
car cueros y 
terreno, de 

construir su barraca á una 
ciudad, como está mandado por una or- 
denanza municipal que dicn no se admiten 




5,600 
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mus barricas que las existentes, y como 
esto trae un gran perjuicio á Rueda, cual 
es la pérdida lie su clientela, la remo- 
ción de su prensa y demás oficinas que 
tendrá que construir á la distancia indi- 
cada, teniendo que pagar la conducción 
ilc los frutos du los mercados á su esta- 
blecimiento por un precio sumamente 
crecido ; asi mismo cuando haya ¡de car- 
gar en el tren le costará la carrada lo 
menos un peso mas que á todos : «lo 
lodo lo cual resulta un enormísimo per- 
juicio que se le infiero y que moderada- 
mente no puedo tasar en menos de. . ■ . 

17 a Por 8371 varas cuadradas de terreno su- 
perficial que comprende la pnrle Sud, 
que no tiene mas Batida que á la parle 
del poniente, hacia la calle que deja la 
Empresa, núm. 7 del Croquis, quedando 
dicho terreno encerrado por td Norte con 
la propiedad de la Compañía 6 el terra- 
plén, por el Sud con la Itarranca, por el 
Naciente con la propiedad de los Sres. 
Lazcano y Boca, y por el Poniente con la 
de Wonderval; perjuicio que eslimo á 6 
rls. vara cuadrada . 



I * # * * * 4 



1S» Por el arriendo ó indemnización que se le 
debe papar á Rueda desde el dia que 
quedó inutilizado su establecimiento, sus- 
pendido su trabajo y parada su priuiíji 
á 150 $ mensuales, á contar del I" de 
de Affosto de 1800 hasta el M de Enero 
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de 1871 en que he presentado la pre- 
sente tasación. 

Suma total $ bol. 44,990 i 

T 

ílórdoba, Enero lli de 1871. 

Ramón Torres. 

Tasación de U. Wu: J. /'a;. 

Después de un prolijo examen de la superficie que so 
espropia, la clase de terreno, y teniendo conocimiento de 
las ventas que se lian realizado en los últimos seis años, 
no me lia sido posible arribar a* ningún arreglo con los tasa- 
dores nombrado» por el Sr. Rueda, <juc son Ü, Pepe Fi* 
gucrua y U. llamón Turres, razón porque nos liemos visto 
en la necesidad de espedirnos separadamente. 

Podría enumerar detalladamente las ventas de terrenos 
bochas en remate público por la Municipalidad, de terre- 
nos situados al frente del Mercado .Norte y Pucará, ventas 
de quintas hechas en los dos últimos años y otros diversos 
terrenos, para fundar mejor mi tasación, pero lo creo in- 
necesario espidiéndome simplemente. 

Tasación . 

t a 8 1 23 varas de superficie que se espropia 

á ;Jo centesimos vara cuadrada 5 2,8i2 05 

Perjuicio originado al terreno que le queda al 
Sr. Rueda en superficie de 1fi077 varas 
cuadradas, lo taso A 7 cents, vara * 1,125 ¿ií 

2* Perjuicio originado al Establecimiento, al 
no poderse servir del pozo y estnnque 
sinó en una parte del terreno, laso pozo 
y estanque y acequia en cantidad de 
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775$, y por el perjuicio que le originó 
al no poder hacer uso de dichos pozo, 

estanque y acequia, lo avalúo en > Wf§ 00 

3' Para cerco del terreno del^r. Rueda, (jue 
ha quedado dividido en dos fracciones, se 
necesita aproximadamente iUO varas de 
cerco, el que diclio terreno tenia á ese 
costado en la barranca del alto, juzgo que 
se debe cercar dichas \Qti varas con pa- 
red de adobe, y taso las iOO varas en. , > l.tíOO U0 

i $ ó.o'H t 1 



Son 5,342 pasos con ti centesimos en que laso id Ln- 
reno y perjuicios que se le originan al ostublcuiinienh» 
Sr. Rueda. 

Córdoba, Marzo 21 de 

hHi.v 4. Pos, 



Hechas saber las tasaciones, cada parto sostuvo la «I- I 
perito que había nombrado, por lo que fueron convocados 
á juicio verbal, en el que las partes sostuvieron ivspcc- 
tivamente sus pretensiones, estando solo de acuerdo vn 
el área á espropiarse que era de 8(128 varas. 

En seguida, para mejor proveer, se man Ja ron agregar 
los títulos de propiedad de Rueda, espedir varios informes 
y producir algunas declaraciones, y además se híüO por 
el Juzgado una inspección ocular con cuyos antecedentes 
se dictó este 
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Fallo del Jura de Mfcrlon. 

Córdoba, Roviemiire il de 1871. 

Vistos: í*or los fundamentos espuestos en la 
del Procurador Fiscal y las razones en que apoya su tasa- 
ción el perito D. Félix J. Paz, que son conformes con la 
verdad do los hechos y con los principios de derecho en 
que se funda la ley de espropiacion. Teniendo presente 
además, que como consta en los autos las tasaciones prac- 
ticadas por los peritos D. demento Villüda y D. Santiago 
Ixhenique para la primera traza de la Estación, así como 
las practicadas posteriormente por U. Tomas Thnmns y 
U. Jaime Lloid no han contenido el cúmulo de partidas 
que hoy se recargan exageradamente por A perito último 
Sr. Torres, y que vienen á hacer subir el importe total 
de esta tasación á una suma verdaderamente fabulosa con 
relación á los precios generales de las propiedades todas 
que han sido espropiadas, con cuyas tasaciones estaba 
conforme el Sr lAueila y sol ¡tituba su aprobación por el 
Juzgado, esta mío solamente disconforme ul Comisario del 
Gobierno Nacional, lo que importa pedir hoy mucho mas 
de lo que se pedia al principia. 

Considerando ijuc no dan fuer/a ¿ticuna á las preten- 
siones del Sr. Itueda los antecedentes que ha solicitado 
de la Cámara de Justicia de la Provincia sobre ventas de 
terrenos mandadas hacer por su orden y que constan en 
autos, porque esos sitios están ubicados dentro de la ciu- 
dad ó en puntos sumamente poblados, mientras que los 
del Sr. Rueda están en la parte despoblada fuera de la 
ciudad, sobre los pedregales del rio y en un punto en que 
nunca la propiedad ha tenido valor apscciable, ni aun en 
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las épocas en que etla ha valido mas en todos los demás 
punios de la ciudad y sus alrededores. Por estos funda- 
mentos resuelvo que se esté á la tasación practicada por 
el perito D. Félix J. Paz. 

Y considerando, respecto á las costas judiciales que re- 
clama el Sr. Hueda, que desde el principio fué convenido 
entre él y el Comisario Nacional que los peritos que nom- 
braren, no obstante que todavía no estaban en litigio, se 
hicieron con intervención del Juzgado y en toda forma 
legal, tanto para mayor garantía de los procedimientos de 
estos, como porque teniendo el Comisario Nacional por la 
ley de espropiacion facultad de ofrecer y entregar al pro- 
pietario el precio convenido de la cosa espropiada y las 
indemnizaciones correspondientes, y en caso de no ser aacp- 
tada la oferta proveer á 1? ocupación consignando la can- 
tidad ofrecida, para poner á cubierto este acto de todo 
error ó arbitrariedad, quisieron que la avaluación se hiciese 
intervención judicial, sin que esto importare que el 
tomara desde entóneos carácter contencioso; sin 
de que la ley de espropiacion determina de que 
solo en este último caso las costas sean de cuenta did 
Estado, siompic que la indemnización sea superior á la 
oferta del Poder Ejecutivo, con todo, teniendo en cuenta 
que la disconformidad del manda la rio del Poder Ejecutivo 
con las p limeras tasaciones hechas, lian motivado el au- 
mento de diligencias judiciales y el nombramiento de nue- 
vos peritos y nuevos informes y es posiciones, yino siendo 
equitativo ni justo que esta soporte las costas que lo 
causen todas estas diligencias, resuelvo que todas las coi- 
las sean de cuenta del Estado, como aumento de indem- 
nización al propietario, aunque no fuese de estricto derecho, 
llágase saber. 

Saturnino M. Lúsjñttr 
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Habiendo apelado Rueda, ante la Suprema Corte, pidió se 
revocara la sentencia del Juez de Seeciun. manteniéndola 
solo en la parte relativa ¡i la condenación en costas al 
Fisco, y se ordenase r¡ue el precio é indemnización por 
la espropíacion dieran los Jijados en la tasación de Torres, 
agregándose los intereses correspondientes desde el día 
en que so verificó la espropíacion. 

El Sr. Procurador General, adhiriéndose á la apelación, 
pidió se redujera el valor de la indemnización á lo si- 
guiente : 

Pur la superficie expropiada $ bol Gfilí 

Por limitación del uso de Ja noria. » U75 
Por el cerco ■ 1 ,()()() 

bolivianos, ...... $ 2,041 



Agregó también que la condenación en eostas al Pisca 
debía revocarse, pues que según la misma sentencia, ti 
juez declara rjue es contra estricto derocbo. 

Fullo dr Im ft^iprrmn 4 «ríe 

I !iiem»s Aires. Ahril ú de 1871 

Vistos: y considerando — Primero. Que, según el ar- 
liculu diez y seis de la ley de siete de Setiembre de mil 
oclioeienlos sesenta y seis, la indemnización que se baya 
Je pagar á los propietarios de bienes ocupados para ubras 
de utilidad nacional, debe comprender no solamente el 
valor de las cosas cspropiadns, sinó también el de todos 
los gravámenes y perjuicios que sean consecuencia forzosa 
de la espropiacion. — Segundo. Que, para fijar el monto de 
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la indemnización, es, por tantu, necesario determinar previa- 
mente cuáles son los gravámenes y perjuicios que, á mas 
de la pérdida de la propiedad, la espropiaeion infiero a! es- 
propiado. — Tercero. Que, respecto del terreno ocupado en este 
caso, el Procurador fiscal y el interesado están conformes 
según lo han manifestado en el escrito que corre á foja 
noventa y ocho, en que la ¿apropiación comprende una 

de ocho n>il veinte y odio varas cua- 
especto de la noria, estanques, rc- 
y destiladles, tanto los peritos que prac- 
tica ron la tasación de foja dos, como los que practicaron 
la de foja ocho y el que practico la de foja treinta y tres, 
están de acuerdo en reconocer que, por la espropiaeion, 
se causa en estas obras un perjuicio A Ü. Orosimbo Rueda, 
por cuanto el servicio que de ellas puede ohtencr, tflicda li- 
mítalo á una de las fracciones en que la traza el ferro- 
carril divide su propiedad, hallándose solo disconfurmes 
en el precio que las espresadas construcciones represen- 
tan, — Quinto. Que el misino perito últimamente nombrado 
por el Procurador Fiscal, al practicar la lasaciun de foja 
cuarenta y dos, reconoco laminen la existencia del per- 
juicio, aunque reduce la indemnización á poco menos de la 
mitad de la suma en que avalúa esas obras. - SesW. Que 
esta reducción no es justa, porque, para dotar de agua 
á la otra fracción de su terreno, necesita el espropiado 
ejecutar en ella las mismas obras que servian antes para 
la tulalidod, y que, por el fraccionamiento, no puede uti- 
lizar ahora sino en una sola fracción, y osas obras no 
pueden ser ejecutadas con la mitad del precio en que se 
oslima su costo. — Séptimo. Que, por las tasaciones de foja 
ilos, foja ocho y foja treinta y tros, resulta comprobado 
que Don Orosimho Ruada, á causa de la espropiaeion, ha te- 
nido que deshacer un rancho, uniformemente avaluado por 
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en veinte y cinco pesos, y cuya demolí- 
an perjuicio omitido en la tasación de foja 
cuarenta y dos. — Ocla m Que, por las tasaciones de foja 
treinta y tres y foja cuarenta y dos que, en este punto, 
difieren solo en el precio, se demuestra que Don Orosimbo 
Rueda tiene que cercar las fracciones en que su propiedad ha 
sido dividida, cu una estenaion do cuatro eientas varas á 
los dos lados de la via. — Noveno* Que, en el escrito de 
foja diez y seis, al manifestar su conformidad con la ta- 
sación de foja ocho, pidió Don Orosimbo Rueda que 
esa operación fuese complementada agregándose á las par- 
tidas en ella contenidas. — Primen. La depreciación que 
sufría su terreno por el fraccionamiento de forma irregular 
que de él se hacia, — Segunda. Hl perjuicio por la pérdida 
de la alfalfa y encanler;nníenlo del terreno. — Tercera. El 
costo del cercado de que se lia hecho mención en el con- 
siderando que precede. — Y Otario. El arrendamiento ó 
interés por la ocupación del terreno sin habérsele pagado 
el precio é indemnizado los perjurios. —í)ie¿. Que, por el 
croquis agregado á foja treinta y nueve, se ve que en efecto 
el terreno ha sido dividido en forma irregular, quedando 
enclavada la mayor de las fracciones entre la barranca, el 
terraplén del ferro-carril y propiedades particulares, siendo 
natural que la irregularidad de la forma y la dificultad 
del acceso á una de ¡as fracciones afecten y disminuyan 
el valor. —Once. Que la destrucción de la alfalfa y encan- 
te ra míen tu del terreno, es también un perjuicio cuya exis- 
tencia consta de los autos, y que no ha sido avaluado en 
la tasación aprobada por la sentencia recurrida —Doce. Que, 
debiendo ser ia espropiacion por causa de utilidad pública 
¡H-eiiamentc indemnizada, confitrme á lo prescriplo en el ar- 
ticulo diez y siete de la Constitución Nacional, y habiéndose 
hecho la ocupación en este caso sin que la indemnización sea 
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pagada, es justo el cargo de intereses que hace el es pro- 
piado, como compensación del perjuicio ocasionado por 
el retardo en el pago. — Trece, Que el valor de setenta y 
cinco centavos de peso boliviano, fijado á la área que se 
espropia en las tasaciones de foja dos y foja ocho, practi- 
cadas ñor personas competentes, demuestra que las que 
han practicado las de foja treinta y tres y foja cuarenta 
y dos, se han alejado igualmente de la verdad, exageran- 
do el precio, el uno en mas, y el otro en menos. — Cator- 
ce. Que las partidas referentes á la noria, estanques, re- 
cipiente, acequia y destiladores, están avaluados de diverso 
modo en las tasaciones de foja dos, foja ocho, foja treinta y 
tros y foja cuarenta y dos, importando en la mas alta ocho- 
cientos diez y seis pesos noventa y 
y seiscientos diez en la mas baja, y B| 
treinta y tres a un término medio de las diversas apreciacio- 
nes, — Quince. Que el rancho de que se ha hecho mención 
en el sétimo considerando, está uniformemente avaluado á 
foja dos, foja ocho y foja treinta y tres, en veinticinco 
pesos bolivianos. — Diez y seis. Que, aunque por las car- 
tas de fojas treinta y seis y treinta y siete se comprueba 
que la pared con que debe ser cercada la propiedad de 
llueda en los dos costados de la vía, tendrá un costo de 
tres pesos cincuenta centavos bolivianos por cada vara 
cuadrada, si se hace de la calidad que en las mismas 
cartas se espresa, no es obligación del espropiante pa- 
gar el precio de una obra de primera calidad, como se 
dice, bastando para el objeto á que la pared debe servir 
una obra de calidad inferior, cuyo costo es el equivalente 
del porjuicio que se inllere al espropiado por la ne- 
cesidad de hacerla en que la espropiacion lo 
nara lo cual es suficiente la mitad del precio que se 
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al terreno por el fracciona- 
tasación de íoja cuarenta y 
la superficie de diez y seis 
y siete varas cuadradas, calculándose en esa 
tasación á treinta y cinco centavos la vara cuadrada de 
la úrea que se espropia, es decir, que e) desmérito por 
el fraccionamiento se estima por esa operación en ta quinta 
parto del precio total en venta. — Diez y ocho. Que no 
hay en autos antecedentes para juzgar con acierto el valor 
en que debe ser estimado el perjuicio por la destrucción 
do la alfalfa y encanteramiento del terreno. — Por estos 
fundamentos, revocándose la sentencia apelada de fojas 
ciento quince ú ciento diez y siete, se declara que debe 
alionarse á Don Orosimbo Kued¿», como justa indemniza- 
ción de tos perjuicios que la espropiacion le irroga. — 
Primero. Uchú mil veintiocho vans cuadradas de terreno 
que le han sido espropiodas, ú razón de setenta y cinco 
centavos cada vara, — Üetjundo. Setecientos veinticinco pe- 
sos á que ascienden según la tasación de foja treinta y 
tres, las diversas partidas referentes á la noria, estan- 
ques, recipiente, acequia y destiladeros. — Tercero^ Veinte 
y cinco pesos por el rancho. — Cuarto. Un peso setenta 
y cinco centavos por cada vara cuadrada de las mil seis- 
cientas de pared que necesita construir para cercar su 
propiedad á lus dos costados de la vía férrea. —Quinto. 
Dos mil cuatrocientos once pesos cincuenta y cinco cen- 
tavos, en que se estima el desmérito que sufre el terreno 
por el fraccionamiento, á razón de quince centavos por 
cada vara cuadrada sobre las diez y seis mÜ setenta y 
siete que comprende la área que le queda. — Sato. El 
valor que resulta por la destrucción de la alfalfa y en- 
canteramiento del terreno, según Ja tasación que deberán 
practicar dos peritos, nombrados uno por cada parte, y 



un tercero por el Juez en caso de discordia. — V sétimo. 
Los intereses sobre la cantidad que resulte á su favor 
desde el dia en que fué ocupado el terreno liasta el del 
pago, deduciéndose los i|ue corresponden á la cantidad 
que ha recibido á cuenta, desde el dia en que la recibió, 
todo en moneda de plata boliviana. Y mandándose pagar 
por este fallo á Don Orosimbo Rueda una indemnización 
mayor que la que lian sostenido deberse los representantes 
del Fisco, se declara, de conformidad con lo dispueste 
en el artículo diez y ocho de la ley de sieti' do Setiem- 
bre de mil ochocientos sesenla y seis, que todos los costos 
del juicio son a cargo del Erario Nacional. 

Salvador Mama del Camul. — Fran- 
cisco Delgado. — José Bakhos 
1'azos,— Marckuko L'gahtk. 
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tlriminal, contra Martin Pablo, por herhlas á Demetrio 

Metesak 



Sumario. — 1° El inferir en defensa propia, una herida 
de que resulta muerto el agresor, no es un homicidio 
voluntario. 

2o Si la agresión lia sido provocada con insultos por 
el que infiere la herida, este no está exento de toda culpa, 

3 o La culpa que resulla de la provocación puede darse 
por compurgada con la prisión sufrida. 



Cato. — El dia 25 de Julio de 1871, estando el man* 
itero Martin Pablo con su ha II en era en el muelle de Buenos 
Aires, Demetrio Melesak le «lió un golpe enn !a suya al 
arrimarse al costado, con cuyo n.otivo Pablo dirigió in- 
sultos á Melesak quien contestó por su parte, y lo agredió 
con un cuchillo en ademan amenazador — Pablo dió en- 
tonces un golpe de remo en la cabeza de que resulto la 
muerte de Motesak al siguiente dia. 

Levantado el correspondiente sumario, el Procurador Fis- 
cal acusó á Martin Pablo por el delito de homicidio volun- 
t. u 24 
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tarto, pidiendo contra él la pena de 10 años de trabajos 





defensor contestó que el homicidio no había sido vo- 
luntario, sino en legitima defensa, por cuy;i razón el acusa - 
do debía, ser absuclto. 

Fulla drl Jura dr ftrrrton* 

Buenos Aires, Enero tí» ile ihrl. 

vistos estos autos seguidos contra Martin Pablo por 
grave inferida a Demetrio Metesak á boido desús 
tivas balleneras y de la que resultó la muerte de este 
último acaecida ;il siguiente dia de recibir la herida, y 
considerando: — 1" Que de las declaraciones conteste* do 
los testigos del sumario José Heycsf.il, Luis Sal va reza 
f. 17, Pedro Andeealelí I", líí, y Kraiicíseo Angliircní f. 21 
resulta que el procesado hinú ú Melesak con un golpe 
de remo un la cabeza en momento que este último se dirigía 
armado con curtidlo contra el procesado en actitud ame- 
nazante después do babor mediado cutre ellos palabras 
provocativas y de insulto: — 2° Que si bien Kuslaquio Acuña 
en su declaración de f. 7 vuelta, aseverando haberse hallado 
presente al suceso como los anteriores, contradice el hecho 
del ataque por parte de Melesak, ratificándose en su dicho 
de que solo había habido provocación de palabras cuando 
fué herido Melesak, la declaración tle este testigo es sin- 
gular y por otra parto se limita a negar un hecho qin- 
puede haber esxapado a bu conocimiento, al paso que los 
demás declaran asertivamente lo que han presenciado. — lí" 
Que en este c-unccplo al inlorir la herida objeto de este 
proceso lo ha hecho Martin Pablo en uso del derecho de 
i, en cuya situación lo colocaba ó\ acto de Melesak 
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de dirigirse contra él armado y en actitud amenazante, 
Ley 16, líl. & p. 1\ y W, «i »i P- ~ Y io Q |ie 
no obstante usías consideraciones, de las declaraciones 
del sumario resulta ademas qué á propósito del choque 
de las balleneras el procesado filé el primero que dirigió 
sus insultos, lo que demuestra que partió de él la pro- 
vocación y que si bien el ataque posterior legítima su de. 
tensa, no puede decirse que esté exento de toda culpa. — Por 
estas consideraciones y de acuerdo con las leyes 16» y S* ya 
citadas, declaro á Martín Pablo hbri del cargo de homicidio 
voluntario dirigido contra él por la acusación Fiscal de 
f. 41) ; en su consecuencia, líbrese olido a U Policía para 
que sea puesto en libertad, dándose por suficientemente 
comportada la culpa que resulta de su provocaron con 
el tiempo sufrido dn prisión, llágase saber y repónganse 
los sellos. 

Andrés L't/arrixt. 

Apelada esta sentencia por el Procurador Fiscal, y pro- 
ducidas nuevas declaraciones en la segunda instancia se 
dictó este 

■ 

tallo di* la tfuprrm» C orte 

Buenos Aires, Abril Vi de 1872. 

Vistos ; par sus fundamentos y por el mérito que su- 
ministra la prueba testimonial producida en esta instancia, 
se confirma la sentencia apelada de fojas cincuenta y seis á 
cincuenta y siete, y devuélvanse. 

SALVADOR M. BÉfc CARRIL. — FRANCISCO 

Delgado,— José Uarküs Pazos.— M. 

1 GARTE — J. Ií. GOROSTIAGA. 
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Entre D. Pablo Ferrier tj D. 
¡tuyo de estudias é 

V 




de daÜOt 



Sumario. — i" El demandado puede pedir que el de- 
mandante, si -fuese eslranjero no domiciliado, arraigue el 
juicio. 

2 o El demandado no pierdo su carácter de tal por el 
lieclio de deducir reconvención. 

3° La fiíinza de arraigo comprende ludas las condena- 
ciones pecuniarias que puedan hacerse por la sentencia, 
al que eslá obligado á prestara, aun las que sean con- 
secuencia de la feconvencion, 

4 o Todo crédito privilegiado dá el derecho jara pedir 
la retención de la cosa ó cantidad sobre que ve ejercita 
el privilegio. 

5o El art. 1021 del Código de Comercio es especial 
para caso de venia voluntaria del buque considerado en 
el articulo precedente. 

6" El aumento indebido de gastos para la descarga entra 
en la denominación general do duñus causados á la carg*, 
• para ios que los artículos 1070 y 1 i&J del mismo Código 
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acuerdan ni cargador el privilegio sobro el buque y el 

7° El carian -nene derecho de exigir el embargo de la 
carga, ó una fianza para garantía de la acción enlabiada 
sohre pago de esladias. 

too -Don Anlonio Alies y Koig fletó el bergantín 
. Esperance > , capitán í). Pablo Fémur, para el Infrie 
de unas piezas do madera desde Comentes hasta üuenos 

Aires. _ eii 

En el contrato do Aclámenlo (fecha de Paraná, Agosto 

|¡ ,) e 1S71 } se estipulo : 

Que el fletador no pudria cargar mas que W tone- 
ladas en peso ; 

Que el Hete seria de 1,800 p. ta* pagadero, hecha 

true fuese ta fiel descarga ; 

Que después de principiar la descarga, el fletador pon- 
dría á disposición del capitán la tercera parte del flete; 



Q„ e se concederían al cargador 10 dias para la des- 
carga, contados al dar fondo el buque en el puerto do 
la descarga, y resultando demora se pagarían .0 pesos 

fuertes- por dia. ¿ 

Ferrier á los doce días después de empezada la Des- 
carga, se presentó al Juzgado de Sección con el conoci- 
miento do ÍI70 piezas do madera á la orden de Altes y 
H.Mg dijo que liahio recibido U tercera parte del flete, 
( „,c n.» conocía al cargador ninguna responsabilidad que 
no sabía tampoco su domicilio, que lo que quedaba á 
bordo* no alcanzaba á cuhrir el resto del flete cuyo im- 
porte era de f,fQ0 p*. iUfc» y P« 1 ue con al 
arl U15 del Código de Comercio se ordenase el p*go, 
lanzamiento ó despósito de dicho importe | de las esta- 
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días, ordenándose, en el Ínterin, el embargo de las ma- 
ceras. 

El Juez dicló la 6rden de embarco bajo la responsabi- 
lidad del demandante, pudiendo el demandadn exonerarse 
de él ( consignando el flete, ó afianzándolo á satisfacción. 

Altes y Roíg presentó los siguientes documentos: 

El contrato de Aflámenlo. 

Un pagaré de l-erricr á lavnr de él por 832 1/2 pesos 
Tuertes por valor recibido en efectivo por cuenta de fieles. 
. Un recibo del mismo por valor de 60 ¡is. fts. por cuenta 
de fieles. 

Una protesta contra el mismo por estadías de lanchas, 
gastos y perjuicios por la demora causad i» por él en la 
descarga. 

Un boleto de depósito en el Banco de la Provincia He 
907 ps. fls. 50 cls. 

Dijo, que liabia pagarlo mas de la tercera parte del Hete; 
que el capitán se había resistido a* la descarga ; que con 
el referido depósito completaba el importe del flete y piifió : 
I o se levantara el embargo. — 2" se le admitiera la pro- 
testa contra Ferrier. — 3" se lo intimara bajo aueicibimiento 
la continuación de la descarga. 

Ferrier manifestó que el depósito aom[>let;ib.i el importe 
del Hete, que á mas de eso se le debían 13G ps. fls. por 
gastos, según cuenta reconocida ; rjue se le debijn tam- 
bién las estadías por el tiempo empleado en la descarga. 

Se ordenó el desembarco y se celebró un comparendo 
en el que se reconoció la partida de los 13b' ps. fts., se 
convino en la continuación de la descarga "y se corrió" tras» 
lado sobre el cobro de la estadías. 

Altes y Roig contestó al traslado diciendo : que Ferrier 
habia (altado al contrato admilioodo solo 300 tonoladas. 
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cuanrio dobia recibir 300 ; poniéndose en viaje con el bu- 
que en mal estado, sin víverrs y admitiendo otra carga. 

Que el res lo del líete del na pagarse después de entre- 
gada la carga, y que no lenta ra/.on de dudar del pago. 

Que el embargo de la carga no constituye estadías 
voluntarias. 

Que la indebida retención de ta carga le daba acción 
para reclamar los daños y perjuicios, i|iie estimaba en 
I.OdO ps. fts. pnr el pago de sus lanchas y por los enm- 
pronmos no pujidos llenar con los compradores de las 
maderas; que por lo tanto conlradcmandaba á Fcrrier por 
,.| pifgO do l.tlOiJ ps. fts. y pedia se rechazase con costas 
la demanda de estadías. 

Concluida posteriormente la descarga y 
rier la entrega del saldo del fiVle, Altes y Rotf se opuso 
fundándose en que Furrier no presentaba ninguna garantía 
para el resultado «le la euntrademanda, por ser extranjero 
no domiciliado. 

Conferido traslado contestó r'errier que él recibió cuanto 
Alies y ftoig I*; entregó; que el recibo de olra carga y 
la falta de víveres eran hechos impertinentes ; que él usó 
de! derecho coníendolo por el art. 1115 del Código de 
Comercio ; que el embargo ÍM se oponía ¡i la continuación 
«le la descarga; que él no la continuó porque tuvo que 
pedir el afianzamiento del líele: que por kso se emplearon 
;r> días mas v.n la descarga, los que se le debían abortar 
;í razón de -0 ps* fts. diarios ; «juc el único causante de 
las esladías y perjuicios había sido Altes y Hoíg que no le 
afianzó el líele en los IU días lijados para la descarga; y 
r|im en cuanto á la oposición á la entrega del saldo del 
Bote, Altes y ftoig no podía pedir embargo por una de- 
manda ordinaria desnuda de todo comprobante. 
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Buenos Aires, Febrero Í0 de 1872. 

Y vistos estos autos iniciados por el capitán D. Pablo 
Ferrier contra D. Antonio Alies y Uoig. por cobro de pesos, 
de fletes y estadías, y considerando, en cuanto á la reten- 
ción d*l dinero depositado que se solicita por el demandado 
á F. . . . i°, Que oblado el valor del Hele por el demandado, 
pidió su depósito hasta las resullas de juicio que entabló 
en la conlradeinonda por perjuicios que le hahia ocasio- 
nado el capitán. — 2" Que el valor de los (leles responde 
al cargador por los perjuicios que la Tilla del capitán baya 
podido ocasionarlo teniendo aquel fobre ellos el mismo 
privilegio que el capitán sobre la carga. (Pardesnis, § 7tí)). 
— Y 3" Que siendo de esta naturaleza la acción deducida 
por Altes y Roig en* la contrademanda, basla la resolución 
en definitiva de ella, debe conservarse en depósito el valor 
de los fletes para responder A sus resultas. — Por estos 
fundamentos no ba lugar al libramiento de) oficio que se 
solicita por la parle del capitán Ferrier, y en cuanto á lo 
principal á prueba por diez días, debiendo versar la de 
testigos, 1" Si el capitán Ferrier recibió, sin conocimiento 
de los Sres. Altes y Uoig, carga en su buque, suya propia 
ó de otros cargadores en el viaje que estaba fletado por 
Roig y Altes. — 2 n Si los demandados en tiempo háhil para 
la descarga mandaron lanchas al costado del buque y 
fueron despedidos por el capitán sin darles carga.— 3" En 
qué fecha tuvo lugar este hecho y cuándo notificó después el 
capital que estaba dispuesto á seguir la descarga, y i" A 
qué cantidad ascendió el flete que obtuvo el capitán' por 
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las mercaderías cargadas en su buque por cuenta de aros. 
Hágase saber y repónganse los sellos. 

¿/¡/arriba. 

• 

Kcrrier pidió revocatoria apelando in tubsidium. 

Dijo: Que el embargo pedido por Altes y I\oig era una 
cuestión de procedimientos y no de privilegio ; 

Que el derecho de pedir arraigo so Cinto no en la 
calidad privilegiada sinó en la certidumbre del crédito re- 
sultante por escritura pública ú otra prueba fehaciente 
con arreglo al art. 55, núra. 3. ley de procedimientos ; 

Que la demanda de Altes y ftoig no tenia compro- 
bantes; 

Que el art. 1030 del Códijrn de Comercio dice i|iie tos 
buques pueden ser embargados por deudas privilegiadas 
en los casos en que los deudores en general tienen la 
obligación de arraigar; 

Que el art. 1,070 establece el privilegio del cargador 
limitándolo á los daños causados S la carga por el ca- 
pitán ; 

Que en el caso la conlrademanda se fundaba en per- 
juicios recibidos por babor vuelto sin carga la lancha man- 
dada para descargar. 

Concedido el recurso en relación, después de pasados 
los autos al Hclator, Ferrier pidió se obligara á Altes y 
lloig á arraigar el juicio por las estadías y daños causados 
por su oposición á la entrega del flete. 

Dijo que su derecho se fundaba en documentos autén- 
ticos, que su crédito tenia privilegio sobre la carga, ar- 
tículos 1115 y 1250 del Código de Comercio, y que por 
lo tanto debían embargarse las maderas, con calidad de 
levantarse el embargo luego de arraij 
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Deeretádoae sobre esta petición, i De la vista resultará » 
?e dictó el siguiente 

Fallo de I* ftuprrmii Cmrtr. 

Buenos Aires, Abril \ de 1812. 

Vistos: y considerando— Primero. Que, con forme al articulo 
setenta y cuatro de la ley de procedimientos, el demandado 
puede pedir que el dem andante, si fuese eslraiijero no 
domiciliado, arraigue el juicio. — Seijund*. Que, por el hecho 
de deducir reconvención, el demandado no pierde su ca- 
rácter, pues, aunque por la reconvención se le considera 
comoaclor para ciertos efectos de derecho, os siempre la 
persona obligada á comparecer en juicio y defenderse por 
instancia de otro — Tercero. Que ta lianza de arraigo, llamada 
también de judicatura solví, comprende todas las condena- 
ciones pecuniarias que por la sentencia pueda hacerte 
al que está obligado á prestarla, y por consiguiente, los 
que puedan ser consecuencia de la reconvención, — Cuarto, 
Que, por otra parle, está en la naturaleza de todo crédito pri- 
viligiado, que el acreedor tenga derecho para pedir la 
rentcncion de la cosa ó cantidad sobre que el privilegio 
«e ejercita, mientras no se la dé una seguridad equivalente 
de que su crédito no ha de ser defraudado; porque, de 
otro modo, quedaría al arbitrio de aquel contra quien el 
crédito priviligiado se deduce, la facultad de hacer ilusorio 
el privilegio, haciendo desaparecer la cosa ó cantidad que 
le fstá afecta. — Quinta. Que el crédito que Don Antonio 
Altes y Aoig pretende tener contra el capitán del bergantín 
rulo « Espera nra», si resultase justificado, seria un crédito 
privilegiado sobro el buque y flete ; pues, si biea el ar- 
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líenlo mil veinte y uno del Código de Comercio, en 
el párrafo doce, limita el privilegio sobre el buque á f la 

• indemnización que se deba á los cargadores por taita 
t de entrega de efectos y por reembolso de averías su- 
« Tridas por culpa del capitán ó de la tripulación » , ese 
artículo es especial para el caso del que te precede en el 
Código, es decir, para elcrniotle venta voluntaria del buque, 
á fin de determinar las cargas con que se trasmite la pro- 
piedad al comprador, mientras que los artículos mil ciento 
setenta y mil ciento ochenta y tres del mismo Código acuer- 
dan el privilegio sobní el buque y fieles, en la generali- 
dad de los casos, sin limitación alguna, . por las danos 
t causados á la carga por dolo ó culpa del capitán, ó indivi- 

* dúos de la tripulación », comprendiendo, por consi- 
guiente, todos los daños que se cause á la carga, de cual- 
quier naturaleza que sean; y el aumento indebido de gas- 
tos para la descarga, que Altes y Uoig pretende habérsele 
ocasionado por culpa del capitán, y que, siendo cierto, 
reagravaría el costo con que los efectos hacen su apari- 
ción en el mercado, seria un daño causado á la carga 
por hecho del capitán, y se hallada incluido, por tanto, 
en la disposición de los dos citados articulus del Código— 
por estos fundamentos se confirma con costas el auto de 
foja cincuenta y cinco en la parte apelada, podiendo cesar 
la retención del dinero que existe depositado en el Banco, 
si diese el eapilan Ferrier fianza á satisfacción : devuél- 
vase los autos, previo pago de costas y reposición de sellos. 

Salvador M. del Carril. — Francis- 
co Delgado — José IÍarhos Pa- 
zos.— Marcelino Ugarie.— J. B. 
Gokostiaoa 
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No habiéndose resuelto en el folio anterior el punió so- 
bre el arraigo del juicio dB estadías, á petición de Ferrier 
se dictó el siguiente 



WmUm 4« la Suprcnu Vmrtm 

Buenos Aires, Abril 9 de 1872 

Resultando de autns: Primero. Que el capitán Don Pablo 
r'err¡er t ¡dedujo la petición de que habla en el precedente 
escrito, sobre la que la Corte se reservó proveer después 
de vista la cause : — Ser/undo. Que poruña omisión invo- 
luntaria se ha dejado sin resolver esto punto ; — Tercero. 
Que el capitán Ferrier tiene derecho ó buscar una garantía 
para el resultado de ta acción instaurada por el pago de 
las estadías, y que esa garantía le corresponde según la 
ley en las maderas, en que consistía la carga del buquo, 
if declara que ellas deben quedar embargadas á las resul- 
tas de ese juicio, sino se diera la correspondiente fianza, 
| devuélvanse como está mandado. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Dei gado. — José Bahros 
Pazos — Marcelino L'garte. — J. 
R Gorostiaoa. 
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causa miv 



Criminal, contra ti PtOfisnr y Vicario General de la Ihú- 
ces¡s de Cuyo, por faltedad y defraudación d¿ rentas 
nacionales. 



Sumario.— 1° Al recibir e! Provisor de un 
el importe de los libramientos girados contra la Admi- 
nistración de Nenias, en virtud de órdenes de pago es- 
pedidas por el Presidente de la República, y refrendadas 
por el Ministro del Culto, para el abono mensual de los 
sueldus y asignaciones del Obispado, procede en calidad 
de agente ó empleado del Pudor Ejecutivo, y está obli- 
gado á la rendición de cuentas del dinero recibido. 

el eximen, 



2o A la Contaduría General cor 

y juicio de la distribución ó inversión de los 
icos de la Nación, requiriendo al efecto de 
quien correspomla la presentación de las cuentas, y pu- 
diendo pedir ludos los dalos, informes y documentos qu* 
juzgue necesarios. 

3 n Si en el examen de las cuentas encontrase la 
Contaduría General que se lia cometido el delito de fal- 
sedad ó algún otro contra el Tesoro Público, dt.-be par- 
ticiparlo al Poder Ejecutivo, á efecto de que incite á 
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quien corresponda para que los autores y cómplices 
sean juzgados por la autoridad competente. 

-i* Los agentes del Poder Ejecutivo no pueden ser 
sometidos á juicio porfiedlos administrativos y de 
contabilidad, sin que precedan el eximen de sus cuentas 
por la Contaduría y la incitación del Poder Ejecutivo. 

5° El principio de la separación de los poderes exije 
esta limitación á la acción pública. 

Ct° Si los Tribunales de Justicia procediesen sin los 
requisitos expresados, podrían resultar decisiones contra- 
dictorias sobre los mismos hechos. 

7° La competencia de los jueces de sección para co- 
nocer de los delitos de fjlsetlad y defraudación de rentas, 
debe ser incitada por él Poder Ejecutivo, tratándose de 
agentes suyos. 

H" El juez que no se detiene ante esta consideración 
prejudicial, cometo un exceso de poder y viola es presa- 
mente la disposición del art 83 de la ley de i 3 de 
Octubre de 187Ü. 



Caso — En Mayo de 1871, se presento ante el Juzgado 
Federal de San Juan, Ü. Uaimundo Pujador á denunciar 
que durante la ausencia del Sr. Obispo, en su viaje al 
Concilio del Vaticano, sabia que el Provisor l)r, I>. Braulio 
Laspiur, encargado del Obispado, en las planillas mensua- 
les pasadas á la Administración de lienta* por los sueldos 
y gastos de la Iglesia habia hecho figurar at esponente 
en clase de Sochantre con el sueldo de 28 ps. fts.; — Que 
él no tenia título de Sochantre ni se le había hecho re- 
conocer como tal, no habiendo recibido en consecuencia 
ningún sueldo de los asignados en la planilla;- Que según 
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le hahian dicho, se le babia hecbu figurar en 20 planillas 
poco mas ó menas. 

Admitida h denuncia y levantólo un sumario sobre el 
hecho denunciado, se tomó confesión al sindicado, tf u ion 
negándolos cargos que se le hizo, presentó como justifica- 
ción de su conducta, copia lepa liz.ida de un espediente 
seguido sobre este mismo asunto, ante el Poder Ejecutivo 
Nacional por el limo. Sr. Obispo de lu Diócesis, el cual con- 
tiene un informe de la Contaduría General, una vista del 
Sr. Procurador Ceucra! y un decreto del Departamento del 
Culto, lodo del tenor siguiente: 

Exmo. Sr. 

La Contaduría evacuando el informe que se le pide debe 
espresar; que todas las planillas de sueldos y asignacio- 
nes para ol Obispado de Cuyo han contenido la partida 
destinada por el presupuesto para el pago de un Sochantre 
y que, en las cuentas que se rendían figuraba como tal 
Sochantre D. Ilatmuiido Pujador, siendo quien estemlia el 
recibo del sueldo el Sr. Provisor y Vicario General Dr. Don 
Braulio Laspuir. 

Cim motivo de una nota que la Contaduría pasó pidiendo 
la remisión de las planillas en dos ejemplares, la Secre- 
taría del Obispado de Cuyo contestó con la que urijinal 
se acompaña, en la que espresaba que el sueldo desti- 
nado al pago de un Sochantre era invertido desde afín 
altas en pagar dos cantores y asi se continuaba haciéndolo 
mientras se amii^uiirú e! ¡tersonat idóneo que pudiere ser acree- 
dor á ese sueltlo. 

Posteriormente se han presentado las planillas en la 
misma (urina y en la del mes de Abril que se acompaña, 
se espresa bien claramente, que con el sueldo asignado para 
el Sochantre se constean dos ó mas cantores y la orquesta. 
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Resulta pues, que aunque figuraba en las planillas un 
Sochantre, no había tal Sochantre; pero como el sueldo 
se invertía en el pago de cantores como en la misma 
planilla se espresa, no se distraía en objetos, eslraños 
i los que estaba destinado, la Contaduría se abstuvo de 
hacer observación alguna al respecto. 

Pero en la nota del limo, Sr. Obispo aparece, que 
después de pagarse los cantores y los músicos, resultó 
un sobrante de la asignación destinada al pago de Sochan- 
tre, según la cuenta que le pasó el Sr. Provisor D. Laspuir, 
sobrante que debe ser devuelto por el limo. Sr. Obispo 
al Tesoro Nacional, porque considero que por el hecho 
de destinar el Tesoro ciertas cantidades por el pago de 
los encargados del servitsio de la Iglesia no quedan con- 




La Contaduría creb haber llenado su cometido sumi- 
nistrando los dalos* que se pedían y que el Sr. Procura- 
dor General de la Nación so encontrará habilitado para 
su dictamen. 

Buenos Aires, Junio 21 de 1871, 

Visas. 

Esta conforme : 



Sub-Secretario. 
Exmo. Sr. 

Entiendo que el Presidente de la Repúlica no debe in- 
tervenir en este asunto, porque la Constitución le pro- 
hibe ejercer su autoridad en asuntos judiciales ó interrum- 
pir el ejercicio de la jurisdicción de los jueces teniendo 
el Provisor acusado, plena libertad de defensa, nadie le 
impedirá ocurrir á la Corte Suprema, sí se cree agraviado 
por los procederes del juez ; y según dice el Obispo de 
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Cuyo, él ha ocurrido ya á esle Tribunal, que es el único 
competente, sosteniendo que él es el solo juez de sus ca- 
nónigos. Espere pues la resolución del Tribunal Supremo, 
que no dudo, lia de ser conforme & la razón y á nues- 
tras leyes. 

Prescindo de manifestar a V. E. mi juicio sobre el fon- 
do del negocio ; por no ser esta la oportunidad de decirlo, 
y porque no debo anticipar mi dielámen en un asunto 
¿n que debo intervenir ante la Corte Suprema. 

Róenos Aires, Junio 28 fia 1871. 

Francisco Pico. 

Ueparlamento del Culto. 

Buenos Aires, Julio 29 de 1871 . 

Adóptese por resolución el anterior diotámen del Pro- 
curador General que será comunicado al Sr. Obispo de 
Cuyo, agregándose que el Poder Ejecutivo en lo que le 
concierne, como Administrador de las Bentas, no tiene 
cargo alguno que deducir contra el Provisor Laspiur por 
los hechos á los que se refiere la nota del Sr. Obispo, 
debiendo reslhuirse al Tesoro Nacional los sobrantes que 
resultado. 

también en copia el informe de la Contaduría 
que debe ser conocido, por cuanto establece los hechos 
y esplica los motivos que impulsaron á esta oficina, á 
no hecer reclamos sobre la inversión que se daba al 
sueldo del Sochantre. 




Publiqnese. 



Está confurme 
Rafael Pereyra. 
Sub-Secretarlo. 

T. U. 



SARMIENTO. 
V. Avellaneda. 



370 



f PE LA 



Hecha la acusación por el Procurador Fiscal, y la de- 
fensa, y producidas varias pruebas por una y otra parte 
se dicto este 



rali» «leí Jura «le 



San Juan, Diciembre i de 1871. 



Vista la presente causa criminal contra el Sr. Provisor y 
Vicario General Dr. ü. Uraulio Laspiur por delito de fal- 
sedad y de defraudación de líenlas Nacionales — con lo 
espuesto por el Fiscal, lo alegado por el defensor del 
procesado, y considerando por el mérito del proceso y 
prueba rendida por las parles. 

¿° Que del sumario levantado á petición de D. Itaimundo 
Pujador, aparecen plenamente constatados los hechos si- 
guientes: 1" Que el procesado Ür, Laspiur ha hecho figu- 
rar desde el 1° de Mayo del año 1809, el empleo de 
Sochantre que no existia provisto, en las planillas men- 
suales de sueldos y gastos de la Curia Eclesiástica que 
pasaba A la Administración de lientas de esta ciudad para 
su pago. — 2" Que posteriormente y desile Agosto del mis- 
mo año, figuraba en dichas planillas como Sochantre Don 
Pujador, sin poseer este el empleo ni gozar 
que le correspondía por la ley del presupuesto. 
Que estos hechos ejecutados voluntariamente y. a 
saUmúa* por el procesado U, Laspiur, constituyen en sí los 
delitos de defraudación y falsedad, definidos y penados por 
los arts. 64, incisos 2" y -4", y 82 de la ley penal de 1 i 
de Setiembre de 1863. 

3° Que Cunsta así mismo del sumario, que el Sr. Pro- 
visor Dr. Laspiur percibía de la Ad ilustración de Rentas 
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el valor de las planillas en boliviano, con la diferencia sobre 
el peso fuerte de un 28 y medio por ciento y hacia los 
pagos á los empleados de la Curia, entre otros al orga- 
nista I). Luis Antonio lierusti, con la diferencia de un 
25 por ciento, cuyo descuento importa un delito previsto en 
el art. 90 de la ley citada. 

4° Que el acusado alega en su descargo en cuanto 
á la defraudación y falsedad: — 1° Que al firmar las pla- 
nillas con el empleo de Sochantre, lo hizo tin intención, 
y siguiendo la práctica establecida por el mismo Sr Obis- 
po, antes de su partida al Concilio del Vaticano. — 2° Que 
las planillas en que ha figurado el nombre de Pujador han 
sido redaetadds por el Administrador D. Anacleto Gil, 
limitándose por su parte á filmarlas, en la inteligencia 
uue era de práctica y costumbre hacerlo así. — 3" Que 
los sueldos de Sochantre percibidos por él, se han "in- 
vertido en parte, en pagar cantores y músicos, habiendo 
recibido el mismo Pujador, como cantor una cantidad de 
280 petos según aparece de la cuenta en copia de foja 
3!i poniendo el superávit á disposición de la Contaduría 
Uenenil de la Nación, cuya cuenla ha sido aprobada por 
el Ejecutivo Nacional, por «I decreto en copia que corre 
á f. 107 vuelta de estos autos. — A" Y último. Que en 
cuanto al descuento, ha seguido también la práctica, fijando 
el 25 por ciento, por la fluctuación de cambio y cre- 
yendo que los empleados perjudicados podían reclamar. 

5o Que con respecto at primer descargo consta de autos 
ser falso el hecho en que se funda, pues de los infor- 
mes del Administrador de Rentas, y declaración del guar- 
da almacenes, Patricio Bal ma seda, testigo presentado por 
el defensor del reo — y que correé f. 145 vuelta, 150 
vuelta y 162 vuelta, resulta que el acusado Dr. Laspiur 
desde Mayo de) año 67, en que se recibió del Obispa- 
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do por la ausencia del limo. Sr, Obispo, alteró la prác- 
tica establee ida, haciendo que el Sr. Administrador inclu- 
yese el empico de Sochantre que antes no figuraba, alegan- 
do para ello que estaba presupuestado en la 
del presupuesto — con cuyo motivo, figuró 
en que se consiguió el nombre do Pujador — En cuanto 
al segundo descargo, el heclio de ser redactadas las pla- 
nillas por otro no es una escusa legal que lo exima de 
la responsabilidad de haber firmado á sabUndas una fal- 
sedad, constando ademas de los informes citados qno 
el Sr. Administrador de Rentas, ni poner en la* plani- 
llas el empleo de Sochantre y el nombre de Pujador, fin; 
por indicaciones del acusado, y la lista de empleados 
que se le había pasado para la formación do las planillas 

es inadmisible. — 1 D Pnr- 



con relación al tercer 

■ 

que no está justificada la verdad de la cuenta de f. 31, 
como debió hacerlo el reo, apareciendo por el contrario, 
por su propia confesión que ta partida dada al Sr, Berutli 
nu era por servicio de Sueltan! ria, sinó una (fraUfication 
para cubrir oltjttn déficit que pudiera hab|r en el pago 
de los sueldos. — -' Porque según la declaración del sa- 
cristán mayor, presbítero I). José Valentín Luna, testigo 
presentado por el defensor del reo, ú f. Hit) vuelta, aparece 
que las demás partidas de la cuenta dicha, salvo la 
primera, han sido abonadas por él, de la cantidad p;ira 
empleados menores que recibía mensual mente, en cantidad 
unas veces de 5>.5 pesos, otras de 30 y aun 50 — resultan- 
do que esas partidas no se sacaron del dinero de la 5o- 
chattlrta, como figuran en la euonla. — 3<> Porqueta ren- 
dición de cuentas y devolución del superahit hecha por 
el acusado después de dos años, poco menos y cuando ya 
estaba denunciado el hecho do la falsedad por la prensa 
como consta de autos y lo confiesa el reo, no basta á 
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cscusar el delito. — i» Porque la aprobación de la cuenta 
por parte del Ejecutivo Nacional no comprende ni puede 
comprender la falsedad que haya podido cometerse al for- 
marla, entendiéndose subordinada ? la verdad de los he- 
olios que resulten establecidos en juicio contradictorio. En 
cuanto al último descargo es de todo punto infundado, 

reclamos por los em- 
í, no escusa la renli-ncinn ¡licita de un 
», que nn le corresponde como encargado 
de hacer los pagos. 

6° Que nn habiendo probado el reo en el tiempo com- 
petente un solo hecho que acredito su buena intención 
fn su proceder, y estando convicto y confeso de los de- 
litos porque se le procesa, está sujeto ;! la responsabi- 
lidad y pena de la ley, de conformidad á lo pedido en 
la acusación. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten : 
hallo definitivamente juzgando y declaro : que td encausado 
Sr. Provisor y Vicario General del Obispado de Cuyo Doctor 
H. Braulio Laspiur, es reo de los delitos de falsedad y 
de fraudarían de las Rentas Nacionales, y retenñon indebida 
de parte do sueldos de empleados de la Curia Eclesiástica; 
y de conformidad á los artículos de la ley penal citados, 
limitándose á lo pedido por el Sr, Fiscal, lo condenó al 
pago de la mulla de mil quinientos, pesas fuertes* y á mas 
el trijde de la cantidad de quinientos pesas fuertes perei- 
hidos por el empleo de Sochantre, descontando la can- 
tidad devuelto por wperabit, l»do á favor del Tesoro Na. 
i-ional, con las costas del proceso v la responsabilidad 
civil ñ que hubiese lugar, llágase saber, podiendo el ac- 
tuario notificar esta sentencia orijinal fuera de la oficina 
y repónganse los sellos. 

Xatunael Morcillo. 
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De osla sentencia interpuso el acusado los recursos de 
apelación y nulidad, fundando esta última en que habia 
vicios sustanciales en el procedimiento, en que el Pro 
curador Fiscal habia carecido de personería, y en que el 
juez era incompetente. 

instancia se dictó este 



fmltm de la Suprcm» Cvrtr. 
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lluenos Aires, Abril de 187*. 

Vistos: Resultando de este proceso, que la acusación 
deducida por el Procurador Fiscal, contra et Provisor y 
Vicario General, Doctor Don Braulio Laspitir, por delito 
de falsedad y defraudación de Rentas Nacionales, se funda 
en los hechos siguientes : 

Primero. Que en las planillas de sueldos y asignaciones 
del Obispado de Cuyo, que el Provisor Laspiur pasaha 
metisualmente á la Contaduría General por conducto de -S> 
la Administración de Rentas Nacionales en San Juan, ha 
incluido desde el primero d« Mayo de mil ocho cientos 
sesenta y nueve hasta el treinta y uno de Diciembre de 
mil ocho cientos setenta, la partida de veinte y ocho pe- 
sos al mes que por la ley del presupuesto se deslipa 
para el pago de un Sochantre, poniendo dicha partida 
en los tres primeros meses sin designación del empleado 
y en los diez y siete mes^s restantes bajo el nombre pro- 
pio de Don Raimundo Pujador — siendo asi que tal empleo 
no estaba provisto. 

Segundo. Que el Provisor Laspiur ha percibido por este 
medio de las cajas nacionales, Ja cantidad de quinientos 
sesenta pesos fuertes. 
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Tercero. Que el beneficio en moneda boliviana, con que 
el Provisor Laspiur abonaba sos sueldos á lor emplea- 
dos de la Curia y Cabildo Eclesiástico, era solamente de 
veinte y cinco por ciento subrc el peso fuerte, cuando 
el los recibía de la Administración de lientas con un 
aumento de veinte y ocho y medio por ciento. 

Y considerando: — Primero. Que al recibir el Provisor 
Laspiiir de la Administración de Rentas, el importe de 
los libramientos, girados contra ella en virtud de órdenes 
de pago espedidas por el Presidente de la República y 
refrendadas por el Ministro de Culto, para al abuno men- 
sual de los sueldos y asignaciones del Obispado de Cuyo, 
ha procedido en calidad de agente ú empleado del Poder 
Ejecutivo, único encargado por la Constitución de la in- 
versión de la renta pública, con arreglo á la ley 6 pre- 
supuesto de gastos nacionales, y está obligado en tal ca- 
li*] ad á la rendición de cuentas del dinero recibido. 

Ser/undo. Que según los artículos cincuenta y dos y 
cincuenta y tres de la ley de trece de Octubre de mil 
ocho cientos setenta, corresponde á la Contaduría Cene- 
r;il, el eximen, liquidación y juicio de la distribución ó 
inversión de los caudales públicos de la Nación, requi- 
riendo al efecto de quien corresponda, la presentación de 
las cuentas, en la forma y época que la ley 6 regla- 
mentos prescriban, y pudiendo pedir todos los dalos, 
informes y documentos que juzgue necesarios. 

Tercera' Que si en el examen de tes cuentas, encon- 
trase la Contaduría General, que se ha cometido el de- 
lito de falsedad, ó alguno de los que habla el articulo 
setenta v cinco y lesde el setenta y nueve hasta el no- 
venta inclusive, de la ley penal, de catorce de Setiembe 
de mil ocho cientos sesenta y tres, debe participarlo al 
Poder Ejecutivo, con arreglo á lo dispuesto por el articulo 
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ochenta y tres de la precitada ley do (rece de Octubre de 
mil ochocientos setenta, á efecto de que incite á quien cor- 
responda, para oue ios autores y cómplices sean juzgados por ia 
autoridad competente. 

Cuarto. Que conforme á esta disposición, los agentes 
del Poder Ejecutivo no pueden tcr sometida» á juicio por 
hechos administrativos y de contabilidad, sin que preceda 
el exámen de sus cuentas pnr la Contaduría General, y 
la incitación del Poder Ejecutivo, paro que sean juzgados 
en el caso que de dicho exámen resultase que habían 
cometido alguno de los delitos cuyo juzgamiento compete á 
la Justicia Nacional. 

Quinto. Que el principio de la separación de los poderes 
exige esla limitación á la acción pública, porque siendo 
las funciones judiciales enteramente distintas de las fun- 
ciones administrativas, los Tribunales de Justicia no pue- 
den, sin la incitativa del Poder Ejecutivo, mezclarse en el 
exámen de cuentas ó de operaciones administrativas, ni 
proceder á juicios, que sin ese requisito podiian dar por 
resultado decisiones contradictorias entre dos poderes in- 
dependientes, sobre los mismos hechos malcríales, objetos 
del proceso. 

Sesto. Que esta causa ha sido iniciada á petición rM 
Procurador Fiscal, y un virtud do denuncia hecha por Itori 
Raimundo Pujador ante el Juez de Sección y admitida por 
este, sobre los hechos que sirven de base á la acusación 
entablada contra el Provisor Laspiur, sin que procediera 
para ello resolución de la Contaduría General ni incitación 
del Poder Ejecutivo. Que al contrario, !;i Contaduría ha 
manifestado en su informe agregado en testimonio á fojit 
ciento cinco, que por la Secretaria del Obispado de Cuyo 
se le habia esplicado < que el sueldo destinado al pago de 
un sochantre era invertido desde años atrás en pagar dos 
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cantores, v asi sc continuaba haciendo, mientras se con- 
siguiera el personal idóneo que pudiese ser acreedor á ese 
empico ; y que posteriormente se lian presentado las pla- 
nillas en la mi>ina forma, cs¡ 
que con el sueldo asignado para 
dos ó mas can lores y la orquesta ; que pnr 
* como el aneldo se invertía en el ¡mío de cantora, teyun en 
la misma planilla se expresa, y no se distraía en objetos 
mirónos A tos qne ataba destinado . la Contaduría se abstuvo 
de hacer idmri'adon a launa ni respecto. > Que también el 
Poder Ejecutivo, lejos do incitar al Procurador Fiscal ó al 
.loe/ de Ücccídti, para qoe promoviesen esta causa, lia de- 
clarado por su resolución do veintinueve de Julio de mil 
ochocientos setenta y uno á foja ciento siete vuelta, « 'fue 
en lo que le concimic como Administrador de las lienta?, na 
tiene can¡o alpino qne deducir contra el l'rnr'wr Laspiitr, 
por ¡os herhns tí que sc refiere la nota del Stitur Obispo. » 

Sétimo. í)\\e resultando en consecuencia, que aunque «I 
Juez de Sección tenga jurisdicción para conocer y decidir 
solí re l"> delitos de falsedad y demudación de reñías que 
que se í tripulan :d Provisor Laspiur, según lo dispuesto 
por los artículos segundo y tercero du la ley sobre juris- 
dicción de loa Tribu nales Nacionales, y conforme también 
á la sentencia do esta Suprema Corle de foja ochenta y 
ocho vuelta, no se infiere de ahí que sen también com- 
petente para conocer de, ellos, sin la previa denuncia ó 
incitación del Poder Kjeculivo; y que no habiéndose por 
tanto detenido delante de esla condición prejudicial, ha 
cometido un esceso de poder y violarlo espresa monte la 
disposición del precitado articulo ochenta y tres de la ley 
de trece de Oclubre de mil ochocientos setenta. 

Por estos fundamentos, y con arreglos a lo prescrito por 
los artículos primero y lecero de la ley de procedimientos, 
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se revoca la sentencia apelada de Tuja ciento sesenta y 
siete vuelta, y se declara que los Tribunales Nacionales 
do tienen jurisdicción para conocer y decidir esta causa 
en la forma en que ha sido iniciada. Satisfechas en con- 
secuencia las costas y repuestos los sellos, devuélvanse los 
autos. 

Salvador M. del Carril.— Francis- 
co Delgado . — José Barros Pa- 
zos.— Marcelino Ugarte. — J. B. 

GOHOSTIAGA. 




Don Miguel ftamayon, contra Don Cárlo$ y Don Edelmiro 
Hojas , por cobro de pesos. 

Sumario. — 1" El dueño de un buque es responsable de 
las deudas de este. 

3* El hecho de cobrar la deuda de un buque contra un 
tercero que no era, pero que se reputaba propietario, no 
exime al verdadero dueño de la obligación de pagarla. 
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3* Ese hecho no puede por si solo importar una nova- 
ción, suponiendo subrogado al du mandad o en la deuda del 
dueño del buque. 

4" La novación no se presume, y para admitir ta subro- 
gación de deudor es necesaria la voluntad espresa del 
y del que se pretende 



Caso. — Por el fallo de la Suprema Corte de Octubre 
3 de 1871 so ordenó que la ejecución por el cobro de 
9,669 $ m / c » importe de provisiones suministradas a) va- 
por < Emilia , » seguida por L), Miguel Ramayon contra 
Augusto de la Riestra y C, como dueños del buque, debía 
continuarse contra los Sres. D. Cárlos y D. Edelrniro Ro- 
jas, á qnienes resultó haber sido trasmitida la propiedad 
del mismo buque. 

Notificado en su consecuencia el auto Ai soliendo a los 
Srus. Roja*!, y llegado el juicio á la citación de remate, 
estos opusieron la esuepcion de novación diciendo que Ra- 
mayon babia aceptado, como sus deudores I). Augusto de 
la Riestra y C\ en subrogación del dueño y 




, contestó Ramayon que su 
se dedujo contra Augusto de la Riestra y C a , como dueños 
del tiuque. 

Que los Srcs Rojas eran co-dueños del buque cuando 
se entabló la demanda, y siendo ahora dueños de él no 
pueden alegar novación de una deuda que gravita sobre 
el buque. 

Que la ejecución contra los Sres. Rojas se seguía en vir- 
tud de la sentencia de la Suprema Corte de 3 de Octubre 
de 1871. 
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Buenos Aires, Marzu 1 de IHT-2, 

Y vistos, Considerando : — I" Queja presente demanda ha 
«ido deducida contra D. Carlos y I). Kdelmiro Hojas como 
dueños ó armadores del vapor . fruida , » por proceder la 
acción de provisiones suministradas á dicho buque, y de 
ser este, y por consecuencia sus dueños, responsables de 
dichas deudas, con arreglo á los arts. !0ái, tOÜl 

y 1037 del Código de Comercio. 

2" Que aunque es verdad que esta acción fué primi- 
tivamente dirigida contra los Sres. Augusto de la Riestra 
y C\ el ejecutante no tuvo absolutamente la intención de 
dirijirla contra otros que coof ■ Jos verdaderos dueños d.»l 
vapor, como se ve en el escr..,. de f. 7, en que se atri- 
buye á dichos señores el dominio del vapor i Emilia » y 
por consecuencia, el bechu referido de haber dirigido pri- 
mero la demanda contra Hiestra y O no ¡ni porta ni puede 
importar una verdadera novación en los términos del ar- 
tículo 980 del Código de Comercio, y mucho menos cuando 
la novación no se presume como lo establece terminan- 
temente el ait. ÍI83, | que demuestra la necesidad di- 
que la voluntad de novar resulte claramente espticada ; v 
para que la hubiera en el caso, aceptando el ejecutante 
otro deudor que el primitivo, seria indispensable <¡uf> se 
hubiera dirigido la acción contra Augusto de la Itiestra y 
C\ individualmente, y no en calidad de dueño del buque", 
y que Riestra y compañía aceptaran la obligación por su 
parte, siendo todo lo non Ira rio lo ocurrido en el presente 
caso, como consta á f. 7 y 29 de estos autos. 



■ 
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3» (jue por otra parte, no puede haber subrogación de 
deudor en la persona de los Sres. Augusto de la Riostra 
y C*, pues para que l.i hubiera seria indispensable la vo- 
luntad espresa de los mismos, y dicha voluntad no ha sido 
mani Astada en autos, en los que no han tenido inter- 
vención hasta ahora ; 

4" Que por consecuencia la cscepcion de novación por 
subrogación de nuevo deudor, opuesta por los ejecuta los, 
debe ser repelida con arreglo á las constancias de autos, 

Por estos fundamentos, fallo, declarando no haber lu^ir 
á la escepcion opuesta por los ejecutados D. Cárlos y l>. 
Edelniiro Rojas, y mando llevar adelante la ejecución basta 
el completo pago a" U. Miguel ftamayon del capital que 
reclama, intereses y costas. 

Repóngase el sello, 

Manuel Zata Uta. 

Los Sres. Rojas apelaron de esü sentencia, diciendo, que 
el Juez do Sección debió pronunciarse sobre la leg.ilidad ó 
ilegalidad de la cscepcion, y no abrir ii¡j¡riion acerca de la 
prueba, que a:in no se había rendido, Je la misma excepción. 

Concedido en relación el recurso, se dicto el siguiente 



Falle de la ftuprrm* Corle. 

Uueiios Aires, Abril ti de 

Vistos : — Por sus fundamentos se confirma, con costas, el 
auto apelado á foja cíenlo ochenta y siete; y sali-Techas estas 
y repuestos los sellos devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 
Marcelino Ucarte — José B. tío- 

i 

ROSTIAGA. 
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El Dr. tí. Alejandro Cornac, contra la testamentaria de Duti 
José Marín Casai t 'por cobro de honorarios. 



una testamentaría debe entablarse ante los 
Provincia, aunque los de la Nación hayan 
en las diligencias preparatorias de la misma. 




Ca$o. — D. José M. Casal siguió un juicio contra Don 
Pelix Rimbaud y D, Antonio Seguez ante los Tribunales 
Nacionales, sobre un contrate de arriendo. 

La demanda de Casal fué rechazada con costas por sen- 
tencia definitiva del juzgado de Sección de Buenos Aires 
de 28 de Febrero de ¡871, la que quedó jecuto riada. 

Muerto Casal, á petición de su viuda los autos fueron 
remitidos al Juez de la testamentaria de aquel. 

La viuda de Casal arregló ante este la cuestión con 
Rimbaud y Seguez, y los autos fueron devueltos al Juez 
de Sección. 

El. abogado de Rirnbaud y Seguez, Dr. Cornac, pidió la 
regulación de sus honorarios. 
El Juzgado de Sección la ordenó. 
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La viuda de Casal reclamó del auto relativo, alegando 
que el Juez de Sección no era competente para conocer 
en demandas contra una testamentaría. 

El Juez de Sección no hizo lugar al recurso, fundándose 
en que no se había deducido demanda alguna. 

de la Suprema Corte de 29 de Febrero de 1872, recha- 
zando el recurso de hecho que interpuso la viuda de 
Casal. 

Se practicó la regulación, y pedido el pago de su im- 
porta dentro de tercero dia, el Jues de Sección dictó el 
siguiente 



Buenos Aires, Mareo 1° de 187i. 

Como se pide. 

Ugarrtza. 

La viuda de Casal interpuso recurso de nulidad y apela- 
ción pur no haber sido oido el Ministerio do Menores, y 
porque el Dr. Cornac debió dirigir su acción contra su 
cliente y no contra la testamentaría de Casal. 

Concedido recurso, el auto reclamado fué revocado por 
el siguiente 

t «II» 4e I* fluprema Cari*. 

Buenos Aires, Abril 11 de 1872. 
Vistos y considerando : Primero, Que, contarme al artículo 
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«lona de la l*y sobre jurisdicción y competencia de loa 
Tribunales Nacionales, el conocimiento en los juicios uni- 
versales de concurso y partición «le herencia corresponde 
á lo* Juzgados de Provincia, aunque se dddozcan acciones 
fiscales de la Nación. — Segunda. Que, en consecuencia, 
si bien pudo el Juzgado da Sección mandar á Toja dos- 
cientos ochenta y una vuelta, que se practicase ta regula- 
ción de los honorarios reclamados por el Dr. Cornac, en 
razón de que. no habiéndose aun deducido acciones contra 
la testamentaria de Casal, como lo pspresó á foja dos- 
cientos ochenta y cuatro vuelta, no estaba determinado 
todavía, con arreglo a* la disposición anles citada, la com- 
petencia del Juzgado de Provincia, no ha podido, después 
que esas acciones han sido deducidas y determinada la 
competencia por ellas, librar el auto de solven lo corriente 
á foja doscientos nóvenla y Cuatro vuelta, con perjuicio de 
la jurisdicción provincial, á ta que toca decidir, como in- 
cidente del juicio universal testamentario, si la testamen- 
taría demandada tiene o nó la obligación de pagar los 
honorarios que directamente so lu cobran por el abogado 
del que fué su adversario en el juicio Cunéenlo. Por estos 
(onda montos se revoca el referido auto de foja doscientos 
noventa y cuatro vuelta, y se declara que todas las costas 
desde osa foja ade'ante, son á cargo del doctor Cornac, 
como indebidamente causadas por él ocurriendo y gestio- 
nando ante una jurisdicción incompetente : satisfechas las 
de la instancia y repuesto* los sellos, devuélvanse los 
autos. 

Salvador María del Carril. — Francisco 
Delgado. — Jotú Barros Pazos. — 
Marcelino Ucarte. — J. B. Goros- 
tíaca. 
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CAUSA XXTtVU. 



Üon Juan Marshall, contra la Sociedad del « Progreso * 
tobre cumplimiento de un contrato de construcción 
de embarcaciones. 



, 1* para que se tenga por decaído el dere- 

de una parte, es necesario que se acuse la rebeldía 
y se deje de usar ese derecho dentro de las veinticuatro 
horas con que la rebeldía debe ser despachada. 

2 o No so presume que se haya renunciado a esta dis- 
posición, si la solicitud relativa se funda en un supuesto 
que no existe. 



Caso. — D. Juan Marshall contrato con la Sociedad del 
• Progreso» » representada por Ü. Santiago Meabe y D. 
Joaquín Vívanco la construcción de un vapor y cuatro 
chatas. 

Suscitadas algunas dificultades sobre el pago de la obra 
después de haber tratado de arreglarlas extrajudiclalinente 
por medio de un compromiso arbitral; Marshall enlabió 
demanda contra la Sociedad por cobro de pesos, pidiendo 
el nornbramienlo de Arbitros prescrito por el art. 6ÜI del 
Código de Comercio. 

46 
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Conferido traslado, Mea be lo conlrademandó por la suma 
de 823,972 $ in/c, intereses y epatas. 

Contestada la contrademanda, el Juez de Sección llamó 
á las parles á juicio verbal, quedó este suspendido á pe- 
tición de Meabe. Marshall pulió una nueva convocación de 
juicio verbal bajo apercibimiento al que faltara de nom- 
brársete árbilro de oficio. El Juez accedió, y en el dia 
señalado, habiendo comparecido solo 1). Santiago Meabe, 
tuvo lugar la siguiente acta : 

En esta ciudad de Buenos Aires ú 15 de Febrero de 
1873, compareció ante su señoría : 

Marshall reclamó y dijo que no había podido concurrir 
al juicio verbal por enfermedad de su abogado. 

Que él habia pedido el apercibimiento por !a rebeldía dul 
contrario y no porque él fuera remiso en concurrir ni 



Que no podia aceptar al Sr. Someiléra por haber sido 
precisa mente ta causa de que se rompiesen las proposiciones 
del arreglo extrajudicial, por su inexperiencia en los nego- 
cios y por estar íntimamente ligado con Meabe. 

Que por lo tanto lo recusaba, proponiendo en su lugar 
¡\ 1). Jusc S¡f Uuergo. 

Conferido traslado contestó Meahe que el juicio verbal 
tuvo lugar cu virtud de decreto aceptado y dictado á so- 
licitud de la contraparte. 

Que era falso que el Sr. Somellera hubiese dado motivo 
á la rotura del arreglo y que le estuviera íntimamente 
ligado. 

Que los jueces arbitros no pueden ser recusados sin causa. 

Que además el Sr. Huergo no era perito en el ramo, y 
admitir su nombramiento seria burlar Ea autoridad del 
Juzgado después de haberla excitado á nombrar árbilros 
de oficio. 



f 
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F*llo dfl Ju»i dp Se*? ion. 



Rueños 



Mano 12 <le 1812. 




Í° Que del art. 12 de la ley 
de procedí m ion loa se deduce, que solo se tendrá por de- 
c.'inlu el derecho, que la parle á quien se hubiese acu- 
sado en rebeldía, hubiese dejado de usar dentro de las 
veinticuatro horas, con que dicha rebeldía debe ser des- 
pachada. — 2 o Que correspondiendo en los juicios de la 
naturaleza del presente A cada* parle el derecho de nom- 
brar un arbitro, este derecho no debe considerarse cadu- 
mienlras no se hubiese intimado A la parte de Marsliali 
el nombra rnien lo dentro de veinticuatro ho- 
ras sin que dicho nombramiento se vci ¡fique dentro del 
espresado término, y que antes de la intimación hubiese 
trascurrido el plazo dentro del cual debió verificarlo. — 
3" Que et presente caso no so encuentra en tales condi- 
ciones por cuanto la parle de Marshall solo pudo hacer el 
nombramiento de arbitro en el juicio verbal, en que le 
fué nombrado de oficio, siendo así que no verificándolo en 
dicho acto, debió, con arreglo al art. 12 citado, acusár- 
sele rebeldía é intimarse que hiciera el nombramiento den- 
tro de las veinticuatro horas. — 4" Que aunque es verdad 
que Marshall pidió el señalamiento de nuevo día para el 
juicio verbal con apercibimiento de la parte que no com- 
pareciese, de nombrársele de oficio el Arbitro que le cor- 
responde, dicha solicitud no importa una verdadera renuncia 
de la disposición conlenida en el art. 12 de la ley de pro- 
cedimientos ; por cuanto su simple lectura convence de 
que Marshall ereia ajustarse en ella al procedimiento lejjal 
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admitiendo como cierto q no hnbin tonillo lug?r otro com- 
parendo, al (]uo hubiera [altado la contra- parte, y por 
consecuencia, careciendo de dicho fundamente la solicitud 
era ilegal y la resolución de conformidad recaída en ella 
no podia surtir electo: por estos fundamentos, declárase 
sin efecto el nomhramiepto de oficio, y háse por nombrado 
á D. José María Huergo, que aceptará el cargo en forma 
por ante ei actuario. — Repónganse los sellos. 

Zavakta. 

Apelada esta sentencia por Mea be, y concedido el recurso 

el 



C'vrte. 



Buenos Aires, Abrí! í3 de 187-2 

Vistos: Por sus fundamentos, se cmfirma con cosías 
t*l auto apelado de foja ciento tres, y satisfechas estas y 
repuestos tus sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Ca (, ;ul. — Fran- 
cisco Delgado. — José IIarros 
Pazos. — Marcelino L'carte. — 
J. 11. 
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CAUSA. Illllll. 



Lm Stñnru Carbá tj Carril, contra (os Señorea VujreÜ y ilentiti 

par cobro de pesos. 



Sumario. — l rt Las palabras empleadas por los contra- 
venías deben tomarle en el sentido que dé mas eficacia á 
la estipulación que contienen, 

2° La convención do mandar un buque para recibir la 
carga en un plazo determinado p debe entenderse, para que 
tenga eficacia, que el buque so mande habilitado para ello. 

3» El buque no puede decirse habilitado sin la presen 
cia de un reconocedor á hordo que reciba la carga. 

<i° La demora procedente do la falla de Teconoccdor á 
bordo es imputable al que tenia qut! mandar el buque. 



Caso. — Los Señores Carbó y Carril vendieron por me- 
dio del corredor IV Tomas Marcenaro, en 22 de Marzo 
de i ¡470, á los Sem.n:s PignHli y Gervelli 4,0)0 quintales 
mas ó menos de carne tasajo virgen, beneficiada en su 
saladero fin el Paraná, por el precio do 16 ra. fuertes 
por cada quintal a pngarso scmanalmenle en vista do los 
recibos, conviniendo en que la entrega da la carne se haría 
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en el saladero en todo el me» de Mayo de 1870 debiendo 
estar el buque cargador en el muelle del saladero del 15 al 
20 del mes de Abril y en que, si pasase esle término, el 
saladero abonaría 25 pesos fuertes diarios por estadías. 

En 21 de Setiembre de 1870 los Señores Carbó y Carril 
demandaron ú los Señores Pigrelti y CerveUi por la suma 
de 800 pesos intereses y costas, diciendo que estos ha- 
bían priado todo el precio correspondiente á la carne 
entregada menos la dicha suma. 

Conferido traslado contestaron los demandados que no 
habían pagado tos 800 pesos porque se les debia por los 
demandantes igual cantidad por 32 días de sobrestadías, 
habiendo ellos terminado en 2 de Julio Ja entrega que 
debió concluir en 31 de Mayo. 

Se confirió traslado de esta petición por importar una 
reconvención y los demandantes contestaron diciendo que 
los compradores mandaron el buque en el mes de Abril 
sin el reconocedor que pudiese recibir la carga; - que 
el reconocedor O'Connor fué nómbralo por ellos el 28 
de Mayo como resultaba de un cerificado de esle que 
acompañaron ; - que en los dos dias útiles que quedaban 
del mes de Mayo era imposible reconocer y cargar tantos 
quintales de carne; —que el cargamento estaba listo en el 
tiempo debido: — que por lo tanto las demoras casuadas 
eran imputables á los compradores. 

El juez de sección llamó á las parles á juicio verbal, 
y los demandados manifestaron que según la costumbre 
no se manda al reconocedor sinó después del aviso riu 
estar* lista la carne; — que en 6 de Abril pidieron este aviso 
á los vendedores, quienes no conterlaron sinó en 2i de 
Mayo; — que entonces, autorizaron al reconocedor indicado 
por ellos ; — que si la carne hubiese estado lista, habría 

i ó ñ dias ; - ruin ñor van- 
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siguiente tenían la convicción que no estaba pronla ni 
aun al 2S do Mayo a cuya techa se refería el reconoeedor. 

Los demandantes rJ*pmn que la entrega hubiere po- 
dido liacerse en 4 6 5 días, y que no hubiese oslado pronto 
el cargamento, y dijeron que lt;ibian mandado el aviso 
en los primeros dias de Mayo, que lo repitieron después, 
y que et reconoeedor no recibió su automación sino en 
28 de Mayo. 

Se abrió la causa á prueba sobre le. siguientes puntos : 
\« Si la mora en la entrega de la carne tasajo fué cau- 
sada por los vendedores ó por los compradores. 

2" Si dadas las condiciones del puerto del Paraná la 
carga pudo er K ctuarse en menos tiempo del invertido, y 
se considera bastante para la carga de 4,863 quin- 



3" Cuántos dias hábiles trascurrieron desde el 28 de 
Mayo basta el i» $s Julio último. 

Pruebas de los demandantes : 
Pigretli, absolviendo posiciones, declaró que el buque 
debia estar pronlo con lodo lo necesario para recibir la 
f; arga del 15 al 20 de Abril y concluir el 3L de Mayo, 
pero que el reconocedor no debia ir hasta que no lo pi- 
diese el saladero ; — que le mandó la órden en 24 de Mayo 
e.jandn recibió el aviso ; —que el plazo de cuarenta y un 
dias se estipuló en favor de las dos partes; — que el ca- 
pitán del i Eduvijes . que estuvo en el Paraná, cuando 
oslaba su buque, le dijo que no estaba pronla la carne; — 
que no se pactó que los vendedores diesen el aviso, por 
ser esta la costumbre. 

Presentaron testigos, preguntándoles si les constaba que 
los deman ilan les lenian carne pronla para el • Berthel, * 
buque de los 
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Tres contestaron afii motivamente; Magliono, por haberlo 
visto; López, por haber estado ocupada en el saladero; 
Basualdo, por vivir cerca del saladero. 

Pruebas de lot demandados. 

El testigo Brown declaró: 1° que es de uso que los 
saladeristas pidan el reconoeedor, si este nn estuviese desde 
antes, como sucede generalmente. — 2" que en caso de 
haber muelle y poder atracar el buque, la carga puede 
hacerse en A ó 5 días con buen tiempo. — 3° que siendo 
reconoeedor sabe lo declarado, y que él no iría á reco- 
nocer en un punto dado, teniendo que esperar un mes ó 
mas» porque la comisión fija que se percibe no cubriría 
los gastos de lioí -l. 

mente á los dos primeros puntos, y declaró además que 
el capitán del « Eduvijea » le dijo que cuando llegó al 
saladero el buque de los compradores, fa carne estaba en 
pila verde ; que en estos contratos no se hace mención 
del reconocedor, menos en los de saladeros de los ríos 
por la circunstancia de tenerse que pagar las estadías, 
entendiéndose, en caso de no hacerse (al mención, que los 

que se manilo el 





buque « Eduvijes » que cargó carne en el saladero do los 
demandantes en el mes de Mayo, abrió registro para cargar 
el 25 de Abril y lo cerró el 5 de Mayo. 

El juez, para mejor proveer, pidió informé al Capitán 
del Puerto y al Administrador de Rentas Nacionales di I 
Paraná, quienes manifestaron, el primero qne no se lle- 
vaba en la capitanía un diario de las variaciones atmos- 
féricas, pero que recordaba perfectamente que desde el 28 
de Mayo" al 2 de Julio hubieron muchos dias do mal 



. 
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tiempo, y el segundo, que la carga de * Eduvijes ■ fué de 
4,ti|0 quintales. 



t ullo M Ju» de «wrto*. 



R. anos Aires, Setiembre 5 de 1871. 

Vistos estos autos seguidos por los ciudadanos argenti- 
nos Sres. Cailm y Carril, vecinos del Paraná, contra 
los c i ud ailanos eslranjeros, vecinos de esta ciudad, Sres. 
Pigretli y Ccrveti por cobro de cantidad de pesos proce- 
dente de un contrato de compra-venta de carne tasajo, 
y resultando : 

i» Que en 22 de Marzo del año próximo pasado, los Sres. 
Orhó y Carril vendieron á los Sres. Pigre» i y Cerveti 1,0110 
quintales, mas ó menos, carne tasajo virgen, beneficiada en 

dad, bien bencflsM* >' en Duem ' sazon ? estado de embar- 
que, al precio de 16 rls, fts. cada quintal, puesto al costado 
del buque cargador en el muelle del Saladero, libre de 
lodo gasto y de derecho do es portación para el comprr- 
dor y debiendo hacerse la entrega en lodo el mes de 
Mayo, y el buque cargador del 15 al 20 de Abril, y en 
caso de no hacerse la entrega en el plazo mencionado, 
abonar el saladero 25 ps. fts. por coda dia de exceso: todo 
lo cubI consta del testimonio de contrato que corre á f. 1". 
cuya verdad está reconocida en los escritos de demanda y 
contestación. 

2" Que tos Sres. Carhó y Carril, acompañando dicho 
testimonio del contrato, se presentaron al Juzgado mani- 
festando haber enlregado en virtud do él 4.8C3 quintales 
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carne, importante 0,720 ps. fts., pero que solo habían 
recibido 8 f 926, por cuya razón demandaban á Pigrclli y Cer- 
vetti por el saldo de 800 ps. fts. que faltaban 
el precio de la carne, á cuyo pago pedían se 
á los deudores con los intereses, costos y costas. 

3° Que los demandados, reconociendo ser cierto haber 
recibido la cantidad de carne espresada en la demanda y 
ser exacto el precio que se cargaba, manifestaron que rio 
habían pagado la cantidad que se les cobraba, porque 
habiendo ellos por la parte que les correspondía cumplirlo 
las obligaciones de! contrato, el saladero, que debió en- 
tregar la carne en todo el mes de Mayo, no cumplió esta 
obligación, terminando recien la entrega el 2 de Julio, ó 
sea 32 dias después de vencido el plazo marcado para ta 
entrega, los que» debiondo, según el contrato, ser indem- 
nizados al buque por los vendedores á razón de 25 ps. (ta, 
cada uno, hacia la cantidad de 800 pesos que liabian 
coLregado de menos, pidiendo en consecuencia el rechazo 
de la demanda, con costas á los demandan Les, 

4° Que importando la contestación una verdadera re- 
convención, los demandantes Carbó y Carril, la contesta- 
ron, oponiéndose á ella con las siguientes razones : 

1' Porque Pigretli y Cervetli violaron el contrato mandan- 
do en el mes de Abril el buque únicamente y sin mandar 
á la vez una persona que reconociera, pesara y recibiera 
la carga en su nombre, por cuanto no podían entregarla 
al capitán que no tenia autorización al e Tocto, y porque 
el contrato implicaba la obligación de mandar con el buque 
un reconocedor que representara á los compradores, sin lo 
cual no podía efectuarse la entrega y por consiguiente 
darse cumplimiento ó ejecución al contrato. 

2" Porque la carne estaba lista dentro del plazo acor- 
dado en el contrato, y sinó fuó cargada en todo el mes 
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como se había convenido, fué debido exclusi- 
á que el 28 de dicho mes rocíen iiuiubraron el 
reconocedor los compradores, y á que en los dos días 
útiles que quedaban, descontando el domingo 29, era 
imposible reconocer, pesar y cardar 4,863 quintales, á lo 
que se agrega que el mal tiempo no permitió empezar la 
carga hasta el 1 1 de Junio, hechos todos espuestos en 
este párrafo que están constatados por la carta del reco- 
nocedor corriente á f. 13. 

'.I* Que por consecuencia, las demoras ó estadías, si se 
causaron, no eran imputables á los vendedores, que habían 
cumplido estrictamente el contrato por su parte, sino á 
hecho propio de los compradores que, no mandando el re- 
conocedor, hicieron demorar forzosamente la carga ; y que 
por lo tanto, ellos y no los demandantes debían sufrir 
las consecuencias de esta violación del contrato. 

5" Que llamadas las partes á un juicio vetbal é invitadas 
á una transacción, ó á comprometer en arbitros, ó en su de- 
fecto á que espusieran con franqueza todos los hechos 
ocurridos, para evitar si era posible la recepción á prueba; 
los demandados espusieron que no teniendo conocimiento 
ó aviso de estar la carne lista cuando el buque salió con 
destino al Paraná, ni siendo costumbre mandar el recono- 
cedor sin tenor dicho aviso, no pudieron mandar el recono- 
cedor con el buque, dirijiéndose con fecha 6 de abril a* los 
señores Carhó y Carril pidiéndoles les pasaran el aviso , pero 
que no obsto vieron contestación hasta el -í de Mayo en 
<¡ue por medio del Sr. Marcénate que representó á Carhó y 
Carril en el contrato les indicaron que podían autorizar á 
un reconocedor que se hallaba en el ['araná reconociendo 
carne por cuenta de otros, como lo hicieron inmediatamente; 
que de estos hechos deducen que la carne no solo no estaba 
lista en el mes do Abril pern ni en el de Mayo, 
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aviso, y ni aun cuando el reconocedor recibió la autoriza- 
ción indicada, fundándose en que, á haber estado lista para 
cargar, la operación habría podido efectuarse en cuatro ó 
en cinco días, siendo asi que habia transcurrido mas de un 
mes, desde la fecha en que el reconoced nr fué nombrado 
hasta que terminó la carga. 

6* Que tos demandantes Carril sostuvieron que había 
obligación, por parte de los compradores, de mandar el 
reconocedor con el buque; que en los primero dias de 
Mayo pasaron aviso de estar la carne preparada, aviso que 
fué posteriormente repetido sin q.<e obtuvieran contestación, 
hasta que se dirigieron por medio de su agente, el Sis 
Mercenaro, manifestándole, que habiendo en el Paraná un 
reconocedor que estaba recibiendo para otros señores, po- 
dían, si así les convenia, autorizar ai mismo ; siendo por 
consecuencia falso que la carne no estuviese preparada 
mucho antes de nombrarse el reconocedor; como era tam- 
bién falso que la operación de cargar pudiera practicarse 
en A ó 5 dias; repitiendo que la operación no pudo prin- 
cipiar hasta el 1 1 de Junio á causa del mal tiempo. 

7 1 Que la causa fué recibida á prueba sobre los si- 
guientes puntos: 

i" Qué causas retardaron la entrega, y si fueron debidas 
á los compradores ó á los vendedores? 

2° En cuántos dias ha podido cargarse en el puerto 
del Paraná la cantidad de carne entregada á PigrtUi y 
Cervetli? 

3<> Cuántos dias hábiles para la carga transcurrieron 
desde el 28 de Mayo hasta el 1" de Julio del año ppdo. 

8" Que las pruebas producidas corren de f. 2G á 05 y 
de f. 85 á 90, resultando de dicha prueba : 

\* Por las declaraciones del reconocedor de frutos C. 
Hugo Brown y del corredor y lanchero D. Francisco 
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Marti, las que corren de f. 37 á 43 ; que cuando no 
hay estipulación espresa en el contrato, es entendido y 
es de práctica general que el saladerista dé aviso al com- 
prador, cuando está preparada la carne para que mande 
el reconocedor. 

2o Que en cuatro dias ha podido cargarse toda la 

el saladero y pudiendo amarrarse el buque á dicho 
muelle; hecho también constatado por las declaraciones 
de los testigos antes citados. 

3o Que á mediados de Abril existia en los saladero* 
carne lista para cargar como lo prueban las declara- 
ciones corrientes de f. 51 á 54 de los testigos D. 
Francisco Maglione, D. Felipe López, íi. Antonio y D. 
José E. Basuatdo, espresando los tres primeros que era 
el cargamento para el • lierlhet» que cargó para *Pigreti 
y Cervelti», sin espresar coinu sabían que era para 
dicho buque. 

4 o Que el mismo saladero de los señores Carbó y 
Carril entregó desde el 25 de Abril hasta el 5 de Mayo 
del año ppdo. 4610 quintales carne salada á la pulacra 
española «Eduv ¡jes», todo loque consta á fe 01 y vta. 
y 89 vta. 

Y considerando : 

1 o Que estando consulado en autos que los comprado- 
res Pigreiti y Cervetti no entregaron á Carbó y Carril el 
precio íntegro de la carga que le entregaron, sinó dismi- 
nuido en 80)3 ps. fts. p que descontaron por estadías ó de- 
moras, toda la cuestión á resolver es si los vendedores 
deben abonar las demoras sufridas por el buque. 

2" Que con arreglo al contrato, los vendedores debian 
entregar la carne en todo el rnes de Mayo, debiendo, en 
caso contrario, abonar il buque 20 pesos fuertes por cada 
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dia de exceso; y por consecuencia, habiendo terminado 
la carga el 2 de Julio» ó sea 32 dias después Je vencido 
' el plazo para la entrega, los vendedores deben indemni- 

r.ar, según contrato, salvo que justificaran escepcion que 
los exonere de dicha responsabilidad. 

3 o Que la escepcion opuesta es la de haber provenido 
las demoras de la violación del contrato por parte de los 
compradores, na mandando con el buque ¡i la persona que 
debia reconocer, pesar y recibir la carne, y no está pro- 
bado en autos que hubiera tal violación por parte de los 
compradores, como lo demuestran las siguientes razones ¡ 

1° No existe en el contrato la estipulación de deber 
mandar un reconocedor, sino únicamente la de estar el 
buque del 15 al 20 de Abril; hecho el último que no 
ha sido puesto en duda por los demandantes Carbó y 
Carril. 

2° Porque, aunque se ha opuesto que el contrato 
implicaba la obligación de mandar el reconocedor para 
que recibiese, sin lo que no podría tener lugar la en- 
trega, esto debe hacerse en la oportunidad correspon- 
diente; esto es cuando se lia pasado aviso de estar la 
carne lista para cargarse, como consta de tas decla- 
raciones citadas de los corredores D. Hugo Itrown y de* 
D, Francisco Marti las que corren de í 3" á 13; y 
aunque tus demandantes alegan haber pasado dicho 
aviso en los primeros dias del mes de Mayo dul año 
ppdo. esto hecho ha fido negado, y no ha sido jus- 
tificado, y lo está por el contrario haberse dado aviso 
recien á fines del mismo mes y haberse nombrado el 
reconocer inmediatamente, lo que prueba que no hubo 
mora por parte de los compradores. 

3" Porque no se ha justificado siquiera que la carne 
estuviese lista para la fecha en que el buquo debia He- 
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gar; porque aunque es verdad que D. Wancisco Maglione, 
l>. Feüpe López y D. Antonio Ba*ualdo en sus declara- 
ciones de f. 52 á .*>! dicen que, á mediados de Abril había 
carne lista en el saladero para cargar en un buque «Bertbel» 
que fué el de Pigretti y Cervetti, no espresan la razón por 
la que sepan que la earne que habia en el saladero fuera 
para dicho buque, circunstancia tanto mas indispensable, 
cuanto que consta por lo» informe» del Administrador di: 
Rentas del Paraná, que corren de f. 61 á 87, que 
el mismo saladero de los señores Carbó y Carril entregó 
á la polacra española * Eduvijes ., del 25 de Abril al 
T> de Mayo del año ppdo. -iGlt) quintales carne salada, 
ó sea con poca diferencia, la misma cantidad que vendió 
á Pigretti y Cervelti, y por consecuencia debieron 
declarar que les constaba que en el saladero habia 
carne bástanle por los dos buques, para que su decla- 
ración surtiese efecto legal; pues nada importaría que 
hubiese tasajo preparado, si él no alcanzaba para los 
dos buques; ó en nada Ies florecería á los vende- 
dores tener preparada la que habian vendido á Pigretti y 
Cervelti, si después disponían de ella para otros ol'jetos, 
y por consecuencia el hecho no está justificado con 
arreglo ¡t la l«-y til. Ifí, part. 3*. 

vi" Porque la escepcion opuesta importaría haber los 
compradores conslitüídose en mora para el recibo, y el 
derecho que, en tal caso, tendrían los vendedores es el 
de pedir la rescisión del contrato, 6 el de reclamar el 
precio con el interés corriente por la demora, poniendo 
el tasajo á la disposición de la autoridad judicial para 
que ordenase su depósito y venta pública por cuenta y 
riesgo del comprador como pspresamenle lo dispone el 
art. 535 del Código, y no habiendo hecho uso de este 
derecho, el contrato debe ejecutarse como sino hubiere 



mora por parle del comprador, ó debe presumirse que, 
por tanto no hicieron uso de este derecho l<»s Sres. Carbó 
y Carril, por cuanto la fulla de la carne á entregar no les 
permitía ponerla á disposición de la autoridad judicial, ó 
que la carne no estaba lisia para entregar, sino en pila 
verde, lo que corroboraría el hecho afirmado por el ca- 
pitán del «Eduvijes» a quien se ruííere el corredor Mar- 
ti, de todo lo cual se deduciría que si mora hubo, 
ella fué por parte de los vendedores, y no por la de 
lus compradores. 

5<> Porque Carbó y Carril no han justificado que la 
carne estuviese lista ni aun cuando pidieron el recono- 
cedor por intermedio de Marcenaro, pues ninguna prueba 
han rendido á este objeto, y 110 es bastante á él Id 
que han producido como se ha anteriormente demos- 
trado; y el tiempo transcurrido, ó sea mas de un mus 
entre la fecha de dicho nombramiento y la en que 
terminó la carga, cuando según los testigos Brown y 
Marti habrían bastado cuatro dias, y cuando en la 
carga del tEduvijes» casi igual se invirtieron diez dias 
corridos, hace presumir que ía carne no estaba aun 
lista cuando se nombró el reconocedor \ no siendo de 
presumir que en 3t dias corridos no hubiesen sino 
cuatro ó cinco hábiles para la carga. 

4o Que por conseruencia, no está probado que la de- 
mora hubiera sido nausada por los compradores, y calán- 
dolo por confesión de ambas partes, que la carga concluyó 
de entregarse 32 dias después del plazo señalado en el 
contrato, y estipulado en el mismo que los dias de demora 
deberían ser indemnizados por tos vendedores á razón de 
23 pesos fuertes cada uno, Carbó y Carril deben, en cum- 
plimiento del mismo contrato, abonar los dias de exceso 
al precio convenido, con arreglo al arl. 209 del Código 
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de Comercio, Luda vez i|Uü »ü han justificado escepcion 
que los exima del cumplimiento del contrata cu esta 



Pop estos I'umhimentos, fa 1 1 o , absolviendo á los Sre?. 
Pigretti y Cervetli de la deinaiida iiitcrpucsla por los Sres. 
Carhó y" Carril, declarando que aquellos han debido re- 
tener lus 800 pesos Tuerles, objeto de esta demanda, en 
compensación ó pago de la demora sufrida por el buque, 
y que las costas son ú cargo de los demandantes.— 
¡tepúnganse les sellos, y noliííquese con el original. 

Manuel Zuialeta. 

Apelada osla sentencia, los demandantes espresando 
agravios, dijeron que en el contrato se fijó un plazo 
perentorio para el cumplí míenlo de los obligaciones 
recíprocas en favor de ambas partes ; 

Que la mora no dependió de ellos sino do los de- 
mandados que no mandaron quien recibiera la carne 
sinó tres días anles de vencerse el lérnuno; 

(Jtie la obligación de estar el buque en el puerto 
importaba la de estar pronto para cargar y con las 
personas encargadas de recibir; 

Que no es de estrañar el plazo tan largo que se ha- 
bla lijado, pues la carne tasajo no puede cargarse sino 
en días muy secos y claros y por eso se dá siempre 
un plazo de 30 á -U> dias, aunque "jOOO quintales pue- 
dan ú veces cargarse en cinco dias» por eso como no era 
tic sorprenderse que la carga empezada en Abril se hubiera 
terminado á fine« de Mayo, según el contrato, así no 
debia sorprender que se hubiese concluido en el hecho 
el 2 de Julio. 

Que los demandados no habian probado, como debían, 
su reconvención, y que ellos habian por el contrario de- 

T. II "~ 
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mostrado que los corn prado res habían violado la con- 
vención. 

Conferido traslado, con testaron estos quo su buque 
i Berlhel » , que debía reeibir la carga estuvo en el sala- 
dero en la época convenida ; que se comprende por Jas 
contingencias de ta navegación á vela que se quiso que 
el buque estuviese allí antes de tu época de empezar la 
carga, pero no se comprende con quo objeto debia el re- 
conocedor estar á bordo 15 ó -0 días antes del mes de 
Mayo, señalado para empezar y concluir la carga, cuando 
podia estar pronto uno ó dus días después de darse el aviso. 

Que por el contrato no estaban obligados á mandar 
juntos el reconocedor con el buque ; que entonces debe 
estarse al uso, y este es que ios saladeristas den aviso 
cuando está pronto el cargamento. 

Que los vendedores no han probado que la carne estaba 
lista para el ■ BerlheW ; que los testigos presentados por 
ellos dijeron que la carne estaba pronta á mediados de 
Abril, puro no daban razón como subían que era pura el 
• Bertliel > y no para el i Eduvijes ■ que cargó t.OUO 
quintales del 25 de Abril al 5 de Mayn. 

Que en lodo caso los vended urea no habían pedido en 
tiempo el reconocedur y por lu lauto eran ellos los cau- 
santes de las demoras. 



Vistus y considerando : — Primero, Que las palabras em- 
pleadas por los contrayentes al celebrar el contrato, deben 
tomarse en el sentido que dé mas eficacia á la estipulación 
que contiene. — Segundo. Que en el boleto acompañado á 
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foja tres, sa dice que la entrega de la carne vendida 
seria hecha en el saladero en todo el m« de M"uo, debien 
do oslar allí el buque que debía recibirla del quince al 
veinte de Abril. — Tercer». Que esta designación de la época 
en que debía ir el buque al saladero, carecería de eficacia 
si no se entendiera por ella que, en la ¿poca designada, 
debin encontrarse allí htihiUtafa para empezar la carga, a* 
fin di¡ que los vendedores pudieran aprovechar para la en- 
trega lodo el plazo dentro del cual debían completarla, por- 
que, de no ser así, habría sido indiferente que el buque 
estuviese ó no estuviese en el saladero en esa época, desde 
que su presencia allí no pudiera ser ultilizada en el con- 
cepto de las obligaciones con traillas. — Cuam. Que la pre- 
sencia del reconoecdor era indispensable á efecto de que 
el buque pudiera recibir la carga, que el capitán no es- 
taba autorizado á recibir sin que fuese reconocida J pe- 
sada, de modo que, faltando el reconoecdor, el buque 
no estaba habilitado. — Quinto Que la cláusula que de- 
signa la época en que debia ir el boque al saladero, 
comprende, por tanto, necesariamente la condición de que 
debía ir el reconocedor en la misma época. — Sexto. Que 
en la carta presentada á foja trece, Bten Guillermo O'Conner, 
que reconoció y recibió la carina por menta de Pigretli 
y Cervelli, asegura que recibió la orden el 28 de Mayo 
hallándose comprobada la verdad de esa afirmación, por 
la circunstancia de haber confesado Don Pedro Pigretli 
á foja treinta y cuatro que « recien el ái de Mayo espi- 
dieron la orden. » — Séptimo. Que por consecuencia, la 
demora en la entrega ha provenido de omisión por parle 
de los compradores, que impidió á los vendedores apro- 
vechar integramente el plazo que estaba señalado para 
efectuarla. — Octavo. Que esa deducción es tanto mas ne- 
cesaria cnanto quo eslá probado, puf las declaraciones 
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de Don Francisco Maglioni, Don Felipe López y Don An- 
tonio Bdsualdo, corrientes de fojas cincuenta y dos á cin- 
cuenta y tres vuelta, que desde mediados de Abril Cari) ó 
y Carril tenían en su saladero carne pronta para cargar 
á bordo del íHerthel», lo (pie consta al primero por 
haberla vista, al secundo porque en esa época estuvo ocupado 
en et saladero, y al tercero porque vive en tu casa al indo 
del saladero, no siendo, por consiguiente, exacto f|ue esos 
testigos no espresen el motivo que tienen para saber lo 
que declaran , y estando pronta la carne, no puede su- 
ponerse que los vendedores retardasen la entrega, que 
tenían interés en efectuar, no solo para librarse del cargo 
de estadías, sino también para recibir el precio, que de- 
bia pagarse semanatmente en vista de los recibos, según 
se espresa en el boleto presentado á foja tres — AWíno. 
Que, habiéndose producido la demora y el gravámen de 
las estadías por omisión de los compradores, sería ma- 
nifiestamente injusto que, obligando á los vendedores á 
pagar las estadías causadas, pudiesen PigreLti y Cervelti 
descargar sobre Carbó y Carril tos efectos perjudiciales 
de sus propios hechos — por estos fundamentos se revoca 
la sentencia apelada de foja noventa y dos á noventa y nueve 
vuelta; y se condena a los demandados Pigretti yCervetli al 
pago dentro de diez dias, de los ocb ocien tos pesos fuertes que 
indebidamente han retenido, con los intereses desde el día 
de la demanda, según la tasa que ha cobrado en los des- 
cuentos el Banco de la Provincia: satisfechas las costas 
y repuestos los sellos, devuélvase el espediente, 

José Barros Pazos. — Marcelino 

ÜGAT1TE.— J. B.CiOKOSTIACA. 
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CAISA 



Criminal, contra U. Crisóltujo Andratie, ¡>or rebelión . 



Sumario. — U Un Jue¡£ Nacional debe sobreseer en una 
causa criminal por rubulien, desde el momento qua ten- 
ga constancia de que el acusado ha sido amnistiadu ¡mr 
ese delito. 

2" La amnistía borra los delitos políticos cometidos 
por los amnistiados, y tiene el electo de impedir lodo 
juicio y persecución por hechos nuteriores. 

3" Ni un Comisionado Nacional ni el Poder Ejecutivo 
tienen facultad constitucional para conceder amnistía. 

4" El concederla es a'ñbucion eselusiva del Congreso. 

5" Puede sin embargo, el Poder Ejecutivo cuando es un 
medio eficajt do conseguir la pacificación de una provi n- 
cia ofrecer amnistía con calidad de obtener la aprobación 




Caso. — A consecuencia de una disputa y provocación á 
duelo hecha por Crisólogo Andrade á I). Elias Oríhuela, 
juez de Paz en la Costa Alta de los Llanos, provincia de 
la ttioia, esto funcionario dírijió al Ministro General do 
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Gobierno con fecha 21 de Octubre de 1870, una nota 
en que pide el castigo de ese atentado. 

El Ministro de Gobierno ordenó al mismo Juez de Paz 
que redujera á prisión á Andrado, y que levantara una 
sumaria información tanto por el hecho aludirlo, como 
por las demás ocurrencias y crímenes anteriores de que 
era reo, y lo remitiese con ella, convenientemente cus- 
todiado á disposición del Gobierno. 

El Juc* de Paz hizo comparecer á dos testigos que 
declararon sobre las amenaza y la provocación á duelo, 
agregando que Andrade había tomado parle en la monto- 
nera de Várela, 

Reducido Andrado á prisión el di;i 23 de Noviembre de 
1870 fué puesto A disposición del Juez Federal por el 
Gobierno de la Provincia, con una nota en que se 
dice que Andrade habia sido cómplice en el delito 
de rebelión en clase de oficial superior desde los prime- 
ros actos del montonero Várela en Jachal, habiendo sido 
antes ofieiM del caudillo Poñalosa, durante la época de 
su sublevación contra las Autoridades de lar Nación. — Que 
desde 1807 había acompañado á Várela en sus campa 
ñas y coral) i tos Hasta que fué vencida la rebelión, — que 
después permaneció sublevada y ocurrió con Elizundo y 
Guayama al sitio de aquelia ciudad en Agosto de 1808, 
que dio pur resultado el triunfo de la montonera, después 
de varios combates en que hubo pérdidas sensibles. — Que 
el Gobierno habia resuelto anteriormente abstenerse de 
ejercitar la facultad de incitar por el enjuiciamiento y 
castigo de los culpables que, como Andrade, se encontra- 
ban en actitud pacifica, mediante la intervención del co- 
misionado Nacional General D. Oetaviano Navarro, siem- 
pre que continuasen en la misma actitud. Que era bajo 
la influencia de esa política suave y reparadora que An- 
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drade habla podido permanecer tranquilo en el Departa- 
mento de Cosía Alta, hasta producir el atentado eontra 
ja Autoridad Civil de dicho Departamento que se espresa 
en los antecedentes adjuntos. 

Hue no pudiendo ni debiendo el Gobierno tolerar que 
así se abuse de La benignidad de su política, se había 
visto en la necesidad de ordenar su prisión y sumario, 
no solamente sobre el hecho inmediato sino también sobre 
Jos demás que marcan su conducta anterior* y que re- 
sultando de la sumaria que eran de mayor gravedad los 
anteriores en concepto del Gobierno, había creído que 
era al Juez r'ederal á quien compelía el conocimiento y 
decisión de la causa por cuya razón le pasaba los antece- 
dentes del caso. 

Ante el juzgado de sección se levantó el sumario, se 
hizo la acusación y la defensa, y se produjeron las prue- 
bas que se detallan en el siguiente 



Fallo drl Jun de Smion. 



Itiuja, Noviembre Í8 de 1871. 

Y vista la presente causa criminal seguida por el Fiscal 
ad hoc Dr. D. Lizandro Castellanos, contra Crisólogo An- 
drade por delito de rebelión, y de la que resultan los 
hechos siguientes: 

A principios del año de 1804, estando rebelado el 
General D. Angel Vicente Peñalosa contra el Gobierno 
Nacional, el procesado Crisólogo Ancírade se incorporó 
ú ella, marchando en clase de Ayudante de dicho General 
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hasta el lugar de Tamuyo, Provincia de Tucuman, desde 
donde regresaron á esta Provincia, después de haber ba- 
tido en el mencionado lugar á tas fuerzas comandadas 
por el Sr. Ü. José María Campos.— Oficio del Poder Eje- 
cutivo de la Provincia de f. 8, é indagatoria del proce- 
sado de f. 15, ratificada en su confesión de f. 02 vuelta. 

Habiendo invadido Felipe Várela con fuerza armada la 
^ubtecion "(Té Jachal, Provincia de San Juan, en Enero 
á Marzo del año 1867; el procesado Andrade se afilió á 
las turbas acaudilladas por aquel, haciendo toda la cam- 
paña con el ; y sirviendo algunas veces de segundo ge le 
de un regimiento con el titulo de Mayor, y en otras 
desempeñando comisiones en varios Departamentos de la 
Provincia con el grado de Teniente ( Coronel.— Oficio del 
P. E. citado, indagatoria del procesado de f. 15 y de- 
claraciones corrientes á f. 23, 29, 35» 38, 4C, 47, 52 
y ¿3 de los autos. 

En toda esa campaña, resulta del oficio de f, 8, y de 
las declaraciones desde f. 35 citadas, que el procesado 
Andrade tomó parle en los combates que los jefes princi- 
pales de la rebelión libraron en Cerro-Negro contra las 
fuerzas del Departamento de Binchina, al mando del co- 
mandante Martínez : en el de la Ciénaga Redonda, contra 
las fuerzas del coronel Charras; en la de Miranda, contra 
los coroneles Barros y Linares; y en Bargas contra las 
del general D. Antonino Tahoada. 

Afiliado en Afiles el procesado Andrade á la rebelión que, 
el mes de Julio del año 1808 acaudillaba Sebastian Elizondo 
sirvió de comisionado especial para ante el interventor y 
comisionado Nacional General Ü. Octaviano Navarro ; mar- 
chando con pliegos ú oticios para Catamirca ; de donde 
regresó conduciendo pliegos de dicho General en el mis- 
mo dia en que era rendida la plaza de esta ciudad, 



después de un estrecho sitio y reñidos combates entre 
ambas fuerzas por espacio de algunos dias. — Oficio del 
P. E. citado, indagatoria de f. 5 y declaraciones de foja 
38 y 60 de los autos. 

Ocupada la plaza por las turbas rebeldes, fué evacuada 
á la aproximación de las fuerzas dul General Navarro ; re- 
tirándose basta e! lugar denominado « Quemado » en donde 
permanecieron hasta que fueron llamados sus ge fes, entre 
ellos el procesado Amlradc, ó indultados por el mencionado 
General. — Oficio y declaraciones citados, é informe del 
General Navarro do f. 92. 

V considerando: — l u Que consta de autos de una 
manera legal y jurídica, que el procesado Crisologo An- 
drade, se afilió á las turbas armadas, que acaudillados 
por Felipe Várela en el año 67 y Sebastian Elizondo en 
el año 08, se alzaron públicamente contra el Gobierno 
Nacional r desconociendo su autoridad , combatiendo sus 
fuerzas, impidiendo el libre ejercicio de loa poderes pú- 
blicos, tanto de la Nación como de la Provincia, que 
consiguieron dominar, con el fin de despojarla de su auto- 
ridad constitucional y cambiar la situación política del 
paÍ3 f — hecho que constituye el delito de rebelión, pre- 
visto en el art. U, inciso 2" de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1803. — 2" Que aun cuando resulta planamente 
justificado por el oficio del Poder Ejecutivo de la Pro- 
vincia de £; S y la indaga tur i a del procesado de f. Í5¿ que 
este tomó parte en clase do Ayudante en la rebelión 
encabezada por el General D. Angel Vicente Penal oza en 
el año 1802 y en el combate de Tamaya, que con ocasión 
de ella libró dicho General contra las fuerzas al mando 
de D. José María Campos ; correspondiendo en esa época 
el juzgamiento de ese delito á lus Juzgados de la Provin- 
cia en donde aquellos hechos tenían lugar, por no estar 
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aun instalados los de la Nac>on ; no haberse determina- 
do por leyes del Congreso la Jurisdicción que á cstus com- 
petía en los delitos contra la seguridad interior do la 
Nación : la criminalidad del procesado en aquel hecho, 
no es justiciable por esio juzgado, por cuanto ningún 
ciudadano puede ser sacado de los jueces designad es 
por la ley ánlcs del hecho de la causa ; ni penado sin 
juicio previo lumlado en ley anterior nt hecho del proceso. — 
Art. 18 de la Constitución Nacional. — 3° Que está ple- 
na y legitímente consta tildo por el mérito de autos, la 
participación Voluntaria que el procesado Andrado tomó 
en la rebelión acaudillada por Felipe Várela en el año 
18G7, y el do haber asistido en clase de Sargento MéjOf 
al combate que libraron cu Rugas ci iü de Abril del mis- 
mo año contra las .fuerzas del General \i. Anloniuo T.iboado, 
— 4° Que no consta plenamente del oficio del P. E. de la 
Provincia de f 8 y de las declaraciones de f. 35, 38,45, 
47, 5-2 y "»;"} la participación que tuvo el procesado en los 
los cómbale» de Mi rinda, Giánaga Redonda, y Cerro Negro; 
pues aunque del citado oficio resulla qm esle asistió á 
á todos Los que se libraron durante la campaña de Várela, 
siendo esle testimonio una prueba digna de toda fe, 
que nn se halla sujeta á las formalidades de pruebas de 
testigos * sin embargo no aparece constatada la existencia 
del cuerpo del delito, por cuanto los hechos que los cons- 
li lujen, y que son en esle caso los cómbales librados 
por los rebeldes, rio se hallan en aquel determinados ni 
resultan do dichas declaraciones, sino fuertes presuncio- 
nes de participación que en ellos tuvo el procesado, — 5° 
Que resulla plenamente justificado por el oficio del Poder 
Ejecutivo citado, las declaraciones de f. 15, 38 y 60 y 
el informe del General Navarro de f. 92 la participación 
que el procesado Andrade lomó en la rebelión que tuvo 
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lugar en osi.i Provincia en el año 18G8, y el haber ser- 
vido al geie de «lia en clase de Oíic.ial Superior, <ie co- 
misionado especial para ante el Interventor Nacional Ge- 
caudillo si lió y tomó la pinza de esla ciudad, que es tuba 
guarnecida por fuerzas uaciunales y de la Provincia — fi" Que 
el carácter del motfinitenlo puramente local que atribuye 
el procesado á la rebelión ijiie luvo tugar en esla Pro- 
vincia el ano lKf»8; no solo un la lia ni pretendido probar 
en la secuela del juicio; sino c|ne también resulta del mérito 
de autos y ile la confesión implícita del misino, que esla 
tuvo, entra ni rus propósitos, el do derrocar al Gefe Su- 
premo del Kslado; pues que habiéndose sublevado publi- 
camenle, si liaron y combatieron las fuerzas nacionales 
que guarnecían esta ciudad: entablaron negociaciones por 
medio del procesado Andraile con el Interventor y Comi- 
sionado Nacional General Navarro : desconocieron su au- 
toridad tan luego como entró en la Provincia con Tuerza 
armada, permaneciendo sublevados basta que fueron indul- 
tados por dicho General — 7« Que el nrl. 80, inciso G» 
tle la Constitución Nacional, abordando solo al Presidente 
de la República ¡a facultad de indultar delitos sujetos á 
la jurisdicción federal, previo inlurme del Tribunal corres- 
pondiente, el «so de osla atribución ejercida en el pro- 
cesado por el Interventor y Comisionado Nacional General 
Navarro, á nombre del Presidente de la República y con 
aprobación posterior del mismo, no puede ni debe con- 
siderarse como ejercitada en el tiempo y forma que la 
Constitución determina. — 1" Porque el derecho de gracia 
acordado exclusivamente por el articulo citado al P. E. 
Nacional, no podiendo considerarse comprendido en las 
funciones quo aquel desempeñaba, necesariamente necesi- 
taba una autorización previa ó delegación de aquella fucul- 
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títcl para ejercerla. — Y 2" Porque en el supuesto que 
hubiera sido autorizado ú do que la aprobación de sus 
actos como Comisionado por el Presidente de la República 
importara un indulto concedido á todos aquellos que to- 
maron parte en la rebelión del año 68, por haber sida 
estos antes indultados por dicho General, el Presidente 
de la Uepúbtica habría invertido el orden en el ejercicio 
de las funciones de los Poderes Públicos , indultando sin 
previo informe del Tribunal correspondiente, á lodos aque- 
llos que ni habían sido declarados culpables por el Poder 
á que le está reservado el ejercicio do esta atribución, 
ni mucho menos se habia calificado el delito do que eran 
reos por resolución del mismo, aplicándoles una pena de 
la cual únicamente podia ejercerse el derecho de gracia. — 
Fallos de la Suprema Corte, Causa CXII t Tomo 6a, página 
227.-8" Que la escepcion de temor que alega el pro- 
cesado, para escusarse de la participación voluntaria que 
tomó en la rebelión del año ÍV7, no habiéndolo probado 
debe desestimarse como malicioso; pues consta de su propia 
declaración, que so afdió á olla en Jacha! pare sacar un 
número de haciendas que le fueron tomadas por Várela 
para el consumo de sus fuerzas: siendo también falsa 
esta última afirmación por las duclaraciones corrientes á 
f. 23 y 27 de los autos. —9' Que los antecedentes de 
honradez y laboriosidad del procesado y la buena conducta 
que lia acreditado haber observado para con las fuerzas 
nacionales existentes en esta Provincia, después del último 
sometimiento de la rebelión, son circunstancias que deben 
tenerse presentes en la resolución do esta causa. — 10 Que 
los hechos de haber sido vencida por las armas, la re- 
belión acaudillada por Felipe Várela: el de haber coope- 
rado el procesado Ándrade á sostenerla de pié, formando 
parte en ella, en clase de Sargento Mayor, el de haber 
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a t combate de Bargas que libraron las Tuerzas 
nacionales al mando del General Ü. Antomno Tabeada, con- 
tribuyendo con su presencia y su cooperación moral, al 
derramamiento de sangre: y Analmente de haberse afiliado 
á la rebelión encabezada por Sebastian Elizondo, hirvien- 
do á sus propósitos en una misión que le Tué encarga- 
da por el geTe de ella para el Comisionado Nacional Ge- 
neral Navarro, son circunstancias agravantes de este delito. 
— 11. Que el arl. 1C de la ley de 14 de Setiembre de 
1803, castiga á los que lian ejercido mando subalterno 
en una rebelión, con la pena de cualro á sois años de 
destierro, ó á una multa de mil á tn* mil pWOI fuertes 
úá una y otra juntamente : correspondiendo en tal caso 
imponérselo al procesado Crisúlogo Andrade la de cualro 
años de deslieiro y una multa de mil pesos Tuertes á 
iavor del Tesoro Naciunal ¡ en atención á las circunstan- 
cias espresadas eu tos considerandos 0' y 10 y a lo es- 
puesto y solicitado por ol Fiscal ad hoc en su escrito de 
acusación de T. 68 ú 71.— Por estas y otras conside- 
raciones que se lian tenido piwentes con lo alegado y 
probado por ambas partes, mérito míe arrojan los autos: 
Tallo definitivamente juzgando y declaro que el procesado 
Crísóbgo Andrade es reo del delito de rebelión en el rol 
de 2° grado determinado pur el art. 10 citado. En su 
consecuencia, de acuerdo con lu prescriplo por el men- 
cionado artículo, lo condeno á luirle la p e,,a Je cuatro 
años de destierro y una mulla de mil fuertes é Tayur 
del Tesoro Nacional, que depositará en la Administración 
de Correos de esta ciudad; cun mas las costas del 
proceso. Y mediante resollar graves presunciones de Tai- 
sedad en las declaraciones que lian prestado ante el juez 
del dislrilo Maíuuzan, l)c par bínenlo Cosía Alia de los 

' Mi nano Rivero, Javier 
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Gómez y José Ooampo : en conformidad & lo proscripto 
en los artículos i;ü y ¡Í58 de la ley ile procedimientos 
de Justicia Nacional; líbrense las órdenes necesarias para 
la prisión y remisión á disposición de este juzgado de los 
presuntos reos ; sacándose copia por el aduano de dichas 
declaraciones con inserción de osla resolución en la parle 
que ü ellos se refiere, pora la formación de la corres podien- 
te causo. — Notifííjuesc original y llágase saber. 

ñÍartlM¡uto Molina. 
Apelada esta sentencia por el defensor, el Sr Procuro- 



dor General ante la Supremo 




seguirse esta acausacton y eren que el juez de sección 
ha debido sobreseer en Ib causa desde que tuvo lo cons- 
tancia de que el acusado habla sido amnistiado por su 
parlici pación en la rebelión. 

A f. Orí vuelta existe un informe dado en 2 de Jimio 
de 1871 en que el General 1). Octavia Rü Navarro, Co- 
misionado Nacional para la pacificación de la líioja, de- 
clara, qué en el año de 1808 < concedió indulto á Andrade 
t y demás geles y oficiales que lomaron paite en las 
t convulsiones de la Provincia de la Itinja en esa época, 
• mediando para ello un sometimiento absoluto y que 
esta medida fué aprobada por el Gobierno Nacional. 

La pacificación de la Ilmja se lojjró por razón de esto 
convenio por el cual los gtd'es y oficiales rebeldes de- 
pusieron las armas y se sometieron á las autoridades 
legítimas á trueque de que el Gobierno les diera una 
amnistía completa por su movimiento político. 

En virtud de ella Andratle lia \ividu tranquilo en la 
Rioja por espacio de tres años, y aun desempeñado 
empleos de importancia, siendo nombrado por el Gene- 
ral Navarro Ce manda míe de la Gusto Alta, y con firma- 
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do en eso empleo por el Gobierno de la Provincia, hasta 
fine el juez de sección ha iniciado esta causa, haciendo 
revivir el delito de rebelión, borrado ya y olvidado por 
la amnistía. 

Pero ül juez no tenia facultad para deshacer esto neto 
político, ni quebrantar la fé empeñada por el Presidente 
de l:i República para con los amnistiados, ni considerar 
como delito lo qu* la amnistía ha declarado que no lo 
era; ¡mes el efecto «le loda amniátía es borrar lo pasado 
y eonriderar que no se lia eutnelido delito alguno. 

Kl juez en su sentencia tltiila que el Comisionado Na- 
cional tuviera facultad de conceder el indulto, y en cuanto 
al Presidente do la República, dice que ha debido esperar 
a que el ncusadu fuese juzgado, y dar después el indulto 
con informe del Tiihunal, como previene la Cansí i lucion. 
Pero ol juez ha confundido torpemente el indulto ó con- 
mutación do pena que puede decretar el Presidente en casos 
particulares sobre reos ya juzgados y encontrados culpa- 
bles, cin las amnistías generales, que la política y las 
conveniencias aconsejan dar en muchos casos, y que tienen 
el efecto de impedir todo juicio y persecución por hechos 
anteriores, que nunca pueden recaer sobro individuos con- 
denados, sinó que impiden que lo sean. 

Es verdad que ni el Comisionado Nacional ni el Poder 
Ejecutivo tenían facultad Constitucional para conceder esta 
atunislin, que según el inciso I", arl. ti" es atribución 
exclusiva del Congreso, pero estando obligado el Presidente 
y su Comisionado á pacificarla (finja, y siendo la amnis- 
tía el medio mas eficaz y racional do conseguir este objeto 
en las circunstancias en que so bailaba aquella Piovin- 
cia en ltiti8, hicieron bien en ofrecer la amnistía con 
calidad de obtener la aprobación superior, cuino se hiz". 

Era entonces ol Congreso, y no un juez ol que potlia 
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haber anulado la amnistía, si la creia perjudicial ó inde- 
bida. Pero el Congreso, á quien se dió cuenta con lodos 
los documentos de estos sucesos, la aprobó dejándola 
subsistente. Estaban pues llenadas las formas constitucio- 
nales í y ningún juez ni tribunal puede hoy quebrantar 
esa amnistía que trajo la paz y concordia á la República. 

En esta virtud pido a V. E. se sirva revocar en todo 
la sentencia apelada, mandando poner inmediatamente en 
libertad al procesado, y declarando nulo todo el proceso. 



Buenos Aires, Abril tG de 1872. 

Vistos, por los Fundamentos do la precedente vista dul 
Señor Procurador Gpneral, se rrvoca la sentencia apelada 
de fnja ciento dos vuelta, y devuélvanse los autos para que 
se ponga inmediatamente el procesado en libertad. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Narros 
Pazos. — Marcelino Ugarte, — 
J. li. Gohostiaca. 



... i mi llÜfl 
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CALS1 XL. 



D. Luis Pombo, contra 0. Ricardo Schatt, por cobro 

de petos. 



Sumario.— i" La no comparecencia de un testigo ofrecido 
dentro del término probatorio, no autoriza A pedir se le 
obligue á declarar y se reciba su declaración, si esta pe- 
tición no se lia presentado dentro del mismo lérmino. 

2» Las diligencias probatorias pedidas en tiempo, que el 
Juez puede practicar después de vencido, son aquellas cuya 
ivcepcion no depende ya de la solicitud de las parles, 
sino de la naturaleza de las mismas ó de las ocupaciones 
del Juzgado. 

gjlifc _u. Luis i'omhu, en los autos que seguía con- 
tra l>. Uicardu SchaU, por cobro do pesos, abierta la 
causa á prueba, cuyo acto fué notificado en tí de Febrero 
de 1872, y prorogado el término probatorio por los treinta 
dia» útiles de la ley, pidió en 8 de Marzo la compare- 
cencia de dos testigos. 

En 1 i de Marzo el Juez ordenó compareciesen los tes- 
tigos el [sucesivo juéves 1 i. 

En 16 del mismo mes,. Pombo .espuso que le habia 



... 
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sido imposible conseguir que los testigos se presentaran ; 
que uno liabia accedido á presentarse el lunes 18, y el 
otro se rehusaba. Pidió se ordenara á este compareciera 
á declarar. 

Ei juez proveyó : — i No estando on tiempo no lia lugar: » 

Pombo pidió revoca lori a apelando in suhmlium. 

Dijo que el 8 presentó á los testigos ; que el Juzgado 
proveyó el lt, designando para las declaraciones el H, 
dia eo que vencía el término. 

Que á pesar de sus diligencias no pudo conseguir to 
comparecencia de los testigos, estando uno ausente y el 
otro enfermo; que había mala voluntad en ellos, que por 
eso pedia la intimación. 

Que las causas porque no se pudieron tomar esas decla- 
raciones dentro del término, fueron la mencionada mala 
voluntad de los testigos y el haber despachado larde el 
escrito del dia 8. 

Que en el caso de Ceballos y Solanet la Suprema Corte 
estableció que el término probatorio se señala á las parles, 
para que dentro de él pidan las diligencias de prueba, y 
que estas pueden mandarse evacuar fuera de él. 

rallo del Juez iecrtraal. 



Buenos Aires, Mano 21 de 1872. 

Por los fundamentos del auto recorrido y considerando 
además: 1° Que en la resolución de la Suprema Corte, 
á que se refiere la parte solicitante, se comprende única • 
mente la facultad en el juez de practicar fuera del tér- 
mino medid*» probatoria* que han sido podidas en tiempo 
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oportuno, cuando no dependía ya su recepción de la so- 
licitud de la parte, sínú de la naturaleza de la medida 
ó de las ocupaciones del Jo/gado ; — 2 o Que en el caso 
presente, la falta de cuín parecencia de los testigos reque- 
ría una nueva solicitud do parte del que los había presen- 
tado, para proceder de conformidad al art. 21 de la ley 
de procedimientos, lo que habiéndose omitido por el inte- 
resado, no puede decirse que la diligencia dependía del 
Juzgado, si oó de la parte 

Por estos fundamentos, no ha lugar á ta revocatoria que 
se solícita y concédese en relación el recurso de apelación 
entablado in subsidia, debiendo elevarse los autos en la 
farma de estilo y reponerse los sellos. 

Uyarriza, 

La sentencia fué confirmada por el siguiente 
Fallo dr la Suprema Corte. 

Buenos Aires. Abril 20 Je 1872. 

V vistos : Por sus fundamentos y por los del auto de 
Inja cuarenta y siete vuelta, se confirma con costas el 
auto apelado do fnj.t cuarenta y tres vuelta, y repuestos 
los sellos y satisfechas las costas, devuélvanse 

Salvador M. del Cáhuil. —Francisco 
Delgado.— José Baiwus Pazos.— 
Marcelino L'gartk — José B. Oo 

RQST1AGA 
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calía ili. 



Daña Celedonia Calderón , contra Don luán B. 

sobre venta de la goleta * Jóven Matilde. . 



Sumario. — La separación de hechu de los cónyuges no 
quita al marido el derecho de la administración lejílima 
de los bienes del malrimunio, aunque sean adquiridos 
[io r la mujer durante la separación. 



Caso. — Los Sres. Corli. Iliva y O, demandaron á Don 
Juan U. Stagnaro, prupietario de la goleta * Jóven Matil- 
de • el pago de 25,840 pesos por suministro de artículos 
navales para dicho buque. 

Reconocida ia cuenta ó intimado el pago, Stagnaro es- 
puso que la escritura de propiedad del buque estaba á 
nombre do su mujer de la que vivía separado de hecho 
por su mala conducta; 

Que á petición de ella, el buque estaba embargado por 
el Sr, Juez de t' instancia, Dr. Agrelo; 

Que él se proponía salir a trabajar con dicho buque 
para chaneolar paulatinamente, la présenle y demás deudas 
que pesaban suhre el buque y cuya plattiila presentó; 

Que los acreedores conven i an en eso y pedia se citaran 



• • ■ —"TI 
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* 

todos á su comparendo y se pidiera al espediente seguido 
por su mujer, por ser de competencia nacional la materia 
de la cuestión. 

Remitido el espediente, Doiia Celedonia Calderón, mujér 
de Stagnaro, reitero su solicitud hecha ante el Juzgado 
de V instancia para la Venta do la goleta que dijo 
ser suya, ó mas bien de los acreedores, p'ies Stagnaro 
durante su administración la había cargado de deudas. 

Stagnaro se opuso á la intervención de la mujer por ser 
él el administrador legal do sus bienes. 

Conferido traslado, Doña Celedonia C 
que después de ocho anos do separación, el 
divorcio y la acusó de adulterio; quo por lo tanto no 
podia administrar sus bienes; que anlos de esas cuestio- 
nes ella tuvo la administración exclusiva del buque y de 
una finca que adquirió durante la separación; que la venta 
era necesaria para pagnr las deudas. 



Vallo del Juri *i*e*lon»l. 



Iluenos Aires, Marzo 19 de 1871, 

Y vistos : Considerando, I a Que con arreglo á la legis- 
lación vigente antes de la adopción del Código Civil ar- 
gentino y confirmada por este en los artículos 28, 30 á 
32 y 52 del título del Matrimonio, el marido es el ad- 
ministrador lejílimo do todos los bienes del matrimonio, 
inclusos los de la mujer, la que además no puede cele- 
brar contrato, ni estar en juicio sin la licencia del ma- 
rido;— 2 o Que en el presentH caso, aunque existe la 
separación de hecho entre los cónyuges, el matrimonio 
subsiste íntegro, toda vez que esa separación no ha sido 
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aprobada por la autoridad eclesiástica, y por consecuencia 
los esposo» conservan lus místnns derechos y están ligados 
por las mismas obligaciones que cuando no existe dicha 
separación ; — 3° Que aunque el principio invocado en el 
primer considerando sufre algunas cscepciones, nada so 
ha indicado que justificara hallarse el caso comprendido 
en las escepciones; — 4*» Que por consecuencia, aun tra- 
tándose de buque perteneciente á Doña Celedonia Calderón 
de Stagnaro y adquirido durante la separación de hecho 
que existe entre ella y su marido 0. Juan U. Stagnaro, la 
administración del misino pertenecería al último, lo mismo 
que la gestión en juicio de todas las acciones que se 
suscitaren con motivo do dicho buque ; — 5" Que con tanta 
mas razón debe aceptarse la conclusión espuesta en el 
precedente considerando, en cuanto que se trata de un bien 
adquirido durante el matrimonio y del que, según consta 
de los autos agregados, ha estado en posesión Stagnaro 
administrándolo, siendo él quien ha contraído las deudas 
cuyo cobro ejecutivo persiguen Corli, Iliva y O, a lodo lo 
cual se agrega une Stagnaro procura obtener do los acree- 
dores que el buque continúe navegando hasta pagar con 
su producto lus deudas que gravitan sobre él. 

Por estos fundamentos, no ha lugar á lo solicitado por 
Doña Celedonia Calderón, á la que se declara no parte 
en el juicio, y ♦ejecutoriado que sea este auto se convo- 
cará á un comparendo á todos lus acreedores y á Stag- 
naro, á los electos indicados por este. Repónganse los 
sellos y noliliquese con el original. 



esta sentencia fué confirmada por el 
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fallo de la Supn 



Corte. 



Buenos Aires, Abril 23 de 



sus lundnmenlos, se confirma con costas el 
auto apelado de luja treinta y dos, y satisfechas estas y 
repuestos lo sellos, devuélvanse. 

SALVADOH M. 1JKL CAlmiL, — FíUNUSCí) 
ReLGAUO. — JOSÉ ÜARKUS PaZüS.— M. 

Ugarte. 



D. Manuel José ¿aballtt, contra I). José Domingo 
prisión y destierro ilegal, y daños y 




íi, por 



Sumnrio — í<> La acción civil de indemnización por 
causa de delito no puede entablarse ni 
un solo juicio con la criminal. 

2° En caso de haberse enlabiado las dos 
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te, deba sustanciarse solo la criminal por ser la mas im- 
portante y estar interesado en ella el bien público. 

3o Aun en el caso de rechazarse la acción criminal, 
debe dejarse á salvo la civil. 

4° Esta puede ser admitida, aunque los hechos en que 
se funde no puedan calificarse como crímenes. 

5* La falla de acusación por parte del fiscal no atoriza 
el sobreseimiento, cuando existe acusador particular. 

G° La ley de sospechosos dictaüa en 29 de Abril de 
1870 por la Lejislatura de San Juan, limitada á dar fa- 
cultad al P. E. por un tiempo determinado para el arres- 
to y traslación de personas sospechosas, importa la con- 
cesión de facultades que corresponden al Estado de tilio, 
y no la de las estraordinarias prohibidas por el art. 2ÍJ 
de la Constitución. 

7o Los excesos en la ejecución de leyes provinciales 
no constituyen un delito de competencia de los Tribunales 
Nacionales. 

8* La usurpación de atribuciones del Congreso no cons- 
tituye un delito delinido y penado por la Constitución y por 
las leyes nacionales. 

9* Por esto no es materia de acusación criminal. 



Cato.— En 1870 una partida de paisanos armados se 
posesionó de la villa de Caucóte, provincia de San Juan, 
dando vivas á Zaballa y mueras al Gobierno. 

Se decia que estos venian á apoyar una revolución 
que debía estallar en la capital; y, derrotada la partida, 
uno de los gafes que cayó prisionero, declaró que el 
movimiento en la capital debia hacerse por el Sr. /.aballa. 

Con estos antecedentes se reunió la legislatura de la 
Provincia y en 29 de Abril del mismo año sancionó una 
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ley poniendo en vigencia por !)0 di as la de 24 de Mayo 
de 18G9 que ¡uitorizana al I». E i para arrestar por tres 
meses ó trasladar fuera de la provincia á I03 individuos 
que ó su juicio creyera sospechosos.» 

En virtud de esta facultad, el Gobierno ordenó al In- 
tendente de Poltoía U. José Domingo As torga que arrestara 
á I». Manuel José Zavalla, y, pocos dias después, que lo 
condujera liasta la frontera de la llioja, lodo lo cual fué 
exactamente cumplido. 

En 4 de Julio de 1871 se presentó Za baila ante el 
Juzgado Nacional de la sección de San Juan y entabló 
demanda criminal y civil contra Astorga; criminal, pidiendo 
contra el la pena de cinco años de trabajos forzados ó 
la multa correspondiente destinada A obras públicas, por 
babor ejecutado una ley que importaba l.i traición á la 
patria, con arreglo al arl. 20 de la Constitución Nacional, 
que califica de traidores á los que ejecuten ó consientan 
actos püT los cuales la vida, el hotiur, ó las loi tunas de 
los argentinos, queden ¿i merced del Gobierno ó per- 
auna alguna, y civil, pidiendo 20,01)0 pesos por compen- 
sación de dañus y perjuicios sufridos en sus negocios en 
los dias Je prisión y en lus once meses y tres días de 
su destierro* 

Levantado el sumario y entablada la acusación en forma 
por Zavalla, sin haberlo hecho el fiscal, por lo que el 
defensor de As torga pidió el sobreseimiento! después de 
producidas las pruebas en plenario, se dictó et siguiente 

rnllv del Jun de ftereion 

San Juan, Diciembre 2 de 1K"I. 



Viiía esta causa criminal promovida conjuntamente con 
t. u Ü 
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la civil de daíios por I). Manuel José Zavalla, contra D. 
José Domingo Aslorga, por el delito de prisión y destierro 
ilegal ejercidos en la persona del, que rallan le, cumpliendo 
como Inspector General de Policía, las órdenes espedidas 
por el Gobernador de la Provincia en treinta de Abril y 
cuatro de para arrestar ó trasladar de un punto á 

otro á los individuos que crea sospechosos, —con lo ale- 
gado y probado por las partos — y considerando por su 
mérito : 

1° Que en el presente caso no puedo tomarse en conside- 
ración la acción civil, por no baberse deducido en forma le- 
gal, al venir acompañada con la criminal, contra la termi- 
nante disposición del arl. 31, cap. 4°, tít. 8«, sec. 2\ 
lib. 2" del Código Civil, que dispone que « la indemniza- 
ción por causa de delitos debe ser demandada por acción 
civil independiente de la acción criminal. » 

á fl Que tampoco es admisible la solicitud del defensor 
del acusado para que se sobresea en el juicio criminal, 
por no haberse interpuesto acusación por el fiscal ad lioc, 
pites si bien no existe como parle en este juicio un re- 
presentante general de ht acción pública, hay en la per- 
sona del acusador, parle li-jitiimi y represen Lmlü especial 
de la misma, tanto mas cuanto (pie el delito que se per- 
signo en esta causa es de aquellos que por su naturaleza 
traen consigo la acción popular, y no puede ni debe ha- 
cerse depender de la simple opinión de un Fiscal la 
represión y castigo de los delitos. 

3" Que los fundamentos principales aducidos por el 
querellante en su acusación consisten: t l que siendo el 
acusado Aslcrga ejeeulor de órdenes de prisión y destierro, 
espedidas por el Gobierno contra su persona, en virtud 
de la ley de sospechosos del 2Ü de Abril del año pasado, 
autorizando al ejecutivo á * arrestar por tres meses, ó 
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trasladar fuera de la Provincia á los individuos que, á 
su juicio, crea sospechosos, » se ha hecho reo del delito 
de traición, porque importando dicha ley una concesión 
de facultades extraordinarias, el arl. 29 de la Constitución 
Nacional somete á < los que las consientan, formulen ó 
firmen á la responsabilidad y pena de los traidores á la 
patria. * — 2" Que suponiendo en esa ley una concesión 
de facultades Relativas al estttdfi de sitio, y careciendo las 
Legislaturas do Provincia del poder de declarar dicho osla- 
do, por no existir expresa en la Constitución Provincial 
esta facultad, se ha cometido una verdadera usurpación 
"do atribuciones conferidas exclusivamente al Congreso de 
la Nación en la Constitución General. 

■t" Que por lo que respecta al primer fundamento, Ja 
ley de sospechosos de 2U del Abril del que corre en 
copia á foja 24, no puedo en ningún sentido conside- 

que alude el art. 2í> de la Constitución General, pues 
siendo dictada con motivo, ocasión ó pretcsto de una 
invasión armada de enemigos del úrden y la paz pública 
de la Provincia, y limitada en sus términos al arrusto y 
traslación de las personas sospechosas por tiempo determi- 
nado, no cabo duda alguna que por su espíritu y su texto, 
solo importaba una concesión de facultadles que corres- 
pondo al estado de sitio, que suspende el derecho de 
corpus acordado por ,1a ley á los ciudadanos en 
normal. 

5° Que estas facultades del estado de sitio, por su na- 
turaleza y objeto, no son 'facúltate* extraordinarias, de las 
que habla el art. 29 de la Constitución equiparándolas al 
delito de traición, por cnanto las primeras, aunque depen- 
dientes en su ejercicio de la discreción y juicio propio del 
poder autorizado para ejercerlas, llevan consigo limitacio- 
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nes espresas fie tiempo y objeto, y tienden A llenar la 
suprema necesidad de garantir el órdon y la paz pública ; 
y los segundos, teniendo en cuenta el espíritu y los tér- 
minos del artículo constitucional citado se refiere á facul- 
tades ilimitadas que autoricen la suma del poder público, y 
por las que la fíd« , H k"iwr ó las fortunas de los argen- 
tinos queden á merced de Cuaternos ti persona iihjttna; — á lo 
que se agrega, qii-s prohtbién lose en dicho aramio al Con- 
greso mismo ae-jrdar facultades extraordinarias, no podrían 
ser estas las mism ta del estnii de silin, de ¿de «juo por el art. 
67, inciso 20 de la Constitución, en facultado el Congreso para 
declarar dieho estado en um 6 varios ptmtoi iie la Nación. 

6° Que no siendo el acusado, según se vé, responsable 
del delito de traición, como ejecutor do la ley Provincial 
del 29 de Abril del año pasado, este Juzgado carece ríe 
jurisdicción para juzgar ó apreciar su conducta, al cum- 
plir las órdenes de prisión y destierro que fueron espe- 
didas contra el querellante, como animismo calificar y 
juzgar dichas órdenes en ejercicio de la ley de sospe- 
chosos ; pues los ¡thusus ó excesos dy su ejecución no 
constituyen poi sj un delito nacional , quedando sujeto 
únicamente al jozganiienlu de las autoridades locales con- 
rurme á la Constitución v leves de la Provincia. 

7° Que con relación al segundo fundamento de la acu- 
sación, no es admisible ni debe, lomarse en consideración, 
porque en este proceso es independiente la cuestión de 
si la Cámara Legislativa de esta Provincia tiene poder 
ile declarar el estado de sitio en upo ú varios puntos de su 
territorio, pues la usurpavinn de atribuciones del Congreso 
que se alega, en caso de existir, no constituyo un delito 

ni ley alguna del Poder Legislativo, no siendo por ¡o 
mismo materia de acusación criminal. 
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8" Üuo no tratándose en este juicio de acción civil, 
único caso en que el Juzgado podría conocer de la cues- 
tión del estado de xUio como punta reytdo por la Consti- 
tución, deben quedar á salvo los derechos del querellante, 
para cuando los deduica en forma, y desestimarse el fun- 
damento do la acusación cunio inoportuno. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten : 
Fallo definitivamente juagando la presente causa, y de- 
claro : Que el acusado H. José Domingo Aslorga, como 
ejecutor de las órdenes de prisión y destierro espedidas contra 
la persona de l). Manuel .losó /.avalla, cu 30 .le Abril y \ de 
Mayo del año 1870, no es respo usable délos cargos de trai- 
ción á la patria, quedando por lo tanto absuclto de la acusa- 
ción.— Son de cargo del acusador Z.ivalla las costas de 
este juicio, quedando a salvo sus derechos para deducir 
las acciones que te correspondan, por su prisión y des- 
herró.— llágase saber, podiendo el actuario notificar esta 
sentencia origin.il fuera de la oficina, y repónganse los 
sellos. 

Maítinael Morcillo. 

/aballa apeló de esta sentencia. Kspresandu agravies 
¡inte ta Suprema tlórle, dijo: 

Que la disposición citada en el primer considerando se 
limita á prohibir, que con motivo de una demanda cri- 
minal, se acumulen acciones civiles procedentes de la 
misma causa, y no á una acción civil que resulta, cmno 
la presente, de un perjuicio incontestable y que es re- 
soltado írtmedialo del ctíiuen; porque entonces el delito 
no seria juzgado ni penado por completo. 

Uue en dicha disposicJofl no ha podido pretenderse que 
un litigante tenga que entablar dos pleitos separados para 
perseguir un mismo delito, uno por la acción crtmin;il y 
otro por la civil. 
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Que el art. 29 de la Constitución establece tres pro- 
hibiciones, siendo una de ollas el otorgamiento de las fa- 
cultades extraordinarias. 

Que la facultad concedida por la ley de 29 de Abril 
es- extraordinaria, porque sale del úrden constitucional de 
la provincia, y excede á Jas que el mismo Congreso puede 
otorgar al I*. E. en los casos de mayor conflicto. 

Que las facultades acontadas al I*. K. por dicha ley, 
ultrapasan las mas amplias del estado do sitio y llegan 
hasta el eslremo de la ley marcial, autorizando el des- 
tierro. 

Que el no haber sido definido y penado un hecho pol- 
las leyes nacionales, no es un fundamento serio para ab- 
solver de todo cargo á un delincuente reconocido, porque 
el art. 93 de la ley nacional penal habla de los delitos 
no previstos en ella, y la Suprema Corle ha sancionado 
que dicha ley no es un código completo y sus omisiones 
deben ser llenadas por ta ciencia y leyes comunes, y por- 
que el art. 91 de la misma ley dispone que la reparación 
de daños y perjuicios se entiende siempre ordenada en 
los casos en que ella pudiera tener lugar. 

Ouc por consiguiente, el Juez Seccional debía decidir 
si la >ey do 29 de Abril era ó no repugnante ú la Cons- 
titución y si su ejecución importaba una infracción á la 
misma y un delito cuya consecuencia era por lo menos la 
reparación de daños y perjuicios. 

Que la ley de 29 de Abril, á mas de conceder facul- 
tades estraordinarias, erí. inconstitucional por haber usur- 
pado la legislatura provincial la facultad eminentemente 
nacional de declarar el estado de sitio. 

Que en efecto, la Cunstitucion fué formada por la vo- 
luntad de todo el pueblo de la muñón y na por la ddega- 
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tidas por los constituyentes á la a\ 
no podiendo haber sido 
criterio legislativo, por las modificaciones do la sucesiva 
reforma ; — y el Congreso, revisando las Constituciones de 
Mendoza, San Luis. Calamar^ y Corrientes, borró ol artí- 
culo relativo á la facultad de declarar el estado do sillo, 
declarando que este no correspondía á las provincias. 

Que realmente esta declara- ion importa ta suspensión 
de las garantías constituí- ¡titules, y solo el Congreso puede 
juzgar cuando del>a hacerse. 

Que finalmente, la legislatura de San Juan, diclando la 
ley do 29 do Abril no solo ha violado la Constitución 
general, sino fjiie ha también violado su Constitución lo- 
cal, la que no le concede y per lo tanto le prohibe el uso 
de tal facultad. 

Que por lo tanto se debe á Zavalla una justa reparación 
de los perjuicios sufridos por la aplicación de una ley in- 
constitucional. * 

Conferido traslado, contestó el defensor do Astorga que 
Zahalla había intentado una verdadera pecion criminal, 
aunque hoy trate de alegar r|uc la acción dominante ha sido 
la civil, fundándose en el delito de usurpación de facul- 



Quo la ley de 2!) do Abril no es inconstitucional ; que la 
facultad de declarar el estado de sitio no puede cali tica rse 
como Bitraordinaria, porque de otra manera el Congreso 
habría incurrido varias veces en la prohibición del art. 2M 
y este quedaría en contradicción con l»s art. 23 y 0" que 
autorizan dicha declaración. 

Que por lo tanto queda excluido en el caso el delito 
do traición previsto por la sanción de dicho art. 211. 

Que la otra cuestión de usurpación de facultades del 
Congreso es prematura é impertinente, porque no hay 
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ley que defina y castigue este delito; que la ley penal 
de Setiembre de 1803 es completa, y el art. 93 se refiere 
solamente á los delito» comunes cometidos en territorios 
federales y no previstos por la ley. 

Que suponiendo que tal usurpación fuera un delito cla- 
sificado, As torga no es delincuente, porque el departa- 
mento policial es la Tuerza militar del Kjecutivo ; A un 
oficial no hay ley que permita discutir las ordene? qun 
recibe, y Astorga fué simple ejecutor de tos Órdenes d L -l 
ejecutivo, y por lo tanto no pudo cometer delito. 

Que su responsabilidad seria solo civíl en ol caso de 
declararse inconstitucional la ley ejecutada y de ser res- 
ponsable de su inconslituciooalidat! en simple ejecutor; 
pero que por eso debe entablarse una acción civil inde- 
pendiente de la rriminal, ron arreglo al art. 31, cap. -Jo 
lít. K, lib. 2. 

Pasando después ¡i la cuestión si la ley de 20 de Abril 
es ó no inconstitucional, :iiec que nuestra Constitución 
condona las aspiraciones ;í un poder mayor ijiic el que ya 
tiene Ja nación. 

Que al estallar la revolución, cada provincia asumió su 
soberanía local. 

Que la Constitución de |8'i3 reconoció esos hechos, en 
el tratado cuadrilátero y en el acuerdo de San Nicolás, 
bajo cuyos pactos tuvo lugar 'el Congreso Constitii vente, 
que se reunió en Santa Fó por La voluntad de las pro- 
vincia?. 

Que estos pactos preexistentes deben explicar los dere- 
chos de los Estados y fundar la interpretación leal do la 
Constitución. 

Que la teoría de que las provincias no han delegado 
poderes para formar la Constitución,* conspira contra la 
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duración de la misma, porque si la Nación lia creado las 
provincias, estas podrían desaparecerá voluntad de aquella. 

Que á mas de eslo, en la Constitución existen otros 
principios en que se reconoce la existencia, la sebera *iía 
y la delegación deles poderes de las provincias; poryio 
estas tienen su representación en el Senado, se dan sus 
insliluciones sin ser revisadas por ningún poder federal, 
y según el nrl. 108 de la Constitución, el poder que no 
ejercen es el delegado á la Nación. 

Que los nrt. I US y 100, entre las prohibiciones ¡i las 
provincias, no espresa la de la declaración del estado de 
sitio, y míe esta facultad no se atribuye exclusivamente al 
Congreso en el art. 2¡í. 

Que el ejercicio de eslo derecho es además necesario á 
la existencia y conservación de las provincias. 

Que la Constitución Norte-americana, idéntica á la Ar- 
gentina, reconoce en los Estados el ejercicio de este derecho. 

Que nuestra Constitución fué reformada quitándose al 
Congreso la facultad de revisar las Constituciones provin- 
ciales y borrándose otras disposiciones propias de un pmler 
centralista. 

Que d.>$¡m< s de la reforma, el Congreso nunca ba recla- 
mado, |«ir lo menos co.i suceso, de esta facultad de 
declarar el estado de sitio, que las provincias han puesto 
en practica. 

Que si la Constitución de San Juan no menciona esta 
(acuitad, se ha de notar qoc la sección de la Constitu- 
ción Nnciunal forma parte de su derecho político, y que 
además e¡.la facultad es un derecho inherente á todo go- 
bierno y seria redundante declararlo. 

La Corle Suprema, para mejor proveer, dió vista al 
Procurador General, cuyo resumen es como sigue: 

Dijo, que las dos acciones eran incompatibles y no 
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podían acumularse en un solo juicio, porque tienen subs- 
tanciaciones diferentes y porque haciéndose depender la 
acción civil de La criminal, se dá á esta el carácter de 
prejudicial, y es máxima inconcusa de derecho que no 
deben acumularse acciones que exijan substanciación dis- 
tinta, ni las prejudiciales con las principales, para no 
alargar y confundir los pleitos. 

Que la ley nacional de procedimientos permite al de- 
mandante de agregar todas las accione* que tenga, pero 
á condición de que no sean i contradictorias entre sí.. 

Que en estas palabras i contradictorias » se han de com- 
prender las incompatibles, pues la ley no puede oponerse 
á los principios de la ciencia ni permitir que se acumulen 
acciones que do pueden subslanciarso en un solo juicio 
aunque no sean contradictorias. 

Que por lo tanto estaba perfectamente arreglado el pro- 
cedimiento del Juez de Sección, que había substanciado 
solo la acción criminal como la mas importante en el caso 
y en la que está interesado el l jicn público, y habia de- 
jado á salvo para otro juicio la acción civil por daños y 
perjuicios que puede tener lugar, aunque los hechos en 
que se funde no sean calificados de crímenes sujetos ¡í 
pena. 

Que era también justa la resolución de la aceto» crimi- 
nal dictada por el Juez de Sección, porque la lev da S>ni 
Juan de 29 de Abril no contenia las sumisiones absolutas 
prohibidas por el art. 29 de la Constitución que las iguala 
íí la traición; porque aunque fuera cierto lo que pretende 
el acusador que la facultad de suspender la seguridad in- 
dividual es exclusiva del Gobierno ¿Nocional, la usurpación 
de esta facultad no ha sido definida todavía, ni penada como 
un crimen. 

Porque aunque por el auuuidur y el acusado 98 haya 
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discutido larga y profundamente la cuestión do si las pro- 
vincias tienen ó no la facultad de declarar el estado de 
sitio, facultad que en realidad compete á lodo gobierno 
j, la cuestión era inoportuna, por cuanto Astorga 
cometido crimen alguno ejecutando la ley de 
29 de Abril, aunque esta fuese inconstitucional. 

I'urquo esta discusión podria tener lugar, intentándose 
la acción civil por daños y perjuicios, en cuyo caso si 
se demostrase que la ley era nula, no tendrían ninguna 
justificación los que so causaron á ZabaJia por su prisión 
y destierro. 

Concluyó pidiendo la confirmación de la sentencia ape- 
lada. 

Pidió en otrosí el desglose del papel sellado repuesto, 
previo el certificado relativo del secretario. 



ralle a* I* Mtiprei 



t'orlr. 



Buenos Aires, Abril 43 de 1872, 

* 

Ytatox: ilu con tu rumiad con lo «-apuesto y pedido por 
ol Señor Procurador General se confirma con costas por los 
fundamentas de la preceden tu vista y tos de la sentencia 
apelada, la que corre do foja doscientas cincuenta vuelta 
a Toja doscientas cincuenta y cu itro.— Satisfechas tas de 
la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos 
haciéndose previamente el desglose y poniéndose el rati- 
ficado que indica en el otrosí el mismo Señor Procurador. 

Francisco Delgado. — José Barros 
l'AZOS. — Marcellno LIGARTE. — 
B. 
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U. Adolfo Modtt, con d ctiptian del buque fruncá * Gearya 
Mutltitde . tobrt rtftámn de un espediente á un jnz/ja,(„ 

de Provincia. 



Sumario, — |o Las demandas sobro cumplimiento iJc 
obligaciones procedentes de un contrato ilu Detamcnto son 
Je competencia esetusua tic los Juzgados Kederak-s. 

2» Los autos seguidos ante los Juzgados Nacionales no 
deben salir de las oficinas sinó en el caso que ¡mbiavengan 
juicios ^universales (Jo concurso ó ¡partición do herencia, 
ó cuando sean pedidos como antecedentes ilustrativos por 
algún juc* ó autoridad de las Provincias ú de la Nación. 



Caso. --El capitán Flotan!, del buque francés * Gcorges 
Ma llii ¡de i siguió ante el juez de sceciuii en Buenos Aires 
unas actuaciones sobre descarga del mencionado bm¡uc, con 
pago 6 afianzamiento del valor del Hele por part-j del dueño 
de la carga, D. Adolfo Modet, quien por su parte prutesló 
y siguió algunas actuaciones contra el capitán por no 
haberse hecho la descarga en el puerto de Zarate según 
convenio sostenido por esta parte. 
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En las acluacioíies se produjeron varias declaraciones 
y documentos consistentes en protesta», póliza de Adá- 
menlo, carias, recibos de carga etc., pero no se instauró 
demanda en furnia por ninguna de las partes. 

Con fecha de 3 de Abril do 1873, Modct presentó al 
juzgado una solicitud en que decia que debido á que 
Barran y Hriet, consignatarios del capitán eran lo mis- 
mo que él franceses y vecinos de esta ciudad, ha- 
bían llevado el lilijio al Juzgado de Comercio Provin- 
cial. — Que como una parte del litijio era el espediente 
sobre operaciones de puerto y descarga que se había se- 
guido ante el juzgado, peüa, cu atención á la necesidad 
de las partes y á la falta de jurisdicción de que adolecía 
el juzgado para conocer en las ullerioridaries, le inundase 
entregar el espediente ó remitirlo con oficio al Juez de 
Comercio Provincial, ante quien debía ejercitar acciones. 

Iltienos Aires, Abril 3 de 18"á. 

Deduciéndole del precedente escrito, que la demanda 
á que esta piarle se refiere, versa sobre cumplimiento de 
obligaciones, procedentes de un contrato de fletameiilo ; 
y que por consecuencia este juzgado sena esolusivainenle 
competente para entender en el caso con arreglo á loa 
articulo* á, incisos llí y 12 sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los Tribunales Nacionales ; y que por lo tanto 
la razón en que esta parte funda su solicitud de que le 
sean entregadus Iob antecedentes obrados en este juzgado, 
ó de que se remitan directamente al Tribunal de Co- 
mercio; no es exacta; á lo que se agrega ademas, que 
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Ion aulos seguidos ante los Juzgados Nacionales no deben 
salir da sus oficinas respectivas, si no es en el caso del 
inciso I a , art. 12 de la ley Nacional citada, ó cuando 
fueran pedidos como antecedentes ilustrativos por algún 
juei ó autoridad de la Provincia ó de la Nación, no ha 
lugar á lo pedido en este escrito. Repóngase el sello. 

ZovaUta. 

Apelado este auto por Modet y concedido el recurso 
en relación se dictó este 



Fall* de la fluprcM» fiarte. 



Iluenos Aires, Abril 25 de 1872. 

Vistos por sus fundamentos se confirma con costas el 
auto apelado de foja ciento cuarenta vuelta; y satisfechas 
y repuestos los sellos devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. —José Barros Pazos.— 
Marcelino IIgarte. 
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I). José Antonio Duran, contra D, Felipe Ntu'tei, sobre 
reconocimiento de un documento. 



Sumario, — La Justicia Nacional no es competente por 
razón de la materia, en una causa que versa sobre un 
acto entre particulares, aun cuamla él se refiera á actos 
Administrativos del Gobierno Nacional. 



Caso. — El Goronel D. José Antonio Duun, se presentó al 
Juzgadu de Sección en Buenos Aires pidiendo el recono- 
cimiento de un recibo que aparecía otorgado por \). Fe- 

en el que se dice retener en su poder un libramiento del 
Gobierno Nacional del Paraná, valor de 403 pesos 26 es. per- 
tenecientes á Duran, por haberes militares; y diciendo que 
el arL 2 o inciso -i" de la ley sobro jurisdicción y com- 
petencia de lus Tribunales Nacionales fundaba la competen- 
cia del juzgado, pidió se ordenara el reconocimiento para 
hacer valer sus derechos. 

rali* del Ju« de Secrlen. 

Compruébese la competencia del juzgado y se pro- 
veerá. 

ligar riza. 
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Notificado Duran pidió revocatoria de este aulo ó ape- 
lación en suicidio, diciendo que el auto tendría aplica- 
ción si el asunto hubiese de corresponder ;í lu Justicia 
Nacional por razón de las personas, puro que la tenia 
desde que la competencia se rondana en ia materia del 
juicio. 

Que si el inciso 4" del art. 2 o no es aplicable al caso, 
no comprende á que actos administrativos del Gobierno 
Nacional pueda referirse. 

El juagado no hizo lugar a la revocatoria y concedió 
la apelación en relación. 



FmUm 4* ím *M|»reMi» Corte 

Hueiius Aires, Abril 25 ile tf 

Vistos: No teniendo su origen la acción que se intenta 
deducir, en acto administrativo alguno del Gobierno Naciu- 
cicnal, sinó en el recibo de Cuja primera, que es un actu 
entre particulares, se confirma con costas el auto de foja 
cuarta vuelta, satisfechas y repuestos los sellos devuélvanse. 

Svlvadoh M. DEL Carril.— Fran- 
r.isr.u Delgado. — José Narros 

PAZOS, — MAnCEMVn tY.ARTE. — J. 
B. GOHOSTIAf.A, 
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U. l'edm (i rayera, con la compañía Arjenttna de Seguro* 
Marítimos, por cobro de pesos. 

Sumario. — Uus días después Je vencido el término 
de la prueba, el actuario debe poner de oficio el certificado 
respectivo. 



Caso. — bln ios autos seguidos pnr ü. Pedro Gragera 
ante el juez de la sección de lluenos Aires contra la 
compañía i La Arjenliria ■ por cobro de un seguro, la 
Suprema Corle confirmó por fallo de 29 de Febrero del 
corriente año, con reducción á ú\ horas, el auto del 
Juez de Sección en que concedía 5 dias perentorios para 
tjuo la parle de Gragera presentase unos libros y facturas. 

Vueltos los autos, Gragera presentó sus librus de los 
que resultaba que l is mercaderías aseguradas habían sido 
compradas al comerciante de esta plaza I). Juan C. Gon- 
zález. 

Hecha la cora pulsa, el Gerente de la compañía de 
Seguros se presentó diciendo que preguntado Gragera del 
domicilio del vendedor González, habia contestado que 

30 
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lo ignoraba en eso momento, lo tjue no podía ser os- 
tra rio para cualquiera que hubiese li ojeado este espediente 
del que resultaba que no habia existido lal compra y 
que el vendedor |ior consiguiente era supuesto, pidiendo, 
por tanto, se ordenase á G rayera á los efectos corres- 
pondientes, manifestara en el acto do la notificación cual 
era el domicilio de Gonzalos, bajo apercibimiento de l<> 
que hubiera lugar por derecho. 

Habiéndose proveído de conformidad, el apoderado do 
Gragera no fué notificado personalmente por no habérsele 
encontrado en su domicilio. 

Antes do ser notificada esta providencia, Gragera esputo 
que habiéndose lomado ya la compulsa, única eausa gue 
suspendió el término para alegar en mérito de la prueba, 
pedia !¡e ordenase al actual iu que sin mus trámite pusiera 
en el dia el certificado de que uorria el término para 
alegar, y que el espediente estaba en la oficina á dis- 
posición de las partea por el término que marca la ley. 

Ai»*« del Jueas de «tercia». 

Quenas Aires, Mario i 4 de 187:!. 

Cúmplase lo prevenido por el ¡trt. 177 de la ley de 
procedimientos. 

Xa va le ta. 

U. Lino Eiras, por Grasera, manifestó que el Sr. Gon- 
zález habia liquidado su negocio y que estaba ausente 
en cobranzas y arreglo de sus transacciones, cuya mani- 
festación no habia hecho en el acto de la notificación 
por no haber estado en su domicilio cuando fueron á 
notificarte. 
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Cl juzgudu untenú se hiciera sabei á Iíi c<jittríi|jai te. 

Notificado Eiras, so presentó pidiendo se mandase evacuar 
Ja providencia eh que se ordenaba se cumpliese ti ar- 
ticulo 177 de Li ley de procedimientos, pues coi] venia 
á los derechos ile su parte que se pusiese el certificado 
á fin de r|ue corriese el térmtnu para alegar suspéndalo 
por espacio de 4 meses y medio sui causa justificada. 

Que relativamente al Sr. (ioiizalez nada sabia ni podía 
agregar mas qjtie lo fjoe había manifestado en su último 
escrito, lo cual hacia presente purquo tenia entendido 
que con esc p re testo su cu otra rio pretendía apelar. 

t ullo «i ri Jure di» ftecci*n. 

Rtieaos Aires, UatzQ 1$ de 1872. 

Siendo terminante ln dispuesto por el art. 177 relativo 
á que vencido el lériniuo de prueba el actuario deherá 
poner de oficio, dos dias después, el certificado respectivo; 
(limpiase aquel en el dia y sin mas trámites. 

¿aválela. 

Habiendo apelado el Procurador Lamas por !a com- 
pañía se dieló este 

rallo «Ir ln Nu|irritin Curte. 

Buenos Aires, Abril i~ de I87á. 

Vistos, por tos fundamentos del auto de foja seiscientos 
trece se confirman los dos apelados de fojas quinientos 
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noventa y ocho y seiscientos trece, con costas, satisfechas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril.— Francisco 
Delgado.— José Barros I'aíos.— 
Marcelino Ugarte — José B. Go- 

ROSTIACA 



«11*4% 



U. Antonio Haitiana, quejándose tU una rfitoluctím itel Tribunal 
Superior de Buenos Aires. 



Sumario. —iL\ caso de negarse inscripción en la matri- 
cula de abogados de una provincia, Solicitada en mérito 
de diploma otorgada por otra, no está comprendido eu 
ninguno de tos del articulo catorce de la ley de juris- 
dicción Nacional. 



Cato. — [>. Antonio Batilana se presentó ante la Su- 
prema Corte diciendo que el Superior Tribunal de la Pro- 
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vincia de Dueños Aires le había negado inscripción en 
la matrícula de abogados, solicitada en mérito de un di- 
ploma espedido por el Superiur Tribunal de Justicia de 
la de Entre Uios. — Que conceptuando el caso compren- 
dido en el artículo catorce de la ley de jurisdicción y 
competencias de los Tribunales Nacionales, pues se poma 
en duda la validez y mérito de un documento otorgado 
en forma y autenticado conforme á la ley de 26 de Agosto 
de 1863, había apelado para ante la Suprema Corte y el 
recurso se le había negado por lo que recurría de hecho y 
pedia que llamando asi los autos, se resolviese mandan- 
do practicar la inscripción solicitada. 

Fallo dr im *upr*m» Vórt* 

■ 

Buenos Aires, Abril ;i0 aV 1872. 

Resultando de la precedente esposicion que el presente 
recurso no está comprendido en ninguno de los casos del 
artículo catorce de la ley de catorce de Setiembre de mil 
ncho cientos sesenta y tres, sobre jurisdicción y competen- 
cia de las Tribunales Nacionales, no ha I upar y archí- 
vese. 

>alvador M. n»iL Carril. —Francisco 
Helgado.— José Barros Pazos.— M. 

IV,\RTE. — J- B. C.ORnSTIAfrA. 
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Ihn Ctirlto Hnjmm, canlm Dan Adolfo Model, mftgg cobr» 
de estadías, multa, daño* tj pcrjutrins. 



SifiiHrto, — I o No mediando estipulación alguna nn el 
contrato de Aclámenlo para la descarga de. un liur¡ue, 
ella debe veriliuarse se^un el use do l;i plaza, (pie es :'i 
razón do ÍJJ) toneladas p.u- cid;) din lotldl. 

-° La epidemia, no litlnemlo podido causar nlishinilns 
insuperables para el pnder d.d lumbre ¡*i la el'erluacion 
de la descarga, no puedes considerado como una verda- 
dera fuerza mayor. 

3'' Las estadías ú sobre-estadías son la indemnización 
ile los gastos diarios de un buque, y cuando su importo 
no se fija por contrato, so pagan sejjun el uso de la plaza, 
que es á razón de 10 céntimos fuertes por cada tonelad a 
de registro por cada día corrido. 

4" La cláusula « mflrchrttiiliws UrrahUv mus palnn ú h 
diligence da CapHainc • importa solo que el Cupítais está 
i »bl i^.'itl- 1 á entripar la car^a bajo aparejos, y á su cuidado, 
contribuyendo al electo con su tripulan. m , y n<i que l.i 
descariño á tierra. 
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5" No puedo pedirse á la vez el cumplí míenlo de un 
contrato y la pena. 



Ca$a. — II. Luis Laurette, comerciante en .«««ve..», 
fletó el bergantín ruso • Iris, * capitán Hogman, consig- 
nando la carga á lluenos Aires á fh Adolfo Modet, p««r 
el (lele de (8,750 francos. 

En el conlraln de (lelamente se convino en que el 
Helador tendría treinta ilias para cargnr en el puerlo de 
Marsella ; la desraiza en el puerto de Unenos Aires so baria 
según los usos y costumbres del lugar; el 11 pie se pagaría 
al contado, desde la buena entrega de la carga ; se da Han 
diez dias de sobrestadías, siendo requeridas, á razón do 
150 francos diarios, pagaderos de dia cu dia; el capitán 
se baria á U vela á las cuarenta y ocho horas después 
de la entrega do los conocí micnlns. bajo pena de pagar 
al fletador 150 francos, por cada dia de retardo; y la 
mulla por la no ejecución del contrato seria el importe 
del flete. 

El capitán Ifogman llegó á este puerto el dia 23 de 
labrero de 187!, y en ±2 de .ful ¡o del mismo año ocurrió 
al .Juez de Sección cotí una protesta hecha anle la Es- 
cribanía de Marina en 15 del mismo mes, y entabló de- 
manda contra el consignatario del cargamento, Sr. Adolfo 
Modet, diciendo, que él mandó aviso de estar pronlo 
para la descarga el 21 de Febrero; quo Modet, mandó 
comenzarla el £8 ; quo desde ese dia hasta el 8 de Abril, 
en quo suspendió la descarga, se trabajó en ella solo 15 
dias; que se volvió á seguir la descarga el Iti de Mayo, 
concluyendo el 3 de .lunio; que Modet abonó el flete solo 
-11 dias después fie concluida la descarga, negándose á 
pagar las estadías y los daños y perjuicios do la demora: 
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que después de ese tiempo, el buque carado de retorno, 
no pudo darse á la vela sinó eou olro retardo de seis 
días, porque Modet había depositado parle do la C3rga 
y esta no se encontraba cu la Aduana ; que pedia pur lo 
tanto las estadías desde 1" de Abril basta el 2H de Junio 
en que se pagó el Hete , tíon mas los seis dias del retardo 
posterior, á razón de ITiil francos diarios, la mulla esli- 
pulada en el contrato de ftelamento, la suma de 5,0lM) 
Cráneos puf daños y perjuicios, y las costas del juicio 

Conferido traslado, contestó Modet, réspede de las es- 
tadías, que no se había estipulado ningún plazo para la 
descarga sinó el que fuera de uso en este puerto ; que 
en este caso no se puede obligar al consignatario á la 
descarga dentro de un plazo lijo bajo pena de estultas , 
sin previa interpelación judicial y sin fijarse el mínimum 
de toneladas á descargarse cada dia ; que la descarga se 
habia hecho en el menor tiempo posible, aprovechando 
los dias hábiles y la desaparición de la epidemia desde 
Marzo basta Junio de 1871 ; que el buque quedó descar- 
gado el dia 3 de Junio: y, separando los últimos II dias 
de Marzo y los meses de Abril y Mayo, en los que duró 
la fuerza de la epidemia nuc corisliluia una fuerza mayor 
que i m pedia la descarga, no se habían ocupado en ella 
sinó 2ti dias, es decir, los tres dias de Febrero, veinte 
días del mes de Marzo y tres del mes de Junio; que por 
i-onsiguíenle, la descarga se hizo en un término menor del 
concedido por la carga en el puerto de Marsella, y 
que desdo el 3 de Junio, habiendo quedado el buque eu 
condición de recibir carga, no podia pretender las es- 
tadías. Respecto de la mulla, y daños y perjuicios, 
contestó, que no se trataba de falta de cumplimiento d^' 
contrato, sinó do las estadías ; que no podia pedirse al 
mismo tiempo la umita y el cumplimiento; qué no hubo 
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demora en el pago del flete, porque el retardo del pago 
al 2S de Junio fué debido á la necesidad de ^reglar la 
cuenta del buque, ni bobo interpela cien judicial ; que no 
liabian existido perjiiitritts de clase alguna, y que era falso 
que hubiese demorado al buque y»r seis dias para su des- 
pacho en el viaje de retorno. 

I'ara mejor proveer, se pidieron por el Juzgado los si- 
guicnles informes : á la Aduana, sobre los dias invertidos 
en la descarga ; á la Capitanía del hierlo, sobre los dias 
hábiles para la descar-a desde el ¿5 de Febrero basta el 
3 de Junio; A la Bolsa, sobre el plazo de uso en esl« 
puerto para la descarga de los buques de ultramar, no 
habiendo sido fijado por contrato, y sohre cuánlo se paga 
por estadías ó sobrestadías, si el cuánto no lia sido es- 
tipulado 

Recibidos estos informes y renunciando el capitán Hog- 
man á los perjuicios por loa seis dias de demora en el 
viaje de retorno, se dictó el siguiente 

t'Blla «leí Juri *wion»l 

Rueños Aires, Miren» 10 «le lflff& 

Vistos estos autos seguidas por I). Luis Hurmeister, en 
npresentacion do C. G Hogman, capitán del bergantín 
ruso i Iris, » «-entra D. Adolfo Modct, por cobro de esta- 
días y multa en un contrato de lletamento, y resultando 
de ellos : 

1" Que en 18 de Octubre de 1870, el capitán del es- 
presado bergantín celebró en Marsella un contrato de lleta - 
inento con 1). Luis Laurelte, para conducir mercancías 
di puerto de Buenos Aires, en cuyo contrato se estipuló 
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ol plazo de Ireinta (lias corridos de estadías para la carga, 
y si fuesen requeridos, diez días de sobrestadías á razón 
de 150 francos por dia, y que respecto á la descarga, 
ella se haría según los usos y costumbres del lugar. 

2" Que en el mismo contrato se estipuló una multa 
igual al precio del líete, ó sea ifl,fí50 francos contra 
aquel que dejase de cumplir el contrato, según consta de 
ía respectiva póliza, cuya traducción corre de f. 15 á I". 

¡I o Quo el buque llegó á este puerlo el 2íí de Febrero 
de 1871, encontrándose el 25 del mismo mes listo para 
la descarga, como se espresa en 1a demanda y ha sido 
reconocido en la contestación, concluyendo ella el 3 áo 
Junio último. 

t° Que el repitan, partiendo del contrato y hechos 

formulada contra D. Adolfo Modet, cuyo testimonio corro 
á f. 3 y 4, ha enlabiado su demanda contra dicho señor, 
pidiendo se le condene: I» al pago de 1 1 , TOO francos por 
estadías de setenta y ocho días, ú ra/.nn de 150 francos 
diarios, incluyendo en estos, seis dias de demora en el 
despacho del buque para el retorno: y 5,000 francos 
por daños y perjuicios, que se dicen originados al capitán; 
y Ü" al de IK.751Í francos, como molla por no haber 
cumplido el contrato de ílelarr.enlo, y además al de las 
costas y costos. 

Que el demandado ha opuesto las sig iicntes escep- 
ciones: V Que según el contrato de fletnmento no se ha 
estipulado plazo alguno para la descarga, debiendo ha- 
cerse esta segun los usos y costumbres de este puerto, 
de que se desprende que la mente <lü los contratantes 
fué el no fijar términos ni plazos al efecto; siendo á ellos 
á quienes incumbía conocer las facilidades ó inconve- 
nientes del puerto, en que so obligaban mutuamente á 
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recibir y entregar la carga. -2» Que en tal caso no 
puedo obligarso al dueño ó consígnala nus de. las mcrea- 
derias á su descarga dentro ile ningún plazo ftjo, bajo 
pena de estadías!, sin que medie antes interpelación judicial, 
para que se proceda á la descarga, y aun asi mismo limitán- 
dose á que se fije el mínimum de las toneladas que duba 
descargarse cada día, que üs lo único que mandan \* 
pireden mandar tós tribunales, por ser lo único que puede 
determinarse mu justicia, euya petición im ha sitio heclia 
pnr el capitán. — ¡i" (luu la descarga se ha hecho en el 
menor tiempo posible, nproveehando la desaparición de la 
epidemia y los pocos dias hábiles habidos desde Marzo 
hasta Junio. — l* Que habiendo sobrevenido la epidemia 
y con ella el trastorno general del comercio y la pobla- 
ción de esta ciudad, y el notorio entorpecimiento de l¡i 
Aduana y ln imposibilidad do conseguir lanchas ni carros, 
m gente para ocuparse de la descarga. — .V Que no cs- 
lendiriiduse las estadías mas allá del tiempo que dura l;i 
descarga, pues tienen por objeto indemnizar al buque de 
las demoras que ¡ndehidatiienli' se le impongan, no hay 
paízon pita exigir del Helador nuevas indemnizaciones, desde 
que el limpie qucihi libre de la carga, y en consecuencia, en 
condiciones d«; recibir Ua de los otros cargadores. — 0* 
Qoe la demora en la descarga debe atribuirse tan solo á 
Tuerza mayor, y de ninguna manera á culpa del cargador, 
que no había p<>dclo evitarla. — 7-' Que en cuanto á la 
multa, | i'\ mis bis daños y perjuicios estimados en 5,000 
francos, es absurdo y Contra derecho, porque no se trata 
de falta de cumplimiento de contrato, sinó de sí se deben 
ó no estadías : á lo que se agrega, que sí se tratase de 
falla de cumplimiento de un contrato, aun en dicho caso 
no podria evigirse la multa al mis tiempo que el cum- 
plimiento, porque importaría paga* dos veces las mismas 
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indemnizaciones — 8" Que tampoco las hubria por demora 
en el pago del flete, porque el capitán ha firmado con 
fecha 28 de Junio el recibo por saldo que aparece en 
la cuenta adjunta de f 18; y que si ha habido posterga- 
ción de algunos dias, desde el último dia de descarga y 
el pago del Hete, ella lia sido causada mientras se arre- 
glaba la cuenta del buque ; no habiendo incurrido en 
mora también porque no lia mediado demanda, interpe- 
lación judicial t'i otro acto equivalente, según el arL 213 
del Código de Comercio. — it* Que no hay Liles daños 
y perjuicios estimados en ~ s 00lt Trancos, porque desde el 
3 de Junio ha estado libre el buque para recibir carga, 
y es fabo que se le baya demorado seis dias para su 
despacho en su viaje de retorno. 

6 o Que habiendo el Juzgado ordenado que se practica- 
sen algunas diligencias para esclarecer cuántos dias se 
han invertido efectivamente en la descarga, espresando los 
fechas y ta cantidad de la carga desembarcada en cada 
día, y cuántos dias hábiles habían trascurrido desde el 
25 de Febrero hasta el 3 de Junio : cuál es el plazo que 
es de uso acordar en este puerto para la descarga de 
los buques de ultramar, cuando no ha sido determi- 
nado ó fijado por el contrato de ftetaiuento : cuánto se 
paga por estadías ó sobrestadías cuando no ha sido esti- 
pulado el cuanto en el contrato : sí es verdad que el 
bergantín ruso i Iris ■ tuvo que demorar su salida, con 
carga ya de retorno, por seis dias á causa de haber su 
consignatario 1). Adolfo Modet. depositado parte del car- 
gamento, que aquel condujo, y de no encontrarse por la 
Aduana, averiguar la verdadera acepción de la cláusula 
' marchanduet toiit ¡talan á la dilifjence du capiíaine et 
aw fraix et ruques de» receptionnaires* : resulta comproba- 
dos los siguientes hechos : que desde el 25 de Febrero 
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hasta el 3 de Jumo solo se utilizaron para Ja descarga 
trece días, t. 39 vuelta y 10, siendo así que hasta el 
12 de Abril hubo treinta y cuatro días hábiles, f. 43 y 44, 
habiéndose entonces deparado feriado por los Gobiernos 
Nacional y Provincial. — Quo del 8 rio Marzo adelanto 
hasta e) 10 de Abril se disminuyó una hora de Jas acor- 
dadas para el despacho de Aduana ; pero que la descarga 

de despacho directo podia descargarse de sol á sol y 
despacharse como en tiempos normales, como lo acredita 
el informe de fojas 54 y 55 de los autos mandados traer 
á la vista. — Que desde el 25 de Febrero hasta el 8 de 
Abril solo se utilizaron nueve días para la descarga; desde 
esta fecha hasta el 30 de Mayo solo dos dias; y luegu 
hasta rd 3 dfí Junio otros dos días, I'. 39 vuelta. — Que 
el plazo que i-s de uso ucordar en esto puerto para la 
descarga de los buques de ultramar, cuando no se ha 
determinado en el contrato de ilelamenlo, es ó razón de 
30 toneladas de carga por cada dia hábil de trabajo, si 
ol porte del buque es mayor de 300 toneladas de regis- 
tro; y que en tal caso, las sobrestadías se pagan á razón 
de 10 céntimos de peso fuerte por cada tonelada de re- 
gistro por cada dia 'ürrido, f. 63 vuelta. 
Y considerando : 

1° Que está justificado en autos que el bergantín « Iris » 
estuvo listo para comenzar la descarga desde el 25 de 
Febrero inclusive, puesto que se dio el aviso al efecto el 
21, y dicha operación solo estuvo terminada é 3 de Junio. 

2° Que no mediando estipulación alguna en el contrato 
do flelamento para la descarga, ella debió verificarse, según 
el informe de la Dolsa de Comercio, á razón de 30 to- 
neladas de enrga por cada dia hábil de trabajo, f. Ü3 
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¿o Que computando las toneladas do registro que mide 
d bergantín rusu 4 Iris , » esto es, Íi5i, con las que suíi 
de usa en este puerto descargar, resulta, que el * Iris 1 
debió descargar dentro del tóriuinu de doce dias hábiles. 

4" Que según osle cómputo y en vista de lo i n tu ruin do 
por |;i capitüiiÍLi del Puerto f. 43 y 44, la desear ga 
debió concluir el diez de Mano ; debiendo por consi- 
guiente comenzar á correr las sobro-csiadías desde el once 
del mismo. 

5" Que el espitan Uogtjian colira bis estadías, ó sobre- 
estadias desde el !" de Abril á ra/un de 150 Trancos üóv 
día teniendo en vista el contrato de lletatnenlo citado 
con respecto al plazo acordado [tara la carga, (treinta días 
corridos; y tos diez dias de sobre-estadías, si fuesen re- 
queridos, á razón estos últimos de 1 50 francos por cada dia. 

tí" Que la causa de fucr/j mayor ocasionada por la 
epidemia, y que se invoca pitr l>. Adolfo Modet, solo ha 
podido producir entorpecimientos, que habrán hecho 
mas difícil la descarga; pero de ningún modo obstáculos 
insuperables para el puder del hombre, únicus que pueden 
constituir la verdadera tuerza mayor. 

7° Que del informe del resguardo f. ;íí) suelta, resulta 
que 1). Adolfo Modet, en tudu el mus de Marzo, esto es, 20 
dias [lábiles, f. ¿U ( y que el capitán acuerda á este en 
su escrito do demanda / tuvo subradu tiempo para efec- 
tuar la descarga. 

8* Que si bien es cierto, que desde el 8 de Marzo 
adelante hubo una hura de disminución en el despacho 
de la aduana, esta circunstancia no ha podido influir en 
la descarga del « Iris > ; porque según el informe de 
f. 54 y 55 de la Administración de ítentas, { espediente 
mandado traer á la vista ) la descarga podia hacerse en 
las Janchas de sol & sol. 
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tí" Que pur ulra parte ta tuerza mayo' 1 en la hipótesis 
Je haber ocurrido en el cu?u, había sido procedida di- 
culpa del consignatario de la carga, pueblo que desde el 
¿5 do Pobrero hasta el 12 Je Abril, cu que se deL-hnú 
feriado á causa de la epidemia, informe de la capitanía 
del puerto, f. ii, habían trascurrido 34 días liúbilu^, > 
solo se descargó durante eitico días; y por lo tanto la 
cscepcion de fuerza mayor no mtíh admisible con arre- 
zo á Jo dispuesto en el art. 3É0 <!ei Código de Comercio. 

10 Que los estadías ú sobre- ^Lidias, no son por re- 
gla general, mas que la indemnización tie los gastos diarios* 
que tiene el buque, que ios sufre, gastos que no han 
sido en su bonclioSo esefosivo; puesto que las uier- 
caderías no podían quedar abandonadas, y no es justo 
que el buque suporte los gastos, que se hacen cu 
hendido de terceros, que no sean el dueño 6 ar- 
mador. 

1 1 Que según el i n forme de la Bolsa do Comercio , 
ya citado, las sobre-estadías en el presente caso deben 
ser pagadas ;i razón do diez céntimos fuertes, por cada 
tonelada de registro por cada dia corrido. 

12 Que la cláusula puesta en el conocimiento de foja 
51 « marcha ndises livrablcs soits palan ú la diligence 
dü capitahw et aiu frais el rispies des réceptionnaira » , 
solo importa que el capitán está obligado íí entregar la 
carga bajo aparejos, y que será hecha bajo el cuidado 
suyo contribuyendo al efecto con su tripulación, y nu hay 
ejemplo alguno en estos casos en que el capitán des- 
cargue á lio ra las mercancías, puesto que entonces no 
diría el conocimiento. «satis palan*. 

lü Atento el desistimiento del capitán respecto de los 
seis días de demora para el despacho del Í;uquo para 
su viaje de retorno, y de ios 5001» francos do perjuicios 
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solicitados, liase por nu comprendido tal pedimento en la 
Y considerando respecto de la inulta, cuyo cobro dé- 
lo Que dicha inulta según la estipulación espresada 
en el contrato de fletamento, solo fué acordada para el 
caso en que alguna de las partes no cumpliese el con- 
trato referido, esto es, el Retador no entregando la carga 
v el fletante no admitiéndola en su buque, en los tér- 
minos del contrato, y en el presento caso es claro, que 
ambos lo cumplieron, puesto que los cargadores entre- 
garon su carga al buque, y este lia entregado en el 





i, que es en 
de fletatiienlo, 
2 U Que en la cuestión sub-judice, no se trata absolu 
lamente, de que el consignatario de la carga pretenda 
no cumplir el contrato, sinó simplemente, de si con arre- 
glo á él está o no obligado á pagar los estadías, sea 
corno debe cumplirse el contrato. 

3 a Que tratándose por otra parte de una cláusula penal, 
y exigiendo el capitán el cumplimiento de la primera, 
no puede pedir á la vez la pena, con arreglo á lo dis- 
puesto en los arts. 287 y 288 del 

4 o Que la solución que Huye dejos 
siderandos, es que el capitán tiene derecho para 
pago de las estadías, que ha causado el consignatario 
de la carga, y el de los interese* á contarse desde el 
dia de la demanda, de acuerdo con las prescripciones 
contenidas en los arts. 2H> y --"j del citado Código; 
pero que no lo tiene para exijir el pago de la mulla; el 
que ha resistido con justo derecho el demandado, no 
pudiendo por tanto ser considerado como litigante te- 
merario. 
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Por eslos fu n iiai tientos — tallo condenando á 1). 
M- -il.-t .1 alionar (Jen Ira do diez día» al ea pilan 1). Cárlos 
Hogmun del lierganlín Iluso « Iris » el importe de las 
subre-esladias á contarse desde el primero de Abril liasta 
el ;i de Junio inclusivo, á razón de 10 es. fuertes por 
cada tonelada de registro por cada dia corrillo, y los in- 
tereses desde la demanda, con arreglo á la lasa que cobra 
el Banco de la Provincia; y " absolviendo al mismo señor 
Modet de la mulla que se le cobra por la inejecución del 
contrato de rietauienlo ; siendo las costas pagaderas según 
se hubiesen causado, y los comunes por milad. Impón- 
ganse les sellos, y Molifiqúese con el original. 

Andrés fijar riza. 

Modet apeló y espresando agravios pidió se confrrmase 
la sentencia en la parte absolutoria y se revocase en 
la parte que le era agraviante, fundándose principalmen- 
te en el recibo por saldo y finiquito de líeles que le dió 
el capitán Hogman, dijo que las estadías son una con- 
tinuación del Hete, porque Huyen de la continuación de 
la carga mantenida á burilo, y que un capitán que da 
liuiquilo por lletas condesa (pie no tiene derecho á estadías; 
agregó que el ca pilan sabia que no se le debian estas 
estadías, pues la cláusula posterior que se nota cu los 
conocimientos establecía que la carga había de entregarse 
á diligencia del capitán. 

Conten. lo traslado, la parle de llugman se adhirió á la 
apelación pidiendo las estadías dnsdc el II de Marzo y 
las cosías del juicio, Dijo que su recibo era solo por saldo 
de Hele y no por saldo y (miquilo de rúenlas; que en 
la instancia de apelación no podían alegarse cosas dis- 
tintas de las consignadas en la contestación á la demanda 
que la sentencia reconocía que la descarga debió concluir 
t. ii :t) 
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el \Q de Marzo, y por consiguiente no se comprendía 
como hubiese ordenado que las estudias debían contarse 
desde el 1<> de Abril, pues no se había estipulado para 
la descarga un termino igual al <|ue se fijó para la carga 
que no era justo que los gaslus do la presente geslion 
estuvieran á su cargo en la parle correspondiente. 

Cunferido traslado de la adhesión, Model presentó ti 
conocimientos, dos de ellos firmados por llogman, y lodos 
con la siguiente estampilla « marchandises tivrabla soiw 
palaná la diligence ilu cu pílame el a tu- frois et risque deré- 
cepüonnaires. i Presentó también un certificado de la bolsa 
declarando que un buque de líol) toneladas de registro 
no puede descargarse en mein s de 25 a" 2K días Lábiles; 
y Otro ceriifieailo de varios comerciantes sobre que la 
cláusula ile la meiirianada estampilla importaba que el 
capitán delua procurar lus medios de hacer y activar la 
descarga. l>puso que la estampilla causaba novación y 
era un neto bilateral [brillando parte del contólo ins- 
cripto en e! conocimiento; que el capitán segun ella debía 
prestar en la desearla los actos de diligencia previa ; y 
que habiendo sido moroso en estos no podía reclamar la 
mora pretendida de aquellos á quienes no invitó como 
debía y que tenían ademas la disculpa del indujo de la 
epidemia pur el que rm habían pedido prestar una mayor 
diligencia. 

Se confirió traslado de los documentos presentados, y 
la parte de llogman contestó que la estampilla podo ser 
puesta de-pues de firmados los eonoeiiniciilos ¡ rjtie el Ira- 
ductor público nombrado por la Suprema Corle la había 
traducido « mercaderías á entrn/ur ai costado del buque hijo 
ti cuidado del capitán y á costa, y riesgo del cunsignotarh • ; 
qoe no era verosiiml que los capitanes extranjeros asumiesen 
la obligación do buscar los medios de Ja descarga en un 
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[iultIu que no conocían ; que la obligación del capitán 
era de enligar la carga bajo aparejos al costado del buque 
y la estampilla no decía olra cosa; que Modct no liabia 
probado que la demora de la descarga había procedido 
de no oslar pruntos los aparejos. 

rnllo itr in Nnprem» Corte. 

Buenos Aires, Mayo 2 de 187:*. 

Vistos ; por sus fundamentos se confirma Jj sentencia 
¡ipelada do Tuja setenta y siete; satisfechas las cosías y re- 
puestos los sellos devuélvanse. 

Salvador M. del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Marcelino Ugarte.— J. 
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D Antonio Pintos de Sampaio, contra la compañía * Tramways 
de la ciudad de Buenos Aires * pur devolución de unos 
caballos á su precio. 



Sumaria. — 1" Hcsultando prubada la demanda, aun 
cuando sea por otro motivo ó acción Je la que esprese el 
actor al proponerla, debe fallarse el pleito por lo que re- 
aullo de la prueha sin atender minuciosamente á los trá- 
mites y solemnidades de los juicios. 

2» No teniendo electo un contrato de venta por falta 
de cumplimiento de una condición suspensiva, las cosas 
entregadas al comprador deben ser devjellasal propietario. 

3' Recibiendo el comprador la cosa sobre que versa 
el contrato, contrae la obligación, no solo de devolverla 
si no se perleccíuna la Venta, sinú de anidarla hasta la 
devolución como un buen padre do familia. 

4-° Los contratos hechos por cí factor de un estable- 
cimiento comercial ú fabrica que notoriamente pertenezca 
á persona ú suciedad conocida, se entienden celebrados 
por cuenta del propietario del establecimiento, aun cuando 
el factor no lo declare, siempre que tales contratos re- 
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caigan sobre objetos comí prendí dos en <:1 piro del csln- 
liteeimiento. 



Cano. — - Cunfirmada por la Suprema (lorie la sentencia 
del Juez, do Sección de Buenos Aires en (|uc absolvió a* 
la compañía de Tramways 'de la ciudad de Ituenos Aires 
de la demanda interpuesta por I). Antonio Pintos de Sam- 
paio por el cobro del precio do 21 parejas de caballos 
de tiro. (1) y devueltos los autos, Pintos de Sampaio 
dedujo nueva demanda por devolución de dichos caballos 
ó en su detecto el importe con las costas del juicio, 
aduciendo como justificativo de su acción el escrito de 
contestación de la compañía donde reconocía que recibió 
los caballos con el objeto de hacerlos herrar y probarlos 
en el tiro de los carros. 

El apoderado de In compañía contestó qui' rechazada la 
primitiva acción de compra venta fo instauraba ahora una 
nueva acción de depósito, fundada en una pretendida 
confesión do la compañía. — Que la compañía no habia 
confesado tal cosa, sinó que por el contrario habia dicho 
que la primera noticia que tuvo do los caballos fué la 
demanda de Sampaio. pasando recien á preguntar á los 
peones lo que sabian, y refiriendo sus rumores ó con- 
versaciones, de lo que Sampaio pretendía hacer una con- 
fesión. 

Que la acción de depósito debía ser rechazada como 
la de venta : — l" Porque cscedicudo de 200 pesos no 
podia sor probada por testigos, no habiendo contrato 
escrito: — á" Porquo el depósito solo puede contratarse 
entre el propietario de la cosa y el capaz 
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y ni su capataz Arias podía contratar por Samp?io, ni los 
peones ó capataces de la sociedad anónima contratar por 
ella. 



rail* del Ju*i de Recelen 

filíenos Aires, Febrero 22 de t8"2. 

Y vistos estos autos seguidos por I). Antonio Pintos de 
Sampaio, contra la Sociedad Tramways de la Ciudad de 
Buenos Aires por la devolución de veinte y una parejas 
de caballos de tiro, y considerando ; — i* Que demandada 
Ja compañía como comprador! de estos caballos negó la 
existencia del contrato de compra-venta, asegurando en su 
escrito de contestación, f. $, que las veinte y una parejas 
de caballos fueran llevadas por el capataz de Sampaio á 
la estación de Barracas, donde fueron probadas y rechaza- 
das por habérsele encontrado inútiles para el tiro, y al 
dia siguiente de llevadas las parejas ocurriendo Sampaio 
en la estación se le dijo, que los caballos no habían 
sido aun probados; todo lo que comprueba que dichos 
caballos mcron recibidos por el representante de la com- 
pañía sin que aparezca probada por otra parte la devo- 
lución de ellos á Sampaio. -2 o Que demandada nueva- 
mente la compañía por la devolución de los caballos, no 
ha opuesto en la contestación ninguna escepcion de hecho, 
que requiera prueba, quedando la cuestión reducida, á si 
la compañía está obligada a* devolver los caballos, que 
recibió para probarlos. —3 a Que no obstante que Ja acción 
entablada por Sampaio es la de depósito, bajo cuyo con- 
cepto es insostenible la pretensión del actor, por cuanto 
do los antecédeme*, á que se refiere la demanda, no re- 
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sulla la existencia do este contrato ; aparece sin embargo 
clara la obligación, en que está la compañía de devol- 
ver los caballos, que recibió, una vez que no los encontró 
útiles para el servicio, á que debían destinarse, puna la 
devolución ds una condición láeila do la estipulación, y 
no pocnlc aceptarse en equidad, que la éofflpáñía so en- 
riquezca con perjuicio de olro. — 5" (¿un do la disposi- 
ción de la ley 10, til. 17, hb. 4", é interpretación que 
hacen los nsjiasilorcs, se deduce, que si residía proba- 
da la demanda, aun cuando sea por litro motivo, ó acción 
de la que espresó el ador al proponerla, debe fallarse 
el pleito por lo que resulta de la prueha, sin alondor mi- 
nuciosamente á los tramites y solemnidades de lo* jui- 
e/os. — O 1 Que por confesión de ta pacte demandada, re- 
sulta probado, que la compañía recibió del capataz de 
Sampaio en la estación fie Barracas, (que eS lugar dcs- 
linndo al ensayo <lo los ea bal los veinte y una parejas para 
probarlas, si eran á propósito para el servicio cié losTram- 
ways, los que probados dieron un resultado negativo. — 
7" Que no habiendo tenido efecto la venta por falta 
■ leí cumplimiento ilc la condición suspensiva, que importa 
el resultado del ensayo, las cosas entrególas al comprador 
deben ser devueltas al propietario, que lo es en este caso 
el demandante. — 8 rt Qoe habiendo m eplado la compañía 
las referidas parejas en su establecimiento con el objeto 
do probarlas, contrajo la obligación no solo de devolver- 
las una vez que no se perfeccionase la venta, sinó aun 
do cuidar de ellas basta la devolución, como un buen 
padre de familia, (Zacliarié, nota 13 al § 075; y Trop- 
long, núm, I 10) — Y 9" Que una vez aceptado y resuello 
como lo está por la sentencia definitiva do f.. ,.que no 
tuvo efecto la venta á causa de no ser los caballos útiles 
para p\ servicio de los Tramways. el precio convenido do 
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dos mil y mil quinientos pesos por cada caballo es de- 
masiado alio, y la ífcde ionización, si so debo un este caso 
solo alcanza al precio efectivo de tos caballos, que se 
hubiesen perdido, ó deteriorado ppc oulpa, ó descuido de 
la empresa. 

Por estos lo nd a montos fallí» condenando á la compañía 
de framways de Ja Ciudad do Unenos Aires á devolver á 
D. Antonio Pintos Satnpaiu las veinte y una parejas de 
caballos, que demanda o su valor por la estimación, (pa- 
so hará por peritos do Jos que se hubieran perdido ri 
deloriorado por culpa ó negligencia de la compañía, de- 
biendo toner presente los peritos en su estimación la 
calidad do gordos y sanos, y de buena clase, pero no do 
tiro; con costas al demandado. Repónganse | os se Un* y 
notifiquese con el original, 

Andrés t '(jarrita. 

El representnnto de la empresa interpuso los recursos 
de apelación y nulidad, fundando esto en que sin recibir 
ta causa a prueba el juzgado da por confesados lo? he- 
chos negados por la compañía. 



Fallo «|p lu *iiprrm* forte. 



filíenos Aires, Mayo i úp. (872. 

Vistos; por sus fundamentos, y considerando, que se- 
gún el artículo ciento treinta y nueve del Código do 
Comercio, los contratos hechos por e! factor do un estable- 
hinnento comerciíll ó fabril que noloriarnento pertenezca 
á persona ó soci ed.nl conocida, so entienden celebrados 
por cuenta del propietario del establecimiento;, aun cuan- 
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do el factor no lo declarase at tiempo do celebrarlos, 
siempre que tales contratos recaigan séhré tupios com- 
prendidos en el giro ó tráfico del establecimiento — se 
confirma con costas la sentencia apelada de toja ciento 



Sumario. — i" Negados por el demandado los lierlios 
fundaméntalos dr la demanda, corresponde ;i los aeíurcs 
la prueha. 

2 o La responsabilidad de los dueños ó arma dore* por 
las obligaciones contraidas por el capitán, solo os efectiva 




Salvado» María del Cáhuil. — Khan- 
cisco Delgado. —José Barros 
Pazos — Marcelino Usarte. — 
J. H. GnnosTiACA. 




Don Benita flextelinn y (MI y O, contra rJ propietaria drl 
vapor %Lolita,> por cobro de provisiones. 
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cuando se justifica la inversión de las cantidades debidas 
en beneficio del buque. 



Cató. — El Procurador Iparraguirre, en representación 
da D. Benito Bestelino y de Cotí y C\ demando anle el 
Juez Federal de Buenos Aires á D. Lorenzo Grasso, pro- 
pietario y armador del vapor < Lolita, » las sumas de 
2.76Í ps. m/c debidos al primero, y 7,487 ps. -í rls. á 
los segundos, pnr provisiones suministradas á dicho vapor 
durante un tiempo que estuvo en el puerto del Tigre. 

Grasso contestó que nada debía á lo-, demandan tes, pues 
nunca había tenido negocios con ellos, agregando que si 
algo le habían dado al capitán era sin su orden ni con- 
sentimiento ; y pidió en consecuencia so le absolviera de 
la demanda, condenando en costas A los actores. 

En un juicio verbal el demandante agregó que las pro- 
visiones se habían dado por orden del capitán del vapor, 
l|. Emilio Brunat, — Grnsso replicó, que en la época á 
que se referían las cuentas, él no había tenido mas hom- 
bres á bordo que el maquinista Brunat, quien le había 
pedido permiso para llevar su familia durante la epidemia 
de liebre amarilla. 

En seguida se puso la causa á prueba sobre si el ca- 
pitán ó encargado del buque pidió para servicio de este 
los artículos á que se redare la demanda, y si dichos 




en su 

El demandante presentó los testigos Antonio Martelo, 
José Gamba, Juan Gamba y Tomás Iglesias, los cuales de- 
clararon que habian visto recibir ¡í bordo algunos comes- 
tibles y otros objetos, agregando Juan Gamba que ellos 
i* invirtieron en provecho del buque. 
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Falle del Jucs Seccional. 

Buenos Aires, Febrero $4 de JR71 

Y vistos estos autos seguidos por el Procurador Iparra- 
guirre, en represcnlaeion de I). Renilo Reslelino y los 
Sres. Coll y C\ contra D. Lorenzo Grasso, como propie- 
tario y armador del vapor i Lolita, * por suministros he- 
chos al capitán de artículos para la provisión del referido 
vapor, y resultando de ellos: lo Q ue l s demandantes 
no han acompañarlo á la demanda mas documentos jus- 
tificativos que las cuentas que corren á f..... que no con- 
tienen el conforme del demandado, ni del capitán, por 
cuya orden se dice haberse hecho la provisión. — 2° Que 
el demandado en su contestación á T. 10 niega ahsotu la- 
mente los hechos en que so funda la demanda, la misma 
negativa que ratifica después en el juicio verbal á f, 14 
vuelta. — 3° Que recibida la causa a prueba, solo han pro- 
ducida el testimonio de Antouio Martelto, f. 31 vuelta, 
José Gamba, F, 3:2, Jmm Camba, f, 33, y Tomás Iglesias 
f. 33 vuelta. Y considerando: l n Que negados por el de- 
mandado los hechos fundamentales de la demanda, corres- 
ponde á los actores la prueba. — 2™ Que la responsabilidad 
de los dueños ó armadores por las obligaciones contrai- 
das por el capitán, solo es efectiva cuando se justifica 
la inversión de las cantidades debidas en beneficio de la 
embarcación, artículos 1067 y 1107 del Código de Comer- 
cio, y 3° Que ninguno de estos puntos lia sido probado, 
pues de las declaraciones de los testigos solo la de Juan 
Camba afuma que la inversión se hizo en provecho de' 
buque, no teniendo valor alguno romo singular. — Por 
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estos fundamentos, fallo, declarando que los demandan- 
tes no han probado su acción y en su consecuencia 
queda libre do ella D. Lorenzo Grasso, sin especial con- 
denación de costas. — Hágase saber y repónganse los 
sellos, 

Andrfo Ugarriza, 

De esta sentencia apeló Iparraguirre, adhiriéndose Grassn 
por no haberse condenad» en costas A los demandantes. 



Fell» ■> I» Suprema l ori* 



Dueños Aires, Mayo H de 137i, 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
cuarenta y cuatro, satisfechas las costas y 
los sellos, devuélvanse. 



Salvador María del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 
Marcelino IIcarte.— J- B. Goros- 
tiaca. 
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IK Federico (iarrigos t con D. José Catoni, sobre cumplimiento 
de un contrato de arrendamiento. 



Sumario. — No puede otorgar apelación para ante la 
Suprema Corte, en asuntos que versan sobre una canti- 
dad menor de 200 pesos fuertes. 



Caso. — Ü. José Catoni en autos con D. Federico Garri- 
dos ante el Juzgado Federal de Buenos Aires sobre cum- 
plimiento de un contrato de arrendamiento de una casa, 
pidió que maestros mayores constatasen el estado de la 
linca y se hiciera un presupuesto del valor de las re- 
facciones necesarias para poder entregarla en el estado 
que la recibió según el contrato. 

Proveído de conformidad se levantó un presupuesto de 
1000 pesos moneda corriente, después de lo cual Garri- 
gos pidió se emplazara á Catoni para que hiciera hacer 
las refacciones en el término de G dias, debiendo en caso 
contrario pagar el alquiler mensual de 7.ÍJ0O pesos mo- 
neda corriente. 



KALLUS LHE LA 9UHKEMA COHÍK 



rail* del Juez de 



No constando el tiempo que sea bastante para hacer 
las reparaciones necesarias en la casa del solicitante 
no lia lugar á la intimación del plazo, sin perjuicio de 
Jos derechos que pueda competir á esta parle; y en cuanto 
á lo demás, lo proveído boy. 

Zavaleta. 

Habiendo apelado Garrtgos, y conredídose el recurso en 
relación se dictó este 



rallo de la 



Uuenos Aires, Majo 11 de I87á. 

Vistos : resultando que la tasación aceptada por las par 
tes asciende á solo cuatro mil pesos moneda corriente, 
cantidad inferior al valor designado en el artículo cuarto 
de la ley sobre jurisdicción y competencia para que se 
pueda otorgar apelación á la Suprema Corlo ; devuélvan- 
se los autos, previo pago de costas y reposición de sellos. 

Salvador M . del Cáhuil. — Krakcisco 
Delgado. — 4 osé lUnnos Pazos.— 
Marcelino Ugabte. - - J . B. Gonou- 
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CAUSA LI. 



Competencia entre ei Juez Federal de Buenos Air™ y // //« 
Paz de San Nicolás de los Arroyos. 



Sumaria. — \ a El declinar la jurisdicción de un Juez dn 
Paz por razón de la cantidad que se litiga, no importa 
una declinatoria absoluta por razón de las personas. 

2 o No opilándose el auto en que no se hace lufrar á 
la declinatoria, el pleito queda radicado en el Juzgado de Paz. 

3" Un pleito radicado en la jurisdicción provincial debe 
seguirse en ella hasta su terminación. * 



Caso. — U Manuel Alrueida, argentino, demandó ante el 
Juez de Paz de San Nicolás de los Arroyos á D. Bartolomé 
Castíignino, estranjero, la redención de un fundo vendido 
con pacto de relímenla. 

Citado Caslagnino á juicio verbal, al contestar la de- 
manda, opuso doclmaloria de jurisdicción, fundado en que 
el valor que tenia el fundo demandado era superior a Ja 
cantidad de que pueden conocer los Jueces de Paz de 
campaña, concluyendo por pedir el término de ocho disg, 
que se le otorgaron, para consultar el punto, según 
las constancias del acta levantada el dia 19 de Octubre 
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En 25 del mismo mes, el Dr. D. Juan J. Britos, por 
Castagnino, se presentó ante el Juez Federal diciendo que 
i se había jactado públicamente, y aun ante el Juez 
de San Nicolás de los Arroyos, de tener derechos 
mencionado, por lo que, entablando demanda de 
jactancia, pidió se le ordenase deducir sus accionas en el 
término de nueve días, bajo apercibimiento. 

Librada la orden de citación al Juez de Paz de San Nico- 
lás, este contestó con fecha 21 de Noviembre que ha- 
biendo Almeida entablado demanda ante su Juzgado, y 
contestádola Castagnino, en la forma ordinaria, y habiendo 
consultado el punto al Superior Tribunal de Justicia, el 
cual había declarado que el caso era de la jurisdicción del 
Juzgado de Paz, creía de su deber devolver el oficio. 

Con la misma locha 21 , el Juzgado no hizo lugar á la 
declinatoria y puso la causa á prueba, después de produ- 
cidas las cuales se dictó sentencia á favor de Almeida. 

Notificado Castagnino, protestó ante un Escribano Públi- 
co, y su apodera^, el Dr. Britos, acompañando testimonio 
de la protesta, ocurrió al Juzgado Nacional pidiendo se 
librase oficio al de San Nicolás para que diera cumpli- 
miento al anterior. 

El Juez de San Nicolás contestó que el asunto estaba 
radicado ante su Juzgado; que no se había opuesto de- 
clinatoria por razón de las personas para ante la juris- 
dicción nacional, sino por razón de la cantidad para ante 
el Juez de primera instancia de la Provincia ¡ quu el auto 
en que se rechazó el articulo y se puso la causa á prueba 
había sido consentido, y que finalmente, la sentencia de- 
finitiva tampoco había sido apelada. 

Con lo espueslo por el Dr. Britos, á mérito del informe 
del Juez de Paz, se dictó este 
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Buenos Aires, Uarzo I* He 181?. 

Y vistos: Resultando de las actas acompañadas que D 
Bartolomé Gastagnino no ha contestado á la demanda, en 
cuyo caso no pueda invocársela radicación de ta cansa, 
segnn el art. i° de la ley sobre competencia do loa Tri- 
bunales Nacionales, so deelara que este Juzgado es el 
competente al electo, y por tanto, líbrese oficio al Juez 
de Paz do San Nicolás de los Arroyos, para que reinita los 
antecedentes á este Tribunal, ó si sostiene su competencia 
los remita ;i la Suprema Corle de Justicia Repóngasa 
oí sello. 

Comunicada esta resolución al Juez 
á Mmeida, este esposo que Castagninu 
la demanda sin oponer mas escepcion que la de incom- 
petencia por la cantidad, y que habiéndose consentirlo el 
auto que rechazó esa escepcion, la causa habia quedado 
radicada ante el Juez de Paz ; y que estando ya ejecuto- 
riada la sentencia, no había recurso que deducir. 

Pidió que el Juez de Paz sostuviese su competencia. 

Fallo *>l Jurr •> r«. 

San Nirolás, tí de Mano de 1 872. 

Sosteniendo este Jugado ja competencia an el presente 
juicio por los fundamentos manifestados en el escrito qm? 

T, ll 3i 




antecede, y de eunformidad con lo dispuesto por el sefmr 
Jitéí do Sección, Br¡¡ D. Andrés Ugarriza, elévense los autos 
a la Suprema Corle de Justicia Nacional, con la corres- 
pondiente ñola, para la resolución que corresponda ; al 
ntmt comn so pide, .losgl úsese el pnder de f. 3. 



P. /nraróniifífiit. 



Nevados lo* .nitus se dieló íísIp 



rnll«» de la *ii|irrmii «'orlr. 



líuciiiis Atrfs \h\u 1 \ de 1872. 

Vistos: y consu. nido, Primevo, Que, sefrun resella 
do las actas agregadas en copia ú fojas una y dos, de 
los actuados ante el Juez de Paz de San Meólas de los 
Arroyos, demanda dado Don Bartolomé Castagnino por Don 
Kmiliano Sánchez, en representación de Don Manuel Al- 
melda, declinó la jurisdicción do aquel Juzgado, fundándose 
en que el terreno materia de la cuestión valia mas de 
la cantidad de que puede conocer un Juez de Paz, lo que 
importa, no una declinatoria absoluta de la jurisdicción 
provincial, por razón de ta calidad personal del litigante, 
sino una declinatoria relativa, por razón de la cantidad, á 
la jurisdicción limitada del Juzgado de Paz para ante el 
Juez de graduación mayor, pero dentro do la misma juris- 
dicción de la justicia provincial. — Sey ttndo. Que, habién- 
dosele concedido el término de ocho dias para consultar 
el coso, y habiendo comparecido nuevamente ante el Juz- 
gado de Paz, decidió este la esceprinn dospuos de Á* 
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ios alegatos de ambas parles, no haciendo lugar ú I* decli- 
natoria, y mandó recibir ta causa prueba por ol tér- 
mino de diez dias, sin que fuese apelada por Casíagnino 
esa decisión del Juzgado, debiendo del hecho de mandarse 
recibir la causa íí prueba, deducirse que los alegatos de 
que se bace referencia á foja dos, recayeron, no solo sobre 
la escepcion dilatoria, sino también sobre lo principal del 
negocio, pues no habiéndose oído sobre lo principal al 
demandado, no habría podido la causa recibirse a prueba. 

— Tercero, fjue por consiguiente, desde aquel acto quedó 
el pleito radicado en el Juzgado de Paz, conforme á lo 
dispuesto en el párrafo cuarto, artículo doce de la ley sobre 

iccion y competencia, pues ta escepcion, aunque hu- 

del demandado, no fué, como debió serlo, sos- 
por apelación de la decisión que no le hacia lugar. 

— Cuarto. Que según resulta del escrito que corre íi foja 
siete, de los actuados ante el Juez de esta Sección, el 
Doctor Don Juan José Untos, por Don Bartolomé Castag- 
ni no, ocurrió á este Juzgado, sin entablar la cuestión de 
competencia para que defendiese su jurisdicción invadida 
y oficiara al de San Nicolás á fin de que se inhibiera y 
remitiese el espediente, interponiendo una demanda de 
jactancia contra Don Manuel Almeida y pidiendo bu empla- 
zamiento. — Quinto. Que, por tanto, el conflicto de las 
jurisdicciones no ha sido provocado en la segunda forma 
que indica el articulo cuarenta y cinco de la ley de pro- 
cedimientos. — Por estos fundamentos, aplicando los ar- 
tículos doce , párrafo cuarto , y catorce de la ley de 
competencia, so declara que el conocimiento de esta causa 
no corresponde á la Justicia Nacional. Devuélvase, en 
consecuencia, el espediente al Juez de Paz de San Nicolás 
de los Arroyos, junio con las actuaciones obradas en el 
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Juzgado de Satirión, y comuniqúese A este |mr Serrotano 
esta resolución 



Salvahor M. dll Carril. - 

ÜGARTE. — J. B. GoRüSTIAGA. 



It Jtiih A rratjit . contra la Municipalidad </t* Bueno* Aire*, 

por daños t¡ perjuicios. 



Sumario. — IMW la ley de la Pwiftejíi de Buenos Aires 

la apreciación ile los daños procedentes d^ demoliciones 
ordenadas jmr motivos de salubridad publica. 

2' La gestión que si' tramite ;mte la Municipalidad para 
cbtener la indemnización, y fijar sil monto, y que aun 
no eslá resuelta. nr> produce caso contencioso. 

3 o La tardanza Je la Municipalidad en resolverla no 
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autoriza á lu jusliuiu nacional á ejercer sobra ella una 
superintendencia que no le corresponde. 



Cato. — í), Julio Arra-pi demandó á la Municipalidad de 
Buenos Airea a-clamando la indemnización de los daños 
y perjuicios procedcnleá de la demolición Je una casd do 
su propiedad ijua *e liuo por 6rden de la Municipalidad, y 
diciendo que esta su hallaba dispuesta á satisfacer los daños 
pero que su lentidad y la deseonlianza da obtener un re- 
sultado satisfactorio ie obligaba:? á demandarla. 

Conferido traslad o, contestó el Procurador de la Muni- 
cipalidad interponiendo articulo de incompetencia, y di- 
ciendo que Arraga liabia presentado ya este reclamo ó i» 
Municipalidad, que era autoridad competente por la ley 
en esta dase do asuntos; que el reclamo estaba en tra- 
mitación, y que después d* radicado allí el asunto, oo 
podia ocurrirse al juzgado nacional en contra do lo pros- 
cripto por el arL 1:2, inciso 4o, de la lev de U de 




Arrala evacuó el traslado del articulo 
escrito presentado por el á la Municipalidad no impor- 
taba el reconocimiento de íu jurisdicción sino una 
pelacion hedía per el único medio posible, 
una petición, 




F«llo 



Bunios Aires. Ahríl 11 de 1872 

V vistos estos autos seguidos por D. Julio Arraga contra la 
Municipalidad <b- r-sln cuidar], m-lamando di» elU l.i indemni 
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¿ación de los daños y perjuicios, que le lia irrogado la 
demolición que por orden de la Municipalidad, se hizo de 
una casa de propiedad del demandante; y considerando 
en cuanto á la escepcion de incompetencia deducida por 
lo parte demandada. — 1° Que habiéndose hecho la de- 
molición por motivos de salubridad pública, la aprecia- 
ción de la indemnización á pagar corresponde á la misma 
Municipalidad, según lo dispone la ley de la Provincia 
de 3 de Noviembre de 1865, debiendo para hacerla, pro- 
ceder de acuerdo á los trámites legales. — 2° Que según 
aparece de la solicitud do f. ... acompañada por el apo- 
derado de la Municipalidad, el demandante so presentó 
ante ella reclamando la indemnización que lo mía el objeto 
do su demanda, habiéndose corrido algunos trámites pre- 
vios al pago reclamado. — 3* Que no habiéndose termi- 
nado esta gestión, no habiendo por lo tanto llegado ¿I 
caso de que ia Municipalidad resolvióse si habia ó nu 
logar al reclamo entablado por Arraga, ni fijase el monto 
de los perjuicios á indemnizar, el negocio sometido sub 
judice no es un caso contencioso sino meramente admi- 
nistrativo y de resorte esclusivo de la Municipalidad. —Y 4° 
Que la tardanza quo se alega por la parte demandan lo 
parfl resolver este asunto, aun en el caso de comprobarse, 
no autorizaría á la Justicia Nacional á ejercer sobre los 
actos de la Municipalidad, una superintendencia que no 
le corresponde, mucho menos aun, cuando el demandante 
tiene los medios legales de quo puedo hacer *uso para 
activar las gestiones de este asunto; — por estos funda- 
mentos y de acuerdo á la disposición del articulo 2 do 
la ley sobre Justicia Nacional, declaro no haber Jugar al 
conocimiento de este asunto por falta de jurisdicción en 
«I juzgado. Hágase saber y repónganse los sollos, 

Antlréx Iffjarrivi. 
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Apelada esta sentencia y concedido e\ renusu mi m\fr 
cion, su dictó til siguiente 

Fulla de I» «upremn t «rlr 

Uuetius Airtis, Mayo M 

Vistos: |iur sus fundamenti», ¡w confirma, cúneoslas, 
el auto apelado de luja veinte y cinci, y salisfcclias las 
cusías y recuestos lus sellos, devuélvanse. 

Sai vauoii M. iiki. UAitíílti- — Kltfx- 

1-.ISWJ ÜKU¡AÜ0. — JiíSK UaUMmv 
JltSg H. (InUiiSIIAHA 



0. /utfn l'rww, fiffifírw /' Ata*» /- /«"' **** ,tf> 

provisiones ai vapor c7Vr«ft. y s&mch>$ <i M> 

,M ínfima. 

Nwwirití. — I» El mmlralo cnkbriittí es la js> pato toa 
contratantes, y ean snjecitMi < A #W decidirá tos pkMtuti 
iii rl i versen o ;i 
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2 o Todos los gastos que escedan á lo comprendido en 
un contrato sobre provisiones de un vapor, deben ser i 
cargo de lo» armadores. 

3" Una cuenta se presume reconocida y aceptada, si no 
un mes, desde que se 




«tinador del vapor « Teresa, » celebró con D. Juan Prusso 
un contrato para la mantención del personal á bordo, 
cuidado de los útiles do mesa y de cocina, y fíe las camas, 
bajo su responsabilidad, 

Kn dicbo contrato, Prusso se compro metí a á proveer do 
almuerzo y comida a la tripulación y pasajeros del buquu 
Á razón de 4 rls lis. por almuerzo y i por comida, á 
los de cámara; y la mitad á los de proa, debiendo además 
recibir 30 patacones por via de sueldo, por el cuiJuJu 
do los útiles de á bordu. 

Con este contrato demando IVusso en Octubre do I87U 
á Ü. Marcos L Costa la suma de ¿,411 ps. fts. por pro- 
visiones y trabajo, según la cuenta que presentó, 

Corrido traslado, Costa pidió se rechazara la demanda 
con costas, porque lejos de ser deudor de Prusso. como 
se decía en la demanda, era su aureedur por la suma de 
34 ps. fts. 6:¡ cts., según la cuenta corriente que pre- 
sentó. 

Sustanciada la causa con las diligencias que se detallan 
en la sentencia, su dictó este 

ralla 4>l Jurt Arreieval 



Biiciifis Aires. Noviembre di? 1 K 7 ¿ 
Vistos pstos aiitr.,s seguidos pT 1). Juan Prussu, contra 
P. Marcos h Costa, por cobro de p^o 1 * prorrduntcs de 
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provisiones suministradas ai vapor inglés * Teresa ■ y 
de servicios prestados á fiordo del mismo y resultando: 

l* Que entre IVusso, como mayordomo, > Costa, como 
-érente del citado vapor * Teresa, » se 




para proveer aquel á la alimentación 
leros del vapor < Teresa, • como así mismo para el cui- 
dadu de los útiles do mesa, encina y demás ; estipulándose 
el precio de i rls. fts. por el almuerzo y olro tanto por 
la comida di: oficióles y pasajeros, y la mitad do este 
precio para l¡i Iripulucíon, J el sueldo mensual do 30 ps. 
fuertes por el cuidado de los útiles del vapor y dirección 
do la* mesas de servicio ; constituyéndose l'russo respon- 
sable de todo, y determinándose en el contrato, á los 
efectos de dicha responsabilidad, en qué consistiría el 
almuerzo v comida <|ue si: comprometía á dar, como igual- 
mente fjue s f í recibía del vapor bajp inventario; todo lo 
cual se halla juslilkadn pur la copia deleitado contrato que 
presentado por el demandante corre á l ó, y cuy* exactitud 
ha sidu reconocida por Costa al culi testar la demanda. 

»2» íjue Cosu pasó á Prusso la cuenta de I*. íi y 4, 
que dá un saldo á favor del primero por la suma de 
ítÜÜ ps. fls , siendo dicha cuenta ppsada euandn menos 
el 10 de Mayo del año próximo pasadu, como lu prueba 
el hecho de estar cargados en el débito de Prusso 76 
pesos 4íi centavos fuertes, que según Cosía» en la cuenta 
que ha exhibido en este juicio y que corre á tí. 16 y 17, 
fueron entregados á [*russo el 10 de Mayo. 

3" <Jue partiendo IVusso de Jos antecedentes espuestos 
ha formulado la cuenta de f. G, cuya primera partida de 
su crédito la forma dicho raido ; y ha deducido demanda 
remira Costa pidiendo se le condene al pago de 2,411 ps. 
fuertes qup resultan contra el última, sm deducir lo reci- 
bido á cuprita 



4" Que en la cuco ta formada por Prusso figuran en su 
crédito tres partidas pertenecientes al mes de Abril del 
año anterior, cuyo monto total- es de 62 ps. fls. proce- 
dentes de alimentos suministrados desde el 22 hasta el 
81 del mi? no mes á 10 oficiales y 180 soldados de Ja 
nación. 

5« Que según la cuenta exhibida por Costa solo están 
abonadas á Prusso, do las tres partidas á que se refiere 
el precedente párrafo, la tercera de i i pa. fls. por dos 
bolsas de galleta dadas á los soldados ¡ y el saldo á favor 
de Prusso de 10 de Mayo del año próximo pasado, (echa 
cierta de la cuenta de t 3 y -i, no seria el de 300 ps. fls. 
que arroja lu última, sino solo de AO ps. 13 conls. fts., 
y el resultado final lejos do dar un saldo á favor de 1 
demandante, lo daria en su contra por la suma de *li 
pesos fuertes. 

C>" (Jue on la citada cuenta exhibida por írosla, y en la 
parto que corresponde liaste el 10 du Mayo de 1870, están 
cargadas contra Prusso muchas cuentas parciales que con 
el conforme del último lian sido abonadas por el primero, 
en las que se encuentran comprendidos vinos linos, lico- 
res y otros artículos que no debia suministrar el mayor- 
domo según su cuntrato, tomólo demuestra la mas ligera 
inspección de las cuentas que corren de I'. 33 á 52 y Ja 
simple lectura del contrato ; puesto que según este solo 
se obligaba Prusso a dar vino francés y que no hay 
cuenta casi que no comprenda cajones de vinos finos y 
licores, como también velas y otros artículos no incluidos 
en el contrato ; y cuyo importe deducido del Debe de Prusso 
no alteraría el saldo de la cuenta de f. 3 y 4 en el sen- 
tido do la disminución, sitio al emir ario, seria mavor 
dichu saldo. 

"" Qu* 1 las ciienlas presentadas |><>r militas parios, y 
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que corresponden del 10 de Mayu á Tines de Junio del 
año anterior, no comprenden las mismas partida* en el 
Debe y en el Haber de ambos, por cuanto Pruiso solo 
abona á Costa desde el 10 de Mayo ha fita el 27 de Agosto 
095 ps. fts. y le carga en cuenta 2,409 ps. 87 cts, fts., 
ú sea un total de 2,411 ps. 87 cents. ÍU. ; mientras Coala 
solo reconoce á favor de Prusso 1,713 ps. 57 cents, fts. 
á la vez que le carga en cuenta 1,778 24 cents. 

8" Que estas diferencias proceden por una parte de 
poner á cargo de Prusso cuentas anteriores al 10 de Mayo 
de 1870 y otras, que aunque posteriores á aquella fecha, 
comprenden en parte artículos que no estaban compren- 
didos en los que debia suministrar lYusso para el almuerzo 
y Comida, como así mismo algunas otras cantidades que 
ni están reconocidas por l'russo ni están justificadas por 
otro medio; y por otra parte, do no ligurar en ambas 
cuentas en el Haber de Prusso las mismas sumas, y en 
el Debe, las mismas sumas por las cantidades de dinero que 
se supone entregadas al mismo. 

í)° Quo en el haber de l'russo, tal cual aparece de la 
cuenta de 1'. 1(J y 17, presentada por Costa, no le están 
abonadas las siguientes partidas de la cuenta de f. tí, acom- 
pañada por el demandante. 
|*nrt. 0" — Dos bordalesas vino francés en el mes 

de Mayo 

> 7 a — Sueldo del mayordomo en 

8-* — Varios efectos por orden del capitán. 

Jo del mayordomo en Junio. . . 

bordalesas vino en id 

entre es La, importante 52 
posos fuertes por sueldo al cocí- 
ni; n« y al mayordomo en 2(í días 
del S dr Julio ;i \\\\ pesos itien- 



fts. 



t 
» 
> 




30 
30 




IT>'- 
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Duales y la de -~ ps. que sola- 
mente abuua Cosía á i". 17 $ i'ts. Mi 

* lli' — l'or varios efectos suministrados á 
uti señor cuyo apellido no está 
claramente designado y que el re- 
presentante de Prussu uu sabe 
quien sea, siendo dichos efectos 
dados, según la citada partida, 
en vihud de orden de 1). Marcos 



» 19* — Por uti cajón cugnae uur órdeii del 

capitán • 13 

• 20* — l*or dos burda lesas vino en el mes 

Julio ...... t ti¿ 

j ¿¿a — Balleneras r.-n el Kosario y Monte- 

Tulal $ & iíW 



10° Uue pedidas atgunas es p lie ación es bajo de jura- 
mento á Costa y al representan ti; de l'russu sobre las 
partidas es presad as en el precedente párral'u, se lian daiíu 
ta siguientes: sobre las partidas Ü, l~¿ y 20, por seis 
borda lesas de vino francés, dice el representan te de ['russo, 
que no sabe la causa especial porque están cargadas, 
pero que su intimidad lia sido reconocida por Costa en 
conversación privada que con este tuvo, y el último dice, 
que no deben abonarse en cuenta, porque aunque después 
de celebrado el contrato se convino en suministrar a 
Prusso dos bordalcsas de vino mensuales por los tripu- 
lantes, como si ¡pie literato en razón de que trabajaban do 
noche, esta obligación había eos-ido en los últimos meses 
y sin determinar desdo cual fecha cesaba dicho compro- 
miso , sobre h> p.trlidas 7 1 ht" 1 y ííí\ eólatkas a! sueldo 
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del mayordomo, que fué estipulado en el contrato, ha 
manifestado Costn que no las ha incluido en su cuenta 
por haber estado Prusso en tierra dos nicscii y medio á 
causa de haberse lastimado á hordo; sobre las diferencias 
de la partida 15, procedente del sueldo del cocinero, ha 
manifestado Costa que había habido algnn error de suma 
en su cuenta ; sobre las partidas Ifí y 19, dice que no 
tiene conocimiento u» ellas, ó que dehen estarlo abonadas, . 
agregando que no sabe quien sea la persona á que se 
dicen entregados los efectos ;í que la prirner.i se refiere. 

11° (Ji'R en el hfbe ña la cuenta presentada por Prusso 
rio están cargadas algunas partidas que Cosía pone en su 
Haber en la cuenta de £ ll v 17, dando asi una dife- 

■ 

reneia entro lo recibido por Prusso, según ambas mientas, 
de 1 ,083 ps. 32 cents. JK 

12° Que dichas supresiones, ó se relieren á partidas 
justificadas por cuentas ya anteriores, ya posteriores al 
10 de Mayo de 1870 y pertenecen ó no ;í artículo* de 
los que Prusso estaba obligado .1 proveer al vapor. 

13" Que una de dichas partidas es la última de 220 
pesos fuertes por falta en los útiles del vapor, de los que 
Prusso era responsable según contrato y los inventarios; 
pero de lo que no se ha acompañado justificativo alguno. 

Y considerando : 

f° Que el contrato celebrado entre Prusso y Costa es 
con arreglo al art. 200 del Código de Comercio, la ley 
para los contratantes : y deben por consiguiente decidirse 
con sujeción á él todos los puntos en divergencia, salvo 
en lo que dicho contrato hubiese sido modificado por 
arreglos posteriores. 

2 o Que no habiéndose comprometido Prusso sino á lo 
empresario en el contrato que corre en autos, ó sea. á 
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tripulación del vapor, y á servir como mayordomo á bordo, 
todos los gastos por provisiones al vapor que no están 
comprendidos en los que dicho Prusso estaba obligado 6 
suministrar por el almuerzo y la comida, deben ser a" 
cargo de los armadores 6 del buque, con arreglo al arL 
1021 del Código de Comercio. 




mo del vapor, a" la vez que repostero, y estando auto- 
rizado para proveerlo de todo lo necesario, puesto que 
según Costa estaba recomendado á los almaceneros para 
que lo proveyesen de todo lo necesario, en las provisiones 
compradas por Prusso para las necesidades del buque hay 
que distinguir las que estaba obligado á suministrar según 
contrato, de las que no tenia obligación de dar, para 
cargar las primeras á su cuenta y las segundas ú Costa, 
como armador ó representante de estos. 

4° Que de la doctrina sentada en los precedentes con- 
siderandos se deduce que la cuestión á resolver es sim- 
plemente de hecho, ó sea averiguar que partidas deben 
cargarse como justificadas tanto en el Debe como en el 
Haber de Prusso, y cual sea el saldo definitivo que arrojen 




cuanto al saldo existente hasta el 10 de 
isíve, él está averiguado, salvo prueba con- 
traria, que es el de 300 ps. fts, que arroja la cuenta 
det 10 de Mayo que Costa entregó á Prusso, por cuanto 
según el art. 86 del Código de Comercio, se presume 
reconocida por ambas parles después de trascurrido un 
mes de haberse recibido. 

6* Que aunque Costa ha presentado sus cu en Lis de 
f 16 y 17, de las que resultari;i que en la dicha fecha 
del 10 do Mayo solo habría ¡i fovnr de Prusso el saldo 
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do 40 ps. 13 cents, fls. t y aunque acompaña como jus- 
tificativo algunas cumias anteriores y Hasta la misma 
fecha con el conforme de Prusso, dichos cuentas com- 
prenden en gran parte artículos para e) vapor < Teresa * 
que Prusso no estaba obligado á suministrar según el 
contrato, lo que prueba que Cosía al pasar la cuenta de 
10 de Mayo había descontado el valor de los artículos 
espresados, reconociendo por el mismo hecho que no es- 
taban coi ii prendidos en el contrato y quo eran á cargo 
del vapor ó de sus armadores ; á lo que se agrega, que 
deducido el valor do dichos artículos del ikhc. de Prussu, 
el saldo arrojado en dicha cuenta importante :í00 jis. lis 
nn quedaria disminuido. 

7" fiue dicho saldo debe ser aumentado en AK ps. fls,, 
importo del almuerzo de 10 oficiales y 180 soldados de 
la Nación que en el mes de Abril fueron trasportados en 
el vapor ■ Teresa ; » porque si bien Costa lo ha objetado 
fundándose en que la alimentación de dtchos individuos debía 
ser á cargo del Gobierno, según convenio, este no ha sido acre- 
ditado y por consecuencia debe presumirse que era á cargo 
del vapor que los trasportaba, con tanta mayor razón cuanto 
que habiendo reconocido Costa la lejitimidad de la partida 
de 11 ps. fls. procedentes de dos bolsas de galleta dadas 
á dichos soldados, no hay una razón para que no le sean 
cargados al vapor el almuorzo de los mismos, asi como 
el de los oficiales. 

8 rt Que en la cuonta posterior al 10 de Mayo de 1S70, 
deben abonarse en el Haber de Prusso las partidas 6, 
12 y 20 quo por sois bordalesas de vino francés carga 
Prusso en su cuenta de f. fi ; porque si bien es cierto 
que según el contrato, el vino francés, tanto en el al- 
muerzo como en la comida, era por cuenta del repostero, 
optando prohado por la cuenta quo Cosía nn trepó á Prusso 
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y por confesión del primero que se daban al segunda 
dos bórdalo- as de vino por mus para la tripulación por 
el servicio que hacia de noche, deben dichas borda lesas 
abonárselo en cuenta á Prusso por los meses de Mayo, 
Junio y Julio, con arreglo al citado compromiso, y porque 
Costa no lia justificado que desde el mes de Mayo inclusi- 
ve, hubiese cesado aquel. 

9<> Que también deben computarse en el Htihcr de Prusso 
las partidas 7", 10 y 15, importantes 91) ps. fis., como 
se vé en el rosu liando 9 o de esta sentencia, como corres- 
pondiente al sueldo de mayordomo á Prusso tm los meses 
de Mayo y Julio y que según el contrato dcbia abonársele, 
y por la diferencia que hay en el aneldo del cocinero 
entre las dos cuentas presentadas, diferencia que, según 
Costa en la diligencia d<* f...., dclm provenir de error de 
cálculo. 

10» Q lie en cuanto á las partidas 8\ IC, 19 y 22 de 
la cuenta presentada por. Prussu, 110 se encuentran en la 
misma condición que las de que se lia hecho referencia 
en los dos considerando anteriores, por cuanto no se ha 
acompañado justificativo alguno de ellas y pnr tanto un 
deben admitirse. 

lio Que en cuanto á las partidas que deben cargarse 
á Prusso, de ellas, las que tengan los comprobantes es- 
critos que consistan en cuentas con conformes de Prusso, 
deben ser cargadas en la parte que comprendan artículos 
de que dicho Prusso debió proveer al vapor, y las que 
consten de recibos posteriores al mes de Mayo deben 
serle cargadas en su totalidad ; y tm que no tengan jus- 
tificativos de la clase de los Mptmám anteriormente 
deben ser desechadas, como igualmente la de %-H> ps. fls. 
que por Taita de útiles de cocina carga Costa contra Prusso, 
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dichas partidas, dicho justificativo no se encuentra en 
autos. 

12" Que (h los precedentes considerandos resulta que 
hay un saldo a* Tavor de Prusso, por cuanto se lia demos- 
trad., que so han omitido en su Haber varias cantidades 
cuyo monto escode con mocito del saldo de 2i ps. Hs. 
que contra Prusso arroja la cuenta do f. Ifi y 17 nrei 
sentada por Costa. " 

Por estos fundamentos, fallo, condenando á Ü. Marcos 
Costa - como representante de los armadores de! vapor 
«Teresa,, a abonar á D. Juan Prusso ó á sus lejítimos 
representantes 6 herederos, el saldo <,ue arroje la liqui- 
dación que deberá practicarse con sujeción á las siguientes 
bases : 

I 1 La liquidación deberá arrancar del lí) de Mayo de 
1870, conforme á lo establecido en el quinto considerando 
de esta sentencia, con un saldo á favor ,| e Costa de 3ÚU 
pesos Tuertea en la espresada fecha. 

2* Deberán abonarse en el Haber de I'russo, además de 
las cantidades quo se le abonan en la cuenta de f 17 
presentada por Costa, Ja de 48 ps . fts. correspondientes 
á las partidas 3' y \* do la cuenta de f. tí, presentada 
por Prusso, á que se refiere el sétimo considerando de 
esta sentencia, y la cantidad de 282 ps. fts. ( importe de 
las partidas 6% 7", 10, 12, 15, 20 espresadas en el no- 
veno párrafo de esta sentencia, no reconociéndose como 
lejítimas las partidas 8', 1G, 10 y 22, que cobra Prusso 
en su cuenta de f. 6. 

3' Deberán cargársele en el Debe á Prusso todas las 
cantidades que consten de cuentas con conformes y reci- 
bos de Prusso de fecha posterior al 10 de Mayo de 1870, 
y en cuanto las primeras no comprendan licores, vinos 
finos y demás artículos que no estaba obligado Prusso á 
T - " 33 
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proveer según contrato- Cada parte pague sus costas, y las 
comunes por mitad. — llepúngansp los sellos y notiflíiupse 
fon el original. 

Manuel Zavaleta. 
Apelada esta sentencia por Costa, fué continuada por el 

r*llo de ln Wuprema C'orlr. 

Üucnos Airiís, Junio i" ik' 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con instas el 
auto apelado de foja cicntn tres, y satisfechas las costns 
y repuestos lus sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Cáhuil. — Fran- 
cisco Melgahü. — José ÜAttnos 
Pazos. — Marcelino ItiABTk. — 

J. tí. CfUHJSTlAllA, 



